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CAC8A crxvii 



Criminal, contra D. A . Rosentrang, por falsificación de un li- 
bro presentado en fuicio; sobre competencia. 



Sumario. — La falsificación de un libro presentado como 
prueba en un juicio de abordaje ante los jueces arbitros^ cons- 
tituye un delito sujeto á la jurisdicción federa!. 



Caso, — Lo explica la siguiente 



FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 



PE11C10N 



BenosAires, Junio 5 de 1891. 



Señor Juez Federal: 



Cayetano Maggiolo, capitán de la barca italiana c Martini», 
constituyendo domicilio legal en la casa Reconquista nú- 
mero 212, ante V. S., como más haya lugar en defecho, digo: 

Que con motivo de un choque habido entre el buque de mi 
mando y la barca alemana «Stella», convinimos en someter la 
cuestión, de acuerdo con lo dispuesto por la ley al respecto, á 
la decisión de jueces arbitros, celebrándose al efecto el corres- 
pondiente compromisío arbitral por ante el Juzgado Federal á 
cargo del Dr. Virgilio M. Tedin. 

Ahora bien, en la oportuna substanciación de este juicio y en 
€l estado de prueba, el capitán de la baroa cStelIa)^ prenentó 
como justificativo de los hechos por él aducidos, un libro deno- 
minado «Diario de navegación», que taché de falso por las cir- 
cunstancias que aduje entonces de haber sido confeccionado ex- 
profeso para las resultas y los propósitos alegados por dicha 
parte en el proceso, y no ser la relación circunstanciada de los 
acontecimientos de una navegación de varios meses, anotada 
diariamente en el referido libro. 

Como V. S. tendrá ocasión de constatarlo cuando se traiga á 
la vista dicho libro, fácil será notar que en el juicio aludido tu- 
ve razón sobrada con argüir de falso ese «Diario de navegación» 
que debe haber sido confeccionado en un solo acto, en tierra 6 
anclado el buque y no diariamente como debiera serlo durante 
los accidentes de una larga navegación. £1 estado perfecto de 
las tapas de ese libro, la nitidez de sus hojas, la uniformidad de 
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carácter át) letra, en todo su contenido^ el mismo color de tinta 
y el caso especial de no existir desde la primera hasta la últi- 
ma» una sola mancha ó borrón, confirma de una manera eviden- 
te el aserto que dejo formulado. 

En consecuencia, y habiendo solicitado oportunamente en el 
juicio arbitral antes mencionado, que se me dejaran á salvo las 
ücciones criminales que pudieran corresponderme contra el ca- 
pitán de la barca «Stella» por el hecho ajustado, es que vengo 
en tiempo y forma á deducir ante Y. S. dichas acciones, hoy 
que dicho juicio arbitral ha concluido. 

Por tanto, V. S. se ha de servir proveer de conformidad al 
siguiente: 

Pedimento: i"* Dar por instaurada la presente acción contra 
D. A. Rosen trang, como capitán de la barca> «Stella», á quien 
acuso del delito de falsedad cometido por éste al presentar en un 
juicio arbitral un «Diario de navegación» completamente falso, 
por lo que Y, S. se servirá en definitiva condenar al demandado 
al máximum de las penas contenidas en la última parte disposi- 
tiva del artículo 282 del Código Penal, con mis el pago de cos- 
tas procesales; 

2** Se libre oficio al Juez Federal Dr. D. Yirgilio M. Tedín, 
para que remita el «Diario de navegación» presentado por el ca- 
pitán de la barca «Stella» en el juicio arbitral seguido con moti- 
vo de un choque ocurrido entre esta barca y la «Martini», que 
tramita por la Secretaría del Escribano D. Juan C. Alman- 
dos; 

3"^ Se le prohiba la salida del país al capitán de la barca 
«Stella» D. A. Rosentrang, librándose, para que la orden se 
haga efectiva, los correspondientes oficios á la Prefectura Marí- 
tima de esta capital y el Consulado Alemán de Buenos Aires. 

Sírvase Y. S. proveer en todo de conformidad á lo que dejo 
solicitado. Es justicia. 

C. Maggtolo. 
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VISTA FISCAL 



BueDOs Aires, Junio 6 de 1891 



Señor Juez: 



El escrito preoedente y que se me pasa en Tista importa pro- 
mover on jaiciQ criminal por querella» y como reúne los requisi- 
tos establecidos en el articulo 176 del Código de Procedimien- 
tos en lo criminal, no veo inconveniente en que V. S. instruya 
el sumario correspondiente, de conformidad con el artículo 177 
del mismo. 

J. A. Viale. 



Fallo del Juea Federal 



Buenos Aires, Janio 9 de 1891. 

Besultando de la misma exposición del denunciante que la 
querella no se dirige á establecer la denuncia de un delito de 
carácter nacional, pues la falta de verdad en la exposición de 
un Diario de navegación cometida por el mismo que llevaba di- 
cho diario, y bajo su propia firma, no reviste los caracteres de 
la falsedad definida por los artículos 64 y 65 de la ley penal na- 
cional, nu ha lugar al procedimiento solicitado, debiendo el so- 
licitante ocurrir aute quien corresponda. 

Andrés Ugarriza. 
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PETICIÓN DE REVOCATORIA 



Baenos Aires, Junio 10 de 1891. 
Señor Juez Federal: 

Cayetano Maggiolo, capitán de la barca «Martinii, en el jui- 
cio seguido contra el capitán de la barca alemana «Stella», so- 
bre falsedad de un documento, á V. S. como más haya lugar en 
derecho digo: 

Que me he notificado del auto de Y. S. por el cual se decla- 
ra incompetente para entender en esta causa, y no creyéndolo 
ajustado á derecho, yengo á pedir revocatoria por contrario im- 
perio de tal resolución ó en su defecto se me conceda la apela- 
ción subsidiaria que desde ya interpongo para ante el Su- 
perior. 

El presente caso lo motiva un delito cometido á bordo de un 
buque mercante y por persona de la marina, de manera que no 
sólo por razón de las personas^ sino también por razón de la ma- 
teria, él cae bajo la jurisdicción nacional, á estará los términos 
déla última parte dispositiva delartícuIo2^,incisol*', delaleyde 
Procedimientos Federales de 14 de Setiembre de i 863, sino tam- 
bién por el artículo 3"", inciso 4"* de esa misma ley, desde que el 
hecho imputado al capitán de la barca « Stella», se ha cometido 
en el puerto de esta capital, donde el Gobierno Nacional y los 
Juzgados de Sección, tienen exclusiva jurisdicción, según se 
deja dicho. 

Además el documento que se arguye de falso ha sido introdu- 
cido y se ha querido hacer valer en una oficina nacional, por 
lo que también es de aplicación el artículo 65 de la ley que de- 
signa los crímenes cuyo juzgamiento compete á los Tribunales 
Nacionales. 
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Por todo lo expuesto V. S. se ha de servir proveer de confor- 
midad á lo solicitado en el exordio4e este escrito, con recomen- 
dación de pronto despacho, por tratarse de un asunto ur 
gente. 

Será justicia, etc. 

Cayetano Maggiolo. 



jtuto fiel Jnem Federal 



Buenos Aires, Junio 11 de 1891. 

No ha lugar á la revocatoria pedida, por los fundamentos del 
auto apelado, y concédese en relación el recurso interpuesto de- 
bienio elevarse con oficio los autos ante la Suprema Corte. 

Ug arriza. 



VISTA DfiL SLÑOR PROCURADOU GENEÜAL 



Buenos Aires, Julio P de 1891. 
Suprema Corte \ 

La resolución de foja 3 vuelta, debe, en mi opinión, ser con- 
firmada por V. E., no solamente por sus fundamentos, sino 
también por los siguientes : 

1^ Porque no consta el lugar de la ejecución del delito que 
se acusa. A foja 1* vuelta se dice: que el libro acusado de fal- 
so, debe haber sido confeccionado en un sólo acto, en tierra ó 
anclado el buque, y nodiariament(< etc., mientras que á foja 4, 
se dice : « £1 presente caso lo motiva un delito cometido d bordo 
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de UQ buqae mercante etc. ». Ambas afirmaciones no concaer- 
dan perfectamente; y la verdad del hecho, esto es, del lugar del 
delito, en caso de haberse cometido, no aparece justificada, y 
es posible que él fuera ejecutado, tanto á bordo del buque co- 
mo en esta Capital. 

2® Porque tampoco resulta que el libro que se dice falsifica- 
do, haya sido introducido y se haya querido hacer valer en una 
oficina nacional, por lo que sea también de aplicación al ártica* 
lo 65 de la ley qae designa los crímenes cuyo juzgamiento 
compete á los Tribunales Nacionales, como se afirma á foja A 
vuelta, puesto que á foja l,se dice que, cen la oportuna substan- 
ciación de este juicio (arbitral ), y en el estado de prueba, se 
presentó el libro argüido de falso. Un Tribunal arbitral no 
constituye, á mi juicio, en el sentido del artículo 65 de la ley 
citada, una oficina nacional, ni por tanto el caso puede caer ba- 
jo las disposiciones de dicho artículo, como lo reconoce el es- 
crito de querella, al no pedir las penas que impone dicha ley, si- 
no la del artículo 282 del Código Penal. 

3^ Por fin, porque, el mismo caso no está comprendido en 
ninguna de las disposiciones del artículo 23 del Código de Pro- 
cedimientos en lo Criminal, que determina la competencia de 
los Jueces de Sección, y que concuerda con el artículo 3"^ de la 
Ley sobre jurisdicción y competencia de los Tribunales Fede- 
rales. 

Antonio E. Malaver. 



EmlÍB de la Suprema Corle 



Buenos Aires, Julio 2 de 1891. 

Vistos: Afirmándose por el querellante que el libro que se 
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« 

dice falsificado ha sido presentado conscientemente por su au- 
tor en un juicio de jurisdicción federal por su naturaleza y du- 
rante su substanciación ante los Jueces arbitros, creados por la 
ley para su conocimiento, 7 debiendo en consecuencia, reputar- 
se el hecho acusado del fuero nacional, se roToca el auto apelado 
de foja tres vuelta, y devuélvanse para qne reasumiendo el 
Juez de Sección la jurisdicción de que se ha desprendido, pro- 
ceda á conocer y resolver lo que corresponda en esta causa. Be- 
póngase el papel . 

BETIJAMIN VICTORICA.— C. S. DE 
LA TORRE. — LUIS V. VÁRELA . 
—ABEL BAZAN.— LUIS SAENZ 
PEÑA. 



CAUSA CCXYIII 



El doctor don Ramón Arigos Rodríguez^ contra los cónyuges 
Dachary , por cobro ejecutivo de crédito hipotecario; sobre 
nulidad de procedimientos. 



Sumario. — Notificado debidamente y consentido el decreto 
de cautos» para resolver la aprobación de la retaza, quedan 
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subsanados los procedimientos anteriores rel&tivos á esta ope- 
ración . 



Caso. — Del testimonio de actuaciones seguidas en el juicio 
ejecutivo, remitido por el Juez de Sección á la Suprema Corte, 
resulta: 

I'' Que en 27 de Octubre de 1890, la parte del doctor Arigos 
Rodríguez bizo presente al Juez que la finca mandada vender no 
babía sido vendida por falta de postor y pidió se mandara re- 
tazar el bien hipotecado por el perito anteriormente nom- 
brado; 

2^ Que el Juez dio vista á los ejecutados, pndiendo manifes- 
tar su conformidad en diligencia; 

3^ Que este decreto fué notificado á los esposos Dacharv en 
31 de Octubre de 1890 por cédula que el escribano dejó en pre- 
sencia de dos testigos, sin decir dónde, ni á quién; 

4"^ Que la parte de Arigos Bodríguez en 7 de Noviembre acu- 
só rebeldía á los ^ónjuges Daobary y pidió se proveyera según 
lo solicitado, nombrando oportunamente el martiliero; 

5^ Que el Juez dio por acusada la rebeldía y de acuerdo con 
el artículo 290 de la ley de Procedimientos, ordenó que el perito 
antes nombrado procediese á practicar la retaza; 

6"" Que este decreto fué notificado en la misma forma que el 
anterior á los esposos Dachary; 

7"^ Que el perito señor don Felipe A. Brain retazó el bien 
embargado con uní O Vo de rebaja sobre la tasación anterior, 
importando la nueva tasación la suma de 13.469 pesos 42 cen- 
tavos; 

8^ Que el Juez ordenó se pusiera la operación á la oficina por 
4 dias, siendo notificados de la misma manera los cónyuges 
Dachary en 19 de Noviembre de 1890; 
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9® Que el mismo día 19 de Noviembre el Juez proveyó á 
instancias de Arigos Bodrigaez, se sacara copia de los títulos 
de propiedad del bien embargado, cuyo auto fué notificado 
personalmente (al parecer en la oficina) á los esposos Da- 
chary; 

10^ Que Arigos Rodriguez, en 19 de Noviembre, pidió se 
aprobara la tasación y se nombrara rematador á Ferro y Ali- 
prandi; 

11^ Que elJuez proveyó «vengan los antos> notificándose el 
proteo peisonalmeBto á las partes; 

12* Que poraiitiidft2&daNQ7Ífiaibi:frel Jaez, por no haber- 
se observado la tasación, la aprobó y nombra mafti lleco á Fe- 
rro y Aliprandi para vender la finca; 

13° Que ese auto fué notificado por cédula y personalmente á 
los esposos en 28 de Noviembre. 

En 29 de Noviembre los esposos Dachary se presentaron al 
Juez diciendo que habían sido sorprendidos con el aviso apare- 
cido en el periódico «El Constitucional», fecha 26, por el que 
se anuncia el remate de la finca por los martilieros Ferro y Ali- 
prandi, sin tener ellos conocimiento del nombramiento de di- 
chos martilieros, ni de las causas que hayan mediado para que 
no se efectuara la venta por el martiliero Botre, que antes ha- 
bía sido nombrado, porque no se les ha notificado nada y las cé- 
dulas dejadas por no habérseles encontrado en su domicilio, no 
pueden ser exactas desde que la señora de Dachary no se ha 
movido de casa por enferma. 

Que esas cédulas no contienen el nombre de la persona á 
quien se dejaron ni la firma de ella. 

Que recien el día antes habían sido notificados del auto apro- 
bando la rebaja y ordenando la venta, y que lo obrado des- 
de la foja 42 adelante debía declararse nulo, como lo pedían. 

El Jaez cnntirió traslado al ejecutante por decreto de 8 de 
Enero de 1891. 
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Los rematadords Ferro y Alipraadi coa fecha. 12 de Dioiem- 
bre de 1890 dan cuenta al Juez de haber vendido la finca por 
9300 pesos y presentan su cuenta de gastos y comisión por 505 
pesos. 

£1 Juez por auto de 13 de Enero de 1891 proveyó: «A sus an- 
tecedentes y vista alas partes». 

£1 ejecutante contestando al traslado de la petición de nuli- 
dad de los ejecutados pidió su rechazo con costas. 

Dijo : que los cónyuges Dachary han sabido todo lo ocurrido 
en los autos y habían sido notificados personalmente de los 
decretos posteriores al de la retaza, con lo que queda subsa- 
nada toda nulidad de la notificación relativa al autoordenáa- 
dola. 

Evacuando la vista de la cuenta de lo» rematadores se opuso 
á ella por ser exagerada. 



1 

' Fallo del Juez Fedeml 



Paraná, Enero 21 Jie 1891. 

Y vistos: la excepción de nulidad opuesta por la ejecutada 
doña Josefina D. de Dachary y su esposo don Pedro G. Dacha- 
ry al acto del remate de la finca embargada^ fundado en que los 
autos de foja. . .mandando que expresen su disentimiento ó con- 
formidad para que se practique la retaza por el mismo perito 
antes nombrado, no les fueron notificados con arreglo á derecho, 
infringiendo lo dispuesto por el artículo... de la Ley de Proce- 
dimientos, con lo expuesto por el ejecutante; y considerando: 

1^ Que en caso de precederse á la retazado los bienes embar- 
gados, el nombramiento de perito para verificarlo corresponde 
exclusivamente al Tribunal y no á las partes (artículos 287 y 
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289 de la Ley de Procedimientos); y en el mismo caso el Jaez 
debe pronunciarse sobre la retaza sin necesidad de oir nueva- 
mente á las partes sobre ella (artículo 287 citado). 

2® Que de estas disposiciones legales se deduce, que aún en 
el supuesto de que las notiñcaciónes de los autos de foja.«. en que 
se daba vista de la solicitud de que se procediese á practicar la 
retaza por el mismo perito 6 por otro; y del de foja... mandando 
pasar los autos i Secretaria para que las partes se pronunciasen 
sobre la retaza, fuesen nulas, como efectivamente lo son; y aun- 
que no se hubiesen practicado en ninguna forma« el procedi- 
miento no sería vicioso ni podría ser objetado de nulidad, pues, 
como se ve, por los artículos citados, la intervención del ejecu- 
tante y ejecutado no es necesaria en ninguno de los dos casos y 
el Juzgado ha podido y aún era su deber prescindir de ellos. 

3^ Que independiente de esto, la ejecutada y su esposo, fue- 
ron notificados con arreglo á derecho, del decreto llamando autos, 
para resolver sobre la ret£C%a, sin que en los seis días que siguie- 
ron desde la notificación hasta el pronunciamiento del Juez, 
hubiesen hecho objeción alguna respecto del precio fijado al in- 
mueble, como pudieron hacerlo si su ánimo no hubiese sido de 
aceptarlo . 

Por estas consideraciones no se hace lugar á la nulidad solici- 
tada. Hágase saber y repónganse los sellos. 

T. Pinto. 



Fallo de la Suprema Carte 



' Buenos Aires, Julio 2 de 1891. 

Vistos: Por el fundamento consignado en el considerando ter- 
cero del auto apeladodefoja ocho vuelta, quesirveá cubrir el vicio 
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denalidadopaestoálasdiligénciasdenotíficaoionde fojauna vuel- 
ta 7 demás de que hace mérito el escrito que en testimonio corre 
á foja seis: se confirma con costas dicho auto, y repuestos los 
sellos» devaélvanse, preTiniéndose al Juez de Sección cuide en 
adelante de no dejar en blanco las fojas á que hace referencia 
en sus resoluciones, é imponiéndose al escribano Secretario de 
Sección, con arreglo al aiticulo setenta y unode laley deProcedi- 
mientos una multa de veinte y cinco pesos moneda nacional, que 
hará efectiva el Juez de la causa por las nulidades de que adolecen 
las diligencias á que este auto se refiere. 

BENJAMÍN VICTORICA. — C. S. 
DE LA TORRE. — LUIS V. VÁ- 
RELA.— ABEL BAZAN. — LUIS 
SAENZ PEÑA. 



Ly 



SA eexinL 



D. Antonio Marechal^ D. Antonio Dordoniy el Dr. D, Bernardo 
delrigoyen contra la provincia de Santiago del Estero, por 
reivindicación; sobre competencia. 

Sumario. — La Suprema Corte no es competente para cono- 
cer en pleito civil contra una provincia, si el título con que ac- 

T. XV 2 
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túao los demandantes es una cesión de derechos, y los ceden- 
tes son en su mayor parto vecinos de la provincia demandada. 



Cíwo.— El día 28 de Noviembre de 1889, los señores Dr. Ber- 
nardo de Irigoy en, Antonio Mar echal y Antonio Dordoni, se 
presentaron ante la Suprema Corte, entablando demanda de rei- 
vindicación contra el Gobierno de Santiago del Estero, por los 
terrenos que conserva en su poder, situados entre Río Dulce y 
Salado al Sudeste de Sialavina, y que están comprendidos dentro 
de los límites designados en los títulos de Chupilta, hoy pro- 
piedad de los demandantes. 

Dijeron: Que los títulos de Chupilta se hallan en copia debi- 
damente testimoniada en el expediente de mensura que acompa- 
ñan bajo el número 2; 

Qpe de estos títulos y de sus antecedentes se desprende que 
los terrenos al Sudeste de Salavina, han sido ilegalmente ocu- 
pados por el Gobierno de Santiago; 

Que algunos de esos terrenos han sido vendidos por el Gobier- 
no, pero que por ahora limitan su gestión á los que están aún 
en su poder, es decir, á los que él llama «campos fiscales de la 
provincial, dentro de la zona indicada; 

Que no pueden presentar una mensura perfecta de dichos te- 
rrenos, mensura que oportunamente tienen que solicitar de Y. 
E., pereque en el expediente que acompañan corre la mensura 
verificada judicialmente por el agrimensor D. Francisco Ira- 
main, que no fué aprobada por defectos parciales, no habiéndo- 
se podido hacer una nueva, á pesar de haberla solicitado desde 
cuatro años atrás el señor Marechal; 
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Qae no es posible determinar ahora la extensión de los terre- 
nos llamados fiscales que reivindican, por no haber sido medidos, 
7 porqne no hay plano catastral de la provincia que contenga 
tales designaciones ; pero que basta á su objeto, cualquiera que 
sea su extensión, que ellos se hallen comprendidos dentro de 
los límites de «Chupilta»: 

Que en 1762 el maestre de campo D. Francisco Bravo de Za- 
mora otorgó escritura de venta de los campos de Chupilta, dán- 
dole la posesión correspondiente, al Maestre de Campo D. Ma- 
nuel Bravo de Bueda; 

Que en 1860 Doña Justa Bueda fué reconocida judicialmente 
sucesora de D. Manuel Bravo de Bueda, con motivo de una cues- 
tion seguida con D. Lucio Bueda, disputándose la pertenencia 
de los documentos de Mula-Corral y Chupilta; 

Que tal cuestión fué fallada por el Juez de Santiago en 23 
de Julio de 1860, y que en 1862 el mismo Juez dictó auto con- 
tra los que poseyeran ilegalmente terrenos pertenecientes á esas 
estancias; 

Que los actores compraron en varias veces estos terrenos de la 
familia Neirot ó de sus cesionarios^ y que el carácter sucesorio 
de dicha familia Neirot, en los bienes de D. Manuel Bravo de 
Bueda, como se desprende de una escritura que la misma otor- 
gó en favor de Fietri, siendo ella reconocida en tal carácter ju- 
dicialmente como antes se ha dicho y también por el Gobierno 
de la provincia y por los Tribunales al seguir el expediente de 
mensura; 

Que del expediente de mensura acompañado se deduce tam- 
bién cómo le pasó á D. Manuel Bravo de Bueda la propiedad de 
dichos terrenos y cómesele dio la posesión con intervención del 
mismo Gobierno de la provincia; 

Que no acompañan la escritura de que se ha hablado antece- 
dentemente de Doña Justa Bueda á Fetri, en la cual reconoce 
en los Neirot el carácter de coherederos, porque no tienen copia 
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legalizada^ pero que acompañan otra escritura hecha por el mis- 
mo Escribano, que se refiere á la primera, y donde el Escribano 
indica el folio de su protocolo, donde se encaentra; 

Que si bien la mensura de Iramain ya mencionada fué desa- 
probada por el Departamento Topográfico de Santiago, sumi- 
nistra ella antecedentes bastantes para demostrar que las tierras 
fiscales que el Gobierno tiene en su poder al Sudeste de Sa- 
lavina, están comprendidos dentro de los límites de Chu- 
pilta; 

Que lo mismo también se desprende del Mapa de la provin- 
cia de Santiago, que también acompañan, anexo á la Memoria 
descriptiva publicada en 1885, con aprobación de su gobierno, 
por el agrimensor D. Alejandro Gancedo; 

Que está bien demostrado por los documentos que acompañan 
el dominio de los demandantes, y la posesión que de sus bienes 
tiene el demandado, y la determinación de ellos con las enun- 
ciaciones necesarias para poder fijar con exactitud la cosa que 
se demanda; 

Que tienen además derecho de presentarse ante Y. E. por ser 
ellos vecinos de esta capital y por ser el demandado un Gobier- 
no de provincia. 

Conferido traslado de la demanda, el Dr. Justino Obligado, 
por la provincia de Santiago del Estero^ sin contestarlo, inter- 
puso las excepciones dilatorias de falta de personalidad en los 
demandantes y defecto legal en el modo de proponer la de- 
manda. 

Dijo : Qae los demandantes fundan sus derechos en que han 
comprado á los que se dicen herederos del Maestre de campo 
D. Manuel Bravo de Rueda; 

Que los que se dicen herederos no presentan ningún compro- 
bante legal que justifique su aserto; 

Que los vínculos de parentesco se justifican sólo por los me- 
dios legales, por las partidas de bautismo, citación de edictos, 



DE JUSTICIA NACIONAL ^1 

intervención fiscal, auto de Juez competente, partidas de casa- 
mientos j defunciones, pruebas de que no existen causas de in- 
dignidad, etc.; 

Que los demandantes no han justificado ninguno de los ex- 
tremos esenciales, para comprobar el parentesco invocado por 
sus cedentes, y que por tanto se tiene que arribar á la conclu- 
sión deque los vendedores no son herederos legales, no pudién- 
dose así trabar este juicio; 

Que en las escrituras presentadas no se hacen más que enun- 
ciaciones vagas bajo la fe del mismo interesado, sin referencia 
alguna del título hereditario; 

Que falta la escritura que se dice hecha á favor de D. Domin- 
go Pietri, que es la base de los títulos de los demandantes; 

Que no es exacto lo que dicen los actores, que los Neirot fue- 
ron reconocidos como herederos por Doña Justa Rueda, ni tam- 
poco que ésta lo fuera judicialmente en tal carácter, en un plei- 
to con D. Lucio Bueda, y también por el Gobierno de la pro- 
vincia, y con posterioridad por los Tribunales; 

Que el expediente que acompaña comprueba que Doña Justa 
Rueda no entabló demanda contra su hermano Lucio, por accio- 
nes ó derechos hereditarios, sino por sustracción de títulos, en- 
tre los cuales decía encontrarse también los de Chupilta; 

Que existen también otros hermanos de Doña Justa Rueda, 
ó que al menos así se titulan sin que conste legatmente; 

Que hay, pues, crecido número de personas con iguales dere- 
chos de Doña Justa, y que, de todos modos, en el juicio men- 
cionado no se invocó el carácter de heredero, pues las dos partes 
tenían los mismos derechos, tratándose de herencia del padre 
común; 

Que si el Poder Ejecutivo de Santiago concedió á los Neirot 
en 1877, que se les expidiera copias de los títulos, eso no impor- 
ta más que una condescendencia para facilitar un trámite y no 
un reconocimiento legal de derechos sucesorios, que no puede 
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nanea emanar del Poder Ejecutivo y si del Poder Judicial; 

Que la Cámara de Justicia de Santiago, con conceder que Do- 
ña Justa Bueda hiciera practicar la mensura de los campos de 
Cbupilta, no reconoció implícitamente el derecho sucesorio de 
la misma señora, puesto que las mensuras no quitan ni dan de- 
rechos y sólo sirven para preparar las acciones reivindicato- 
rías, según la doctrina seguida por el Código Civil en el arti- 
culo 2747; 

Que la demanda no hace más que conjeturar y presumir; pe- 
ro que aún en la hipótesis que esos reconocimientos existieran, 
ellos valdrían ante la autoridad, en el trámite que se hubiera 
hecho^ pero nada obstará á que en otro juicio, como en este, se 
exijan los comprobantes de extremos necesarios para fijar la 
personalidad de los que demandan; 

Que resulta de la misma exposición de la demanda que no 
hay título hereditario legal^ y que en caso de que lo hubiera, 
los cedontes son una pequeña parte de los herederos de esa su- 
cesión; 

Que rechaza como injusto el cargo que los demandantes ha- 
cen á las autoridades de Santiago, de que nunca han podido 
mensurar el campo, á pesar de hacer cuatro años que el señor 
Marechal presentó una solicitud de mensura, porque la razón 
de no haber obtenido dicha autorización, ha sido no haberse 
presentado la solicitud con todos los recaudos de la ley; 

Que en 1859 uno de los titulados herederos, Lucio Rueda, ven- 
dió las tierras que decía le pertenecían en Chupilta á D. José 
Ceferino Sosa, quien introdujo haciendas clandestinamente, y 
que el gobierno no lo reconoció como dueño, mandando á la vez 
retirar las haciendas que se habían introducido; 

Que en 1886 D. Domingo Pietri pidió mensura de dichos te- 
rrenos que decía haber comprado á los herederos de Bueda, pe- 
ro como no presentaba los justificativos necesarios, no se le hi- 
zo lugar á su pedido; 
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Qae ha solicitado el testimonio de esos expedientes que se en- 
cuentran archivados en Santiago del Estero; 

Qae Pietri consintió la sentencia mencionada, la que hace co- 
sa juzgada para los demandantes, y siendo la compra de Pie- 
tri el origen de sus títulos, este hecho destruye toda argumen- 
tación respecto á su personalidad; 

Que en cuanto á la segunda excepción^ hace notar que los de- 
mandantes no presentan la escritura que los cedentes hicieron 
áD. Domingo Pietri, que es la base délas que presentan los 
demandantes, la ([ue han debido acompañar con arreglo á lo que 
establece el artículo 10 de la ley de Procedimientos; 

Que esa escritura no se encuentra en el caso de las que no se 
pueden presentar, y que para igualar las condiciones de los liti- 
gantes, se ha de servir Y. E. ordenar la presenten; 

Que los mismos demandantes confiesan que no pueden deter- 
minar cuáles y cuántos son los terrenos fiscales que reivindican; 
que reconocen que dentro de la zona demandada hay terrenos de 
particulares que no incluyen en su demanda, pero que no preci- 
san su número, extensión, etc.; 

Que además, en dicha zona no hay terrenos del fisco, pues los 
últimos se enajenaron en 1887, y el Fisco no conoce otros en la 
región que indican los demandantes, y que el plano de Gancedo, 
que han presentado, está Heno de inexactitudes y no es ofi- 
cial. 

Conferido traslado del escrito precedente, se presentó á con- 
testarlo el Dr. Bernardo dejrigoyen en su nombre y en nombre 
de los señores Marechal y Dordoni. 

Dijo : Que es cierto que no ha acompañado comprobantes del 
juicio sucesorio del Maestre de Campo D. Manuel Bravo de Bue- 
da, y que probablemente tal juicio no se ha hecho, porque has- 
ta hace pocos años en las provincias no se hacían juicios suce- 
sorios, con motivo de la población muy reducida y estable, pero 
que no alega tal circunstancia en atenuación de la falta de es* 
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tos comprobantes, porqae no necesita presentarlos al Gobierno, 
pues por él mismo y por sus Tribunales está reconocido el carác- 
ter hereditario de Doña Justa Rueda, de su abuelo D. Manuel 
Bravo de Bueda; 

Que el demandado quiere desvirtuar la sentencia recaída en 
el juicio sobre mejor derecho á las escrituras de Ghupilta, entre 
D. Lucio Rueda y Doña Justa Rueda, asistida por el Ministe- 
rio de pobres j menores, de la cual se habla en el capítulo 4"* 
de la demanda, diciendo que en el juicio se trató de sustracción 
de títulos, pero que aún en este caso esos títulos eran los de 
Ghupilta 7 fueron adjudicados á Doña Justa Rueda por consi- 
derarla heredera de su abuelo D. Manuel Bravo de Rueda, dic- 
tando después en 1862 el Juez^ un auto de desalojo á favor de 
Doña Justa, contra los poseedores ilegítimos de los terrenos de 
Ghupilta; 

Que Doña Justa, pues, fué judicialmente reconocida, primero 
como dueña délas escrituras, segundo con legítimo derecho á 
poseerlos terrenos de Ghupilta, es decir, fué reconocida como 
propietaria de estos terrenos, lo que por cierto no ha sucedido 
clandestinamente, siendo dicha señora una pobre mujer que ne- 
'cesitó ser asesorada por el Ministerio de pobres y menores; 

Que tal sentencia hace cosa juzgada, y que no tienen necesi- 
dad de iniciar juicios sucesorios para acreditar derechos que ya 
están legalmente acreditados; 

Que cuando la señora Justa Rueda fundó en su derecho de do- 
minio la solicitud de mensura que le otorgó la Gámara, el Fis- 
cal de Estado no objetó su derecho, sino la falta de determina- 
ción de límites, y que asimismo ni el Ministro ni el Fiscal del 
Gobierno de Santiago, objetaron la personería de Doña Justa y 
de losNeirot, cuando expidió á solicitud de éste las CDpias que 
se han acompañado á la demanda; 

Que el Gobierno de Santiago aceptando el informe de la Gomi- 
sion de límites de 30 de Abril de 1879, reconoce que las escri- 
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taras de Ghupilta pertenecen á los herederos de D. Manuel Bra* 
YO de Rueda, y menciona el deslinde que se mandó practicar á 
solicitud de Doña Justa ; 

Que en resumen el Defensor de pobres y menores, el Tribu- 
nal, la Cámara de Justicia, el Fiscal de Estado, el Ministro de 
Gobierno, el Departamcute Topográfico, la Comisión de límites 
y el Gobierno mismo han reconocido durante 30 años, unos 
esplícita, otros implícitamente, el derecho de dominio de Doña 
Justa Rueda, su causante, á las escrituras y terrenos de Chu- 
pilta; 

Que el representante de Santiago manifiesta que, aceptando 
la demanda, el Gobierno se expone áseguir un juicio que anula- 
ría cualquier heredero que se presentara con título hábil; pero 
que el Gobierno no tiene nada que ver en esto, y que un cohere- 
dero ó condueño, puede siempre hacer reivindicaciones de la co- 
sa común en benefiicio de todos los demás interesados, que, si 
en el presente caso existieran, debieran entenderse con su par- 
te y no con el Gobierno; 

Que ha explicado en el capítulo 2^ de la demanda, por qné no 
se presentó la escritura otorgada en 1884, por Doña Justa Rue- 
da y sus coherederos de la familia Neirot, á favor de D. Domin- 
go Pietri, es decir, que no la acompañó por ser innecesaria, pues 
su contenido está referido en la otra escritura hecha con posterio- 
ridad entre las mismas partes y ante el mismo escribano, el cual 
da fé de hallarse dicho documento en su protocolo, indicando la 
foja en que se encuentra, lo que equivale á presentar la escritu- 
ra, según el artículo 1003 del Código Civil ; 

Que si á pesar de todo el representante de Santiago quiere 
verla, puede pedir que se libre oficio para obtener la copia; pe- 
ro que no puede entre tanto negarse que su personería está bien 
acreditada, porque su derecho deriva de Doña Justa Rueda, que 
es cuando menos uno de los herederos de D. Manuel Bravo de 
Rueda, de quien proceden los títulos originarios; 
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Qae en cuanto al defecto legal en el modo de proponer la de- 
manda, contesta que los límites de la cosa demandada están 
fijados en la escritura de Chupilta, según lo reconoció el De- 
partamento Topográfico 7 la Cámara de Justicia de Santiago, 
7 que no importa no determinar la extensión del terreno, pues 
estando ese dentro de los límites indicados, le corresponde, se- 
gún el concepto axiomático de que lo menos está comprendido 
en lo más; 

Que se ha hecho la petición en términos claros 7 positivos, 
porque el título de Chupilta tiene sus límites designados con 
precisión, 7 aunque no se ha7a podido expresar con exactitud la 
extensión de los terrenos que se reivindican, indicando los lími- 
tes de Chupilta, 7a se ha llenado lo requerido por el artículo 37 
de. la Le7 de Procedimientos Federales, que corresponde al artí- 
culo 524 del Código de Procedimientos de España, comentando 
el cual, Beus afirma que en casos como el presente no ha7 nece- 
sidad de especificación; 

Que en nuestro país los títulos antiguos, por razones que todos 
saben, no han expresado con exactitud las áreas 7 los límites, 
pero que tales defectos no han quitado valor á esos títulos desde 
que fuera posible hacer su determinación; 

Que no existe, pues, defecto legal en el modo de proponer la 
demanda; porque la cosa demandada está bien individualizada, 
7 sólo son sus detalles los que falta esclarecer. 

Eldia9de Abril se presentó otra vez el Dr. Justino Obligado 
por la provincia de Santiago, declarando que acababa de recibir 
la copia de una sentencia debidamente legalizada, que habíi 
prometido presentar. 

Dijo: Que ¿al sentencia desecha como insuficiente el título de 
propiedad de Don Domingo Pietri; 

Que los demandantes afirman ser compradores de este último, 
7 que no han podido comprar más que los mismos derechos de 
Pietri; 
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Que los demandantes en el escrito en que contestaron sus 
excepciones nada dicen sobre el valor de dicha sentencia; 

Qae por tanto pedía se sirviera Y. E. ordenar se agregara á 
los autos. 

Acompañó una copia de sentencia dictada en Santiago el dia 
8 de Abril de 1886, de la cual resulta : 

Que Don Domingo Pietri había iniciado un juicio de deslinde 
7 amojonamiento; pero que no habiendo probado el derecho que 
tenían sobre las cosas los vendedores Doña Justa Bueda y los 
Neirot, se dejaba sin efecto el auto que mandaba practicar di- 
chas operaciones, debiendo el interesado llenar los extremos de 
la ley^ segúa el artículo 719 del Código de Procedimientos. 

Conferido traslado la parte del demandante dijo: 

Que ya ha hablado de la sentencia que la parte contra- 
ria acompaña, en el capítulo VI de su demanda, donde dijo que 
no podía presentar una mensura perfecta por el entorpecimiento 
opuesto por las autoridades de Santiago, pues hace cuatro años 
que el Sr. Marechal tiene pendiente una solicitud de mensura 
que es la acción de deslinde iniciada por Pietri; 

Que la sentencia de que se trata fué apelada ante la Cámara 
de Santiago, sin que ésta haya jamás dado señales de vida; 

Que tal sentencia negativa de un Juez de I'' Instancia no 
puede tener valor enfrente de la sentencia afirmativa anterior 
dada por la misma Cámara de Justicia en 1877, por la cual se 
otorgó la mensura, fundándose en la notoriedad de los derechos 
de Doña Justa Rueda á los campos de Chupilta; 

Que por tanto no halla inconveniente que se agregue á los 
autos la copia presentada, pues carece de valor jurídico en este 
caso. 
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VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Julio T de 1891. 



Suprema Corle: 



Aun caando bailo macha analogía entre la presente causa y 
la que sigaieron D. Antero Barriga contra los herederos de D* 
Josefa Lemos, también sobre reivindicación, la que se encuen- 
tra resuelta en el tomolS, página 31 5 de los fallos de V.E., con 
todo, los fundamentos que se aducen en el escrito de foja 149 
me couTencen de que V. E. es competente para conocer y fallar 
en los presentes autos. 

Pienso que es correcta la interpretación que en dicho escrito 
se hace de la disposición del artículo 8"* de la Ley de 14 de Se- 
tiembre de 1863. Si para surtir el fuero federal, se requiere 
que el derecho disputado pertenezca originariamente y no por 
cesión ó mandato, á ciudadanos extranjeros, ó vecinos de otras 
provincias respectivamente, es natural que no está inclaido el 
caso en que el mismo derecho haya sido adquirido por compra. 

No creo que pueda sostenerse que el adverbio on^inartarTien^e 
se haya empleado en la ley para significar que, en todo caso, el 
derecho deba haber sido adquirido detalmodo por el que lo dis- 
puta; pues habiendo sido trasmitido por los Gobiernos origina- 
riamente la propiedad territorial, en sa mayor parte, por dona- 
ción 6 moderada composición en favor de ciudadanos ó vecinos 
de la provincia en que dichas propiedades estaban situadas, los 
extranjeros y los vecinos de otras prorincias no podrían gozar 
del fuero federal sino en los casos, relativamente poco numero- 
sos, en que ellos hubieran sido los primitivos y originarios ad- 
quirentes de una propiedad en cuestión. 
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Si cuando el derecho á una propiedad raíz se halla caestio- 
nado 7 él ha sido adquirido por compra, procede el fuero federal, 
creo que debe suceder lo mismo cuando ha sido adquirido por ce- 
sión que transmite la propiedad y que produce los mismos efec- 
tos de la venta; porque sólo así, pueden gozar de él todos aque- 
llos á cuyo favor lo declaran el artículo 100 de la Constitución, 
y el 1^ de la ley de Jurisdicción y Competencia de los Tribuna- 
les nacionales. 

Antonio E. Malaver. 



Fallo de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Julio 4 de 1891. 

Vistos: Estando dispuesto por el artículo octavo de la ley 
sobre jurisdicción y competencia de los Tribunales Federales, 
que en los casos de demanda entre una provincia y un vecino 
de otra 6 un ciudadano extranjero, para que surja el fuero fede- 
ral es necesario que el derecho que se disputa pertenezca origi- 
nariamente y no por cesión 6 mandato á los últimos; y 

Considerando : Que de los hechos de la causa, como del tenor 
literal de los documentos que sirven de base á la demanda, re- 
sulta que el título con que los demandantes actúan en ella, eses- 
trictamente el de una cesión de derechos y no el de una compra- 
venta, pues lo que por él se les transmite no es la cosa misma 
demandada, corporalmente considerada ni su propiedad inme- 
diata, sino el derecho á ella y las acciones que puedan corres- 
ponder para reclamarla do los terceros en cuyo poder se halle, 
que son precisamente los que se hacen valer en este juicio. 

Que la disposición legal citada es por consiguiente de estricta 
aplicación al presente y no puede prescindirse de ella sin hacer 
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caso omiso de la diferencia que la noción legal establece entre 
la cesión y la compra- venta. 

Finalmente, que del escrito de los demandantes, corriente á 
foja ciento cuarenta y nueve, y de los testimonios agregados á 
él, resulta que los causantes de aquellos son en su mayor parte 
vecinos de la provincia de Santiago, y carecen por tanto, de las 
condiciones requeridas para litigar contra dicha Provincia ante 
la justicia nacional. 

Por estos fundamentos, y no obstante lo expuesto por el señor 
Procurador General, se declara, de conformidad al artículo terce- 
ro de la ley sobre Procedimientos ante los Tribunales Federales, 
y á lo resuelto por esta Suprema Corte en los casos que se regis- 
tran en los tomos trece (1), página trescientos quince, diez y sie- 
te (2), página trescientos veinte y cinco, y treinta y tres (3), pá- 
gina trescientos veinte y seis de sus fallos, que el conodmiento 
de esta causa no corresponde á la justicia nacioual, y que en con- 
secuencia, los interesados deben ocurrir á hacer valer sus de- 
rechos ante quien corresponda. Repuestos los sellos, archívese. 



benjamín VIGTORIGA. — C. S. DE 
LA TORRE. — ABEL BAZAN. 



(1) Tomo 4% serie 2'. 

(2) Tomo 8% serie 2'. 

(3) Tomo 3", serie 3'. 
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CAUSA CCXX 



Don Remigio Suarle contra don Pedro Callaba, por reivindi- 
cación; sobre recusación. 



Sumario. — Las causales de recusación enunciadas por el ar- 
tículo 43, incisos 4, 5 y 6, de la ley de Procedimientos, se refie- 
ren á las relaciones del Juez con el litigante, no con el aboga- 
do y apoderado de éste. 



Caso. — Don Emilio Ifaidana Ruiz^ con poder de Don Remi* 
gio Suarte, entabló ante el Juez Federal de San Luis demanda 
contra Don Pedro Gallaba sobre reÍTÍndicacion de un te- 
rreno. 

Acreditada la competencia federal por razón de la distinta 
nacionalidad de las partes, se confirió traslado de la de- 
manda . 

Don Juan Daract, con poder de Don Pedro Callaba, contestó 
la demanda pidiendo su rechazo con costas, y contrademandó á 
Suarte por escrituración. 

Se confirió traslado de la contrademandaí que Suarte con- 
testó pidiendo su rechazo con costas, y por auto de 10 de Mayo 
de 1890, notificado en 12 del mismo, se abrió la causa á 
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prueba por 20 días que f aeron prorrogados por todo el térmi- 
no legal. Dorante el término probatorio, y producidas varias 
pruebas el Dr. Juan Daract, en 24 de Mayo de 1890, sustituyó 
el poder en Don Sinibaldo Vidal, y éste, en 9 de Junio del mis- 
mo año, dedujo recusación contra el Juez^ fundándose en el ar- 
tículo 43, incisos 4, 5 y 6, de la ley de procedimientos. 

Dijo: Que según el inciso 4, era causa de recusación la amis- 
tad íntima entre Juez y litigante, y que el señor Maidana Ruiz 
era apoderado del Dr. Miguez, Juez Federal, en el juicio que 
éste le tenía promovido á él (Yidal) ante los Tribunales de 
Provincia; 

Que el Dr. Caminos era íntimo del Juez y se le veía conti- 
nuamente pasear en el mismo carruaje con él y con su fa- 
milia; 

Que según los incisos 5 y 6 es causa de recusación el odio 6 
resentimiento del Juez contra el recusante, y la existencia en- 
tre estos de pleito pendiente; 

Que estas causas existen entre Vidal y el Juez, por cuanto 
este tiene demandado á Vidal, y Vidal como apoderado de otros 
tiene demandado al Juez ante los Tribunales de Provincia y 
ante el Juzgado Federal, siendo una consecuencia lógica de es- 
tos pleitos el odio y el resentimiento. 



Fallo del Jucs Federal 



San Luis, 30 de Marzo de 1891. 

Y vistos: el incidente de recusación deducido por el procura- 
dor Vidal, fundándose en las causales que determinan los in- 
cisos 4% 5° y 6® del artículo 43 de la ley de Procedimientos; y 

Considerando : Que, para que la amistad entre el Juez y el 
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litigante &esi justa causa de recusación, ha de ser íntima j ma- 
nifestarse por una grande familiaridad. En primer lugar, la ley 
halla de la amistad con el litigante ó dueño del pleito, y nocou 
el Abogado ó Procurador, que no son partes. En segundo, de la 
prueba rendida á este respecto, no resultan esclarecidas las ase- 
veraciones del recusante; pues de los cinco testigos que ha pre- 
sentado, y cuyas deposiciones corren de fojas 74 á 83 vuelta^ 
ninguno de ellos declara positivamente y de ciencia cierta, que 
eiista la amistad íntima que se imputa, limitándose los unos á 
decir que lo ignoran, y los otros que lo han oído decir, sin pre- 
cisar los hechos, personas, lugar ni tiempo. El informe de fo- 
ja 54, constata, es cierto, qne Don Nicolás Rodríguez, por me- 
dio de su apoderado Don Sinibaldo Yidil, entabló una demanda 
contra el proveyente, de la cual conoce el Juez suplente de 
turno, y qne en la presente causa, el Procurador Don Emilio 
Maidana Euiz representa á Don Remigio Suarte, patrocinándo- 
lo el abogado Don José A. de Caminos; pero ni estos hechos, ni 
el deque el señor Maidana Ruiz tenga poder del infranscrito pa- 
ra defenderlo con el señor Caminos, en los asuntos que expre- 
san los párrafos 1**, 2° y 3** del escrito de foja 74, son suficien- 
tes para demostrar la amistad íntima de que se trata. De otro 
modo resultaría que el Juez^ en sus negocios privados, se en- 
cuentra en peores condiciones que cualquier otro litigante, y 
que no puede valerse para la defensa de sus derechos, de Pro- 
curador y Abogado en Tribunales distintos y ajenos de su ju- 
risdicción, sin incurrir en la tacha que se pretende enrostrarle. 
De estos antecedentes, ni por presunciones se podría colegir esa 
amistad íntima entre el Juez y el litigante, y es principio con- 
sagrado, que € no es permitido crear nuevas causas de recusa- 
ción por inducciones ó analogía, pues l.i ley se ha propuesto di- 
ficultar las recusaciones, en obsequio de la buena administra- 
ción de justicia y de los litigantes » (Serie 1", tomo S*", pági- 
na 193). 

T. XV 3 
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Que respecto del odio o resentimiento que también se invoca 
y que debe resultar de hechos conocidos, si, como lo ha sen- 
tado la Corte Suprema, la enemistad del Juez contra el apode- 
rado de la parte no es causa legal de recusación (serie 2% tomo 
21, página 497), menos debe serlo el resentimiento del litigan- 
te contra el Juez, y no el de éste contra aquél, que es preci- 
samente este último al que se refiere la ley (inciso 5° del artí- 
culo 43, y serie 2", tomo 12, página 180). Sobre este particular 
no hay más prueba que la palabra aislada del testigo Fernan- 
dez (foja 28 vuelta), el cual se refiere al dicho del mismo Pro- 
curador Vidal, y la confesión de este señor (foja 91 vuelta), en 
que manifiesta, no recordar los hechos que constituyen la mala 
voluntad ó resentimiento del Juez hacia él. 

Que, en cuanto ala tercera causal délas piezas acompañadas 
(fojas 120 á 127) resulta: I*' Que no es exacto que el Procurador 
Maidana Ruiz, en representación del Juez^ haya puesto de- 
mandacontraDonSinibaldo Vidal, contrayéndose sólo á pedir el 
comparendo de este señor para establecer su personalidad legal 
(foja 120) ; 2° Que Don Juan Aragón, apoderado de los señores 
Bavio, Pinero y Bustos, para preparar la vía ejecutiva, solicitó, 
y el Juez de 1" lastancia de la Provincia dispuso, él reconoci- 
miento previo de una cuenta, sin firma, atribuida al infranscrito, 
y Uon S. Vidal, en nombre de éste se opuso, interponiendo re- 
vocatoria ó apelación subsidiariamente (foja 121); 3° Que en 
el mes de Marzo de 1890, Don S. Vidal, con poder de Don José 
Romanella, se presentó ante el Juzgado de Paz, pidiendo tam- 
bién elcoDiparendo del que suscribe, á fin de que éste confir- 
mara ó negara una cuenta sin firma como la anterior, que al 
efecto exhibía, y el apoderado del último, el procurador Mai- 
dana Ruiz, con fecha 28 del mismo, dedujo el recurso de repo- 
sición, ó el de apelación, en caso denegado (foja 125). 

De donde se deduce que en ninguno de los tres casos que se 
acaban de mencionar, existe propiamente pleito pendiente en- 
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tre el Juez y Don Sinibaldo Vidal. Para que haya lilis pen- 
denlia es necesario que la demanda esté radicada, lo que sólo 
tiene lugar después de la contestación, que es, como dice la 
ley 2", título 10, partida 3% comemamiento e raíz de todo 
pleito (serie 2*, tomo H, página 270) y en el ocurrente el apo- 
derado del Juez^ por ahora, sólo ha solicitado diligencias pre- 
vias y preparatorias, sin entablar aún demanda alguna contra 
el señor Vidal y éste la citación de aquél. 

Debe tenerse presente, además, que si bien la recusación 
puede ponerse en cualquier estado de la causa antes de decía-' 
rarse por conclusa para definitiva (artículo 44), esto se entiende 
en el caso de surgir después motivo legal para ello. En el pleito 
que se registra en la serie 1% tomo 1°, página 220 de los fallos, 
se estableció que < el demandante, después de deducida la de- 
manda, no puede recusar al Juez, sino por causa supervinien- 
te> pudiéndose aplicar lícitamente el mismo principio al de- 
mandado, una vez que haya contestado la demanda. 
. £n la presente causa, interpuesta la demanda, se dio la con- 
testación en Abril de 1890, con posterioridad ala que el señor 
Vidal entabló por el señor Romanello, y después de producirse 
la prueba de foja... á foja. . ., seha deducido este incidente 
de recusación. 

Por estos fundamentos, y no siendo facultativo en los Jueces 
excusarse del conocimiento de un asunto, cuando no hay causa 
legal de recusación, debiendo sobreponerse á sus inconvenien- 
tes personales, para no privar al público de los funcionarios en- 
cargados de administrar justicia, no ha lugar, con costas, 
á la recusación promovida. Hágase saber y repónganse los 
i> ellos. 

P. E. Miguez. 
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Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Julio 4 de 1891. 

Vistos: no refiriéndose las causales de recusación enumeradas 
por el artículo cuarenta y tres, incisos cuarto, quinto y sesto, 
de la ley de Procedimientos, á las relaciones del Juez con el 
apoderado y abogado del litigante, sino á las de éste con el 
Juez: se confirma con costas el auto apelado de foja ciento 
veinte y nueve, y repuestos los sellos devuélvanse. 

BENJAMÍN VICTORICA. — ABEL 
BAZAN.— LUIS SAENZ PEÑA. 



CAiJíiA eexxi 



La Compañía del Ferrocarril Nord-Esle Argentino contra 
don Hcj^menegildo Gómez; sobre expropiación 



m 

5í(man'o.— Siendo equitativo el precio asignado al terreno 
expropiado, debe confirmarse la sentencia que lo fija. 
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Caso. — Don Fernando Alsina, por la Compañía del Ferrocar- 
ril Nord-Este Argentino, invocando la ley de 13 de Setiembre 
de 1866 y la de 30 de Octubre de 1886, demandó á don Herme- 
negildo Gómez por expropiación de 325.000 metros cuadrados, 
sitos en el Departamento de los Libres, que necesitaba la Com- 
pañía, para la TÍa férrea, y depositó la suma de 156 pesos 50 
centavos á razón de 13.000 pesos la legua^ en que estimaba el 
valor de la expropiación, pidiendo la posesión. 



Fallo del Jiieae Federal 



Comentos, Noviembre 24 de 1890. 

Vistos : estos autos iniciados por don Fernando Alsina á 
TiOmbre de la Compañía del Ferrocarril Nord-Este Argentino, 
con don Hermenegildo Gómez, sobre un terreno ubicado en el 
Departamento de los Libres, entre los kilómetros 78^^ y 
87^, de una extensión superficial de 325,000 metros cuadra- 
dos, en virtud de la ley de 30 de Octubre de 1886, que auto- 
riza esta expropiación. Oídas las partes en juicio verbal, en el 
que no habiendo p.dido llegar á un avenimiento en cuanto al 
precio ofrecido, se procedió á nombrar los peritos, de acuerdo 
á lo establecido en el artículo 6 de la ley de 13 de Setiembre 
de 1866, con lo informado por estos á foja 50, quienes se han 
pronunciado de acuerdo, determinando dos precios de venta de 
los campos de pastoreo, ubicados en el mismo Departamento, 
uno anterior á la construcción de la línea férrea, ó sea de 15 
á 18 mil pesos moneda nacional legua cuadrada, y de 25 á 28 



38 FALLOS DE LA SUPREMA CORTfc 

mil cuando los trabajos de la línea empezaron, debiendo en el 
presente caso tomarse el primer precio, según lo prescribe el 
artículo 15 de la ley citada. Que los perjuicios por fracciona- 
miento y traslación de rodeos son evidentes, según las declara- 
ciones contestes de los testigos de fojas 77 á 83. 

Y considerando: que en los casos de expropiación por causa 
de utilidad pública la indemnización al propietario debe ser 
fijada ampliamente, de tal manera que no sólo responda al va- 
lor estricto de la propiedad, sino que también sirva de compen- 
sación equitativa al sacrificio que se le impone en favor del 
público : fíjase el valor del terreno á expropiarse en la suma de 
doscientos diez y seis pesos moneda nacional, ó sea á razón de 
diez y ocho mil pesos la legua de 2700 hectáreas, y los perjui- 
cios por fraccionamiento, traslación de rodeos, etc., en ciento 
cincuenta pesos de igual moneda, cuyas cantidades deberán ser 
entregadas al expropiado don Hermenegildo Gómez ó á su apo- 
derado, para que la Empresa del Ferrocarril pueda tomar 
posesión definitiva de la expresada propiedad, siendo además á 
cargo de dicha Empresa las costas del juicio, de acuerdo al 
artículo 18 de la citada ley de 1886. Hágase saber con el ori- 
ginal y repóngase. 

/i. A, Lujambio. 



Fallo de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Julio 4 de 1891. 



Vistos: encontrándose equitativo el precio asignado por hec- 
tárea al terreno á expropiarse : se confirma á este respecto la 
sentencia apelada, elevándose á quinientos pesos el valor de 
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la indemnización por razón de las desventajas resultantes al ex- 
propiado del fraccionamiento de su propiedad, y siendo de cargo 

§ 

del expropiante las costas causadas como lo declara la senten- 
cia referida. Repuestos los sellos, devuélvanse. 

benjamín victorica. ~c. s.de 
la torre. — abel bazan. — 
luis saenz peí^a. 



CXXIlII 



Don Juan Zerboni contra la Empresa del Ferrocarril del 
Oeste de la Provincia de Buenos Aires; sobre indemnización 
pore.vpropiacion. 



Sumario.— ^0 procede la acción de indemnización por expro- 
piación, cuando el ocupante niega la propiedad del actor^ mien- 
tras ésta no se acredite. 



Caso. —Don Juan Manuel Jordán, por Zerboni, se presentó 



40 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

ante el Juzgado exponiendo: Que la mencionada empresa ocu- 
pa en la estación de San Antonio de Areco y líneas adyacentes, 
una extensión de terreno de propiedad de su representado, de 
119.026 metros cuadrados y una fracción, extensión que es 
parte del área que compró al Gobierno de la Provincia según 
el título que presenta ; Que por esto, entablaba demanda contra 
la empresa por el pago de los terrenos ocupados y de los daños 
y perjuicios ; Que su derecho está amparado por la ley de ex- 
propiación y por el artículo 25H del Código Civil. 

Pidió que se convocara á juicio verbal á los efectos de lo que 
dispone la ley de expropiación. 

El Juez convocó á juicio verbal á los efectos de la mencio- 
nada ley. 

De lo ocurrido en el juicio verbal informa la siguieiíte 
acta: 

En la Plata, á 19 dé Junio de 1890, comparecieron ante S. S. 
por una parte D. Juan M. Jordán con su letrado el doctor 
Oteiza, y por la otra D, Nicandro Dorr en representación del 
Ferrocarril de la Provincia, sobre cuya personería pide cer- 
tifique el Secretario si consta en otros expedientes, con su le- 
trado el doctor Del Valle, — ^así reunidos, el señor Jordán ex- 
puso : Que tratándose de un juicio de expropiación de un terreno 
de su propiedad que ocupa el Ferrocarril de la Provincia, con 
la estación de San Antonio y vías, convenían en este acto con 
el representante del Ferrocarril, quien creía que su repre- 
sentado tenía título de propiedad, en solicitar del Juzgado se 
pida informe al Escribano Mayor de Gobierno respecto del 
título del Ferrocarril del Oeste, y que el demandado cree debe 
haberle extendido el señor Zerboni. Su Señoría proveyó de 
conformidad y mandando se librara el correspondiente oficio, y 
que el Secretario certificara sobre la personería invocada por el 
señor Dorr. 
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Con lo que terminó el acto, que firmaron los presentes con 
S. S. por ante mí de que 4oy fé, como de que se manda reponer 
ol sello. 

M, S. de Aurrecoechea. — Oíei- 
ja. — N. del Valle. — JuariM. 
Jordán. — Nicandro Dorr. 

Ante mí: 

G. P. Barros. 



Librado el oGcio á que se refiere esta acta, el Escribano Ma- 
yor de Gobierno informó que, entre los títulos existentes en su 
poder, no existe el de Zerboni, y que le consta que el Ferro- 
carril tiene simplemente la posesión del terreno reclamado. 

El Ingeniero Ringnelet, ex-jefe de vía y obras del Ferrocar- 
ril de la Provincia, informó: que el Ferrocarril no posee tí- 
tulo de propiedad á nombre de Zerboni y que sólo tiene la po- 
sesión. 

Producidos estos informes, el demandante pidió que se citase 
á juicio verbal para nombrar los peritos y establecer las cláu- 
sulas que deben servir de base con arreglo á la ley de expro- 
piación. 

El Juez convocó ajuicio verbal. 

El acta del juicio, dice así: 

En 17 de Setiembre de 1890, comparecieron ante S. S. por 
. una parte don Juan M. Jordán, en representación del señor 
Zerboni, con su letrado el doctor Oteiza y el señor Dorr en re- 
presentación del Ferrocarril demandado, con su letrado el doc- 
tor del Valle, acordada la palabra al primero expuso: Que en 
el juicio verbal de que da cuenta el acta de foja 11 vuelta el 
representante del Ferrocarril había solicitado que el Juzgado 
pidiera á la escribanía mayor de la Provincia certificara si el 
Ferrocarril tenía título de propiedad del terreno que se re- 
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clama. Que hoy, agregado ya á los autos ese informe, del que 
resulta que no existe título de propiedad á favor del Ferrocar- 
ril, consideraba llegada la oportunidad de entrar á juicio de 
expropiación, y que desde luego dejaba al representante de la 
Empresa la indicación de la forma en que debía proceder, siem- 
pre que fuera aceptable. Concedida la palabra al doctor del Va- 
lle expuso: Que la Empresa que patrocinaba se hallaba en po- 
sesión tranquila á título de dueño del terreno reclamado por 
el señor Zerboni desde varios años atrás, sin que por ahora pu- 
diese precisar el número de ellos; que en consecuencia creía que 
no era el juicio de expropiación lo que correspondía ventilar 
sino la acción reivindicatoría ó alguna posesoria, según lo cre- 
yese conveniente á sus intereses el actor. Concedida nueva- 
mente la palabra al primero, replicó: Que el hecho de la te- 
nencia del terreno por parte del Ferrocarril sin tener título de 
propiedad como él mismo lo declara en los informes producidos 
por intermedio del Ministerio de Obras Públicas de la Provin- 
cia, no le da el derecho á ampararse en la posesión rehuyendo 
el juicio de expropiación que conduce sencillamente a hacer 
pagar al propietario con título legítimo lo que ocupa otro que 
declara no tenerlo. Que el juicio de expropiación es el que 
corresponde en este caso, siendo además el camino más correcto 
para que las partes obtengan la resolución que en justicia 
corresponda. Concedida nuevamente la palabra al doctor del 
Yall3, replicó: Que el hecho de admitir el juicio de expropiación 
importaría reconocer al señor Zerboni el derecho de propiedad 
que invoca y teniendo por su parte que alegar la nulidad de ese 
título, en cuanto sé refiere al terreno ocupado por el Ferrocar- 
ril, lo que no podría hacer en el juicio sumario de expropiación, 
pedía al Juzgado se sirviese declarar que correspondía un juicio 
ordinario para ventilar la acción enunciada; pidiendo por su 
parte, el señor Jordán, que el Juzgado declarase corresponder el 
juicio instaurado. 
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Con lo que terminó el acto mandando S. S. se pusiesen los 
autos al despacho y firmó con los comparecientes ante mí de 
que doy fé. 

M. S. de Aurrecoechea.'-'Oteiza, 
—IS.del Valle.— Juan M, Jor- 
dán. -^Nicandro Dorr. 

Ante mí: 

(í. P. Barros. 



Fallo del «iiiez rederal 



Buenos Aires, Julio 7 de 1891. 

Vistos: Teniendo presente el Juzgado la exposición que han 
producido las partes en el acta que antecede se observa: 

1^ Que el juicio de expropiación iniciado por don Juan Zer- 
boni contr-a la Dirección de los Ferrocarriles de la Provincia 
de Buenos Aires versa meramente sobre el pago é indemniza- 
cion de unos terrenos de su propiedad, ubicados en San Antonio 
de Areco y ocupados por el dicho Ferrocarril con una esta- 
ción y vías . 

2^ Que los hechos fundamentales de la demanda, la ocupación 
de los terrenos y su propiedad^ no han sido negadas por el 
representante de la empresa ferrocarrilera dicha y por el con- 
trario, ella ha sido ampliamente reconocido en el juicio verbal 
de foja 12, y la legítima propiedad que por otra parte acredita 
Zerboni con los títulos presentados, corrientes de foja 1 á 
foja 4 inclusive. 

3^ Que recien en el comparendo verbal últimamente actuado 
en 17 del corriente, el representante de la empresa del Ferro- 



/ 
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carril se escusa de entrar al juicio directamente^ sin deducir 
eu forma articulo de previo y especial pronunciamiento que le 
permitiera, perentoria ni dilatoriamente, excepcionarse negando 
derechamente la acción deducida, alegando no comprender la 
instaurada sino la reivindicatoría ó tener de alegar la nulidad 
de los títulos presentados y aceptados expresamente y no obser- 
vados, y lo que hoy dice, no poder hacer en este juicio, 

4^ Que lo enunciado en la dicha [alegación, sobre defectos del 
título, no es esta la oportunidad de discutirlo, por cuanto que 
en el juicio deducido el expropiante meramente ocupa ó susti- 
tuye los derechos del expropiado; que el expropiante entra en- 
tonces á seguir poseyendo y disfrutando de su posesión y po- 
testad ilimitada de hacer y disponer de la cosa á medida de la 
voluntad, con el propio titulo del propietario, fuere éste ad 
bona ó mala fide. 

5° Que no negándose á don Juan Zerboni el carácter de pro- 
pietario, no es esta la oportunidad de investigar si hubiere 
algún defecto en su título, defecto que tampoco, se ha deter- 
minado. 

6"" Que igualmente no se ha alegado por el representante del 
Ferrocarril mejor derecho, ni titulo alg-uno para la ocupación 
del terreno cuyo precio se le exige y nu puede pretender demorar 
el procedimiento que corresponde al juicio de expropiación y 
obligar al propietario á variar su acción. 

7» Que esa pretensión no puede fundarse en artículo alguno 
de la ley de procedimientos, pues la alegación en general el 
título que tiene defecto no constituye excepción alguna. 

Por estas consideraciones, resuelvo: Que está obligada la 
Empresa á entrar al juicio de expropiación derechamente y no 
puede pretender se obligue al demandante \ cambiar la acción 
incohada y tanto más, cuanto que ante la justicia federal no 
son admisibles más excepciones dilatorias que las autorizadas 
por el articulo 73 do la Ley de Procedimientos, y la opuesta 
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por el representante del Ferrocarril no se encuentra ahí enu- 
merada. Notifíquese con el original, repónganse las fojas y 
transcríbase en el libro de sentencias. 

Dada y firmada en la Sala del Juzgado en la ciadad de La 
Plata á los 10 días del mes de Enero del año 1891. 

Manuel S. Aurrecoechea. 



Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Julio? de 1891. 

Vistos: Siendo un hecho no desconocido la posesión en que 
la Empresa del Ferrocarril se halla desde años atrás del ter- 
reno á que se refiere la demanda; y negándose por aquella la 
propiedad que de él pretende el demandante, en cuyo caso y 
mientras no se acredite la cuestión relativa de dominio, no pro- 
cede la indemnización y pago reclamados : se revoca el auto 
apelado de foja treinta y dos, y se declara no haber lugar á la 
demanda interpuesta. Repuestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMÍN VICTORICA.— C. S. DE 
LA TOURF. — LUIS V. VÁRELA. 
— ABEL BAZAN.— lUIS SAEKZ 
PtÑA. 
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C^AUSA CCXXIII 



El Dr. ü, Pedro Rueda contra D. Guillermo Murphy^ sobre 
rescisión de un contrato de arriendo y pago de daños y per- 
juicios. 



Sumario. — No tiene razón de ser ni es susceptible de pro- 
nunciamiento judicial, la demanda por rescisión de un contrato 
de arriendo y pago de daños y perjuicios, fundada en la falta de 
cumplimiento por el locatario, que se deduce después de haber 
éste restituido la cosa, y hecho la restitución en el tiempo razo- 
nablemente necesario para ello . 



Caso,— Lo explica el 



Fallo del Jues Federal 



Rosario, Marzo 3 de 1890. 

Vistos: estos autos, precedidosdel incidente sobre competen- 
cia, promovidos por el Dr. Don Pedro Rueda y á que se refieren 
las primeras actuaciones de este expediente. Tersa la cuestión 
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sobre resoision de un contrato de arrendamiento de la estancia 
«Cañada Rica», celebrado entre el Dr. Rueda y Don Guillermo 
Murphy, en 19 de Abril de 1886, — y á más resarcimiento de los 
daños y perjuicios que sostiene la demanda haber sido irrogados 
por motivo de la falta de cumplimiento de las obligaciones esti- 
puladas en el convenio de foja 2 bis. 

Corrido traslado de la demanda, se excepciona el señor Mur- 
phy apoyado principalmente en los preceptos correlativos del 
Código Civil, según los cuales en los contratos sinalagmáticos, 
una de las partes no puede exigir de la otra su cumplimiento, 
sino probara haberlo hecho por la suya, y que la falta por parte 
de una de ellas, no autoriza á la otra á pedir su rescisión sino 
sólo su cumplimiento, disposiciones que las conceptúa aplicables 
al caso que se debate, en razón de no haber el demandante cum- 
plido con el compromiso que contrajera de recabar la aquiescen- 
cia de los propietarios del campo arrendado, en favor de la tran- 
sacción celebrada. 

Abierta la causa aprueba por el auto de foja 37 vuelta se 
producen la que corre de fojas 88áH9 vuelta y 156 á 171 vuelta, 
presentándose los alegatos de fojas 120 y 134. 

T considerando, respecto á la excepción de incompetencia : 

1"* Que como el mismo actor, en sus escritos posteriores, lo ha 
comprendido, corresponde al fuero federal el conocimiento de 
esta causa, que versa entre dicho demandado, argentino, y el 
señor Murphy extranjero^ encontrándose por otra parte con- 
cluida la testamentaría Palacios, primera propietaria del campo 
materia del actual litigio. 

2° Que en reconocimiento de la jurisdicción de este Tribunal, 
por los motivos que acaban de exponerse, el mismo demandante, 
Doctor Rueda, solicitó tanto el avocamiento de esta causa ante 
el Juzgado Federal, como consta en el acta labrada, que corre á 
foja 30 vuelta, como la inhibición del señor Juez de Provincia 
y remisión á este Juzgado de lo actuado ante aquel, como así- 
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mismo consta en el escrito presentado por d?cho señor ante la 
justicia Provincial y que corre á foja 11 Vis, manifestando así 
de molu propio y la razón que existía para ser la presente cues- 
tión Tentilada ante esta jurisdicción. 

3^ Que los hechos anteriores, al mismo tiempo que demues- 
tran la justicia que asistía al demandado para invocar el fuero 
federal, importan nsí propio un desistimiento de parte del actor 
á sus primeras pretensiones. 

4^ Que esto así, es del caso fallar este incidente, reconociendo 
la jurisdicción de este Tribunal para entender en el presente 
litigio, como efectivamente se declara, con la condenación en 
costas que por derecho corresponde á cargo del actor y referente 
al incidente que la motiva . 

T considerando, respecto al f >ndo del asunto : 

1** Que el documento de foja 2 bis. como que reviste el carác- 
ter de un contrato bilateral, del que surgen obligaciones recí- 
procas, está especialmente regido por lopreceptuado en los artí- 
culos 1201 y 510 del Código Civil. 

2"" Que el primero de esos artículos al estatuir que en dichos 
contratos bilaterales «una délas partes no podrá demandar sa 
cumplimiento, si no probare haberlo ella cumplido ú ofreciese 
cumplirlOy ó que su ol'ligacion sea aplazo, importa claramente 
establecer, que cuando cualquiera de las tres circunstancias en 
él enunciadas concurriesen al contrato formado, los contratantes 
pueden, naturalmente, pedir su cumplimiento y en el caso sub- 
judice existe la segunda circunstancia prescrita en el citado 
artículo, cual es la de haber el demmdante ofrecido cumplirlo, 
bastando por consiguiente ese ofrecimiento, verificado bajo su 
responsabilidad, para que los requisitos requeridos por el artí- 
culo mencionado se considerasen satisfechos en favor del deman- 
dante haciendo procedente la exigencia del cumplimiento res- 
pecto de la parte contraria. 

3' De igual manera, el artículo 510 enseña que « en las obli- 
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gaciones recíprocas, el uno de los obligados no incurre en mora, 
si el otro no cumple ó no se allana & cumplir la obligación que 
le es respectiva, ó lo que es lo mismo, que una vez allanado á 
cumplir esa obligación, la parte quelaha tomado sobre sí puede 
exigir de la contraria á su vez, el cumplimiento de la que le es 
recíproca, incurriendo ésta en mora, si por su parte j á su vez, 
no cumpliera la que le incumbe. 

4" Que en el presente caso, habiéndose lapartedel Dr. Bueda 
comprometido á obtener la aprobación del contrato que celebraba 
con el señor Murphy, de parte de los demás ex-propietarios de 
terreno materia del contrato, herederos Palacios, se establecía 
un vínculo jurídi(;o directo entre el demandante y demandado, 
7 habiendo este último entrado á poseer y usufructuar el campo 
objeto de la locación, es racional suponer que la aquiescencia 
de los demás ex-propietarios por quienes se responsabilizó el 
actor, existía en el convenio verificado por éste. 

5^ Que esa suposición se corrobora por el hecho de la perma- 
nencia tranquila en el campo de la cuestión, por parte del de- 
mandado, revelando ella una completa conformidad de todos ios 
interesados en el convenio, y por lo mismo el cumplimiento de la 
obligación contraída por el actor, pues debe considerarse ese 
caso como el del consentimiento tácito que la ley prevee, acor- 
dándole toda la eficacia del explícito; á lo cual se agrega la ma- 
nifestación hecha por esos herederos en el escrito de foja..., de 
lo cual se desprende asimismo esa conformidad por su parte con 
el contrato celebrado por el Dr. Rueda; debiéndose asimismo, 
y por último, tener presente la circunstancia á que hace refe- 
rencia el documento de foja 93, de haber el Doctor Rueda, por 
compra que hizo de los derechos de los demás primitivos co- 
propietarios de ese campo, quedado dueño de él en su totalidad 
con Doña Urbana Vasquez de Palacios. 

6" Que si bien es «lierto que el artículo 1204 del Código Civil 
establece que « si no hubierapacto expreso, que autorizo á una de 

T. XV .4 



50 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

las partes, á disolver el contrato si la otra no lo cumpliere, el 
contrato no podrá disolverse, y sólo podrá pedirse su campli- 
miento», esa regla general sufre las excepciones que la misma 
ley civil le imprime al legislar sobre ciertos contratos y qae se 
ciñen á las modalidades que los mismos tienen en sí, como es 
en el caso actual el contrato de locación, que en su artículo 1579 
preceptúa la excepción á aquella regla cuando dice c no pagando 
el locatario dos períodos consecutivos de alquileres ó renta, el 
locador podrá demandar la rescicion del contrato, con indemni- 
zación de pérdidas é intereses», circunstancia estaque concurre 
en el caso actual, en que se trata de un contrato de arrenda- 
miento, y las mismas partes están de acuerdo en el hecho de no 
haberse abonado las mensualidades, correspondientes en un 
lapso de tiempo mucho más largo que el de los dos meses que 
bastan, según el artículo citado, para hacer procedente la resci- 
sión del contrato con la conminación de pérdidas é intereses que 
elpredicho artículo establece en su texto. 

V Que de lo anterior se desprende entonces la consecuencia 
de que el demandante puede legalmente solicitar la rescisión de 
ese contrato y exigir la indemnización de pérdidas é intereses 
á que le da derecho el artículo 1579 recordado, 

8^ Que habiendo tenido por objeto la transacción entre los 
señores Eueda y Murphy, celebrada con fecha 19 de Abril de 
1886, y á que se ha hecho referencia en los números anteriores, 
concluir las dificultades suscitadas con motivo de la continua- 
ción del arrendamiento por parte del locatario y en consecuencia, 
por efecto, la renuncia recíproca de los compromitentes, á los 
derechos que pudieran asistirles para el cobro ó rechazo de los 
daños y perjuicios irrogados anteriormente á su celebración, lo 
que esta sentencia debe necesariamente admitir, desde el mo- 
mento que ha acordado validez y eficacia al referido convenio, 
resulta que las pérdidas é intereses que el actor puede legítima- 
mente exigir son las originadas con posterioridad á dicha tran- 
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saccion, estableciéndose así la base para el justiprecio de esa 
indemnización, que el Juzgado juzgue necesario someter á la 
decisión de personas peritas, para su equitativa fijación. 

Por tanto, y definitivamente juzgando fallo: haciendo lugar 
á la rescicion del contrato de locación entre el Doctor D. Pedro 
Rueda y Don Onillermo Murpby, y á las pérdidas é intereses 
ocasionados al primero por la falta de cumplimiento al referido 
contrato, debiendo el señor Murphy desocupar el campo materia 
de este litigio en el término de tres meses posteriores, á la 
ejecutoria de esta sentencia y nombrarse peritos por las partes 
para el justiprecio de las pérdidas é intereses. Hágase saber 
con el original y repónganse los sellos. 

G. Escalera y Zuviria. 



Murphy apeló y se le concedió el recurso libremente. 

Bueda apeló por las costas y se le concedió el recurso en re- 
lación. 

Elevados los autos, y habiendo fallecido Murphy, el Dr. 
O'Farrell se presentó por la señora viuda é hijos menores del 
finado, y expresó agravios, pidiendo la revocatoria de la senten- 
cia apelada. 

Dijo: Que ésta había declarado que el convenio de 19 de 
Abril de 1886 era un contrato perfecto que había puesto fin 
á las cuestiones anteriores, y como de esta no se había apelado, 
quedaba eliminado del debate todo lo que fué anterior á dicho 
convenio; 

Que por lo mismo, lo único á discutir eran los otros tres pun- 
tos de la sentencia reclamada, sobre el desalojo, la rescisión del 
convenio, y los daños y perjuicios; 

Que el desalojo no tenía objeto práctico, desde que el que 
ocupaba el campe es el Sr. Terrason, á quien el mismo Dr. Rueda 
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dice haberlo arrendado por 9 años,á razón de 7000 pesos al año, 
á quien Murphy vendió todas sus haciendas y que ocupaba el 
campo desde antes de entablarse la presente demanda; 

Que este hecho de haber el Dr. Rueda arrendado el campo al 
Sr. Torrasen antes de entablar la demanda, debía quedar bien 
sentado, para que, cualquiera que fuera el resultado del pleito, 
no pretendiese el Dr. Bueda cobrar los arrendamientos á la vez 
por la misma cosa ocupada por una sola persona; 

Que el arrendatario debía los arriendos hasta el desalojo, y 
éste se había efectuado con la ocupación del campo por parte del 
Sr. Terrason; 

Que si la contra-parte negase el hecho, que aunque resulta 
inciden talmente de los autos, se trae recien á discusión, pedía 
se abriera á prueba, con arreglo al artículo 220 del Código de 
Procedimientos; 

Que lo resuelto respecto de la rescicion del contrato, ima vez 
que la sentencia declara que quedó efectuado como transacción 
para cerrar todas las disidencias anteriores entre Murphy y los 
herederos Palacios, y que sólo se discute si debe ó no rescindirse 
en cuanto importa una nueva locación, poco importa ala parte 
de Murphy; puesto que dado e! hecho de haber Murphy entre- 
gado el campo al nuevo locatario desde antes de la demanda, el 
arriendo ha quedado concluido de h^cho y de derecho, y la de- 
claración de rescisión cae en el vacío, sin aplicación, ni impor- 
tancia práctica; 

Que, en efecto, aceptada la sentencia por el Dr. Eueda, en to- 
das sus partes, menos en la de condenación en costas, ha quedado 
juzgado para él que el contrato de 19 de Abril de 1886 ha que- 
dado válido y subsistente en cuanto importa una transacción, y 
sólo se declara rescindido en cuanto importa una locación, res- 
cindida ó concluida de hecho; 

Que además esa rescisión no pudo ser declarada, porque, 
aparte de los argumentos aducidos por Murphy en 1" Instancia, 
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de que en los contratos bilaterales sin cláusula comisoria no se 
puede pedir, el Juez para declararla ha introducido el argumento 
sobre falta de pago de dos mensualidades, que no ba sido invo- 
cado por la contra-parte, y que el Juez no puede suplir de oñcio 
por ser, según la ley que dice «el locador poctrá», facultativo de 
éste, artículo 1579, Código Civil; 

Que ante estos antecedentes, la única responsabilidad que 
pesa sobre Murphy es la deuda de arrendamiento, de acuerdo 
con lo pactado en Abril 19 de 1886; 

Que este contrato no fijaba término, y los contratos que no 
tienen término sólo concluyen por la fijación judicial, como lo 
ha comprendido el Juez a^uo, dando tres meses para el desalojo 
que ya había hecho antes de la demanda; 

Que por esto Murphy no ha incurrido en mora antes ni des- 
pués de la demanda; y la mora en que puede haber caido es sólo 
referente á los arrendamientos que debe, lo que no puede dar 
origen á más perjuicios que á los intereses desde la fecha de la 
demanda, artículo 622, Código Civil; 

Que de esto resulta que hay error nn la sentencia al condenar 
á los Murphy al pago de intereses y daños y perjuicios desde el 
16de Abril de 1886, y al encomendar el justiprecio á los peritos; 

Que la sentencia no fija el término dentro del cual los 
Murphy deben los daños y perjuicios, y esto se explica por 
el error en presumir que Murphy está en posesión del campo 
todavía; 

Que además, el contrato de 1886 dice que Murphy debe pagar 
500 pesos al mes desde el I'' de Octubre hasta que desocupe el 
campo, y no desde el 16 de Abril; 

Que para calcular los intereses de sumas de dinero, una vez 
fijada la fecha desde que deba correr, no se necesita peritos, 
bastando una liquidación por el actuario; 

Que Murphy nada tiene que ver con que el Dr. Rueda no haya 
conseguido más ó menos alquiler por el campo en adelante, si él 
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lo ocupaba por socontrato^ y no se le pidió dicho campo judi- 
cialmente mientras lo ocupaba; 

Que la presente demanda se entabló después del desalojo, y 
que en tal caso, fuera de los arriendos que debe, ningún hecho 
ú omisión es imputable á Murphy, que desalojó el campo sin 
mediar interpelaci(»n judicial; 

Que por lo expuesto debe revocarse la sentencia apelada en 
los puntos y en el sentido indicados. 

En otrosí pide se abra la causa á prueba sobre el hecho de la 
fecha en que desocupó Murphy el campo. 

Conferido traslado, la parte del Dr. Rueda contestó : 

Que del texto del convenio de 19 de Abril se deduce: 1° que 
existía un contrato de arriendo pendiente entre los Palacios y 
Pozzo; ^'^ que ese contrato se postergaba hasta que Murphy de- 
socupara el campo; 

Que pasaron tres meses y Murphy no pagó los arriendos atra- 
sados, ni los corrientes, ni desocupó el campo para que pudiera 
entrar Pozzo á ocuparlo; 

Que fué entonces que se inició la demanda ante el Juez Pro- 
vincial, en 3 de Julio dei886, que dio lugar más tarde al inci- 
dente de competencia que terminó con el reconocimiento de la 
jurisdicción federal; 

Que en el intervalo se produjeron los hechos siguientes : 

1° Pozzo, á quien nose entregaba el campo, desistió del con- 
trato, y los Palacios tuvieron que hacer otro más desventajoso 
en 10 de Setiembre de 1886, con Terrason, que se dio por re- 
cibido del campo, quedando á su cargo el desalojo de Murphy, 
cláusula ésta que se explica con el hecho de haber Terrasson 
comprado á Murphy las haciendas; 

2® De acuerdo con tal contrato, Terrason ha pagado desde el 
1^ de Octubre de 1886 el arriendo estipulado; 

Que determinada la competencia federal, se demandó á Mur- 
phy ante el Juez de Sección en 13 de Junio de 1888, pidiendo 
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se declarase sin efecto el convenio de 1886 y obligado Murpfay 
al pago de los daños y perjuicios, costas, etc.; 

Que no pidió la roscision paralo futuro, sino que se dejara sin 
efecto como transacción de cuestiones anteriores y origen de 
obligaciones nuevas; y no pidió tampoco el desalojo, porque 
Terrason ocupaba el campo; 

Que el Juez a quo, sin darse cuenta de la naturaleza de la cues- 
tión falló declarando rescindido el contrato de Abril como con- 
trato de arrendamiento, ordenando el desalojo, y declarando la 
responsabilidad de Murphy por los daños y perjuicios que de- 
berán fijarse por peritos; 

Que con estos antecedentes, carece de importancia la resci* 
sien declarada, y el desalojo ordenado, y sólo queda como ma- 
teria de discusión los daños y perjuicios que deben estimarse 
por peritos, y las costas, pues respecto del pago de arrendamien- 
tos el demandado no hace cuestión; 

Que es visible la razón de la estimación por peritos de los 
daños, ordenada por el Juez, en vez de laliquidacion de intereses; 

Que se ba probado que Murphy no cumplió las obligaciones 
del convenio de foja % que existia un contrato con Pozzo, cuyas 
cláusulas conocía Murphy, cuyo contrato favorable á los Pala- 
cios, no pudo cumplirse por culpa de Murphy; 

Que como esto ha ocasionado perjuicios para cuya fijación no 
hay base cierta, es ineludible el nombramiento de peritos para 
estimarlos; 

Que en cuanto á las costas, basta lalecturadel proceso para sa- 
ber que Murphy no ha cumplido el convenio de foja 2, que adeuda 
todavía lo que se obligó á pagar, con. excepción déla pequeña 
suma que pagó al contado, y que no entregó en tiempo el cam- 
po, por lo que se hace manifiesta la malicia con que ha proce- 
dido, y la obligación en que está de pagar las costas del juicio. 

Pidió se confirmase la sentencia apelada con la modificación 
de condenar en costas al demandado. 



FALLOS DE LA SCPREHA CORTE 



Se confirió traslado de la adhesioa.y por haber menores intp- 
sados se dio intervención al Defensor de incapaces. 
El traslado fné dado por oTacnado en rebeldía del apelado, y 
Defensor de incapaces se expidió como signe : 



Buenos Aires, Oclubre 7 de 189G. 

iprema Corte: 

El coarenio de foja 2, celebrado entre el actor y el demandado 
a fecha 19de Abril del886, ha sido considerado por el señor 
lez, al resolver este asunto en definitiva, bajo dos faces distin- 
s; como transacción que puso término á Us cuestiones que 
antenfan ios herederos Palacios con Don Guillermo Murphy; 
como contrato de locación. Como lo primero, le acuerda toda 

validez y eñcacia. Como lo segundo, lo declara rescindido, 
I acuerdo con la disposición legal que invoca en su sentencia. 

Sobre este último punto el apelante y apelado están de 
luerdo en que el Inferior ha debido pronunciarse, porque no 
isido un punto sometido á su resolución; y porque en último 
rmino ninguna importancia tendría dicho pronunciamiento, 
isdeque el aludido contrato quedó rescindido de hecho y dere- 
10, y el desalojo efectuado, antes de entablada la demanda, 
■n motivo de la entrega que hizo Murphy á Terrasou del cam- 
I que ocupaba. 

Si sobre este punto está de acuerdo ti actor con el demandado: 

evidente que tiene que estarlo, también, en que uo tiene razón 
) ser la condenación sobre pérdidas é intereses y el nombra- 
iento de peritos para su justiprecio que hace la sentencia; 
eudo, como Gs, dicha condenación, una consecuencia de la res- 
sioD del mencionado convenio como contrato de locación; so- 
re loque no ha podido pronunciarse el Inferior. 
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El Dr. Rueda ha reconocido la justicia de la sentencia que 
nos ocupa, cuando sólo ha recurrido de ella en la parte que no 
condena en costas al demandado. Esta sentencia no hace lugar 
á la rescisión del convenio de foja 2, que solicitaba en su de- 
manda; loque importa declarar que el actor la dedujo mal; que 
en vez de pedir la rescisión, debió pedir el cumplimiento, de 
acuerdo con la disposición del artículo 1204 del Código Civil; 
cobrando las cantidades que le adeudaba Murphy con sus inte- 
reses, desde que incurrió en mora, que es á lo tínico que, en mi 
opinión, tiene derecho al presente. 

En cuanto á la condenación en costas, bien se comprende que 
es infundada la pretensión del actor, desde que su demanda ha 
sido mal deducida. Su error justifica plenamente la defensa 
de Murphy. 

Por estas breves consideraciones soy de opinión que Y. E. 
debe revocar la sentencia y pronunciarse en el sentido que in- 
dico. 

Antes de cerrar esta vista, permítame Y. E. que le haga pre- 
sente, que he retardado el despacho de este asunto porque las 
partes litigantes entablaron, con mi intervención, negociacio- 
nes para poner término á este asunto por medio de un arreglo 
amistoso, las que, muy á pesar mío, no han dado el resultado 
deseado. 

Deben reponerse los sellos. 

Gervasio F. Granel, 



Fallo de lü Suprema Corte 

Buenos Aires, Julio 7 de 1891. 
Yistos y considerando: Que la cuestión relativa á la rescicion 
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del contrato de foja dos, fundada en la falta de ejecución por el 
demandado, no tiene razón de ser ni es suceptible de pronuncia- 
miento judicial, pues es un hecho no desconocido por el deman- 
dante, que á la fecha de la interposición de la demanda, el de- 
mandado ya había hecho entrega del campo á que estos autos se 
refieren en ejecución de dicho contrato, á Don Eugenio Terra- 
son, nuevo locatario del mismo, según convenio celebrado por el 
demandante, quedando con este hecho cumplidas las cláusulas 
principales de dicho contrato en lo que se refiere á las acciones 
deducidas en la demanda. Que por la misma razón, no es pro- 
cedente la reclamación de daños y perjuicios deducida en la de- 
manda como resultante de la inejecución del contrato aludido, y 
no lo es tampoco, del punto de vista de la época 6 tiempo en que 
se hizo entrega del campo por el demandado, pues aparece que 
esta se cumplió en el tiempo razonablemente necesario para ve- 
rificarla, 6 sea, cuatro meses después solamente del contrato de 
foja dos, y no resulta por otra parte que hubiera un plazo distinto 
estipulado para su realización. 

Por estos fundamentos : se revoca la sentencia apelada de foja 
ciento noventa y seis y se declara no haber lugar á la demanda 
interpuesta. Repuestos los sellos, devuélvanse. 

benjamín YICTORICA.— C. S. DE 
LA TORRE.— LUIS Y. VÁRELA. 
—ABEL BAZAN. — LUIS SAENZ 
PEÑA. 
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C^AVSA CCXXIV 



Contra Charles Hermanos y otros, por defraudación de rentas; 

sobre traducción de documentos 



Sumario. — Es de derecho la versión al idioma nacional, de 
todo documento que se agregue á la causa en idioma extran- 
jero. 



Fallo de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Julio 7 de 1891. 

Siendo de derecho la versión al idioma nacional de todo do- 
cumento que se agregue á la causa en idioma extranjero, cual- 
quiera que sea su mérito^ sobre lo cual j según el resultado de 
autos, se hará en oportunidad, el pronunciamiento correspon- 
diente: no ha lugar á lo solicitado y precédase á la traducción 
de los documentos de la referencia sin más trámite, si la admi- 
nistración de aduana lo considerase necesario para la expedi- 
cion del informe ordenado á foja. . . haciéndose saber esta reso- 
lución á los efectos consiguientes al Juez de Sección. 

benjamín victorica. — c. s. 

DE LA TORRE. — ABEL BA- 
ZAN. — LUIS SAENZ PEÑA. 
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XV 



Don Miguel Beffa contra don Máximo Paz, por cumplimiento 
de contrato; sobre defecto legal en la demanda 



Sumario. — La excepción de defecto legal en la demanda, se 
refiere únicamente á la omisión de los requisitos establecidos 
en el artículo 57 de la ley de Procedimientos. 



Caso. — Don Julián Ortiz, por Beffa, dedujo la demanda, pi- 
diendo que se condenara á don Máximo Paz al cumplimiento 
de un contrato por el cual le vendió un campo situado en el 
partido de Las Heras^ provincia de Buenos Aires, y á lo cual 
se labia resistido alegando inmotivadamente deficiencias en 
los títulos de propiedad. 

Corrido traslado, don Valentín A. Ferrando, por don Máximo 
Paz, sin contestar la demanda, expuso: Que efectivamente, su 
representado se había negado á escriturar, porque los títulos 
del vendedor adolecían de graves deficiencias; 

Que el actor ha debido acompañar los títulos en cumplimiento 
de lo dispuesto por el artículo 10 de la Ley de Procedimientos; 

Que su omisión constituye en este caso un defecto en el modo 
de proponer la demanda, y coloca al demandado en la imposibi- 
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lidad de precisar los pantos sobre los coalas vá á versar la dis- 
cusión en el pleito. Pidió que se le admitiera la excepción y se 
declarara que no estaba obligado á responder á la demanda 
mientras los títulos no se presentaran, con costas. 

Corrido traslado, lo contestó la parte demandante, expo- 
niendo : Que la ley de Procedimientos no considera entre las 
excepciones dilatorias la opuesta por el demandado, y debe re- 
chazarse con costas; 

Que don Máximo Paz conoce el título de propiedad; ha estado 
entreteniendo al vendedor y cuando no pudo emplear más me- 
dios dilatorios, dijo que tenía defectos; 

Que el título tiene el mismo origen que el de don Juan Bos- 
sio, y es en la división que se ha practicado de los terrenos per- 
tenecientes á la sucesión de don Alejo Aguirre, entre don Juan 
Bossio y los entonces menores don Juan Bossioy don Miguel 
Beffa que ha correspondido á éste el terreno vendido; 

Que el boleto de venta es el único documento que debía ex- 
hibir y lo ha exhibido. 



Fallo del Jueas Federal 

Buenos Aires, Abril 23 de 1891. 

Y vistos: Estando resuelto por la jurisprudencia déla Su- 
prema Corte, en numerosos casos que la excepción de defecto 
legal en la demanda que autoriza á oponer el artículo 73 de la 
ley nacional de Procedimientos, se refiere únicamente á la omi- 
sión de los requisitos establecidos en el artículo 57 de la misma 
y no á la no presentación de documentos pertinentes á la ac- 
ción, no ha lugar con costas á la excepción opuesta en el es- 
crito de foja 19, y contéstese la demanda en el término de ley. 

, Virgilio }!. Tedin. 
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Fallo de I» Suprema Corte 

Buenos Aires, Julio 14 de 1891. 

Vistos : Por sos fundamentos se confirma con costas el auto 
apelado de foja treinta y cuatro; 7 repuestos los sellos, deyuél- 
vanse . 

benjamín YICTORICA. — C. S. DE 
LA TORRE. — LUIS V. VÁRELA. 

— abel bazan. -— luis saenz 
peSa. 



CAVSA C€JlX¥I 



Don Juan de León contra don Luis Berges, por rescisión de un 
contrato de locación] sobre derecho del locador para usar 
del agua de la finca arrendada. 



Sumario, — El derecho que el locador se reserva para mante- 
ner en la finca arrendada un carruaje y sus caballos, implica 
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el del uso del agua para el lavado del primero y para la bebida 
j limpieza de los últimos. 



Caso, — Acompañando un contrato por el cual don Juan de 
León dio en arrendamiento á don Luis Berges, una casa quinta, 
dicho de León entabló demanda contra Berges por rescisión 
del contrato, alegando que el locatario destinaba la casa á 
otros usos que los previstos en el contrato. 

El artículo 4'' de dicho contrato, dice así: 

c Artículo 4^. El señor León se reserva la pieza grande que 
está debajo del corredor á la derecha del portón, y si el señor 
Berges préñete ocuparla le hará otra en el costado sud, debajo 
del corredor, es decir, á la izquierda, entrando por el portón, 
dándole para dicha obra, los adobes que tiene el señor León en 
la huerta^ y si faltasen los enteraría con los que están en el 
patio; haciendo poner el señor Berges las puertas que tiene la 
otra pieza, para que el señor León guarde allí sus trastes y 
carruajes. También podrá tener el señor León, los caballos en 
el corral.» 

Contestada la demanda, negando el locatario los hechos en 
que ella se funda, se recibió la causa á prueba. 

En este estado, se presentó el demandante, exponiendo: Que 
Berges le niega el uso del agua de la propiedad para el lavado 
de su coche y bebida y baño de los caballos, que según el ar- 
tículo 4^ del contrato, tiene el derecho de teñeron ella, sin más 
razón que su capricho. Pidió se intimara al locatario el uso del 
agua de que la propiedad está dotada, para los objetos expre- 
sados, declarando que este uso es una consecuencia ó comple- 
mento natural comprendido en la reserva del artículo 4"^ del 
contrato, debiendo tramitarse y resolverse el incidente en jui- 
cio verbal. 
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El Jaez convocó á juicio verbal; y hay una nota rubricada 
por el Secretario en que se expresa que el acto tuvo lugar sin 
arribarse á arreglo alguno. 



Fallo del Jíuez Federal 



San Juan, Enero 13 de 1891. 

Vistos y considerando: Que por el artículo 4'' del contrato, al 
final, el señor León se ha reservado el derecho de tener los ca- 
ballos en el corral de la casa arrendada; que él también com- 
prende la facultad de que le pueda dar agua á los caballos. 
Por esta consideración, declaro: que el señor Berges debe per- 
mitir que los caballos de don Juan de León beban agua en 
la casa. Hágase saber. 

Echegaray, 

El demandado pidió reposición de este auto y apeló tn subsi- 
dium. Dijo : que el artículo 4"^ del contrato no habla de ngua, 
sino que León podía tener los caballos en el corral; de donde 
se sigue que el locatario no tiene la obligación que el auto le 
impone, como no está obligado á dar de comer á los caballos. 

El Juez no hizo lugar á la reposición y concedió en relación 
la apelación. 



Fallo de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Julio 14 de 1891. 
Vistos y considerando : Que el derecho que se ha reservado 
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el locador de mantener un carroaje y sas 'caballos en la casa 
locada implica necesariamente el del uso del agua indispensa- 
ble para el lavado del primero y bebida y limpieza de los últi- 
mos: se confirma con costas el auto apelado de foja cuarenta 
y nueve vuelta, y repuestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMÍN YICTOBICA. — C. S. DE 
LA TORRE. — LUIS V. VÁRELA. 
— ABEL BAZAN. — LUISSAENZ 
PEÑA. 



lAV^A €€Xi:Vll 



Criminal contra Nicolás Pulliero, por soborno y contrabando; 

sobre excarcelación provisoria 



Sumario. — i** El soborno de un empleado de aduana para 
extraer efectos de ella y la extracción intentada, constituyen un 
delito cuya penalidad no excede prima facie de la que admite 
la excarcelación provisoria bajo caución. 

2** El auto concediendo la excarcelación provisoria, que haya 

r. XV 5 



w 
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.:. sido apelado, no debe llevarse á ejecución pendiente el recurso 

|; interpuesto. 



***** 

i 






Caso. — Nicolás PuUiero, procesado por soborno y contrabando, 
pidió se le concediera la excarcelación provisoria bajo la fianza 
de don Máximo Añon, comerciante, domiciliado en la calle Cha- 
cabuco, número 902. 



VISTA FISCAL 



Buenos Aires, Junio 8 de 1891. 
Seíior Juez : 

. Versando esta causa sobre sustracción de mercaderías de los 
depósitos de Aduana, delito cuya penalidad está especialmente 
establecida en el artículo 81 de la ley de 14 de Setiembre de 
1863, y no permitiéndose la libertad bajo fianza sino en los 
casos del artículo 376 del Código de Procedimientos en lo Cri- 
minal, debe y. S. no hacer lugar á la excarcelación pedida, 
ordenando corra este incidente por cuerda separada. 

J. A. Víale. 



Fallo del Juez Federal 



Buenos Aires, Junio 10 de 1891. 
Estando regido el presente caso por la disposición del artículo 



L 



DB JUSTICIA NAaONAL 67 

78 de la ley de 14 de Setiembre de 1863, en virtud de la cual 
el acusado tendrá la pena del triple de la dádiva 6 promesa y 
será igualmente pecuniaria la pena por lo que hace á la mer- 
cadería, no obstante lo expuesto por el Procurador Fiscal, acép- 
tase la fianza y el fiador propuesto, y previa la correspondiente 
escritura en la que éste se comprometerá á presentar su fiador 
siempre que fuese requerido bajo apercibimiento de pagar una 
multa de cuatrocientos cincuenta pesos nacionales, líbrese la 
orden correspondiente para que sea puesto en libertad el acu- 
sado Nicolás FuUiero, debiendo correr este incidente por cuerda 
separada. 

Andrés ligar riza. 
El Procurador Fiscal apeló. 



Auto del Jíues Federal 



Buenos Aires, Junio 12 de 1891. 

De acuerdo á los artífiolos trescientos noventa y cinco y qui- 
nientos cinco del Código Í9 Procedimientos, concédese el re- 
curso de apelación interpuesto al solo efecto devolutivo, en su 
consecuencia, extendida que sea la escritura de fianza, líbrese la 
orden de libertad como está mandado por el auto de foja 3, y 
fecho remítanse los autos á la Suprema Corte en la forma de 
estilo. 

Ugarriza. 
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VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Juuio 27 de 1891. 

Suprema Corle : 

El Procurador Fiscal, sosteniendo que el delito de que es acu- 
sado don Nicolás FuUiero cae bajo la disposición del artículo 
81 de la ley de i 4 de Setiembre de i 863, se lia opuesto á su 
excarcelación, por cuanto dicho artículo, caso de resultar cul- 
pable, señala una pena mayor que la designada en el artículo 
376 del Código de Procedimientos en lu Criminal, que autoriza 
dicha excarcelación . 

El señor Juez Federal, doctor Ugarriza, en su auto de foja 3, 
fundándose en que el caso cae bajo la disposición del artículo 
78 de la misma ley de Setiembre, que sólo impone pena pecu- 
niaria, caso de resultar culpable el procesado, ha ordenado su 
excarcelación; dando su resolución motivo para la apelación in- 
terpuesta por el Procurador Fiscal. 

Para decidir si la resolución apelada es ó no justa, es nece- 
sario determinar el delito que da lugar á este proceso. 

Para' el señor Juez, es el de cohecho; y por eso declara que 
está regido por la disposición del artículo 78 que invoca, se- 
gún el que: cEl que diere ó prometiere las dádivas en los casos 
de los tres artículos, precedentes (6 empleados administrativos 
6 judiciales, agentes ó encargados, de cualquier ramo de la 
administración pública) será castigado con las mismas penas 
que el empleado ó arbitro corrompido». El artículo 75 á que 
se refiere el que en parte queda transcripto, dispone que: 
cTodo empleado de la Nación en el orden administrativo, 6 ju- 
dicial, agente ó encargado de cualquier ramo de la adminis- 
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tracion pública, qae recibiese dinero ó cualquier otra dádiva, 
ó que aceptase una promesa directa ó indirecta para hacer ó 
dejar de hacer alguna cosa, faltando ¿ sus deberes, será casti- 
gado con la pérdida del empleo é inhabilitación por cinco á 
diez años para obtener otro alguno, y con una multa igual al 
triple del valor de la dádiva ó promesai^. 

Para el Procurador riscal, el delito cometido es el de sus- 
tracción de efectos de los almacenes de Aduana, penado por el 
artículo 81 que invoca, con tres á seis años de trabajos forza- 
dos, cuando el culpable no fuera empleado y tampoco le perte- 
necieran los efectos. 

Mas, parece que no puede haber duda de que el delito porque 
se procesa á Pulliero es el señalado en la providencia de foja 3. 
£1 cohecho del guarda Alvarado ha sido intentado y llevado á 
ejecución, según resulta del sumario, en tanto cuanto ha depen- 
dido de su autor. Si el delito quedó frustrado no fué porque él 
no hiciera todo lo posible para que le diera el resultado que se 
proponía. 

En cuanto al delito de extracción de efectos de la Aduana 
por más que dichos efectos salieran en realidad del Almacén 
Fiscal y fueran en marcha al domicilio del procesado en el 
carro que los conducía, no existían términos hábiles pura su 
ejecución; desde que la salida de tales efectos de la Aduana 
tenía lugar, no era con el ñnde que Pulliero los llevara efectiva- 
mente á su domicilio, sino solamente para justificar su deten- 
ción, tomándolo infraganti en el único y verdadero delito que 
cometía — el de cohecho del guarda Alvarado. 

Por estas consideraciones creo que el auto de foja 3 debe 
ser confirmado por V. E. 

Antonio E. Malaver. 
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Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Julio 16 de 1891. 

Vistos: No apareciendo en el estado actaal de los autos, la 
comisión de un delito cuya penalidad exceda prima facie de la 
determinada por el artículo trescientos setenta y seis del Có- 
digo de Procedimientos en lo Criminal; se confirma el auto ape* 
lado de foja tres; previniendo al Juez de Sección que no ha 
debido llevar á ejecución el auto apelado, pendiente el recurso 
interpuesto, y devuélvanse. 

BEMAMIN VICTORICA.— C. S. DE 
LA TORRE.— LUIS V. VARE- 
LA. — ABEL BAZAN. — LUIS 
SAENZ PEÑA. 
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CAVSA CCXXVIII 



Don Gregorio Torres y otros contra la Provincia de Buenos 
Aires, por escrituración; sobre suspensión de venta 



Sumario. — No debe ordenarse la saspension del remate de 
la cosa litigiosa, anunciado con sujeción al pleito pendiente 
sobre ella. 



Caso. — Don Gregorio Torres y otros demandaron á la pro- 
TÍncia de Buenos Aires, sobre escrituración de unos terrenos. 

Habiendo estos sido anunciados en remate, con indicación 
del pleito pendiente sobre ellos, los demandantes pidieron á la 
Suprema Corte que mandase suspender la venta. 



Fallo de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Julio 16 de 1891. 

Vistos en el acuerdo: Resultando de los antecedentes acom- 
pañados al escrito de foja ciento setenta y tres que el remate 
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de los terrenos de qae en él se hace mérito, ha sido anunciado 
con sujeción al resultado del pleito pendiente sobre ellos; y te- 
niendo además, en consideración: que la enajenación de cosas 
litigiosas como tales, está expresamente autorizada por dispo- 
siciones legales vigentes: se declara no haber lugar á la sus* 
pensión del remate solicitado á foja ciento setenta y tres, siendo 
as costas causadas con este incidente, á cargo de los deman- 
dantes. 

benjamín V1CT0R1CA. — C. S. 
DE LA TORRE. — LUIS V. VA- 
RELA.— ABEL BAZAN. — LUIS 
SAENZ PENa. 



CAUSA CXXXIX 



Don Joaquín A., don Mariano y doña Josefa Capmany contra 
los herederos de don Crisóslomo Rueda, por escrituración de 
campo; sobre incompetencia, falta de personería y defecto 
legal en la demanda. 



Sumario. — i'^ No corresponde al juicio testamentario la de- 
manda sobre cumplimiento de una obligación que se dice con< 
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traída personulmcnte por los herederos, y se dirige coatra 
etitos»- 

i'* No procede la excepción de falta de personería contra 
quien gestiona invocando un derecho propio. 

3^ La f¿\lta de presentación de documentos no importa de- 
fecto legal en el modo de proponer la demanda. 



Caso. —Don José R. Labandera en representación de don Joa- 
qnin A. Capmanj, don Mariano Capmany y doña Josefa Cap- 
many, se presentó al Juez de Sección con fecha 24 de Setiem- 
bre del año 1888, y dijo: Que en 3 de Mayo de 1884, el cau- 
sante de sus representados compró á don NicoUs Pinto, en su 
carácter de apoderado de los herederoK de don Crisóstomo Rue- 
da, según se justificaba por el documento acompañado, una 
finca de propiedad de estos últimos, situada en aquella ciudad, 
calle de Comercio entre San Juan y Mendoza, de doce y media 
varas de frente por setenta y cinco de fondo, en la suma de 
3000 pesos m/n oro, comprometiéndose el vendedor á otorgar 
la escritura en forma, oportunamente. 

Que algunos de los representados por Pinto, pretendían ahora 
desistir del compromiso, á pesar de haber, hacía poco tiempo, 
convenido ratificarla por la suma de 4000 pesos, fundando su 
desistimiento en el hecho de existir uno ó más menores entre 
los herederos de Rueda; pero con el real propósito de eludir la 
venta; pues aquella circunstancia no podía constituir una causa 
legal, por cuanto es sabido que la menor edad de uno ó más in- 
teresados, no autoriza á los coherederos mayores de edad para 
desistir de lo pactado, de acuerdo €on lo dispuesto en el artícu- 
lo 1048 del Código Civil. 

Que sus representados no podían pasar por esto y fundan- 
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dose eu la disposición del artículo 1185 del Código Civil, pedía 
al Juez 66 sirviese ordenar la escrituración inmediata del bo- 
leto adjunto, protestando contra quien hubiese lugar por los 
perjuicios y costas causadas. 

Los demandados opusieron las excepciones de falta de perso- 
nería y defecto legal en la demanda^ de que da cuenta el 



Fallo del Jues Federal 



Rosario, Seliembre SO de 1889. 

Y vistos: El incidente promovido por la parte de los herede- 
ros de don Crisóstomo Rueda, deduciendo las excepciones de 
falta de personalidad de los demandantes y defecto legal en el 
modo y forma de proponer la demanda; fundándose la primera 
en la circunstancia de no haber los herederos Capmany justi- 
ficado su carácter de tales ,en la sucesión en cuyo nombre, se 
dice, proceden, y la segunda en la violación del artículo 10 de 
la ley nacional de Procedimientos, que impone al actor, en 
toda clase de juicio, la obligación de producir con su demanda 
las escrituras y documentos que justifiquen el derecho que de- 
ducen. 

Con lo expuesto por ambas á fojas 13 y 22, en mérito de la 
prueba producida y no obstante lo dictaminado por el Defensor 
de Menores, en su informe de foja 26. 

Considerando: 1° Respecto á la excepción de falta de persone- 
ría en los demandantes, que según el inciso 9"^ del artículo 1884, 
del Código Civil, la formalidad de la escritura pública, consti- 
tuye un requisito necesario para la validez de las cesiones de 
derechos y acciones sólo en los casos que estos procedan de 
actos consignados en escritura pública y de acuerdo con el 1458 
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del mismo Código, la forma privada en esta clase de contratos, 
es suficiente para revestirlos de eficacia legal. 

2^ Que por consiguiente^ y aplicando las disposiciones invo- 
cadas al caso sub-judicCy resulta que la demandante doña Jo-^ 
sefa Gapmany ha tenido^ á mérito del boleto acompañado y que 
en copia testimoniada corre á foja 2 de estos autos, poder su- 
ficiente para entablar la presente demanda, por cuanto en ese 
boleto, de carácter meramente privado, consta la cesión efec- 
tuada á favor de dicha doña Josefa por don Mariano Capmany, 
dueño del crédito cedido. 

3^ Que esa justificación resultad mérito del aludido certifi- 
cado de foja 2, expedido y suscrito por el actuario, no siendo por 
lo mismo exacta la afirmación de los excepcionantes, de que 
dicho documento carezca de la autoridad necesaria para hacer 
fé en juicio. 

A"" Que sin embargo, en las condiciones de la mencionada de- 
mandante, no se encuentran los demás herederos, que junta- 
mente con la misma han instaurado este litigio; por cuanto la 
cesión justificativa de la personalidad de la primera se halla 
otorgada á su favor exclusivo, y debe por lo tanto conceptuarse 
improcedente la representación de los últimos, ajenos com- 
pletamente á esta cuestión, según ellos mismos lo declaran en 
el párrafo tercero de su escrito de foja 22, al afirmar en él que 
no se trata de un crédito perteneciente á la sucesión, sino propio 
y particular de uno de los herederos. 

b"^ Y con relación á la excepción de defecto en el modo de 
proponer la demanda. Que el hecho de no acompañar con esta 
los documentos que deben instruirla, no constituye una excep- 
ción dilatoria, según lo ha resuelto la Suprema Corte en los 
fallos que se registran en la serie 2% tomo 17, páginas 386, 
396 y 409. 

&^ Que tampoco es causal legal para determinar esa clase 
de excepciones, la falta de numeración de los párrafos contení- 
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dos en la exposición de la demanda, según también lo ha decía* 
rado la misma Suprema Corte en el fallo que se registra en la 
serie 2% tomo 20, página 127. 

Por tanto, se resuelve: no hacer lugar á las excepciones inter- 
puestas, debiéndose limitar la representación ejercida por el 
Procurador Labandera en estos autos á sólo doña Josefa Gap- 
manj y los demandados contestar derechamente la demanda 
dentro del término de ley. Repóngase. 

G. Escalera y Zuviría, 



VISTA DEL DEFENSOR DE INCAPACES 



Buenos Aires, Junio 22 de 1891. 
Suprema Corte : 

Si no fuese que tengo el pleno convencimiento que la justicia 
federal carece de jurisdicción para conocer en el asunto que 
motiva este juicio, diría á Y. £. que el inferior no ha tenido 
razón para rechazar la excepción de falta de personería en los 
demandantes, deducida por el representante de la sucesión 
Rueda, y haría mios los fundamentos aducidos en el escrito de 
foja 13. 

El representante de los señores Capmany demanda á la suce- 
sión de don Crisóstomo Rueda y de su esposa doña Saturnina 
Freiré de Rueda, cuyo juicio universal se encuentra abierto ante 
el señor Juez de i* Instancia en lo Civil y Comercial de la ciu- 
dad de Santiago del Estero, que es el único competente para 
atender en dicho juicio, y en las demandas que se promuevan 
contra la testamentaría, de acuerdo con lo dispuesto en el ar- 
tículo 3284 del Código Civil. 
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Los señores Capmany, acatando esta disposición de la ley, es 
faera de dada que han debido deducir su acción ante el expre- 
sado Jaez. Y, si así lo hubieran hecho, quizás sus pretensio- 
nes hubiesen sido satisfechas; y habrían evitado que el señor 
Jaez de la testamentaicí^, haciendo uso de las facultades que 
exclusivamente le pertenecen por la ley, hubiera mandado ven* 
der en remate público el mismo bien que hoy reclaman los 
Capmany. 

Los hechos que dejo manifestidos constan del documento pá- 
blíco que obra en autos de foja 37 á foja 42. 

Siendo el orden de las jurisdicciones de interés general, y no 
pudiendo ser alterado por la voluntad de los que son llamados 
á comparecer en juicio; soy de opinión que Y. E. debe anular 
todo lo obrado ante el Inferior, salvando deesa manera la juris- 
dicción del Juez de Santiago del Estero, y evitando los incon- 
venientes que ya han empezado á producirse á [causa de la irre- 
gularidad de los procedimientos de los señores Capmany. Debe 
r3ponerse el sello. 

Gervasio f . Granel. 



Fallo de Im Suprema Corte 



Buenos Aires, Julio 16 do 1891. 

Vistos: Tratándose de la ejecución de una obligación que se 
dice contraída individualmente por los demandados, y no por 
su causante, y siendo además la acción dirigida contra aque- 
llos y no contra la sucesión de éste, en cuyo caso no es de apli- 
cación la disposición del artículo tres mil doscientos ochenta y 
cuatro del Código Civil, se declara no haber lugar á la excep- 
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cien de incompetencia deducida por el Defensor de Incapaces á 
foja setenta y dos. 

Y considerando en cuanto al fondo del auto apelado : que la 
parte demandante gestiona y obra en estos autos por un dere- 
cho propio, y que por lo tanto la excepción de falta de personería 
deducida no es procedente con arreglo á la ley, por esto y los 
fundamentos contenidos en el auto citado relativamente á la 
excepción de defecto legal en el modo de proponer la demanda, 
se cíonfirma con costas dicho auto, y respuestos los sellos de- 
vuélvanse. 

BENJAMÍN VICTORICA.— C. S. DE 
LA TORRE. — ABEL RAZAN. 



CAVSA ees XX 



El capitán del vapor ^Cmnilo» contra el patrón de la lancha 
«fe/iz del Plata»; sobre nulidad de un laudo 



Sumario. — I** La denominación de peritos empleada por el 
Código de Comercio para indicar los arbitradores que deben 
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conocer y resolver las cuestiones de abordaje, significa lo que 
las leyes antiguas entendían por la de ornes buenos é sabidores. 

i^ La parte que ha convenido en nombrar á una persona 
como arbitro tercero, no puede fundar la nulidad del lando en 
la incompetencia de la misma, sin hacerse responsable de todos 
los daños y perjuicios causados por esa nulidad. 

3^ Los argumentos dirigidos á demostrar la injusticia del 
laudo no son procedentes en la cuestión de nulidad de dicho 
laudo. 



Ca^o.— Don José Catoni se presentó ante el Juzgado, expo- 
niendo: Que hallándose la lancha cFeliz del Plata» fondeada 
en la rada, con carga del vapor inglés cGalabria> y del vapor 
francés cParaguay», teniendo colgada su luz reglamentaria, fué 
embestida como á las 4 6 4 72 de la madrugada del dia i2 de 
Febrero de 1889 por el vapor brasilero cCamilo», al hacer su 
entrada en este puerto, procedente del de Montevideo. Que fué 
tan violenta la embestida, que el vapor se introdujo como una 
media vara dentro del cuerpo de la laucha por su costado de 
babor, echándola inmediatamente á pique, salvándose milagro- 
samente los tripulantes, la mayor parte por el auxilio prestado 
por una embarcación próxima y uno de ellos saltando al «Ca- 
milo» desde las jarcias del trinquete de la lancha. 

Pidió se notificara al capitán del «Camilo» que le quedaba 
prohibida la salida hasta que constituyera apoderado instruido 
y espensado; y que se llamara á juicio verbal para nombrar pe- 
ritos arbitradores, de conformidad á lo prescrito por el artícu- 
lo 1429 del Código de Comercio. 

El Juez proveyó de conformidad. 

En el juicio verbal celebraron las partes el siguiente com- 
promiso : 
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1^ El demandante nombra por su parte como arbitro al se- 
ñor Juan Siches, domiciliado en la calle Paraguay, número 845, 
7 el demandado al señor José Folgueras, domiciliado en la 
calle Suipacha, número 1242, designándose desde ya para el caso 
de qué ocurriese discordia al Juez de Sección doctor Virgilio 
M. Tedin. 

2** Fíjase para su resolución el término de veinte dias hábiles 
y prorrogables que se contarán desde la fecha déla última acep- 
tación de los dos primeros arbitros y en caso de ocurrir discor- 
dia en el laudo, el tercero tendrá para pronunciarse el término 
de ocho dias, que se contarán desde la fecha que se le haga sa- 
ber la discordia; pero si la discordia se produjese en cualquier 
incidente del juicio arbitral, desde este momento el tercero for- 
mará tribunal con los otros dos arbitros y juntos darán el laudo 
deñnitivo; hácese renuncia de todos los recursos contra el 
laudo arbitral aceptando su fallo como concluyeute á todos res- 
pectos; é impónese la multado mil pesos nacionales que paga- 
rá la parte que no cumpla los actos indispensables para la rea- 
lización del compromiso. 

3^ Deben resolver los arbitros sobre los siguientes puntos: 

a) Cuál de los dos buques es el culpable del choque, ó si no 
tiene ninguno la culpa, ó si lo tienen los dos sin perjuicio de 
cualquier hecho que los arbitros estimen pertinente y que surja 
de la demanda y de la contestación, para cuyo efecto se correrá 
traslado de la demanda por tres días á la parte del ^Camilo »,; 

b) El valor de la indemnización que el culpable debe pagar 
al inocente y á cargo de quién deben ser las costas del proceso; 

4^ Queda nombrado de Secretario para actuar en el arbitraje 
el doctor Damián M. Torino. 

En este estado el representante del cCamilo», señor Pedro 
N. Demaría, manifestó que se constituía fiador solidario del 
capitán perlas resultas del juicio, siendo aceptado en este ca- 
rácter por la otra parte. 
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S. S. aprobó lo convenido mandando se agregoe el sello que 
corresponde aljcompromiso, se requiera la aceptación de los se- 
ñores arbitros y se repongan las fojas, firmando ante mi de que 
doy f é . 

Tedin. — Pedro M. Deniaria. — 
Jardín. — Eduardo A. Scoíii. 

Ante mí: 

D. M. Torino. 



Después de esto, el procurador Gerelti^ por el demandado, pre- 
sentó escrito exponiendo ante los arbitros: Que el choque se 
hizo inevitable, porque el pailebot fondeó en la barra á la en- 
trada del puerto sin mantener luz alguna que indicara su pre- 
sencia, aun cuando en esas horas había mucha oscuridad y era 
necesario tener vigilancia á bordo. 

Que el cCamilo» navegaba con sus luces de ordenanza, se 
hallaba el primer práctico de guardia sobre el puente, un timo- 
nel al timón, y un marino á proa, de vigia y también para el 
cuidado de las luces. 

Que á pesar de todas estas precauciones y del cuidado con 
que se navegaba, se produjo el choque con la lancha, porque no 
pudo ser apercibida con tiempo ni parar súbitamente la marcha 
del vapor, aun cuando se le dio toda fuerza para atrás. 

Que el hecho ocurrió á las 4 de la mañana, y lo presenciaron 
á más de los tripulante^, varios pasajeros que se hallaban so- 
bre el puente. 

Que producido el choque^ se trató de dar auxilio al buque 

chocado, arriándose un bote, pero se hizo innecesario porque los 

náufragos ya habían sido recibidos por otro buque inmediato, 

á excepción de uno que pasó al vapor. 

r. m 6 



> *♦ 
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Pidió que se exonerara á éste de la demanda j se declarara 
que el choque y sus consecuencias son á cargo exi^lusivo del pai- 
lebot, así como los gastos que se causen. 

Abierta la causa á prueba por los dos arbitros señores Siches 
j Folgueras, se recibieron las que las partes presentaron; y ha- 
biendo ocurrido discordia entre aquellos, convocaron al tercero 
para laudar formando tribunal. 

La mayoría de los arbitros compuesta del tercero y del de- 
signado por la parte de Catoni, dictó el siguiente : 



LAUDO 



Buenos Aires, Mayo 3 de 1889. 

Visto el presente juicio arbitral, seguido entre don José Ca- 
toni, propietario del pailebot «Feliz del Plata», y el capitán del 
vapor brasilero «Camilo», para laudar, formando tribunal con 
los arbitros señores Siches y Folgueras, en virtud de la discor- 
dia ocurrida entre estos, de acuerdo con las bases establecidas 
en el compromiso arbitral de foja 14. 

Eesulta de autos: i"* Que en la madrugada del dia i2 de 
Febrero, de cuatro á cuatro y media antes de meridiano, hallán- 
dose el referido pailebot fondeado en la rada á la entrada de 
este puerto, con carga recibida el dia anterior de los vapores 
inglés «Calabria» y francés «Paraguay», fué embestido por el 
vapor «Camilo» en viaje de Montevideo á Buenos Aires en su 
costado de babor un poco hacia popa, de cuyas resultas el pai- 
lebot pasó á pique como quince minutos después con todo su 
cargamento, salvándose la tripulación en una embarcación que 
le prestó inmediato auxilio. 

2^ Que según el compromiso arbitral, el tribunal debe de 
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resolver con los elementos de prueba acumulados en autos, • 
caál de los dos baqaes es el culpable del choque, si no tiene nin- 
guno la culpa, ó lo son ambos, y el valor de la indemnización 
que el culpable debe pagar al inocente como también á cargo de 
quién deben ser las costas del proceso, 

S° Que para eximirse de toda responsabilidad el vapor «Ca- 
milo», que es el que produjo el choque, por estar el otro buque 
fondeado y hacerla recaer sobre éste exclusivamente, pretende 
ó sostiene que el pailebot no tenía en el momento del choque 
ninguna luz encendida, y que la noche era muy oscura, circuns- 
tancias que no le permitieron apercibirse de su presencia sino 
cuando lo tenía bajo la proa siendo inevitable el choque, en 
cuyo momento, sin embargo, hizo parar la máquina y dar atrás, 
sosteniendo lo contrario el dueño del pailebot. 

4® Que durante el términ» de prueba se ha producido por 
ambas partes la testimonial que corre agregada de foja...¿ 
foja. .., dirigida especialmente á la justificación de estos dos 
puntos esenciales, además de los reconocimientos é informes 
periciales necesarios para establecer el valor de la avería sufri- 
da por el pailebot y su carga, por haber sido éste puesto á flote 
por su propietario, judicialmente autorizado al efecto. 

Y considerando: 1° Que dada la condiocion respectiva en que 
se encontraban ambos buques, el uno anclado en su fondeadero 
natural, á conveniente distancia de los paquetes, de quienes re- 
cibía carga y el otro navegando en su carrera habitual, no puede 
haber una sola opinión divergente respecto al hecho de ser el va- 
por cCamilo» el que embistió al pailebot, de modo que á éste 
le incumbe principalmente la prueba de las excepciones 6 cir- 
cunstancias que justifiquen su inculpabilidad en el hecho ó lo que 
podría llamarse contributoria negligencia que hace soportar á 
cada buque su daño. 

2** Que el Tribunal arbitral no puede menos de aceptar como 
acepta, por estar plenamente probado con arreglo á las dispo- 
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siciones legales vigentes, qae la noche á la hora que tuTO lagar 
el choque era clara, con mar tranquilo y brisa suave del sud, lo 
que permitía al vapor no solamente maniobrar con seguridad 
sino apercibir un buque del porte del cFeliz del Plata» á dis- 
tancia conveniente para evitar su encuentro, aun cuando estu- 
viera sin luz, j con doble razón, teniendo éste izada una gran 
vela. En efecto, así lo declaran los testigos Pió Perco^o, capi- 
tán marítimo, empléalo de la casa de Benetto y C", quien en 
la noche del suceso se hallaba á bordo del vapor «Calabria», á 
una distanda de cuatro ó cinco cuadras, desde donde percibió 
al pailebot con luz encendida á las tres de la mañana, es decir, 
una hora antes del choque (foja 36); Vicente Cana jis, patrón del 
«Brillante Meteoro», fondeado como á seis cuadras de aquél, 
quien como á las tres de la mañana vio la lancha naufragada 
con luz, asegurando, además, que podía verse un buque á diez 
ó doce cuadras, lo que confirma el testigo Carmelo Poglionisi, 
marinero del mismo buque (foja 39 vuelta y foja 42); los tri- 
pulantes de la lancha «Celedonia» perteneciente á la casa de 
José y Bernardo Garay, llamados Domingo Perrono (foja 43 
vuelta), Antonio Patela (foja 46 vuelta), Salvador Jovale (foja 
48), Pablo Büdero, pesador, á bordo de la fragata «Cari Ken- 
dric», fondeada como á tres cuadras y medias del «Feliz del 
Plata», quien á las tres y media de la mañana, esto es, me- 
dia hora antes del choque, vio á ese barco desde la distancia 
indicada con luz encendida (foja 64), y los prácticos de los va- 
pores «Eülo» y «Apolo» que venían también de Montevideo al- 
gunas cuadras adelante del «Camilo», manifestando el de este 
último, que vio á los dos pailebot á más de diez cuadras de dis- 
tancia observando que el «Camilo» tenía su rumbo hacia ellos lo 
que sólo podía haber observado, dada la distancia á que se halla- 
ban, teniendo sus luces encendidas los pailebots. 

3^ Que las mismas declaraciones citadas confirman el testi- 
monio del patrón y tripulantes del buque náufrago de que á la 
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hora acostambrada encendió su Inz de ordenanza y que la debió 
tener prendida en el momento mismo del choque, pues hay más 
que suficiente número de testimonios para constituir prueba 
legal de haber estado encendido una hora y media antes del 
choque, no habiéndose insinuado siquiera que durante ese cor- 
to intervalo hubiese sobrevenido alg^n accidente 6 variación 
de tiempo que la hiciera apagar, ó que la capacidad de la lám- 
para fuera insuficiente para alimentar la Inz ei tiempo necesa- 
rio, á lo que se agrega que el bozo que hizo la extracion de la 
lámpara, manifiesta haberla encontrado en el mismo sitio indi- 
cado por los testigos. 

4^ Que respecto de estos testimonios deben observarse que 
ellos emanan de personas completamente extrañas al interés 
de las partes, como que pertenecen á otras embarcaciones y por 
su calidad de marineros, están en mejores condiciones para ha- 
cer una exacta apreciación de los hechos de que se trata, que 
los pasajeros de un buque, en quienes además de su impericia 
hay que admitir la falta de calma consiguiente on momentos 
de pánico 6 confusión, para observar detalles, no habiéndose 
por otra parte, aducido tacha alguna legal que desvirtúe el mé- 
rito de sus declaraciones, por lo que el Tribunal no puede me- 
nos que hacerlas prevalecer contra las declaraciones de la gente 
de á bordo del cCamilo» en cuanto la contradigan. 

5^ Que por otra parte hay un otro elemento de prueba ema- 
nado del mismo vapor cCamilo», que disipa toda duda repecto 
de la claridad de la noche, á tal grado por lo menos que permi- 
tiera ver el pailebot á distancia conveniente para maniobrar y 
evitar la embestida^ y es el testimonio de su propio vigia, que 
dice haber visto durante ese viaje varios buques sin luz, y dis- 
tinguió perfectainente el cuerpo de uno de los buques fondea- 
dos en las proximidades del lugar del suceso 6 siniestro, coma 
á tres cuadras de distancia, puesto que pudo apreciar su mag- 
nitud, y que todo el viaje se hizo á toda fuerza sin tomar nin- 
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guna precaución extraordinaria, lo que á ser cierto que la noche 
era tan oscura que no permitía ver un buque ámás de diez me- 
ttoSy constituiría la más grave culpa en que puede incurrir un 
capitán de buque conductor de pasajeros. 

6° Que aparte de las consideraciones expuestas, es indudable 
que ninguno de los hombres del cGamilo», sean pasajeros ó 
tripulantes, vio al pailebot antes de efectuarse el choque, se- 
gún se deduce de sus propios testimonios, debiendo advertirse 
que la violencia con que se produjo, que pudo torcer varios ti- 
rantes de fierro, era más que suficiente causa para apagar el 
farol, lo que explica lógicamente el que no vieran luz en el bu- 
que náufrv^go los primeros hombres que salieron á cubierta 
del vapor. 

7"" Que la circunstancia de no haber tenido el pailebot la luz 
fija al tope del palo, ni un hombre de guardia para mostrar 
otra de cinco en cinco minutos, no basta para atenuar la res- 
ponsabilidad del vapor abordante, desde que resulta que éste 
ha procedido con impericia ó negligencia en su gobierno, atento 
lo que dispone el artículo 14-23 del Código de Comercio, porque 
siendo las disposiciones sobre luces de orden puramente admi- 
nistrativo, no puede prevalecer contra el precepto expreso de las 
leyes, no pudiendo admitirse que la omisión de esos requisitos 
haya sido la causa inmediata del choque, cuando el buque mis- 
mo, aun sin luces, era visible á más de tres cuadras de dis- 
tancia. 

8^ Que examinada la cuestión del punto de vista de la con- 
ducta observada por el «Camilo», para establecer si es ó no cul- 
pable, resulta desde luego evidente que sólo por negligencia 
del hombre de guardia 6 del práctico ha podido abordar una 
embarcación que aun en la hipótesis de que hubiera estado sin 
luz era visible, según la claridad de la noche, cuando menos á 
tres cuadras de distancia, tomando el mínimum de lo que ex- 
presan los diversos testimonios producidos. 
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9^ Qae igaalmente acusa descuido 6 negligencia de la rigu- 
rosa vigilancia y cuidado que deben observar esos hombres á 
la entrada de un puerto, atravesando uu paraje lleno de em- 
barcaciones: 1^ El pasearse los dos sobre el puente de babor á 
estribor en vuelta encontrada, en vez de estar el vigia en la 
proa para dominar libremente el campo del rumbo del buque ; 
2^ Llevar izada una vela á proa, lo cual dada su posición y al- 
tura en relación á la que ocupaban los hombres de guardia en 
el puente, debían necesariamente impedirles la observación de 
una gran parte del horizonte, especialmente en cierto espacio 
del puente, como lo establece el arbitro señor Siches y el in- 
forme pericial de foja. . . ; 3^ Haber navegado á toda fuerza de 
máquina en el paraje donde tuvo lugar el choque sin hacer 
sonar el pito del vapor como lo prescribe el artículo H del Re- 
glamento para la navegación del Plata y sus anuentes, — cir- 
cunstancias todas 4ue vienen á arrojar sobre el cCamilo» la 
responsabilidad del accidente, porque indudablemente á ellos 
debe atribuirse su producción y no á ninguna otra causa, que ni 
se ha alegado ni probado, porque, tratándose del ejercicio y 
cumplimiento de deberes difíciles, que por otra parte llevan 
consigo las más graves responsabilidades, la ley y la doctrina 
exigen más que el cuidado ordinario, constituyendo en culpa 
cualquier acto ú omisión que lo disminuya (V. Trealise on 
the saur ofnegligence por H. Smith, página 2!7). Que por ne- 
gligencia se entiende en su acepción jurídica el hecho de no 
observar la protección de los intpreses de terceros^ aquel grado 
de cuidado, precaución y vigilancia, que las circunstancias jus- 
tamente exigen, de donde les resulte daño ó injuria, según la 
definición de Cooley, On Torts, página 630, bastando esa sola 
circunstancia para hacer responsable á su autor de las conse- 
cuencias. Por otra parte, habiendo un daño causado á la pro* 
piedad de otro, para no estar sometido á la obligación de repa- 
rarlo es necesario que ese daño haya sido inevitable, por caso 
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fartuito ó fuerza mayor, desde qne se ha demostrado en este 
caso que por parte del pailebot no ha habido culpa ni emisión 
que sea causa inmediata del choque no habiéndose alegado ni 
una ni otra circunstancia. 

Que en cuanto ala importancia de los perjuicios, ó sea el va- 
lor de la indemnización que debe pagar el cCamilo», si bien 
ella ha sido determinada por peritos en la forma que expresa 
el informe foja...,á la cual habría que agregar la cantidad 
que arroja la cuenta presentada á foja. . . por gastos efectuados 
para salvar el buque y carga, estando librado al criterio y apre- 
ciación definitivo del Tribunal Arbitral este punto, ha estu- 
diado todas sus partidas y teniendo presente que la avaluación 
de las reparaciones ha sido hecha con materiales nuevos, lo 
que mejora la condición del buque ; que hay exageración en al- 
gunas de las cuentas del salvataje, resuelven fijar la indemni- 
zación de la avería y gastos de salvataje en diez mil pesos 
moneda nacional, siendo á cargo del c Camilo» las costas del 
juicio. 

Los arbitros entienden que la avería sufrida por la carga no 
está comprendida en el juicio promovido por el señor Catoni, 
y que sobre este punto no les ha sido conferida jurisdicción 
competente por quien tenga personería al efecto, dejando por 
consiguiente á salvo las acciones á que haya lugar al respecto. 

Por estos fundamentos^ y los consignados por el arbitro señor 
Siches en el cuaderno qne se agrega, laudamos, declarando al 
vapor cCamilo» culpable del choque, y condenándole en conse- 
cuencia al pago de la suma de diez mil pesos nacionales á favor 
del dueño del pailebot cFeliz del Plata» por toda indemniza- 
ción correspondientes á averías del buque, pérdidas de objetos* 
estadías y gastos de salvataje del mismo buque, y al pago do 
las costas del juicio. Notifíquese con el original y repónganse 
los sellos. 

Virgilio M. Tedin. — Juan Siches» 
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El representante del capitán del vapor c Camilo» interpuso el 
recurso de nulidad del laudo, exponiendo: Que las cuestiones 
que se promueven á causa de choques ó abordajes deben ser 
resueltas por peritos arbiíradores, y estos se hallan en el deber 
imprescindible de ajustar sus fallos á las prescripciones del Có- 
digo de Comercio, alas de los Reglamentos de Faerto, y [en de- 
fecto de estos, á los usos y prácticas del lugar, haciendo mención 
expresa de la disposición que apliquen (Código de Comercio, ar- 
tículos 1429 y 1754); 

Que en el caso actual, el tribunal arbitral no se ha compuesto 
áe peritos^ porque no lo es en materia marítima el doctor don 
Virgilio Tedin, no bastando el hecho de haber sido aceptado 
por las partes para darle una pericia que no tiene, y qu3 la ley 
exige, so pena de nulidad, sin que se pueda renunciar, porque se 
trata de una disposición de orden público; 

Que si bastara ser juez ó abogado para ser perito en materia 
marítima, no se haría necesario el' juicio arbitral por medio de 
peritos, pues el Juez Federal estaría habilitado para conocer 
en él y resolver, libertándose los litigantes de cargar con gastos 
excesivos (VIII, página 9i; IX, página 269); 

Que el laudo es también nulo, porque se ha pronunciado 
contra derecho, con violación manifiesta de la prescripción ma- 
rítima que rige el caso y haciéndose á un lado las comprobacio- 
nes intachables que ha producido una de las partes; 

Que en el reglamento para la navegación del Flata, se ordena 
cque los buques que se hallan fondeados, durante la noche 
mantengan una luz fija y clara al tope del palo mayor 6 más 
visible» ; agregando una ordenanza posterior especial sobre lu- 
ces de buques «que los que así no lo hagan serán penados con 
multa y responsables de todos los perjuicios resultantes» (Di- 
gesto de Marina, páginas 495 y 475); 

Que en el caso se ha comprobado que el pailebot no tenía 
luz al tope, pretendiendo sólo sus tripulantes, que tenía un 
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farol á diez coartas arriba de cubierta, es decir, en la parte más 
baja del buque, en vez de maatenerlo al tope en la parte más 
alta y más visible; 

Que á pesar de esto, la mayoría de los arbitros declara que 
sobre las disposiciones citadas, está el uso, es decir, la vio- 
lación de la misma ley que ha querido combatir la mala cos- 
tumbre de no poner luces 6 de colocarlas en un lugar inade- 
cuado; 

Que es inexplicable que los arbitros digan que las prescrip- 
ciones citadas son. meramente administrativas, cuando es sa« 
bido el valor que tiene el reglamento para la navegación y su 
fuerza obligatoria, como también, que el uso contra ley no puedo 
invocarse como fundamento de un derecho (Código de Comer- 
cio, Regla IX y artículo 1429); 

Que los arbitros han fallado contra el texto expreso de ley 
marítima, haciendo caso omiso de sus preceptos y han inven- 
tado una disposición que no existe, al afirmar que el artículo il 
del Reglamento impone al «Camilo» la obligación de venir ha- 
ciendo sonar el pito, lo que no es exacto, pues sólo impone tal 
obligación en noches oscuras y tenebrosas, y en la que ocurrió 
el accidente, si era más ó menos oscura, no era tenebrosa, ni 
tormentosa, ni impedía á los vapores caminar con la marcha 
ordinaria, como lo hicieron los dos de La Platense que venían 
también de Montevideo; 

Que los arbitros, al mismo tiempo que no aplican el regla- 
mento cuando se trata de la responsabilidad del pailebot, ha- 
ciendo prevalecer sobre él, el uso, lo sostienen cuando se trata 
de responsabilizar el vapor, hasta el punto de inventar disposi- 
ciones que no contiene; 

Que siendo el laudo contra derecho, es de aplicarse la ley 
34, título 4®, página 3*, que declara expresamente su nuli- 
dad; 

Que otra causa de nulidad se encuentra en la falta de deter- 



DE JUSTICIA NACIONAL 91 

mjnacion de la ley ó disposición marítima que autorice la im- 
putación de negligencia culpable que se atribuye al vapor «Ca- 
milo»; — pretenden que la burló porque el vigia debió hacer la 
guardia en la proa y no sobre el puente, y porque navegaba á 
toda fuerza ;— el puesto délos vigías en los vapores es el puente, 
por ser más alto y por donde puede verse cualquier obstáculo 
al frente, y á los costados. En cuanto á la fuerza ó velocidad 
con que pueda navegarse, no está reglamentada, y todo lo que 
se hace es examinar las calderas y marcar la presión que han 
de soportar; 

Que los arbitros, á diferencia de los amigables compoi|edo« 
res, no pueden prescindir de dar la razón legal ó científica de 
sus decisiones (artículo 1429 del Código de Comercio; Fallos X, 
página 180). 

Presentado este escrito, el Juez mandó pasar la causa al Juez 
Federal en lo Criminal por haber él conocido en ella como ar- 
bitro tercero. 

Conferido traslado del recurso, el representante de don José 
Catoni, pidió que no se hiciera lugar á él, con costas. Dijo: 
Que el fundamento consistente en que el doctor Tedin no ha 
podido ser arbitro por no ser perito, se alega de mala fé; que 
habiendo sido este arbitro nombrado de coman acuerdo y libre- 
mente, aunque ello diere lugar á nulidad, no podría ser ale- 
gada por la parte, con arreglo á los artículos 1047 y 1049 del 
Código Civil, que disponen que la nulidad no puede ser ale- 
gada por el causante de ella; 

Que el hecho de haber las partes nombrado al doctor Tedin, 
demuestra que ellos lo consideraban perito, y no puede una de 
* ellas alegar que no lo sea, después de dictado el laudo que la 
condena; 

Que el doctor Tedin es perito en la materia, y así lo de- 
muestra el hecho de ser Juez Federal en lo Comercial y en ma- 
terias que atañen precisamente al derecho marítimo; 
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Qae tratándose de peritos caja profesión no está reglamen* 
tada en el país^ y álos qae no paede exigirse an diploma ó tí- 
tulo facultativo, no paede decirse que el arbitro tercero no es 
perito desde que las partes lo consideraron tal, depositando en 
él su confianza como tal perito (XVI, 154; XXII, 138); 

Que la causal alegada de ser el laudo contra derecho^ es in- 
subsistente, porque la razón que debe alegarse es la del laudo 
contra ley y no contra derecho (Malaver, Procedimientos, pá- 
gina 74), y los arbitros ban aplicado al cFeliz del Plata» el re- 
glamento sobre luces que deben mantener los buques durante la 
noche {Digesto de Marina^ página 495); 

Que en cuanto á que el cFeliz del Plata», tenía las luces, 
sobre estar probado y haberse recogido por el buzo el farol, 
toca al fondo del asunto y es cuestión de apreciación que los 
arbitros han podido y debido hacer sin que nadie pueda rever á 
este respecto su resolución; 

Que no puede decirse que el laudo no menciona disposición 
alguna para condenar al cCamilo», puesto que cita el artícu- 
lo 11 del Reglamento de Diciembre de 1858 (página 575, Di- 
gesto de Marina)^ que manda á los vapores tocar la corneta y 
prescribe otras medidas preventivas; 

Que los arbitradores no están comprendidos en las disposi- 
ciones del artículo 1752 del Código de Comercio, como lo ha 
declarado la Suprema Corte (IX, 234) ; la cuestión no es de ley, 
sino de hecho : ¿cuál es el culpable, cuánto el valor del daño? 
(compromiso, artículo 3®), y los arbitradores han podido pres- 
cindir de citar la ley si bien han preferido citarla; 

Que los demás reparos que se oponen al laudo no son causas 
de nulidad, y con ellas se quiere disentir un fallo que no puede 
ser motivo de discusión; 

Que la Suprema Corte ha declarado repetidas veces, que un 
laudo de amigables componedores, no puede ser atacado por in- 
justo, por ser esta cuestión de fondo, y que las causales únicas 
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que pueden fundar la nulidad de tal laudo son las de forma 
(XII, 322; XIII, 424; XVI, 36; XVIII, 91 ; XXIII, 180; artículo 
233, Ley de Procedimientos). 



Fallo dea Juex Federal 



Buenos Aires, Diciembre 5 de 1889. 

T visto?: Estos autos iniciados por don José Catoni contra 
ol capitán del vapor «Camilo» don Francisco José de Oliveira, 
por nulidad de laudo pronunciado por los arbitros y tercero, 
nombrados por las partes en el incidente por choque y averías 
entre el vapor «Camilo» y el pailebot «Feliz del Plata». 

T considerando: i^ Que la nulidad deducida se apoya sobre 
dos fundamentos principales, á saber: que e¡ tercero, el doctor 
Virgilio Tedin no es perito en materias marítimas, y que el ' 
laudo ha sido pronunciado contra la disposición expresa de 
la ley que rige la materia. 

2® Que la calidad de peritos, establecida por los artículos mil 
cuatrocientos veintinueve y mil setecientos cincuenta y dos del 
Código de Comercio, no tienen calificación especial de tal ma- 
nera, que deba exigirse ó un título especial ó competencia espe- 
cial en tal ó cual ramo, sino que abraza un término genérico 
que comprende lo que en las antiguas leyes se denominaba 
ornes buenos e salidores. 

Z^ Que aun suponiendo que la competencia exigida por la ley 
comercial para desempeñar el cargo de arbitro, en los casos de 
choque y avería, fuera, como lo asevera el recurrente, compe- 
tencia especial en materias marítimas, no es fácil discernir el 
motivo por qué se le niega al doctor Tedin esta competencia, que 
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110 sólo pnede adquirirse en largos años de servicios en la Es- 
cuadra, sino tambiea por el estadio y la observación. 

4^ Que el verdadero título de competencia y pericia, en iodos 
los asuntos marítimos y de derecho que se relacionaban con el 
asunto á resolverse, lo deriva el doctor Tedin del nombramiento 
recaído en su persona, por las partes interesadas, á tal punto 
que si hubiera de fundarse la nulidad del laudo, en la falta 
de pericia del tercero nombrado por la parte recurrente, debe- 
ría sobre ella misma recaer la responsabilidad de los daños y 
perjuicios originados por la nulidad, á la que á sabiendas había 
concurrido nombrando un tercero inhábil por la ley; y 

5° Que circunscribiéndose el laudo recurrido á designar quién 
fué el causante del choque, no aparece que haya sido pronun- 
ciado contra ninguna ley expresa, y aun suponiendo fundados 
los argumentos expuestos por el recurrente, ellos se dirigen me- 
nos á probar la* nulidad que á invalidar la autoridad de la cosa 
juzgada. 

Por estos fundamentos, fallo, no haciendo lugar con costas al 
recurso de nulidad deducido, y en consecuencia^ cúmplase por 
todos sus trámites el laudo arbitral dictado á foja doscientas 
treinta y tres. Hágase saber, repóngase los sellos y notiflquese 
original. 

Andrés Ugarriza. 



Falto de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Julio 16 de 1891. 



Vistos : Por sus fundamentos, se confirma con costas el auto 
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apelado de foja doscientas setenta y cuatro voelta, y repuestos 
los sellos devuélvanse. 

BENJAMÍN VICTORICA, — C. S. 
DE LA TORRE. — LUIS, V. VÁ- 
RELA. — ABEL BAZ4N. — LUIS 
SAENZ PEÑA. 



CAUSA t)VX\\T 



Lambruschinij Lavarello y compañía, contra Esteban fíiancht 

y compañía; sobre cobro de lanchajes 



Sumario.— l^ Los lancheros que han hecho la descarga tie- 
nen derecho de cobrar el precio de este servicio á los dueños de 
la carga, aunque se lo hayan encargado los agentes del buque 
que lo trajo . 

2"^ No es admisible la reclamación por averías, cuya exis- 
tencia é importe no hayan sido justificados por medio del opor« 
tuno reconocimiento pericial. 
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Caso. — Lo explica el siguiente 



Fallo del Jues Federal 



Buenos Aires, Octubre 26 de 1889. 

Y vistos: para dictar sentencia en el juicio seguido por los 
señores Lambruschini y Livarello hermanos contra D. Esteban 
Bianchi y compañía, por cobro de la cantidad de 632 pesos de 
curso legal con 64 centavos, procedente de lanchajes y acarreo, 
según se expresa en las%aentas acompañadas á foja 1 y foja 2. 

Resulta: i"^ Que en el vapor «De Bay», cuyos Agentes en este 
puerto son los señores Willamson y compañía, vinieron á la 
consignación del demandado las mercaderías que expresan los 
conocimientos acompañados de foja 97 á foja 107, con la co- 
rrespondiente versión al idioma nacional, con la cláusula, entre 
otras condiciones, de que el recibidor tendría la facultad para de- 
sembarcar todas las mercaderías á la mano, con sus embarca* 
cienes siempre que estas últimas estén á la banda del vapjr. 

2^ Que los señores Lambruschini y Lavarello hermanos, lan- 
cheros designados por los Agentes del vapor para efectuar la 
descarga de la parte del cargamento que no traía la mencionada 
cláusula, efectuaron también la de la que venía consignada á 
Bianchi y compañía, sosteniendo que lo hicieron en virtud de 
encargo recibido de los mismos, quienes se lo dieron viendo que 
no era fácilmente practicable sacar en lanchas propias, como lo 
intentaron sin resultado satisfactorio, una cantidad de mármo- 
les que venía mezclado en otros muchos de distintos cargadores, 
entregándoles al efecto las respectivas órdenes y los repart^^s, 
con designación de las varias casas donde debían ser enviados, 
á loque dieron exacto cumplimiento, de donde procede su dere« 



DE JUSTICIA NACIONAL 97 

cho para cobrarles el lanchaje y acarreo á que se refieren las 
cuentas de foja 1 y foja 2, con arreglo á los precios establecidos 
en la tarifa vigente y disposiciones del Código de Comercio que 
rigen la materia. 

3^ Que los demandados, contestando el traslado de la acción 
deducida, sostienen: que es falso que hayan dado órdenes á los 
actores de descargar sus mercaderías venidas en el vapor «De 
Bay», pues en virtud de la facultad que les acordaban los cono- 
cimientos enviaron al costado del buque sus lanchas, las que 
fueron cargadas con un maremagnum de mercaderías ajenas, 
y habiendo cumplido su obligación, ninguna responsabilidad les 
incumbe por una falta que es del vapor, como se lo manifestaron 
á los Agentes; que á Lambruschini y Lavarello hermanos les 
enviaron el reparto sin que ello importara una orden para la 
descarga, porque tuvieron que soportar la ley que les impuso 
el capitán haciéndoles descargar sus mercaderías por las lan- 
chas del vapor, aunque no sin que protestaran de semejante 
proceder, de modo que es con los Agentes con quienes únicamen- 
te deben entenderse los demandantes; que además, existiendo 
fallas según lo reconocen los mismos demandantes, que exceden 
del importe, nada deben abonar por tal concepto, siendo más 
bien acreedores y en su mérito piden el rechazo de la de- 
manda. 

4^ Que se ha alegado par los demandantes que habiéndoles 
pasado á Bianchi y compañía su cuenta, por el lanchaje que ha 
dado origen al presente juicio, fué aceptada, observándola sin 
embargo respecto al precio y á fallas, observaciones que no cre- 
yeron deber aceptar por destituidas de fundamento, retirando 
las cuentas con las observaciones, hecho que niegan terminan- 
temente los demandados. 

5"^ Que recibida la causa á prueba para que se justifiquen los 
puntos indicados en el auto de foja 38, se ha producido la que 
expresa el certificado de foja... 

T. V 7 
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Y consideraDdo: I'' Que es un hecho fuera de discusión que 
los lancheros señores Lambrnschini y Lavarello hermanos efec- 
tuaron la descarga de los mármoles pertenecientes á los deman- 
dados, enviándolos á diversas casas á que eran destinados, con- 
forme al reparto entregado por los mismos Bianchi y compañía, 
quienes sobre este punto no han hecho observación alguna, por 
lo que debe estimarse como reconocida su exactitud, con suje- 
ción á lo dispuesto en el artículo 86 de la ley nacional de Eu- 
juiciamiento. 

2° Que sea que ese hecho tenga su origen en un convenio ce- 
lebrado entre los recibidores y los lancheros^ como estos lo sos- 
tienen, ó en órdenes dadas directamente por los Agentes del va- 
por «De Bay», es indudable que se ha producido en beneficio de 
loe primeros, y constituye por lo tanto una fuente generadora 
de obligaciones, que tienen por correlativo el derecho para co- 
brar el precio del trabajo hecho 6 servicio prestado, conforme á 
lo dispuesto en el artículo 1627 del Código Civil, desde que no 
se sostiene, ni puede legalmente pretenderse, en presencia de 
las cláusulas dtl conocimiento, que el lanchaje sea una conti- 
nuación del contrato de fletamento. 

3^ Que los mismos demandados, por otra parte, han reconoci- 
do esta relación de derecho creada por el hecho de la descarga, 
según resulta de las anotaciones hechas en las cuentas que les 
pasaron los lancheros, cuya autenticidad han reconocido, y de 
los documentos de foja 51 á foja 53, referentes al reparto de las 
mercaderías descargadas. 

i^ Que admitiendo, como sostienen los demandados, que la 
descarga se hizo por orden directa de los Agentes del vapor 
«De Bay», debe suponerse que estos procedieron usando de la 
facultad reservada en los conocimientos, por no haber cumplido 
los recibidores la condición de tener siempre lanchas á la ban- 
da del vapor para recibir la carga cuando estuviera á la mano, 
siempre resultaría que los Agentes procedieron ejercitando un 
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verdadero mandato de los consignatarios, y en tal concepto es 
indiscatible que los lancheros tienen acción directa contra el 
mandante para cobrar el precio de sns servicios, en virtud de lo 
dispuesto en el artícnlo 303 del Código de Comercio. 

b"* Que de la prueba rendida por los demandados sólo resulta 
que enviaron nna sola lancha al costado del buque, la cual por 
no volverse de vacío, por no estar su carga á la mano, recibió 
otra de diversos dueños, no habiendoprobado, sin embargo, que 
siempre hayan tenido lanchas á la banda del vapor, ni tampoco 
que hayan tenido que pagar falso flete á la referida lancha, bas- 
tando la primera circunstancia para explicar y justificar el pro- 
ceder délos Agentes. 

6^ Que la jurisprudencia de la Corte Suprema en el caso de 
Ortelli y compañía contra Santiago Allende, ha reconocido ade- 
más, que el uso constante del puerto es que los lancheros cobren 
directamente sus fletes ó lanchajes á los dueños ó consignata- 
rios de la carga, sin la intervención ó cesión de los Agentes de 
las vapores . 

V Que, absolviendo posiciones^ los demandados han confe- 
sado que los Agentes del vapor «DeBay», no les han pasado 
cuenta alguna de lanchaje por las mercaderías de que se trata, 
ni pretenden por otra parte haber pagado suma alguna por ese 
con cepto. 

8^ Que en cuanto á la deducción que reclaman los demanda- 
dos del importe de fallas ó averías, es de todo punto inadmisi- 
ble, desde que no se ha justificado su existencia ni se ha hecho 
la estimación de su importe en la forma y tiempo determinados 
en el artículo 1246 del Código de Comercio, con arreglo á lo dis- 
puesto en el mismo artículo. 

Por estos fundamentos y los del escrito de foja 79, fallo : 
condenando á los señores E. Bianchi y compañía, al pago de 
la suma demandada con sus intereses desde la fecha del em- 
plazamiento, según la taza de los bancos públicos, y las costas 
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del jaicio. Notifíquese con el original, j repónganse las 
fojas. 

Virgilio M. Tedin. 



Fallo de Ir Suprema Corte 



Buenos Aires, Julio 16 de 1891. 

Vistos: Por sus fundamentos, se confírmí con costas la sen- 
tencia apelada de foja ciento cuarenta y dos; y repuestos los 
sellos, devuélvanse. 



BENJAMÍN VICTORICA.— C. S. DE LA 
TORRE.— lUISV. VÁRELA.— ABEL 
BAZAN.— LUIS SAENZPEÑA. 



DE JUSTICIA NACIONAL 101 



CAUSA C.CXXXII 



Don Agustín A ndriani contra la sociedad La M^Colonizadora Po- 
pulary>, por cobro de pesos; sobre incompetencia y falta de 
personería. 



Sumario. — El camplimiento do obligaciones puede ser de- 
mandado ante el Jaez del lugar donde han sido contraidas j 
debieron cumplirse, citando á juicio al apoderado, para pleitost 
del deudor residente en ese lugar. 



Caso.— Don Julio Fort, por Don Agubtin Andriani, entabló 
demanda contraía «Colonizadora Popular» por cobro de tres 
cuentas que contienen el conforme del administrador de dicha 
sociedad en Besistencia, Don Eduardo A. Bernardini. 

La 1** de esas cuentas es por 130 pesos, saldo de sueldos adeu- 
dados á un hijo menor del demandante. 

La 2" por 120 pesos, por alquiler de muebles á la sociedad. 

T la 3*^ por pesos 90.50 por comida suministrada á emplea- 
dos 7 colonos . 

Pidió el demandante que se emplazara para contestar la de- 
manda á Don Antonio Diaz Armesto, representante de la «Colo- 
nizadora Popular». 
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Citado dicho Diaz Armesto, se presentó exponiendo: 

Que siendo personal la acción deducida, debía interponerse 
ante el Jaez del domicilio del demandado, sin que el actor pu- 
diera en este caso elegir el lugar del contrato, porque para ello 
sería preciso que en ese lugar be encontrara el demandado, aun- 
que fuese accidentalmente; 

Que la «Colonizadora Popular», sociedad anónima, tiene su 
domicilio en la capital de la República, como lo expresa el ar- 
ticulen^ de sus estatutos, cosa que no ha podido ignorar el 
actor; 

Que aunque la demanda se ha interpuesto contra la so- 
ciedad, habiéndose pedido que se entienda con él, que no es el 
administrador de la sociedad, sino de las colonias fundadas por 
la sociedad, resulta que la demanda es interpuesta contra él; 

Que entretanto, él no tiene personería para ser demandado, 
puesto que la deudora, según se dice, es la sociedad: y la de- 
manda debe enterderse con ésta ó con su representante; 

Que es cierto que él ha intervenido en casos en que la socie- 
dad ha sido demandada, y en virtud de poder conferido por el ad- 
ministrador; pero esto no autoriza que en el presente caso se le 
demande á él. Pidió que se admitieran las excepciones opues- 
tas, con costas. 

Diaz Armesto se presentó con un poder del tenor siguiente: 

«Escritura número 3. £n Resistencia, Capital de la Goberna- 
ción del Chaco, República Argentina, á 3 de Enero de 1891: 
ante mí José N. Navarro, Escribano de Registro, y testigos, 
compareció don Eduardo A. Bernardini, casado, mayor de edad, 
hábil, vecino de este pueblo, de mi conocimiento, de que doy fé 
y dijo: que con fecha 16 de Julio de 1890 ante el Escribano 
Cándido Cruces, de la capital de la República Argentina, la 
sociedad anónima «La Colonizadora Popular» le conñrió poder 
general para administrar todas las colonias que en este territo- 
rio del Chaco tiene. Que entre otras facultades le dan la de 
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cobrar 7 recibir judicialmente y extrajudicialmente, las canti- 
dades de dinero ú otras cosas que se le deben ó debieran á la 
Sociedad en lo sucesiTo, demandar rendición de cuentas á los 
anteriores administradores, impugnarlas ó aprobarlas, cobrar y 
recibir los valores y saldos que resultaren, comparecer en jui- 
cio si necesario fuere en ejercicio de cualquiera de los actos que 
se le encomiendan, deducir, intentar y oponer cuantas acciones 
derechos y recursos competan, prorrogar jurisdicciones, produ- 
cir toda clase de pruebas, poner y absolver posiciones, prestar 
juramento, transigir, comprometer en arbitros, sustituir, revo- 
car y nombrar sustitutos. £1 poder mencionado corre transcripto 
al folio 221 del Protocolo del año próximo pasado^ de que certi- 
fico y doy fé. » 

cPor tanto: y haciendo uso de la cláusula sustitucionaria que 
en dicho poder se le da, viene por el presente á sustituir en 
la persona de Don Antonio Díaz Armesto la parte transcripta en 
esta y que se refiere dios asuntos puramente judiciales, de- 
biendo, como es consiguiente, comparecer en juicio en ejercicio 
de las acciones y derechos de la sociedad anónima cLa Coloni- 
zadora Popular», en la forma que la ley establece. Leída y ra- 
tificada la presente firmó el compareciente con los testigos Don 
B. Caire y Don Santiago Hacherman, vecinos, mayores de edad 
hábiles y de mi conocimiento de que doy fé. Esta escritura si- 
gue inmediatamente á la número 2 que corre al folio 1 vuelta 
de este registro. Eduardo A. Bernardini. — R. Caire. — Santia- 
go Hacherman.— kntQ mí: José R, Navarro, Escribano pú- 
blico. 

«Concuerda con la escritura matriz de su referencia que pasó 
ante mí y en mi Registro, al que me remito en caso necesario. 

cHay nn sello. A petición del otorgante expido el presente, 
que sello y firmo en el lugar y fecha de su otorgamiento. 

€joséR. Navarro, T^ 
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] evacuó el demandante pidiendo qoo se 
las excepciones. Dijo: Qne la excepción de 
procedente, que ai bien es cierto que la 
ir* tiene su domicilio on la capital de la 
s que tiene sucursales como en Resisten- 
ada una de las sucursales tiene an domici- 
do con lo que dispone el articnlo 90, inciso 
i\ cual puede sei demandadopor elcnmplt' 
iones contraidas; 

isonalidad es también improcedente, pues 
or el mismo que la opone, demuestra que 
a intervenir eu el juicio; 
consta de autos, presentadas las cuentas 
ióque fueran reconocidos los conformes 
y Diaz Armesto compareció por la *ColonÍ- 
tpresó sin oponer so falta de personalidad 
¡ar el reconocimiento porque los confor- 
ado» por él, lo que quiere decir que debe 
ndo en el juicio 7 contestar derechamente 



tilo del Jues IietrMdo 



Resistencia, Abril 27 de 1891. 

instaurados por Don Agnstin Andríanicon- 
, Popular», representada por don Antonio 
sos; para resolver las excepciones dilato- 
de jurisdicción en este Juzgado ; carencia 
i demandado, 
imandante pretende cobrar cuentas con- 
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formadas por el administrador de las colonias de la «Coloniza- 
dora» en ésta, procedentes de servicios aquí prestados. 

Que ha hecho citar como representante de ella en esta al 
señor Díaz. Este funda sus excepciones en que el domicilio de 
la sociedad está en Buenos Aires, pues allí es el asiento prin- 
cipal de sus operaciones; que el administrador de aquí sólo es 
para gobernarlas colonias; lo cual hace que la sociedad sólo 
sea allá demandable. 

Que él no tiene personalidad para contestar la demanda, por 
cuanto el poder de foja 12 sólo es para comparecer en aquellos 
juicios en que la sociedad se lo ordene. 

Que siendo ésta la demandada, ésta ha debido ser emplazada 
y no él. 

Y considerando, en cuanto á la incompetencia: 

Que la sociedad, en conformidad al inciso 4^. artículo 00, 
Código Civil, tiene aquí su domicilio al efecto de cumplir sus 
obligaciones contraídas por su agente local. 

Que la misma sociedad tiene reconocido tal domicilio; pues 
en conformidad al artículo 294 del Código de Comercio, ha ins- 
crito sus estatutos en este Tribunal de Comercio, según consta 
en el registro^ que se ha tenido á la vista. 

Además, de la naturaleza de la obligación cuyo cumplimien- 
to se exige, resulta: que aquí ha debido pagarse, pues es en re- 
muneración de servicios aquí prestados^ y por consiguiente es 
de observarse el artículo 1212 del Código Civil en su segundo 
inciso. 

En cuanto ásu falta de personería que opone, basta recordar 
que, según el propio poder que exhibe y según propia confesión, 
es él el apoderado para pleitos de la Colonizadora; y por ende 
es á él á quien conviene hacer directamente el emplazamiento, 
pues, conocidas las faculta les que le ha otorgado esa sociedad, 
los interesados pueden perfectamente exigir de él que desem- 
peñe la misión que se le ha conferido, ha aceptado y desempe- 
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Ba hasta en estas mismas excepciones; que es evidente, su 
único propósito es esquivar el cumplimiento de obligaciones, 
quizá, legítimamente exigibles de su representada. 

Por ello, declarándome competente mando: que don Antonio 

Diaz, representante de la sociedad anónima cColonizadora Po- 
pular» conteste derechamente la demanda en el término de ley. 

Declaro las costas á cargo del vencido. Regulo el honorario del 

señor Fort en 30 pesos. 

Alfredo Parodié. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Junio 23 de 1891. 

Suprema Corte: 

Por los fundamentos del auto de foja 23 vuelta, soy de opi 
nionqueéldebe ser confirmado por Y. E. 

Antonio E. Malaver. 



Fallo <ie Ia Suprema Certe 



Buenos Aires, Julio 16 de 1891. 

Vistos: Poi* sus fundamentos, y de conformidad alo pedido por 
el señor Procurador General: se confirma con costas el auto 
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apelado de foja veíate y tres vaelta; j repaestos los sellos, de- 
vuélvanse. 

benjamín VICTORIGA. — C. S. DE 
LA TORRE. — LUIS V. VÁRELA.— 
ABEL BAZAN. — LUÍS SAENZ PEÑA. 



CAUSA CCXXXIII 



La Municipalidad de la Capital, contra Don Eduardo Rodrí- 
guez Gaete, por desistimiento de una demanda de expropia-- 
don; sobre costas. 



Sumario. — 1^ £1 auto aceptando el desistimiento, sin decla- 
rar que las costas cansadas son de cargo de quien lo hizo, es 
apelable. 

S*" El actor que desiste de la demanda es responsable de las 
costas causadas en el juicio. 



Caso. — El procurador mnnicipal inició el juicio para la ex- 
propiación de una parte de la casa calle Victoria número 263. 
que debía ser ocupada por la Avenida de Mayo. 



,n ••"-%!?•-• f, . -.■Si.-' •• - - . rw^v.- 



108 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

Tqyo lagar el juicio verbal de ley, en el cual se nombraroa 
peritos por las partes; y una yez que dichos peritos se expidie- 
ron, el Procurador Municipal se presentó exponiendo: que te- 
nía encargo del Intendente de desistir de la demanda, y por 
tanto, pedía que se archivara el expediente. 



Falle del Jíues Fedlerel 



Buenos Aires, Marzo 19 de 1891 



Téngase por desistida la presente acción y archívese. 



Vgarriza. 



Notiñoado Bodriguez Gaete, apeló alegando que en el auto no 
se imponía ala Municipalidad el pago de los gastos y costas 
que por su culpa se habían causado, lo cual le infiere perjuicios 
que no debe sufrir. 



Aute del Jíues Federel 



Buenos Aires, Abril 11 de 1891 

No habiéndose hecho declaración alguna en el auto recurri- 
do respecto á los gastos causados: no ha lugar al recurso de 
apelación interpuesto y pida esta parte lo que corresponda. 

Ugarriza. 
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Bodrigaez Gaete apeló de hecho y la Suprema Corte, previo 
informe del Juez, concedió el recurso en relación, considerando 
que el auto recurrido es apelable por su naturaleza. 



Falle die I» Saprem» Certe 



Buenos Aires, Julio 18 de 1891. 

Vistos: Siendo de ley el pago por la Municipalidad deman- 
dante de las costas causadas en este juicio, atento el desistimien- 
to qne ha hecho de él con aceptación del demandado: se declara 
que son de cargo de dicha Municipalidad las costas referidas, 
quedando en estos términos modificado el auto apelado de fojit 
yeinte y dos vuelta; y devuélvanse. 



benjamín VICTORICA.—G. S. DE 
LA TORRE.— LUIS V. VARE- 
LA. — ABEL BAZAN. — LUIS 
SAENZ P£Í)A. 
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J8A CCJKXXIV 



El Ferrocarril Central Argentino contra /)■ Luisa Ruiz de 
Anchorena, por expropiación; sobre regulación de hono- 
rarios. 



Sumario,— E\ auto nombrando regulador de honorarios es 
inapelable. 



Fallo <ie la Suprema Certe 



Buenos Airesi Julio 18 de 1891. 

Vistos en el acuerdo: Limitándose el auto recurrido al mero 
nombramiento de un regulador de los honorarios cuyo cobro se 
reclama, hecho que no está excluido de las facaltades del Juez 
y que al contrario entra en ellas por la ley para mejor formar 
su juicio sobre el quantum de dichos honorarios y que no es 
por lo mismo susceptible de apelación. Por esto, y conforme á 
lo resuelto por esta Suprema Corte en los casos de la Empresa 
del Ferrocarril del Oeste contra los doctores Matienzo, Sosa y 
Beyilla: se declara no haber lugar al recurso de apelación inter- 



DE JUSTICIA NACIONAL 111 

puesto, y devuélvanse aIJuez de Sección los autos, agregándose 
estas actuaciones. 

BENJAMÍN VICTORICA.— G. S. DE LA 
TORRE. — LUIS V. VÁRELA. — ABEL 
BAZAN. — LUIS SAENZPEfiA. 



CAUSA CCXXXV 



Criminal contra Don Daniel de la Vega (hijo), por el delito 
previsto por el artículo 86 de la ley nacional penal; sobre 
prisión. 



Sumario. — I"" El auto de prisión dictado contra el procesado 
no tiene carácter de cosa juzgada. 

2^ No procede la prisión contra el procesado por el delito 
previsto y penado por el artículo 86 de la ley nacional penal. 



Caso. —Lo explica la siguiente 



FALLOS DE LA SnPRBHA CORTE 



VISTA FISCAL 

Señor Juez: 

A pesar de que el procesado Don Daniel de la Vega (hijo) es 
Diputado á la Honorable Legislatura de esta Provincia, segno 
lo manifiesta el señor Presidente de la misma, en su informe 
corriente á foja 57 vaelta de este expediente, Y. S. debe ordenar 
se cumpla inmediatamente su auto de fecha 23 del corriente mes; 
pues, si la Constitacion Provincial le acuerda inmunidades 
como Diputado es, únicameote para el fuero provincial, pero en 
manera alguna para el nacional. Por otra parte, este Ministe- 
rio no encuentra una sola ley nacional que mande respetnr esas 
inmunidades en un caso cumo el presente; pues, por el contra- 
rio, tenemos un caso análogo sucedido el año de 1863 en la pro- 
vincia de San Juan, queel señor Juez Tederal, Dr. D. Benja- 
mín de la Vega, mandó constituir en prisión al señor Ramón 
González, Diputado á esa Honorable Legislatnra y este invocó 
sus inmunidades de Diputado y no habiéndosele hecho lugar, 
el señor Juez apeló á la Suprema Corte nacional, la cual con- 
firmó el auto del Juez. 

En consecuencia, pido al señor Juez, se sirva ordenar á quien 
corresponda, dé inmediato cumplimiento al auto de Y. S. de 
fecha 23 del corriente mes. 

Estudio. Abril W de 1891 . 

S. de la Vega (hijo). 



DE JUSTICIA NACIONAL 113 



Falle del Jíues Federal 



Rioja, Mayo 2 de 1891. 

Vistos: Resaltando : I"" Que la persona del procesado, cuya 
prisión preventiva se ha ordenado, por auto de fecha 23 de 
Abril ppdo.^ á foja 53, forma parte como miembro de la Hono- 
rable Legislatura de la Provincia, en su carácter de Diputado, 
según informe del Presidente de la misma, expedido á foja 57. 

2^ Que no obstante el carácter de que se halla investido el 
procesado, el Procurador Fiscal, evacuando la vista conferida, 
insiste en que se haga efectiva la prisión decretada, fundándose 
para ello, en que no hay ninguna ley nacional que reconozca in* 
munidades á un Diputado Provincial, para que no pueda ser 
constituido en prisión; habiendo, por el contrario, ocurrido un 
caso análogo, el año mil ochocientos sesenta y tres, con el Dipu- 
tado señor Bamon González, de la Legislatura de la Provincia 
de San Juan, en que invocando tales inmunidades, el señor Juez 
nacional, á pesar de ellas, le mandó constituir en prisión ; cuyo 
auto fué apelado y confirmado por la Suprema Corte Nacional. 

T considerando : I'' Que ningún proceso judicial, cualquiera 
que sea su forma, puede tener fuerza alguna legal, fuera de los 
límites de la jurisdicción ordinaria ó de excepción, so pena de 
importar la tentativa de hacerlo obligatorio, fuera de estos lí- 
mites, nada menos que una violación ilegal. 

^ La Constitución nacional, con todos los poderes conferi- 
dos por ella al Gobierno General y cedidos por las Provincias 
fué la obra deliberadamente hecha por el pueblo de la Nación, 
para su propia protección y seguridad, contra la injusticia recí- 
proca. 

3"" Las garantías individuales, robustecidas con el derecho 

T XV 8 
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que acuerda el habeas-corpus y el deber oficial de dar ana con- 
testación, siempre que el ejercicio de aquel lo requiera, nace in- 
dudablemente del carácter complejo de nuestro Gobierno y de 
la existencia de dos soberanías distintas y separadas, dentro del 
mismo territorio^ cada una de ellas restringida en sus poderes y 
dentro de la esfera de acción independiente prescrita por la 
Constitución nacional (artículos 5**, 8% 104 y 105). 

4^ Que estas limitaciones en el orden jurisdiccional, impor- 
tan contener ios avances que pudieran romper el equilibrio 
constitucional de los poderes, tanto en el orden nacional como 
provincial ó local respectivamente. De ahí, pues, el respeto 
recíproco por las instituciones y los derechos y garantías que 
las mismas acuerdan, sin que sea lícito violarlas. 

5^ Que la autoridad para conocer de los delitos de los afora- 
dos ó personas que gozaado ciertas prerrogativas personales, por 
las que la Constitución ó la ley les declara inmunes, no puede 
hacerlo sino mediando aquellos delitos que producen desafuero, 
según la Constitución provincial (art. 83), como son^ por ejem- 
plo, los casos en que un Diputado fuese sorprendido infraganti 
en la ejecución de algún delito que merezca pena de muerte^ 
infamante^ ú otra aflictiva; se da cuenta á la Cámara con la 
información sumaria del hecho, para su allanamiento. 

6° Que el caso de excepción se justifica, dice Story (Comen- 
tario de la Constitución Americana, tomo 1°, página 331), por- 
que < sería en efecto monstruoso, que un miembro de las Cáma- 
ras pudiese invocar un privilegio,[para substraerse á la prisión ó 
á todo otro castigo, por crímenes semejantes ». 

7° Que tanto el Congreso Nacional, como las Legislaturas de 
Provincias, tienen funciones de carácter judicial; entre ellas, 
como la de verificar un juicio previo para alzar la inmunidad de 
aquellos que la disfrutan, cuando uno y otro es requerido pot 
los Tribunales ordinarios (artículo 33 al fin y 34 de la Consti- 
tucionprovincial). 
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8^ Qae en el orden nacional j provincial, el Congreso por 
una parte y las Legislaturas de provincia por otra, tienen fa- 
cultades inalienables para conocer con prevención á cnalquiera 
otra autoridad judicial, siempre que se trate de un delito por el 
cual debu ser juzgado un miembro de dichas Cámaras; siendo, 
pues, de jurisdicción privativa y esencial á estos casos, el alla- 
namiento del fuero, por aquellas autoridades. 

9^ Que en los términos del artículo 104 de la Constitución 
nacional, que dice: «Las Provincias conservan todo el poder 
no delegado por esta Constitución al Gobierno Federal» — signi- 
fica que (como es propio del principio federativo, lógicamente 
entendido) corresponde á las Provincias, toda la suma de atri- 
buciones inherentes á la idea del Gobierno, con excepción de las 
facultades conferidas al Gobierno Federal; de las facultades 
cuyo uso sea expresamente prohibido á las Provincias, y de 
aquellos cuyo ejercicio simultáneo de parte de la Nación y de 
las Provincias, sea absolutamente incompatible y repugnante, 
(Estrada, Lecciones, página 295). 

10^ Que, con arreglo á aquel principio federativo, la Constitu- 
ción Nacional, en su artículo 67, inciso 2^, establece el deslinde 
de jurisdicciones y dice: c Dictar ios Códigos, civil, comercial, 
penal y de minería, sin que tales Códigos alteren las jurisdic- 
ciones locales; correspondiendo su aplicación, á los Tribunales 
Federales ó Provinciales, según que las cosas ó las personas, 
cayesen bajo sus respectivas jurisdicciones^i^. 

H** Que de los principios establecidos, en perfecta concor- 
dancia con las reservas hechas por el artículo 100 de la misma 
Constitución, en obseqnio á la Soberanía Provincial, en el caso 
sub'iudice,Q\ conocimiento álos efectos del privilegio acordado 
á los miembros de las Legislaturas provinciales, en sus respec- 
tivas cartas fundamentales, corresponde sólo á ellas. 

i2** Que el caso de allanamiento de fuero, que cita el Procu- 
rador Fiscal, con motivo de la prisión ordenada por el Juez Fe- 



116 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

deral de San Juan, contrae) Diputado á esa Legislatura, Don 
Bamon González, el año 1863, que fué apelado y confirmado por 
la Suprema Corte Nacional, no se encuentra registrado en sus 
Fallos, que han sido prolijamente examinados. 

Por estas consideraciones, se declara: Que este Juzgado 
Nacional carece de autoridad bastante para proceder á hacer 
efectiva la prisión ordenada por auto de fecha 23 del mes ppdo, 
á foja 53, sin el previo allanamiento del fuero de que goza el 
procesado Dr. Daniel de la Vega (hijo), en su carácter de Di- 
putado de la Honorable Legislatura de esta Provincia. En su 
consecuencia, suspéndase por ahora los efectos del citado auto 
de prisión, debiendo dirigirse nota á la Honorable Legislatura, 
con la exposición sumaria del hecho que motiva esta causa, pi- 
diendo su desafuero, á fin deque sea puesto á disposición de este 
Juzgado, para su juzgamiento. Hágase saber. 

Gaspar A*. Gómez. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Junio 26 de 1891 
Suprema Corte: 

El Procurador Fiscal déla Sección de la Rioja, encontrando 
suficiente mérito en el presente sumario instruido al procesado 
para que fuera constituido en prisión preventiva, lo pidió así 
en su nota de foja 52 vuelta; y el Juzgado decretó dicha prisión, 
disponiendo la ejecutase el Jefe de Policía. Este funcionario 
informó á foja 55, que tal orden no podía cumplirse, porque di- 
cho procesado es Diputado á la Legislatura de dicha Provincia, 
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7 la Constitución de la misma, en su artículo 33, prohibe arres- 
tar á los Representantes desde el día de su elección hasta el día 
de su cese, con excepción del caso de ser sorprendido infraganti 
en la ejecución de un delito que merezca pena de muerte, infa- 
mante, ú otra aflictiva; lo que no sucede en este caso. 

El Procurador Fiscal, á quien se dio vista del informe del 
Jefe de Policía, manifest') á foja 53 vuelta, que dicho funcio- 
nario carecía de facultades para juzgar si debía ó no cumplir, 
una orden emanada del Juez competente; pues el artículo 13 de 
la ley de jurisdicción de los Tribunales Nacionales, dispone cla- 
ramente que, todas las autoridades/provinciales son agentes de 
Poder Judicial nacional, y que deben cumplir inmediatamente 
todas las órdenes emanadas de éste, sin entrar á juzgar, si son 
6 no legales ; — que por otra parte, las inmunidades de Diputado 
á la Legislatura que el Jefe invoca para no cumplir la orden, no 
corresponden á él sino al damnificado, si considera tener dere- 
cho; — y que el Juzgado debía reiterarle la orden, manifestán- 
dole, que el no cumplirla, importaría un desacato, que como tal, 
quedaría sujeto á las penas que la ley establece. 

Para mejor proveer, se mandó á foja 56 dirigir oficio al Pre- 
sidente de la Cámara Legislativa de la Provincia, á fin de que se 
sirviera informar si el procesado es efectivamente miembro de 
dicha Cámara; y con el informe de foja 57 vuelta, del que resulta 
que el procesado )s miembro de la Cámara en actual ejercicio de 
su mandato; y oído nuevamente el Procurador Fiscal, éste expuso 
á foja 50: que á pesar de que el procesado era Diputado á la 
Legislatura de la provincia el Juzgado debía ordenar se cum- 
pliera inmediatamente el auto que ordenaba su prisión preven- 
tiva; pues si la Constitución Provincial le acuerda inmunidades 
como Diputado, es únicamente para el fuero provincial; pero ^en 
^manera alguna para el nacional; — que no encuentra una sola 
ey nacional que mande respetar esas inmunidades en caso co- 
mo el presente; pues, por el contrario, tenemos un caso análogo 
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ocurrido el año de 1863 en la provincia de San Juan, en el que, 
el señor Juez Federal, Dr« D. Benjamín de la Vega, mandó 
constituir en prisión al señor Ramón González, Diputado á esa 
Legislatura^ y éste^invocó sus inmunidades de Diputado, y no 
habiéndole hecho lugar el señor Juez, apeló ala Suprema Corte 
Nacional, la que conñrmó el auto del Juez; — por lo que pide se 
sirva ordenar á quien corre^sponda dé inmediato cumplimiento 
al auto mencionado . 

£1 señor Juez Federal déla Bioja, dictó en seguida su auto de 
foja 59 vuelta, en el que declara : 

€ 1° Que ningún proceso judicial, cualquiera que sea su for- 
ma, puede tener fuerza legal fuera de los límites de la jurisdic- 
€Íon ordinaria ó de excepción, so pena de importar la tentativa 
de hacerlo obligatorio fuera de estos límites, nada menos que 
una violación ilegal. 

<2^ Que la Constitución Nacional, con todos los poderes con- 
feridos por ella al Grobierno General y cedidos por las Provin- 
cias, fué la obra deliberadamente hecha por el pueblo de la Na- 
ción, para su propia protección y seguridad, contraía injusticia 
recíproca. 

« 3° Las garantías individuales, robustecidas con el derecho 
que acuerda el habeas-corpus , y el deber oficial de dar una con- 
testación siempre que el ejercicio de aquel lo requiera, nace indu- 
dablemente del carácter complejude nuestro Gobierno, y de la 
existencia de dos soberanías distintas y separadas dentro de^ 
mismo territorio, cada una de ellas restringida en sus poderes y 
dentro de la esfera de acción independiente prescrita por la 
Constitución nacional (artículos S*", 8^, 104 y 105). 

c4'' Que estas limitaciones en el orden jurisdiccional, im- 
portan contener Ioh avances que pudieran romper el equilibrio 
constitucional de los Poderes, tanto en el orden nacional como 
en el provincial, ó local respectivamente. De ahí, pues, el 
respeto recíproco por las institu clones y los derechos y g^- 
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rantías que las mismas acaerdan, sia que sea lícito violarlas. 

c 5^ Qae la autoridad para conocer de los delitos de los afo* 
rados ó perdonas que gozaa de ciertas prerrogativas personales, 
porlasqnela Constitución ó la ley les declara inmunes, no 
pnede hacerlo sino mediando aquellos delitos que producen de-* 
safuero según la Constitución provincial (art. 33), como son por 
ejemplo, los casos en que un Dipusado fuese sorprendido tn/ra- 
ganíi en la ejecución de algún delito que merezca pena de muerte j 
infamante ú otra aflictiva; se da cuenta á la Cámara con la in- 
formación sumaria del hecho para su allanamiento. 

c6^ Que el caso de excepción se justifica, dice Story (Co- 
mentario de la Constitución Americana, tomo I'*, página 331), 
porque c sería, en efecto, monstruoso, que un miembro de las 
Cámaras pudiese invocar un privilegio para sustraerse á la 
prisión ó á todo otro castigo, por crímenes semejantes ». 

c T** Que tanto el Congreso Nacional como las Legislaturas de 
Provincia, tienen funciones de carácter judicial, entre ellas, 
como la de verificar un juicio previo para alzar la inmunidad de 
aquellos que la disfrutan, cuando uno j otro es requerido por 
los Tribunales ordinarios (art. 62 de la Constitución nacional; 
art. 33 al fin y 34 de la Constitución Provincial). 

c 8"" Que en el orden nacional y provincial, el Congreso por 
una parte, y las Legislaturas de provincia por otra, tienen fa- 
cultades inalienables para conocer con prevención á cualquiera 
otra autoridad judicial, siempre que se trate de un delito por el 
cual deba ser juzgado un miembro de dichas Cámaras; siendo, 
pues, de jurisdicción privativa y esencial á estos casos, el alla- 
namiento del fuero, por aquellas autoridades. 

c9^ Que en los términos del artículo 104 de la Constitución 
Nacional, que dice : c Las Provincias conservan todo el poder 
no delegado por esta Constitucional Grobierno Federal», sig- 
nifica que (como es propio del principio federativo lógicamente 
entendido) corresponde á las Provincias toda la suma de atribu- 
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clones inherentes á la idoa de Gobierno, con excepción de las 
facultades conferidas al Gobierno Federal; de las facultades 
cuyo uso sea expresamente prohibido d las Provincias^ y de 
aqurellas cuyo ejercicio simultáneo de parte de la Nación y de 
las Provincias, sea absolutamente incompatible y repugnante 
(Estrada, Lecciones^ página 295). 

€ 10'^ Que con arreglo á aqael principio federativo, la Consti- 
tución Nacional , en su artículo 67, inciso S"", establece el des- 
linde de jurisdicciones y dice: «Dictar los Códigos Civil, Co- 
mercial; Penal y de Minería, sin que tales Códigos alteren las 
jurisdicciones locales; correspondiendo su aplicación á los Tri- 
bunales Federales ó Provinciales, según que las cosas ó las per- 
sonas cayeren bajo sus respectivas jurisdicciones t^. 

€ 11^ Que de los principios establecidos, en perfecta concor- 
dancia con las reservas hechas por el artículo 100 de la misma 
Constitución en obsequio á la Soberanía Provincial, en el caso 
subjudice, el conocimiento, á los efectos del privilegio acordado 
á los miembros de las Legislaturas Provinciales en sus respec- 
tivas cartas fundamentales^ corresponde sólo & ellas. 

€ 12° Que el caso de allanamiento de fuero, que cita el Pro- 
curador Fiscal, con motivo de la prisión ordenada por el Juez 
Federal de San Juan contra el Diputado á la Legislatura, Don 
Bamon González, el año de 1863, que fué apelado y confirmado 
por la Suprema Corte Nacional, nO se encuentra registrado en 
sus fallos, que han sido prolijamente examinados : — por estas 
consideraciones, declara que el Juzgado carece de autoridad 
bastante para proceder á hacer efectiva la prisión ordenada por 
el auto de foja 53, sin el previo allanamiento del fuero de que 
goza el procesado en su carácter de Diputado á la Honorable 
Legislatura de esa Provincia; y en consecuencia suspéndense los 
efectos del citado auto de prisión, debiendo dirigirse nota á la 
Honorable Legislatura con la exposición sumaria del hecho 
que motiva esta causa, pidiendo su desafuero, á fin do que 
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sea puesto á la disposición del Juzgado para su juzgamiento. > 

Esta resolución fué apelada por el Procurador Fiscal para ant^ 
T.E. y otorgado el recurso por la providencia de foja 64 vuelta. 

Mucho he dudado, Exmo. Señor, antes de formar mi opinión 
respecto de la resolución apelada de foja 57 vuelta; porque, de 
una parte, me inclinaba á pensar que, los Tribunales Federales 
no debieran encontrar obstáculo en las leyes provinciales para 
el fiel cumplimiento de su misión ; mientras que déla otra, creía, 
que no podía estar en sus atribuciones la de decretar y actuar 
la prisión de un Diputado provincial, sin el previo allanamiento 
por el Cuerpo á que pertenece, de la inmunidad que le ha sido 
acordada, c El hombre político, ha dicho el Dr. Tejedor, que 
tiene parte en el Gobierno de cualquiera de estos modos (como 
miembro del Poder Ejecutivo, Judicial y Legislativo), está re- 
vestido de una misión pública, cuyo libre cumplimiento interesa 
á la sociedad. La autoridad resulta de una delegación directa 
ó indirecta del pueblo y nadie debe, hablando en general, tener 
la posibilidad de atentar contra este mandato ó turbar su ejer- 
cicio. No es un privilegio de la persona, sino de las funciones, 
aunque por razón de ser la persona indivisible, cubra en ciertos 
casos todos sus actos. 

€ Con razón, pues, agrega, desde nuestros primeros ensayos 
legislativos, los Diputados son inviolables por las opiniones ver- 
tidas en la tribuna, y por los demás delitos, sólo pueden ser 
aprehendidos en casos infraganti, de enorme gravedad » (Curso 
de Derecho Criminal, Leyes de forma, página 24). 

El caso ocurrente]y á que este procesóse refiere, creo que es el 
primero que se someta á la decisión de Y. E.; pues, en sus 
Fallos, ninguno he hallado en condiciones idénticas 6 semejan- 
tes. Como lo dice muy bien la sentencia apelada, el caso del 
Dr. D. Bamon González, invocado por el Procurador Fiscal, no 
llegó á ser sometido á la resolución de V. E . He hablado con 
dicho Dr. González al respecto^ y me ha informado lo siguiente* 
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Qae el Jaez Federal de San Juan, Dr. D. Benjamia de la Tega« 
en el año de 1870, le impuso nna multa, á causa de no haber des- 
pachado en el término acordado por segunda vez, la defensa de 
Tin procesado, y de haber sido conminado con dicha multa ó pri- 
sión en su defecto: que él se negó al pago de la multa expresada, 
7 se decretó entonces su arresto, al que se opuso alegando sus 
inmunidades como miembro de la Legislatura de la provincia 
de San Juan: que el Juez Federal insistió én su resolución; y el 
Dr. González pagó entonces la multa, que era de veinte pesos, 
no creyendo que por tal suma, debía ocurrir ante Y. E., contra 
dicha resolución. 

Tampoco he podido encontrar antecedente en la jurispru- 
dencia norte-americana; y de aquí las dificultades que me han 
asaltado para formular la opinión que debo manifestar á Y. E. 

Tenemos, en primer lugar, la disposición del artículo 21 de la 
Ley de 14 de Setiembre de 1863 sobre Jurisdicción y Competen- 
cia de los Tribunales Nacionales, según la que, dichos Tribuna- 
les y Jueces nacionales, en el ejercicio de sus funciones, deben 
proceder c aplicando la Constitución como ley suprema de la 
Nación, las leyes que haya sancionado ó sancione el Congreso, 
los Tratados con naciones extranjeras^ las leyes particulares de 
las Provincias, las leyes generales que hayan regido anterior- 
mente á la Nación, y los principios del derecho de gentes, según 
lo exijan respectivamente los casos que se sujeten á su conoci- 
miento, en el orden de prelaeion que vá establecido ». 

La Constitución nacional, que es la ley suprema de la Na- 
ción, y las leyes sancionadas por el Congreso, son, pues, aplica- 
bles preferentemente á las leyes provinciales, de cualquier gé- 
nero que estas sean. 

Si para complementar la organización de un gobierno libre, 
ha sido necesario dividir su ejercicio en tres Poderes indepen- 
dientes coordinados y limitados ; y si ha sido creado el Poder 
Judicial para mantener á los otros dos Poderes dentro de la órbi- 
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ta señalada á sus atribuciones por la misma Constitución, es in- 
dudable que debe corresponderle fijar su verdadera interpreta- 
ción y aplicarla como ley^uprema, con preferencia á todas las 
demás leyes del país. Las que dicta el Congreso, en cumpli- 
miento délas atribuciones propias que le da la misma Constitu- 
ción, deben también ser las primeras, después de la ley funda- 
mental, que apliquen los Tribunales nacionales en los casos que 
deban resolver. 

Pero, hay leyes provinciales amparadas y garantidas por la 
misma Constitución nacional : tales son las Constituciones pro- 
vinciales en cuanto estén conformes con la forma de gobierno, 
derechos y garantías declarados por aquella Constitución. 

El artículo5<^ de laConstitucion nacional, dispone que: c Cada 
Provincia dictará para sí una Constitución bajo el sistema re- 
presentativo republicano, de acuerdo con los principios, declara- 
ciones y garantías de la Constitución Nacional; y que asegure su 
administración de justicia, su régimen municipal y la educación 
primaria. Bajo estas condiciones el Gobierno Federal garan^ 
tiza á cada Provincia el goce y ejercicio de sus instituciones. 

Ahora bien: la provincia de la Rioja, dictó el 2 de Abril de 
i865 la Constitución que la rige, y en cuyos artículos 33 y 34 
consighó las siguientes declaraciones : 

«33. Los representantes, desde el día de su elección, hasta el 
dia de su cese, no pueden ser arrestados, excepto el caso de ser 
sorprendidos infraganti en la ejecución de algún delito qae me- 
rezca pena de muerte, infamante ú otra aflictiva; de lo que se 
dará cuenta á la Cámara con la información sumaria del hecho 
para su allanamiento. 

c34. Cuando se forme querella por escrito ante la justicia ordi- 
naria contra un representante, examinado el mérito del suma- 
rio en juicio público, podrá la Cámara, con dos tercios de votos, 
suspender en sus funciones al acusado, y ponerlo á disposición 
del Juez competente para su juzgamiento. » 
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Estos dos artículos de la Constitución de la provincia de la 
Bioja, son idénticos, salva pequeña variación en algunas fra- 
ses, que no alteran su sentido, á los^rtículos 61 y 62 de la 
Constitución Nacional. 

cEste privilegio (de que gozan lus Diputados y Senadores, 
de no ser aprehendidos, excepto en casos dados ), dice Story, ha 
pertenecido á todas las asambleas legislativas que han existido 
en América desde los primeros establecimientos; es indispensa' 
ble al ejercicio del Poder Legislativo, entre los pueblos quepre- 
tenden tener un gobierno libre, y no se podría destruirlo sin po- 
ner en peligro las libertades públicas^ á la vez que la indepen- 
pendencia privada de los miembros de este cuerpo político. 

cLa consecuencia de este privilegio es, que la arrestacion de 
un miembro del Congreso constituye una violación de ley, y un 
delito por el cual se puede perseguir al culpable por la vía de 
acusación ( indictement ). El miembro arrestado puede ser 
puesto en libertad por una orden del Tribunal de Justicia, 6 
una orden de habeos corpus. El agresor puede ser castigado co« 
mo habiendo atentado á la dignidad de la Cámara » (Story, 
Comentario sobre la Constitución de los Estados Unidos, tradu- 
cido por N. A. Calvo, 1860, tomo 1% página 154). 

Si este privilegio es indispensable al ejercicio del Poder Le- 
gislativo; y si este Poder es esencial á un gobierno represen- 
tativo republicano, me parece incuestionable que dicho privi* 
legio está garantizado por la disposición del artículo 5® de la 
Constitución nacional, que asegura á cada Provincia el goce y 
ejercicio de sus instituciones, y que le ordena dictar una consti- 
tución bajo el sistema representativo republicano, de acuerdo 
con los principios, declaraciones y garantías de la misma Cons- 
titución nacional . 

Si los Diputados de las legislaturas provinciales no gozaran 
del mismo privilegio de que gozan los miembros del Congreso 
nacional, la disposición del artículo 5"^ de la Constitución 
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Federal no se hallaría complida; porque las constituciones pro- 
vinciales que no lo establecieran, no habrían creado verdaderos 
gobiernos representativos republicanos, ni habrían sido dicta- 
das de acuerdo con los principios establecidos en aquella consti- 
tución. Tampoco estaría cumplida la disposición del artículo 
106 de la misma Constitución nacional, que declara que: cCa- 
da provincia dicta su propia constitución, conforme & lo dis- 
puesto en el artículo 5^^» . 

Si tales Bon los preceptos de los artículos 5^" y 106 de la Cons- 
titución niioional; y si ellos garantizan á las provincias el libre 
ejercicio de las constituciones que se han dado, debemos forzo- 
samente concluir que: los privilegios acordados por una Cons- 
titución provincial á los miembros de su Poder Legislativo, 
siendo los mismos deque gozan los Senadores y Diputados del 
Congreso, están amparados y garantidos por la Constitución 
nacional, y forman parte, si así puede decirse, de esta última, 
vienen entonces á ser la ley suprema de la nación, de preferente 
aplicación á todas las otras, según los términos del artículo 21 
déla ley de 15 de Setiembre de 1863, antes citada. 

£1 Código de Procedimientos criminales, que autoriza la pri- 
sión del procesado en el caso subjudice, aún sancionado como lo 
ha sido por el Congreso Nacional, no puede tener aplicación, 
cuando se trata de aprehender á un Diputado provincial, fuera 
de los casos exceptuados en la respectiva Constitución pro- 
vincial; porque á ello se opone el privilegio de que goza según 
ésta, y tal privilegio está garantido por la Constitución nacional, 
que es la ley de las leyes. 

Ningún peligro serio puede seguirse de la estricta aplica- 
ción de estos principios, mientras que, de su inobservancia re- 
sultaría el desconocimiento de la misma forma federativa de 
gobierno adoptada por la nación después de largas y sangrien- 
tas luchas. 

Es de esperarse que no ocurrirá caso alguno en que, solicita- 
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do el allanamiento del faero de an Diputado provincial, la Cá- 
mara Legislativa lo deniegue sin justo fundamento. Si tal caso 
llegara, su resultado no podría ser otro que el déla suspensión 
del juicio criminal plenario, como sucede en el caso del procesa- 
do rebelde, según las disposiciones délos artículos 150 y 151 
del mismo Código de Procedimientos en lo Criminal. Pero esta 
suspensión del juicio sólo duraría por el término que faltase al 
procesado parala expiración de su mandato; porque terminado 
éste, concluye el privilegio, y la acción de la justicia quedaría 
expedita para constituirlo en prisión. 

Si la ley paraliza el juicio criminal plenario por la falta de 
comparescencia del acusado ala citación que se le hubiese hecho; 
ó porque hubiese fugado del establecimiento en que se hallase 
preso; ó porque, en fin, hallándose en libertad provisoria dejara 
de concurrir al llamado del Juez, ¿por qué no habría de suce- 
der lo mismo cuando es un privilegio acordado á un acusado 
que ejerce las funciones de legislador provincia), el que detiene 
la prosecución del mismo juicio ? 

Si ese privilegio pudiera ser desconocido, la independencia 
del Poder Legislativo en las provincias, podría quedar expuesta 
á serios coníiictos. No sería imposible formular acusaciones an- 
te los jueces federales, ni aun instruir sumarios, mediante los 
cuales pudieran ser constituidos en prisión provisoria, uno ó va- 
rios miembros do una Legislatura; y llegar estos procedimientos 
á tal punto que se hiciera imposible el funcionamiento de esa 
rama esencial del gobierno representativo. La autonomía de 
las proviucias, consagradaen la Constitución nacional, la de- 
claraciondel artículo 104 de esta ley, de que conservan todo el 
poder no delegado del Gobierno Federal; y la del artículo 105, 
de que se dan sus propias instituciones locales y se rigen por 
ellas, y de que eligen sus gobernadores, sus legislaturas y de- 
mas funcionarios de provincia, sin intervención del gobierno Fe- 
deral, podrían verse comprometidas en un sistema de gobierno 
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como el que vendría á quedar establecido ii se decidiera por 
y.E. que los Jueces Federales pueden constituir en prisión á 
los miembros de la legislatura, á los gobernadores de provincia 
7 demás funcionarios que gozan de inmunidad, que sólo puede 
ser allanada por el cuerpo á que pertenecen, ó que sólo pueden 
ser acusados en juicio político. 

Por estas consideraciones pido á Y. E. se sirva confirmar la 
resolución apelada. 

Antonio E. Malaver. 



Fallo de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Julio 18 de 1891. 

Vistos: Teniendo por base el presente juicio el hecho de atri- 
buirse al procesado haber tomado parte, en su carácter de em- 
pleado nacional, en un contrato ú operación en que debía inter- 
venir cumo tal, delito definido y penado por el artículo ochenta 
7 seis de la ley penal de catorce de Setiembre de nlil ochocientos 
sesenta y tres. 

Y considerando: Que el hecho inculpado no es susceptible de 
pena corporal, con arreglo á la disposición de aquel artículo, 
que sólo lo castiga con la pena de inhabilitación para empleos 
públicos de dos á seis años, y una multa del diez al cincuenta 
por ciento del valor del interés que hubiese tomado en el nego- 
cio el culpable. 

Que si bien en dicho artículo se agregaque en caso de insolven- 
cia del acusado^ la multa aludida será sustituida por la pena 
de prisión por un tiempo que no exceda de dos años, no aparece, 
sin embargo, de autos que en el caso en cuestión pueda ser de 
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aplicacioa esta disposición, pomo contenerse en ellos enuncia- 
ción algnna relativamente á la responsabilidad pecuniaria del 
acusado. 

Que, en consecuencia, no es procedente desde luego su prisión» 
ni lo es la diligencia previa ordenada por el Juez de Sección en 
el auto apelado de foja cincuenta y nueve vuelta, que tiende á 
llevar aquella á cabo, j por tanto, no puede la Suprema Corte, 
autorizar ni una ni otra, cualquiera que sea la solución que cor- 
responda en derecho á la cuestión suscitada sobre inniunidad 
del acusado como Diputado provincial. 

Que por fin, el auto de prisión ni el recurrido tienen por su 
naturaleza, ni por la ley, el carácter de cosa juzgada, y pueden 
ser modificados ó revocados en cualquier estado de la causa, en 
que aparezca que así corresponda hacerlo. 

Por estos fundamentos^ y sin perjuicio de lo que el Juez de 
Sección pueda proveer en adelante, segunel resultado del juicio, 
se declara que no es procedente en su estado actual la prisión 
del acusado^ ni en consecuencia la diligencia ordenada por el 
Juez de Sección en el auto recurrido, y se deja sin efecto éste, 
Hágase saber y devuélvanse. 

BENJAMÍN VICTOHICA.— C. S. DE 
LA TORRE.— LUIS V. VÁRELA. 
— ABEL RAZAN. —LUIS SAEMZ 
PEÑA. 
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CAUSA CCXXXYI 



El Ferrocarril Central Norte, contra D. Lino Laserna (su su- 
cesión)^ por expropiación; sobre regulación de honorarios 



Sumario. — El auto nombrando regulador de honorarios, no es 
apelable. 



Falle de ia Suprema Carie (*) 



Buenos Aires, Julio 31 de 1891. 

Vistos en el acuerdo: Limitándose el auto recurrido al mero 
nombramiento de un regulador de los honorarios cuyo cobro se 
reclama, hecho que no está excluido de las facultades del Juez y 
que al contrario entra en ellas por la ley, para mejor formar su 
juicio sobre e\ quantum de dichos honorarios y que no es por lo 
mismo susceptible de apelación. 

Por esto, y conforme á lo resuelto por esta Suprema Corte 

[*] Igual resolución se dictó en los autos del mismo Ferrocarril Central 
Norte con D. Luis iiadariaga, doña Justina Plores de Roldan, y doña 
Juana Otaegui. 

T XV 9 
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«n fecha Teiaticinco de Abril próximo pasado, en los casos de la 
Impresa ttel Fenocarril del Oeste contra los doctores Matien- 
0, Sosa y Re villa: se declara no haber logar al recnrso de ape- 
icion interpoesto y deTaéWaaae al Jaez de Sección los autos, 
gregándose estas aotnaciones. 

BEKJAHin VICTOniCA. — C. S. DB 
LATORRB.— LDISV. VÁRELA.— 
ABEL BAZAN. 



CAUSA CCXXXVII 



', Santiago Yox, contra D. Anselmo Calvo; sobre interdicto de 
despojo 



Sumario. — Procede el interdicta de despojo contra el autor 
) los actos de turbación, aunque los hajaejecutado en nombre 
i otro. 

Caso, -lo explica e' 



DE JCSnaA NACIONAL 131 



Fallo del Suem Iletrado 



Viedma. Abril 8 de 1891. 

Vistos estos autos seguidos á instancia de D. Santiago Ycn 
contra D. Anselmo Calvo, sobre interdicto de recobrar la pose- 
cion de una fracción de terreno en el cDique». 

El actor se presentó en 17 de Junio de 1890 manifestando 
queá título de propietario había poseido por muchos años pací- 
ficamente el terreno aludido, hasta el año anterior á la deman- 
da, en que el demandado había puesto animales y qne en la fecha 
se hallaba arándolo. Contestando el demandado en el juicio 
verbal de que instruye la diligencia de foja 7, niega el hecho 
denunciado por despojo, porque dice que él t>abía que el terreno 
no le pertenecía al actor sino á doña Dolores Calvo, que era 
madre del exponente; y en la diligencia de foja 26 vuelta y fo- 
ja 27 agrega: que él estaba en posesión do terrenos de su indi- 
cada madre, y como la fracción en cuestión se hallaba dentro de 
dichos terrenos, debía dirigirse la acción contradicha su madre 
y no contra él, porque no había ejercido actos posesorios á nom- 
bre propio, sino dei^quella. 

Y considerando: 1^ Que para que proceda el interdicto de 
despojo se requiere: 1° posesión de más de un año en el actor; 
2° hecho violento ó clandestino que le excluya de la posesión 
(artículos 581 del Código de Procedimientos y 2473 del Código 
Civil); y es obligación del demandante probar su posesión, el 
despojo y el tiempo en que éste se cometió (artículo 2494 del 
Código Civil citado); aunque por el artículo 2490 del mismo, no 
tiene obligación de producir título alguno contra el despojante 
aunque seael dueño del inmueble, porque, cualquiera que sea la 
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naturaleza de la posesión, nadie puede turbarla arbitrariamen- 
te; 7 el deber del que se crea con derecho, es demandarla por las 
vías legales. 

2° Que en mentir del suscrito aquellos requisitos legales han 
sido probados por el actor: 1 ^ por confesión propia del deman- 
dado, lo uno por no haber negado directamente los hechos es- 
pecificados en la demanda, y sus respuestas evasivas las estima el 
ütuzgaílo como reconocimiento de la verdad de dichos hechos; j 
lo otro, porqne claramente dice que los actos de posesión que 
ejerció no fueron á nombre propio; de lo que se deduce que, efec- 
tivamente, ejecutorios hechos demandados por despojo (inciso 1® 
del artículo 100 del Código de Procedimientos). 

Tox demanda como despojo el hecho de arar el terreno, y 
Calvo no niega este hecho como ejecutado por él : el actor dice 
haber estado desde años atrás en posesión pacífica del inmue- 
ble y el demandado no lo niega; y al contrario, lo corrobora, 
cuando á foja35 dice que lo ha visto á Yox sembrar y cosechar tri- 
go en dicho inmueble, y terminantemente aseverad foja 34 que 
efectivamente éste ejerció actos posesorios en el aludido terreno 
y que después lo abandonó sin recordar la fecha ; y esta ase- 
veración lo hace contestando alo declarado por el actor, que en la 
misma foja 34 dice, que estuvo él, el demandante, en posesión 
del terreno hasta que el demandado, desconociéndole su derecho 
de poseedor y propietario, se pusoácultivar ó arar dicho campo, 
y que este hecho acaeció dos meses antes de entablar la acción 
presente, ósea en Abril de 1890; y el demandado no ha contra- 
dicho ni observado esta indicación de la fecha del hecho, y sien- 
do así que, á no ser verdad, pudo haberla adquirido de palabra, 
puesto que tales declaraciones se hacían en juicio verbal, á que 
fueron convocadas por el Juzgado para establecer precisamen- 
te la verdad de ciertos hechos que necesitaban aclaraciones; por 
consiguiente, es lógico deducir que las explicaciones dadas por 
el actor á presencia del demandado y sin ser contradichas por 
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éste, son nn reconocimiento de que tales explicaciones eran la 
expresión de la verdad. 

Agrégase á esto qne, onando el demandado al contestar la de- 
manda, niega haber ejecutado actos que importen despojo^ 
no niega precisamente la existencia real de tales actos, sino 
que no hubo ejecutado actos de despojo, porque el terreno dice 
que le pertenecía á la madre; esto es, como cultivaba terrenos 
que según él eran de ésta, con tales hechos no despojaba al de- 
mandante de la posesión de ellos; resultando de aquí, que efec- 
tivamente hubo el demandado procedido á ejercer actos poseso- 
rios en la fracción de terreno que motiva estos autos. 

Pero también se hallan justificados los requisitos de ley, 
por la prueba que resultado las declaraciones de testigos; pues 
los cuatro presentados por el actor, de foja 8 á foja 11, uni- 
formemente aseveran la posesión anterior del demandante y 
los hechos demandados como despojo, y coinciden con el tiempo, 
porque refiriendo á un año de la fecha, resulta exactamente el 
mes de Abril del año 1890, indicado por Yox. 

Que si bien dichos testigos han sido tachados, sólo la tacha 
opuesta al testigo Plácido Ocampo es legal y comprendida en 

* 

el inciso 1® del artículo 207 del Código de Procedimientos, por 
estar probado que es pariente afin en segundo grado del actor; la 
tacha opuesta al testigo Dionisio Real, no está comprendida en 
la ley; la tacha del testigo Máximo Lucero, de haber vendido el 
campo en cuestión, adolece de vaguedad por una parte, porqne 
no determina época ni la persona del comprador, y es inconci- 
liable con la tacha opuesta al testigo Raulerio Otero; pues si 
Lucero vendió el terreno, ¿ cómo es que se denuncia que también 
Otero vendió el mismo inmueble á Yox? y por otra parte, la prue- 
ba de esta tacha es de referencias, y por consiguiente no puede 
ser tomada en consideración; por último» la tacha del testigo 
Raulerio Otero, ya nombrado, adolece de la inconciliacion expre- 
sada y los testigos declaran por referencias de familia el uno y 
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el otro como que le consta, sin expresar la eansa de ello y tam- 
bién hay Tagnedad, porqae el hecho de ser Tendedor de ona co- 
ta Doelasifíca la lej eomoeaosal de tacha, así es qoe tampoco 
paede ser tomada en consideración. Resaltando de aquí qae 
sólo on testigo ha sido tachado legalmente y justificada la tacha, 
quedando hábiles las declaraciones de los otros tres (artículo 
909 del Código de Procedimientos). 

Pero aun suponiendo que las tachas de los cuatro testigos es- 
tuvieran comprendidas en la ley y justificadas, en sentir del 
suscrito^ sus declaraciones deberán siempre ser consideradas co- 
mo la expresión de la verdad, porque se hallan corroboradas 
por la confesión propia del demandado. 

3^ Que la excepción opuesta por éste de no haber procedido 
á nombre propio, por ona parte, no se halla justificada, pues no 
ha producido prueba alguna que la confirme, y por otra, con ella 
no puede librarse del juicio, porque es él, el demandado como 
ejecutor de un acto ilícito y como tal personalmente responsable» 
según enseñan el doctor Vclez en su anotación al artículo 2482 
del Código civil y el doctor Segovia en su nota 46 del título De 
las acciones posesorias; y no ha llamado al juicio á la persona á 
cuyo nombre dice haber entrado á poseer; es pues improcedente 
su excepción, y la demanda ha sido bien deducida contra dicha 
demandado (Fallo de la Suprema Corte de Justicia Nacional de 
20 de Agosto de 1889. serie S\ tomo 7»). 

4^* Que el abandonode la posesión del inmueble, atribuido por 
el demandado al demandante, fué á consecuencia del hecho que 
le privaba continuar en dicha posesión, y que demanda por des- 
pojo, y por consiguiente no fué voluntario y no podrá aprove- 
charle al despojante, por no estar comprendido en el artículo 
2454 del Código Civil. Y además, el demandado no ha probado 
ni ha intentado probar que tal abandono hubiese durado un año 
ó más, conformándoso, sin hacer observación con lo probado por 
el actor y explicado por éste mismo á su presencia, de que dicho 
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abandono lo verificó dos meses antes de entablar la pre- 
sente acción 7 que faé motiyado por el hecho demandado por 
despojo. 

5*" Qae la cuitara y percepción de frutos, que confiesa Calvo 
haber visto á Yox ejercer en elterreno cuestionado, son verda- 
deros actos posesorios, según el artículo 2384 del Código Civil; 
7 como á dichos actos posesorios no se ha atribuido los vicios á 
que se refiere el artículo 2473^ ni la discontinuidad determinada 
en el 2481 deleitado Código, es evidente que la posesión invocada 
por el actor le confería perfecto derecho para deducir la acción 
intentada. 

Por estos fundamentos, de conformidad á los artículos 2494 
del Código Civil y última parte del 583 del Código de Procedi- 
mientos, fallo: condenando al demandado D. Anselmo Calvo á 
restituir dentro de tercero día de ejecutoriada esta sentencia al 
demandanteD. Santiago Yox, la posesión de lafraccion de terre- 
no expresada en la demanda, con costas, daños y perjuicios; á 
CU70 efecto regulo en sesenta pesos nacionales el honorario del 
procurador D. Hilarión Furque, 

Abraham Arce. 



Fallo de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Julio 23 de 1891. 

Vistos: Sin aceptar el considerando segundo en cuanto por él se 
establece en principio^ que no coustitu7e tacha legal la circuns- 
tancia de ser el testigo vendedor inmediato de la cosa litigada, 
se confirma con costas, por sus demás fundamentos, la sentencia 
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Qoe no obstante dos juicios que corrían ante el Juzgado, uno 
iniciado por él contra Rike, por violación de domicilio, y otro 
iniciado por Bike contra él sobre deslinde, éste había procedido 
á levantar un cerco que invadía su terreno 7 cerraba su propie- 
dad impidiéndole comunicar con el rio; 

Que por lo expuesto pedía se ordenase el levantamiento del 
cerco construido. 

El Juez citó á comparendo, ordenando la suspensión de la 
obra nueva demandada. 

En el comparendo, el demandado dijo que no era cierto que 
hubiese levantado cerco en terreno ocupado por Graa, y que 
sólo ha cercado la ribera al foado de la quinta. Gras replicó: 
que era precisamente al cerco que se refería, porque estando 
en actual cuestión sobre esos terrenos, no podía el demandado 
hacer obras que le impidiesen su salida al río, mientras no se 
resolviese la cuestión pendiente y que bastaría una vista de 
ojos para convencerse de la verdad. El demandado duplicó que 
insistía en haber cercado terreno de su propiedad. 



Fallo deUues Iletrado 



Viedma, Diciembre 10 de 1890. 

Vistos estos autos seguidos por Don Martin W. Gras contra 
Don Federico Rike sobre interdicto de obra nueva: 

T considerando: 1° Que el actor funda su accionen el dere- 
cho de tránsito que dice haber gozado para comunicarse por su 
quinta con el rio, y servirse por consiguiente del agua nece- 
saria, del cual derecho expresa halTkrse privado de ejerci- 
tar por haber el demandado interceptádole el paso con un cerco 
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que atraTÍesa cerrando por completo sa propiedad, y qae de- 
nuncia por obra nueva, y pide se ordene á Rike levante el 
cerco referido, que manifiesta no haber podido construir, mien- 
tras se decida el juicio de deslinde pendiente entre las mismas 
partes, 

2"^ El demandado contestando, en el juicio verbal de que ins- 
truye el acta de foja 2 dice: Que no había construido cerco en 
propiedad del actor, sino al fondo de su quinta; y áfoja 8 agre- 
ga que el seiior Gras había estado en posesión de más de na 
año de un camino que le daba tránsito al río, y que dicho ca- 
mino quedaba interceptado por el cerco construido por él 
(Rike). 

3^ Que del informe de los peritos Je foja 6 y vista de ojos, 
resulta: 

Que existe el hecho denunciado de obra nueva ejecutado como 
un mes antes de instaurarse este juicio, y que con dicha obra 
se priva al actor de su tránsito al río. 

4^ Que la posesión de tránsito alegada por el actor ha 
sido pública y continua, según el mismo demandado con- 
fiesa cuando dice, que el señor Gras se sirvió siempre áel ca- 
mino que le daba tránsito al río (foja 8 vuelta), y por consi- 
guiente estaba en su derecho el actor para deducir la presente 
acción posesoria (artículos 2479 y 2480 del Código Civil); que 
si bien el demandado alega que tal tránsito fué por permiso 
del primitivo ó anterior dueño del terreno, no ha intentado pro- 
ducir prueba al respecto. 

5"^ Que resultando de lo expuesto por el actor y los peritos 
que existe juicio de deslinde de ambas propiedades, y entre 
las mismas partes, cada una de éstas ha debido mantenerse en 
sus respectivas posesiones hasta que se defina aquel juicio, sin 
que la una pueda, intertanto, ejecutar actos que puedan dañar 
los derechos posesorios (fe la otra; mucho más cuando ninguna 
ha presentado título que le dé derecho de dominio al inmueble. 
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Por estos fundamentos y leyes citadas^ fallo : haciendo lugar 
al interdicto demandado, con costas (artículo 578 del Código 
de Procedimientos): en su consecuencia, notifíquese al señor Ri- 
Ice deshaga el cerco en cuestión dentro de tercero día, hasta 
dejar expedito el tránsito al rio de que antes gozaba el 
actor. 

Bepónganse los sellos y ejecntoriada que sea, archívese. 

Abraham Arce, 

Ante mí: 

Silvano Oiirola. 
Escribano Secretario. 



Fallo déla Suprema Corte 



Buenos Aires, Julio ^3 de 1891. 

Vistos: Eesultando de los antecedente^^ de esta causa, que la 
construcción del cerco que da lugar á la demanda se ha verifi- 
cado dentro del terreno materia del juicio de deslinde pendien- 
te entre las partes^ por esto y sus fundamentos, se confirma con 
costas, el auto apelado de foja nueve. Kepuestos los sellos, 
devuélvanse. 

benjamín V1CT0R1CA.— C. S.DE 
LA TORRE. — LUIS V. VÁRELA. 
— ABELBAZAN. — LUIS SAENZ 
PEÑA. 
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CAUSA CCXXXIX 



Doña Josefa Bedoya de Pujoly contra los señores Clark y C, 
por interdicto de retener y obra nueta; sobre costas. 



Sumario. — £1 expropiante que antes de promover el jaioio 
de expropiación se apodera del terreno á expropiarse y hace tra- 
bajos en él, es responsable délas costas cansadas en el inter- 
dicto de retener y obra nneva qne por esos hechos haya enta- 
blado el expropiado. 



Ca^o.—Laseñoradoña Josefa Bedoya dePajolt alegando qnelos 
señores Clark y C% empresarios del ferrocarril Nord-Este Argen- 
tino, sin promover el jaicio de expropiación, habían comenzando 
á construir los terraplenes de su línea y á explotar materiales 
en el campo qne poseía en el departamento de Monte Caseros, 
denominado cCambay», entabló contra dichos señores el inter- 
dicto de retener y de nueva obra , 

Acreditado el fuero federal por la distinta nacionalidad de 
las partes, se tramitó el juicio de interdicto, recibiéndose ale- 
gatos y pruebas. 

Antes de dictarse sentencia, la parte de Clark se presentó ex- 
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poniendo qne en Yirtnd del derecho de expropiar que la ley le 
acordaba había obtenido del mismo Jazgado la posesión del 
terreno sobre el cual versaba el interdicto^ 7 qne, por consiguien- 
te, éste no tenía ya razón de ser, por lo que así pedía se de- 
clarase. 



Fallo del Jues Federal 



Corrientes, Febrero 11 de 1891. 

Vistos y cosiderando: 1"^ Que por el artículo 2487 del Código 
Civil, las acciones posesorias, como es la que se deduce por 
este interdicto, solamente corresponde á los poseedores de in- 
muebles; teniendo por objeto único obtener la restitución de 
la posesión ó la manutención de ella en su plenitud y libertad. 

^ Que el propósito de la ley no podría cumplirse en la reso- 
lución final del asunto, en el supuesto que fueran ciertos los 
hechos de la demanda, so pena de cometerse un verdadero des- 
pojo, contra el demandado, desde luego que la posesión que 
se le reclama le ha sido dada por este mismo Juzgado, en vir- 
tud de su demanda de expropiación del mismo terreno, posterior 
á este interdicto y de acuerdo con el artículo... de la ley de ex- 
propiación de 1866. 

3"^ Qne por otra parte^ continuar este juicio con el objeto de 
constatar un delito del derecho civil, como piensa el demandan- 
te, para de ese hecho arrancar una demanda de daños y per- 
juicios, sería desnaturalizar la razón y los fines del interdicto 
de retener, que no es otro, como se ha dicho en el primer con- 
siderando, que conseguir la manutención de la posesión en su 
plenitud y libertad. 

Por estos fundamentos, y otros que se omiten, fallo decía- 
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rando, que habiendo cesado la razón de este Juicio, qneda él 
terminado, debiendo pagar las costas la parte de los seño- 
res Clark y C*. Hágase saber 7 repóngase. 

E. A. Lujamhxo. 



Pullo de Ia Suprema Corte 



Buenos Aires. Julio 23 de 1881. 



Vistos: siendo de derecho la condenación en costas á la parte 
de Clark, que ha dado lugar con sus hechos alas presentes ac- 
tuaciones, se confirma con costar, en la parte apelada, el auto 
de foja ochenta 7 dos. Repuestos los sellos^ devuélvanse. 



BENJAMÍN VICTORICA.—C. S. DE 
LA TORRE. — LUIS V. VÁRELA. 
-r-ABEL BAZAN.— LUIS SAENZ 
PE^A. 
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CAUSA C€XIi 



La Municipalidad de la Capilaly contra D. Gregorio Soler, por 
expropiación; sobre suspensión de procedimientos 



Sumario. — ^El expropiante no tiene derecho de pedir la sus- 
pensión temporaria del juicio de expropiación, para continuar- 
lo cuando lo crea conTeniente ó lo permita su estado finan- 
ciero. 



Caso. — Lo explica el 



Fallo de ím Suprema Corte (^) 



BueDos Aires, Julio 25 de 1891. 

Vistos en el acuerdo: No importando la petición deducida por 
el representante de la Municipalidad, á foja veintiocho, un de- 



{* ) Igual resolución recayó en los autos seguidos por la Municipalidad 
de la Capital, contra el doctor don Felipe Sola y otros, y doña Modesta Ca- 
brera de San Román, sobre expropiación. 
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sistímiento definitiTo de la expropiación qne se gestiona en es- 
tos autos, ni lina rennncia de los derechos y beneficios de la ley 
de cuatro de Noviembre de mil ochocientos ochenta y cuatro, en 
que ella se basa^ sino sólo una suspensión temporaria del pro- 
cedimiento iniciado para continuarlo ó proseguirlo á voluntad 
de la Municipalidad, cuando lo encuentre conveniente ó su esta- 
do financiero lo permita, según así lo indican á la par que los 
términos de dicha solicitud, el estado de las obras para que la 
expropiación se persigue. 

Y considerando: Que en principio es posible el desistimiento 
del demandante en toda clase de juicios y en cualquier estado 
de ellos, á pesar de la oposición del demandado, cuando se pre- 
senta antes del fallo de la causa y se hace pura y simplemente 
y por persona autorizada por la ley para verificarlo, no sucede 
lo mismo cuando se le sujeta á reservas ó condiciones implícitas 
ó á ser revocado á voluntad del demandante, dando á éste la fa- 
cultad de reproducir la instancia de nuevo y prolongar indefi- 
nidamente el procedimiento. 

Que en estos términos, el desistimiento, si algún efecto pue- 
de producir en derecho, no puede ser otro que el de una mera 
proposición que no obliga al demandado, sino en tanto que medie 
aceptación de su parte y que él puede por lo mismo rehusar. 

Que demandada por consiguiente y consentida en este caso 
la expropiación, designando parcialmente el valor de la propie- 
dad á expropiarse, producido un fallo judicial sobre tal punto y 
pendiente éste de la decisión final de esta Suprema Corte, la 
Municipalidad de la Capital, sin expresar motivo alguno y sin 
otro aparentemente que el de la falta momentánea de fondos 
para hacer frente á las obras mencionadas, no puede por su sola 
voluntad paralizar la prosecución de su gestión, con perjuicio de 
los derechos del demandado, que en el estado de los hechos, hS 
podido prudentemente creerse privado definitivamente ó, poco 
menos de su propiedad y obligado en consecuencia á tomar me- 
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didas para asegurarse de antemano la continuación de su indus- 
tria, negocios y habitación personal, y cuyos perjuicios pueden 
ser tanto más graves cuanto que por el artículo sexto de la ley 
de cuatro de Noviembre citada, partiendo sin duda del supuesto 
de que las obras en ella autorizadas se llevarían inmediata- 
mente á cabo, se dispone que no se tomaran en cuenta á los efec- 
tos de la indemnización los contratos de locación celebrados con 
posterioridad á sa fecha, lo que importa dificultar por sí la co- 
locación y usufructo de las propiedades y crear al régimen y li- 
bre disposición de estas, en manos del propietario, una sitúa, 
cion anormal que no es dado perpetuar á voluntad de la Muni~ 
cipalidad. 

Que es tanto menos procedente la suspensión solicitada, 
cuanto que recayendo la apelación traida ante esta Suprema 
Corte contra el auto del Juez de Sección que ordjna la expro- 
piación y fija el quantum de ella, sólo sobre el punto relativo 
al valor de la indemnización apagarse al expropiado , en cuanto 
á la expropiación en si misma, que no ha sido objetada en mo- 
mento alguno en los autos, debe reputarse que existe cosa juz- 
gada, y con ella un vínculo obligatorio para ambas partes, con 
todos los efectos de un contrato sinalagmático de compra-ven- 
ta, mediante una indemnización á fijarse. 

Por estos fundamentos, y prescindiendo del hecho de haberse 
producido la petición del representante de la Municipalidad sin 
los documentos que acrediten hallarse suficientemente autori- 
zado para ella; se declara no haber lugar á dicha petición y co- 
rran los autos según su estado. Notifíquese con el original. 



benjamín victorica.— c. s. de 
latorue.— ltjisv. várela. 

— ABEL BAZAN. — LülS SAENZ 
PEÑA. 

T. XV 10 
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i AUfiiA C€:XI.I 



D. Rafael Cobo, D. Francisco y D. Alberto Halbach contra la 
Municipalidad de Zarate; sobre cumplimiento de contrato 



Sumario. — 1° La venta de un terreno, expresando que se 
vende ana área de terreno bailado interpuesta entre el rio Para- 
ná y el terreno de propiedad del comprador, de tantas varas de 
frente con tantas de fondo hacia el río, con reserva á éste del 
derecho de adquirir en todo tiempo y por el precio estipulado, 
el exceso de terreno, si lo hubiere, hasta lindar con la ribera del 
Paraná, no importa una venta ad corpus, sino ad meiisuram. 

2<* La reserva mencionada no comprende las superficies ma- 
yores existentes á los costados del terreno aludido, y por rum- 
bos distintos al previsto en la venta. 



Caío.— El día 25 de Noviembre de 1888 D. Rafael A. Cobo y 
los señores Francisco y Alborto Halbach se presentaron ante el 
Juez Federal exponiendo: 

Que son sucesores de D. Hipólito Biel y dueños de los terre- 
nos que dicho señor compró á la Municipalidad de Zarate; 
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Qae su antecesor, atenta la escritura de 2 de Diciembre de 
1873, denunció una área interpuesta entre la ribera del río Pa- 
raná y otra que él ya poseía, y la Municipalidad se la concedió 
en venta reservándole con cláusula especial el derecho á adqui- 
rir en todo tiempo y por el mismo precio los sobrantes que re- 
sultasen hasta lindar con la ribera; 

Que D. Hipólito Biel pidió inmediatamente posesión de toda 
el área denunciada y concedida, y que ellos, sus sucesores^ han 
mantenido hasta ahora la propiedad en las mismas condiciones, 
creyéndose propietariDS de todo ol área; 

Que por ciertas operaciones particulares de medida se les hizo 
visible después, que el terrpno había sido mal medido, y que á 
fin de regularizar su situación se presentaron á la Municipali- 
dad denunciando el hecho y pidiendo se les otorgase por el pre- 
cio estipulado la correspondiente escritura de venta del exceso 
que resultase, previa la mensura del caso; 

Que la Municipalidad accedió sin restricción y ei terreno fué 
medido resultando «sobrante» por el fondo y por un costado; y 
que entóneosla Municipalidad, volviendo sobre sus pasos, se negó 
á escriturar el sobrante de costado, reconociéndoles solamente 
derecho respecto ai exceso por el fondo; 

Que en este estado convinieron con la -Municipalidad que se 
les escriturase inmediatamente la parte sobre que se reconocía 
su derecho, debiendo traer á la resolución del señor Juez Fede- 
ral las dudas que surgían sobre el otro punto, esto es, si tenían 
también derecho sobre el sobrante que resultaba por un cos- 
tado; 

Que, aun prescindiendo de la cláusula indicada, tienen per- 
fecto derecho en comprar por el precio estipulado el sobrante de 
costado, porque la Municipalidad^ obrando como persona jurí- 
dica, se encuentra en las mismas condiciones de todos los con- 
tratantes, quedando sujeta á las disposiciones del Código Ci- 
vil, que son terminantes en el caso ocurrente; 
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Que según lo prueban los antecedentes de la cuestión, laMu- 
iiícipalídad vendió una área determinada por un precio cada 
medida, resultaiido de escrituras públicas los linderos que la 
comprenden; 

Que el artículo 1345 del Código Civil da una solución in- 
mediata concediéndoles el derecho de comprar el exceso, abonan- 
do su valor, al precio estipulado; 

Que más de una vez manifestaron á !a Municipalidad que po 
dían perfectamente prescindir de la cláusula, fundándose prin- 
cipalmente en las disposiciones legales; pero que á pesar de esto 
se tiene que notar que la Municipalidad no interpreta leal y 
fielmente la cláusula en cuestión, cuyos términos son generales, 
sin limitación alguna ; 

Que del momento que la Municipalidad vendió toda el área 
requerida y delimitada, no haj razón paraque la cláusula se re- 
fiera á una sola parte; 

Que los contratos deben cumplirse como verosímilmente ha 
sido la intención délas partes, aun en el caso de que haya am- 
bigüedad de palabras, y que en la presente cuestión no puede 
caber duda sobre el significado que se debe atribuir á la cláu- 
sula; 

Que por tanto, pedían que, en atención á los antecedentes, se 
sirviera el Juez declarar el derecho que pretenden, y ordenar á 
la Municipalidad les otorgue la correspondiente escritura por to- 
do el exceso que ha resultado, al precio primitivamente estipu- 
lado por la medida, siendo á su cargo las costas del juicio. 

Acreditada la competencia del Juzgado y conferido traslado 
de la demanda, D. Francisco Aleonada, por la Municipalidad 
de Zarate, se presentó á contestarla, el día 10 de Julio de 1889. 

Dijo: Que la cuestión promovida por los actores puede resol-^ 
verse con los documentos que los mismos han presentado, con 
los que presenta su parte y con los escritos que se reserva 
presentar; y se reduce á la interpretación de la cláusula conté- 
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nidaen la escritura de 22 de Diciembre de 1873, que fielmente 
copiada dice: «reservándose il solicitante el derecho á comprar 
en todo tiempo y por el mismo precio actual el- exceso de terre- 
no, si lo hubiere, hasta lindar con la ribera del Paraná; 

Que D. Hipólito Biel compró en 29 de Agosto de 1871 á 
la Municipalidad de Zarate un terreno de 143 varas de frente 
por 125 de fondo, entre la calle Real del bajo y las barrancas 
altas; pero que este terreno es independiente, con linderos 
señalados, sin tener terrenos municipales por ninguno de sus 
lados ; • 

Que Biel compró después en Agosto de 1871 á la Municipali- 
dad, otro lote señalado con el número dos, compuesto de 225 va- 
ras de frente á la calle Real del bajo, por 100 varas de fondo 
hacia el Paraná, según la escritura que presenta; 

Que el mismo D. Hipólito Biel, en la fecha indicada, compró 
también otro lote de terreno siempre hacia el río Paraná, por 
otras 225 varas de frente y 100 varas de fondo; de manera que 
con estas dos compras el señor Biel tenía un terreno de 225 va- 
ras de frente á la calle Real y 200 de fondo hacia el río Paraná, 
según resulta de la escritura que también presenta; 

Que, por último, con fecha 22 de Diciembre de 1873 el señor 
Biel á continuación de la segunda compra, tuvo en venta de la 
Municipalidad de Zarate otro lote de 225 varas de frente por 140 
de fondo, según instruye la primera escritura presentada por 
los actores, en la cual ñgura la cláusula mencionada; 

Que después los sucesores de Biel y Bazin, es decir los actores, 
solicitaron en compra los terrenos á todos los costados de los 
terrenos sucesivamente comprados por Biel; pero la Municipa- 
lidad concedió sólo la fracción lindando con el fondo hasta la 
ribera del Paraná, según consta del expediente agregado, y lo 
hizo por creer que así cumplía la cláusula estipulada; pero que 
las pretensiones de los actores llegan ahora hasta el terreno lin- 
dando por el costado Sud-Este, que según el plano adjunto tiene 
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una superficie de 63,195 varas cuadradas, interpretando aque- 
lla cláusula contra su espíritu y su letra; 

Que sí bien es cierto que en el año 1873 las Municipalidades 
de campaña, organizadas por la ley de 11 de Octubre de 1854, 
podran ser consideradas como personas jurídicas, también es 
cierto que las facultades de las mismas respecto ala enajenación 
de bienes raices, son limitadas por la ley de ejidos de 1870, por 
el decreto de Octubre 24 de 1857 (que hasta llega á prohibir la 
venta de los terrenos bañados sobre la costa del Paraná), por el 
decreto de Octubre 25 dé 1856 y por la ley de Agosto 7 de 1857; 

Que según estas disposiciones se ve claramente que las facul- 
tades de las Municipalidades para enajenar inmuebles son limi- 
tadas, y de ahí que la interpretación de la cláusula de que se tra- 
ta debe ser restrictiva; 

Que cuando en 1873 la Municipalidad de Zarate le concedió 
á Biel^ después de las compras que había efectuado, el derecho 
de adquirir el exceso de terreno si lo hubiere, hasta lindar con 
el río Paraná, fué siempre por el frente de 225 varas hacia el 
río, de manera que si este río se hubiese retirado en dirección 
del frente antedicho, podíanlos actores adquirir el terreno que 
quedara en seco; pero nunca pudo entrar en la inteligencia de 
dicha causael costado Sud-Este, cuando desde 1871 la Muni- 
cipalidad sabía que existía allí un terreno público, cuya venta 
había reservado para otra oportunidad; 

Que si en la escritura de 1873, entre la Municipalidad y D. 
Hipólito Biel, no se mencionan los linderos del terreno vendido, 
este olvido no puede ser subsanado, como creen los actores, por 
otra escritura otorgada con la misma fecha y sobre el mismo te- 
rreno, señalando sus linderos, porque en esta segunda escritura 
entre el señor Biel y Bazin, la Municipalidad no fué parte; pero 
que es fácil darse cuenta de cuál era el lindero del costado Sud- 
Este del tercer lote, en 1874, dado que el tercer lote es la con- 
tinuación de los otros ya comprados por Biel y que tienen to- 
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dos por dicho costado un terreno mimicipal, lo que queda ade- 
más probado por pretenderlo los actores en compra; 

Que por tanto no estaba en las atribuciones de la Municipali- 
dad conceder el derecho de adquirir t^l terreno en todo tiempo 
y por el mismo precio, y por esto sólo concedió el derecho de 
adquirir el fondo, si lo hubiere, hasta lindar con el río Pa- 
raná; 

Que en 1871 el costado opuesto, Nor-Oeste, era también un 
terreno municipal, que después aparece en el plano levantado el 
año próximo pasado como perteneciente á Bambill, lo que de- 
muestra que fué por teriormente vendido por la Municipalidad, 
lo mismo como ésta deberá hacer con todo el terreno Sud-Este; 

Que, además, las escrituras del año 1871 hablan de propieda- 
des municipales á los dos costados; y que estas escrituras ha- 
ciendo conocer desde su origen la marcha seguida por Bielensus 
compras, permiten comprender el significado de la cláusula in- 
sertada en la escritura del año 1873; 

Que h»s artículos 1344 y 1345 del Código Civil citados por los 
actores nada tienen que hacer en el caso sub-judine, porque la 
venta hecha por la Municipalidad es con área y precio estipula- 
doy área transmitida en propiedad ese día al señor Biel, mientras 
que el caso de los artículos indicados es cuando se fija un precio 
por unidad de medida, importando poco que se indique ó no el 
precio total; 

Que, en fin, interpretando dicha cláusula según lo que creen 
los actores, tendría la Municipalidad que regalar á los deman- 
dantes todos los terrenos de costado al precio del año 1871, lo 
que sería monstruoso; 

Que por tanto pedía el rechazo de la demanda con expresa 
condenación en costas. 
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Fallo del Jíucse Federal 



La Plata, Eíjero 29 de 1890. 

Y vistos: estos autos seguidos por los señores D. Rafael A. Co- 
bo, D. Francisco y D. Alberto Halbach contra la Municipali- 
dad de Zarate, sobre escrituración. 

Resulta: 1^ Que á foja 13 se presentan los demandantes di- 
ciendo que son sucesores de D. Hipólito Biel, según los docu- 
mentos acompañados, y por consiguiente son los propietarios 
de los terrenos en ellos enunciados, que fueron comprados por 
aquel ala Municipalidad demandada en 1873. Que Biel, atenta 
la escrituración de dos de Diciembre del referido año, denunció 
una área interpuesta entre la ribera del río Paraná y otra que él 
ya poseía siéndole concedida en venta previos los trámites de es- 
tilo y reservándosele por cláusula especial el derecho á adquirir 
en todo tiempo por el mismo precio dos sobrantes» que resul- 
taren hasta lindar con la ribera, tomando inmediatamente pose- 
sión de toda el área denunciada y concedida. Que asilas cosas 
han transcurrido i 5 años. Los demandantes, como sucesores de 
Biel, han mantenido esa posesión en las mismas condiciones, 
creyéndose compradores de toda el área denunciada y concedida 
por la Municipalidad. Que últimamente, por ciertas operacio- 
nes particulares de mensura que hicieron los demandantes se 
les hizo visible que el terreno había sido mal medido por la Co- 
misión Municipal á que se refiere el título, y á fin de regulari- 
zar completa y definitivamente su situación, se presentaron ala 
Corporación denunciándole el hecho y pidiéndole que, préviala 
mensura del caso, les otorgase por el precio estipulado, la corres- 
pondiente escritura de venta del exceso que resultase, á lo que 



DE JUSTICIA NACIONAL 153 

la Municipalidad accedió inmediatamente, sin restricción ni re- 
serva de ninguna especie y el terreno fué medido por el Agri- 
mensor designado. Que según esa operación había esobrante» 
por el fondo y por un costado y entonces la Municipalidad vol- 
Tiendo sobre sus pasos, se neg6 á escriturar el sobrante de cos- 
tado, comunicando á los demandantes que sólo les reconocía de- 
recho respecto al exceso por el fondo. Que después de varias 
conferencias con el Abogado consultor de la Municipalidad, se 
convino en escriturar la parte sobre que ésta reconocía el dere- 
cho, debiendo traer áeste Juzgado la resolución de las dudas ó 
contradicciones que surgían sobre el otro punto, es decir, sobre 
si tenían los demandantes también derecho para que se les es- 
criturase por el precio primitivo el exceso que resultaba sobre 
el otro rumbo. Tal es la forma en que se ha producido la de- 
manda y por la que se pide que en vista de los antecedentes del 
asunto y de las consideraciones jurídicas legales que apunta, 
se declare ese derecho y se ordene la escrituración resistida. Ci- 
ta en apoyo de sus pretensiones losartículos 1344 y 1345 del Có- 
digo Civil. 

2® Que corrido traslado de la demanda á la Municipalidad 
de Zarate, su representante lo evacuó á foja 71 diciendo: que la 
cuestión puede este Juzgado resolverla con las escrituras pre- 
sentadas por los actores y los documentos que acompaña y las 
escrituras que se reserva presentar en copia una vez que lle- 
guen á su poder. Conviene con los actores en que la cuestión 
se reduce á interpretar la cláusula contenida en la escritura de 
22 de Diciembre de 1873, y que fielmente copiada dice: «reser- 
vándoseal solicitante el derecho á comprar en todo tiempo y 
por el mismo precio actual el exceso de terreno, si lo hubiese, 
hasta lindar con la ribera del Paraná ». Que los señores Cobo 
yHalbach, como sucesores doBazin y Biel, solicitaron en com- 
pra los terrenos & todos los costados del terreno comprado por 
Biel, en tres fracciones sucesivas; pero la Municipalidad sólo 
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concedió la fracción lindando con el fondo hasta la ribera del Pa- 
raná, compuesta de 77.493 varas cuadradas, cuya concesión hacía 
por creer así cumplir la cláusula estipulada, por hallarse este 
terreno entre el ya adquirido por Biel y la ribera del Paraná; 
pero que de ninguna manera se comprende en la cláusula refe- 
rida el derecho de los demandantes á adquirir por el mismo 
precio, los sobrantes de lo& costados del terreno poseido por 
aquellos, como lo pretende demostrar en las consideraciones que 
hace. 

3** Que corrido traslado de este escrito y documentos acom- 
pañados á los demandantes; estos contestaron por el escrito de 
foja 81, sosteniendo su derecho alegado en la demanda. 

Y considerando: 1^ Que dados los términos de la demanda y 
contestación, queda la cuestión reducida á la fijación del alcan- 
ce que debe dársele á la cláusula establecida en favor de los de- 
mandantes en la escritura de foja i°. 

2" Que los términos de la cláusula en cuestión al emplearse 
en ellas las palabras «exceso de terreno», demuestra claramente, 
que al acordarse al comprador ese derecho se le hacía lógicamen- 
te, sin restricción de rumbos, tratándose de terreno municipal, y 
la limitación hasta lindar con la ribera del Paraná, debe enten- 
derse por lo tanto por toda la extensión del terreno concedido. 

3° Que no puede alegarse reserva por parte de la Municipa- 
lidad, desde que la concesión se ha hecho sin más condición de 
que si hubiere sobrante, y por lo tanto no puede interpretarse 
esa cláusula restrictivamente como lo pretende, pues aun cuan- 
do ella cause hoy lesión enorme al Fisco Municipal, ha podido 
ser legítimamente establecida desde que no se hería ni lesiona- 
ba ningún derecho privado. 

4** Que se ha alegado por parte del demandante la posesión 
del terreno cuya escrituración pretende, coya posesión no ha 
sido contestada ó negada por la Municipalidad, ni siquiera ha 
alegado que la haya interrumpido ó estorbado. 
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5^ Qae por lo tanto, se demuestra por la cUasala que trae á 
juicio esta cuestión y la posesión continuada del actor en el 
terreno cuya escrituración se pide, y no interrumpida, que la 
voluntad de la Municipalidad ha sido cumplir esa cláusula en 
toda la extensión de su expresión, puesto que si hubiera queri- 
do hacer reserva alguna hubiera puesto restricción en sus 
términos, y antes, por el contrario, acuerda ese derecha en todo 
tiempo y por el mismo precio. 

& Que la Municipalidad ha podido legítimamente constituir 
esa obligación desde que, como persona jurídica, es susceptible 
de contraer derechos y obligaciones, sin más restricciones que 
las que establece el derecho común. 

T^'Que, reasumiéndolos anteriores considerandos, resulta que 
al vender la Municipalidad de Zarate á D. Hipólito Biel el te- 
rreno que figura en la escriturado foja primera, reservó al com- 
prador, el derecho á comprar en todo tiempo y por el misma pre- 
cio el exceso de terreno, si lo hubiese sin reservas ni condiciones; 
que consintió en la posesión que no interrumpió ni estorbó y 
hoy, por lo tanto, demandada la escrituración, no puede preten- 
der la alteración de esa cláusula sin vulnerar un derecho per- 
fectamente adquirido y consagrado por esa posesión. 

Por estos fundamentos, y concordantes de los escritos de foja 
13 y 81, fallo: declarando perfecto el derecho gestionado por los 
demandantes en virtud de la cláusula contenida, de reserva en 
su favor, en la escritura de foja primera, y en su consecuencia 
condeno ala Municipalidad de Zarate á escriturar, dentro de 10 
días de ejecutoriada la presente^ á favor de los señores Ualbach y 
Cobo, el terreno que ha motivado el presente juicio, y por el pre- 
cio fijado en la referida escrít ura de foja pri mera, sin especial con- 
denación en costas. Notifíquese con el original y repónganse 
los sellos. 

Mariano S. de Aurrecoechea. 
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Fullo de la Suprema Corle 



Buenos Aires, Julio 25 de 1891. 

Vistos y considerando: Que del texto de la escritura de com- 
pra-venta cor ricnteá foja primera, que sirve de base ala deman- 
da, no resulta que el inmueble en ella expresado haya sido ena- 
jenado por la Municipalidad de Zarate como un cuerpo cierto y 
de límites fijos y determinados, expresándose sólo en ella que se 
vende á don HipólitoBiel, causante de los demandantes, una área 
de terreno bañado interpuesta entre el río Paraná y el terreno 
de su propiedad de doscientos veinticinco varas de frente al Sud- 
oeste con ciento cuarenta varas de fondo al Nord-Este hacia el 
río Paraná, 6 su equivalente á ciento noventa y cuatro metros 
ochocientos cincuenta milímetros por el primer rumbo, por 
ciento veintiún metros doscientos cuarenta milímetros por el 
fondo, con reserva al comprador del derecho de adquirir en todo 
tiempo y por el precio estipulado el exceso de terreno, si lo hu- 
biese, hasta lindar con la ribera del Paraná. 

Que no es, por tanto, de oplícacional preséntela disposición 
del artículo mil trescientos cuarenta y cinco del Código Civil, 
que se refiere al caso de venta de un inmueble cierto y deter- 
minado. 

Que sin dar mayor ni menor extensión de la qu^ en sí tiene, á 
la cláusula de la escritura de venta que acuerda al comprador 
el derecho de adquirir el exceso que hubiere en el terreno ven- 
dido, por su fondo, no puede éste, del punto de vista de ella, pre- 
tender el ejercicio de un derecho análogo por lo que respecta á 
las superficies mayores existentes á los costados del terreno 
aludido y por rumbos distintos al previsto en la escritura. 
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Que la circunstancia de las adquisiciones hechas con anterio- 
ridad por el mismo don Hipólito Biel de terreno municipal de 
igual extensión en su frente á la determinada en el contrato de 
foja primera, sirve como otro elemento á determinar que lo ven- 
dido en esteiiltimo, no era sino la posesión material expresada 
en el mismo y que esta venta fué hecha ad mensuram y no ad 
Corpus. 

Por estos fundamentos, se revoca la sentencia apelada de 
foja ochenta y siete y se declara no haber lugar á la demanda 
interpuesta; y repuestos los sellos, devuélvanse. 



BENJAMÍN VICTORICA. — C. S. DE 
LA TOnnE.— LUIS V.VAUELA. 
— ABEL BAZ.4N. — LUIS SAEKZ 
PE^A. 
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SA CCXI.I1 



Don Ángel Caboasay otros, contra Don Esteban A. Badaracco y 
Lorenzo Canale é hijo, por cobro de pesos; sobre falta de per- 
sonería y defecto legal en la demanda. 



Sumario. — 1® La falta de derecho opuesta á la acción del 
demandante, no autoriza la excepción dilatoria de falta de per- 
sonería. 

2** El defecto legal en el modo de proponer la demanda, con- 
siste únicamente en la omisión de los requisitos establecidos en 
e! artículo 53 de la Ley de Procedimientos. 



Ca50.— -Don Ángel Caboasa, patrón del pontón nacional «Mi- 
nistro P.>, por sí y por los demás tripulantes del mismo, enta- 
bló demanda por pesos 3800,46 importe de salarios y manu- 
tencioUj contra Don Martin Castelltort, expresando que éste 
era el propietario del buque. 

Antes de contestarse la demanda, Caboasa desistió de ella, en 
cuanto era dirigida contra Castelltort, y la dirigió contra Don 
Estevan A. Badaracco y Don Lorenzo Canale é hijo, aumentan- 
do lo reclamado hasta pesos 4825,46 por haberse devengado 
sueldos con posterioridad á su primera presentación. Dijo: Que 
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había interpuesto la demanda contra Castelltort por creerlo 
propietario del buque, habiendo sabido después que dicho Cas- 
telltort no ora sino un intermediario y que los propietarios 
eran Badaracco y Canale, como lo comprueba el hecho de ha- 
berle dirigido éstos elmemoramdumde foja 10, en que le comu- 
nicaban que se pusiera á las órdenes de Don Ángel Pernigoti, 

Que después de esta orden, sus relaciones fueron directas 
con Badaracco y Canale; y con Pernigoti, designado por aque- 
llos, se entendieron para el saWataje del buque cuando se fué 
á pique. 

El Juez admitió el desistimiento y corrió traslado de la nueva 
demanda. 

Don Estovan Badaracco y Don Lorenzo Canale reconocién- 
dose dueños del buque «Ministro P.» expusieron: 

Que ellos no habían solicitado los servicios del capitán Cu- 
boasani contrataron el que dice haber prestado al buque; 

Que como lo demuestra lacopia que presentan, en 25 de Ene- 
ro de 1890, dieron en arrendamiento el buque á Don Julio 
Torres y Don Martin Castelltort, sin más obligación que la de 
entregarlo pronto para la navegación y con sus anclas, menos 
el velamen; ^ 

Que la tripulación fué contratada por los arrendatarios y 
con éstos se entendió siempre el patrón; 

Que es cierto que hicieron el salvataje del buque cuando se 
fué á pique; pero ésto lo hicieron á pedido de los arrendatarios; 
y esta circunstancia no puede obligarlos apagar salarios d una 
tripulación que ellos no han contratado; 

Que es tan cierto que el demandante se ha entendido con los 
arreiidatarios, que ellos le dieron la orden de foja 23 para que 
entregara la carga que contenía el buque cuando se fué á pi- 
que, á los aeñores lírmeneta y Santiago; 

Que la demanda no ha podido dirigirse contra ellos conjunta- 
mente, sino por separado, y por este motivo es defectuosa; 
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Que el buque es de propiedad de Don Esteban Badaracco y 
Don Lorenzo Gánale, y entretanto, la demanda es contra Ba- 
daracco y contra Lorenzo Gánale é hijo, razón que nada tiene 
que hacer en este juicio . Dijeron que oponía con carácter previo 
las excepciones de falta de personalidad y de defecto legal en 
el modo de proponer la demanda; y pidieron que ésta fuera re- 
chazada con costas. 

Gorrido traslado de las excepciones, pidió el demandante 
que no se hiciera lugar á ellas, con costas. Dijo: Que la de falta 
de personalidad es improcedente, desde que los demandados re- 
conocen que son dueños del buque, que se han prestado los ser- 
vicios cuyo importe se demanda, y desde que el artícelo 878 y 
siguientes del Gódigo de Gomercio, impone á los dueños la obli- 
gación de remunerarlos, puesto que han sido prestados en bene- 
ficio del buque; 

Que el contrato de arrendamiento celebrado entre los deman- 
dados y Torres y Castelltort no puede oponerse á terceros, por- 
que según lo dispone el artículo 866, Gódigo de Gomercio, debe- 
ría para eso revestir las formalidades de la escritura pública; 

Que la improcedencia de esta excepción se demuestra ade- 
mas, con lo que expresa en la demanda; 

Que en cuanto al defecto que se imputa á la demanda, debe 
decir que ella es dirigida precisamente contra Don Estevan A. 
Badaracco y don Lorenzo Gánale; y si dijo Lorenzo Gánale é 
hijo fué para distinguir á éste de su padre que tiene el mismo 
nombre; 

Que esta excepción no procede, desde que los dueños 6 copar- 
tícipes de ese buque son conjuntamente responsables de las 
deudas contraídas eu beneficio del buque, según lo dispone el 
Gódigo de Gomercio. 
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Fallo del Juex Federal 



Buenos Aires, Abril 10 de 1891. 

Y vistos : Por los f andamentos aducidos en el escrito de foja 
30; y considerando además: 

1° Que los demandados apoyan la primera de las excepciones 
opuestas en el escrito de foja 25, en el precepto del inciso 2®, 
artículo 73 de la ley nacional de Procedimientos, que se refie- 
re á la falta de personalidad en el demandante ó su procurador. 

2^ Que entretanto, del tenor del escrito mencionado no apa- 
rece puesta en tela de juicio la capacidad legal del demandante, 
por sí, ó como representante de otros, que es lo que constituye 
la mencionada excepción, sino su falta de acción para cobrar 
los salarios que reclama á los demandados, lo que constituye una 
excepción perentoria, que sólo puede oponerse como contesta- 
ción á la demanda; y de ningún modo como artículo previo. 

3° Que además^ los demandados reconocen esplícitamente ser 
los propietarios del pontón nacional «Ministro P.>, en el cual 
prestaron sus servicios los demandantes, resultando del contrato 
exhibido por aquellos, que los únicos gastos á cargo de los arren- 
datarios son los impuestos de puerto y muelle y los despachos 
de aduana, de donde se deduce que los salarios de la tripula- 
ción quedaban á cargo de los propietarios. 

4°Queen cuanto al defecto legal atribuido á la demanda, con- 
sistente en haberse demandado conjunta y no separadamente á 
Badaracco y Gánale, debe observarse, en primer lugar, que dicha 
circunstancia, no constituye el defecto legal que autoriza á no 
contestarla, pues este se refiere á la omisión de los requisitos 
establecidos en el artículo de la ley de procedimientos; y en se- 
gundo lugar, es perfectamente esa forma tratándose de una ac- 

T XV 11 
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cion dirigida contra los copartícipes de on buque, atentólo dis- 
puesto en los artículos 878 y siguientes del Código de Comer- 
cio. 

Por estos fundamentos, fallo: rechazando con costas las excep- 
ciones opuestas, y mando se conteste la demanda en el término 
legal. 

Virgilio M. Tedin, 



Fallo de la Suprema €*orte 

Buenos Aires, Julio S8de 1891. 

Vistos: Por los fundamentos contenidos en el auto apelado de 
foja treinta y tres vuelta, relativamente á la excepción de defecto 
en el modo de proponer la demanda, y los contenidos en el pri- 
mero y segundo considerando del mismo auto, relativamente á 
la excepción de falta de personalidad, se confirma aquel, con cos- 
tas; y repuestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMÍN VICTORICA. — C. S. DE 
LA TOURE. — LUIS V. VÁRELA. 
—ABEL BAZAN. — LUIS SAENZ 
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CAV8A CCXI^III 



DonCarlosAvalos, contra doña Mana L. de González; sobre 

mensura. 



Sumario. — 1** Protestada una mensura, y ejecutoriado el au- 
to por el cual se ordena que los interesados hagan valer sus 
derechos por la vía ordinaria, corresponde que se mande forma- 
lizar la oposición. 

2® Antes de esto no puede pedirse se deseche la oposición co- 
mo improcedente y se apruebe la mensura, por razón de haber- 
se admitido una demanda de jactancia del protestado, y de no 
haber el protestante interpuesto la acción exigida. 



Caso. — En 13 de Mayo de 1890 Don Carlos Avales se presentó 
al Juez Letrado del territorio nacional del Chaco, pidiendo men- 
sura de un lote de terreno rural. 

El Juez accedió y fueron citados los linderos que el actor 
manifestó ser: al N. E., la viuda de Don Gervacio González; al 
N.O., el Dr. Fermin E. Alsina; al S.E., el señorPaqüisi,y al 
S.O. el señor Odorice. 

Hecha la mensura^ don^Manuel Zamora, apoderado de la se- 
ñora González, declaró que el terreno mensurado correspondía 
á su representada. 



164 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

El Juez, por decreto de 28de Junio de 1890, ordenó se hicie- 
se saber á los interesados que podían deducir las pretensiones 
que juzgaran pertinentes, para ser substanciadas y decididas por 
los trámites del juicio ordinario. 

En 12 de Julio, Avales se presentó entablando contra Don 
Manuel A. Zamora, apoderado de doña María L. de González, 
demanda de jactancia, fundándose en la manifestación hecha 
al concluirse la mensura. 

Pidió que confesara ó negara lo eipuesto en dicha manifesta- 
ción, y luego seleconfiriera vista. 

El Juez proveyó de conformidad, y Zamora manifestó que lo 
manifestado en la diligencia de mensura es^ cierto y se ratifica 
en él. 

Avales, con vista de esta diligencia, pidió se ordenase al jac- 
tancioso que entablara su acción con todos los recaudos del caso 
dentro de 10 días, bajo apercibimiento. 

El Juez proveyó como se pide. 

Zamora, acompañando el poder de Doña María Larrande via- 
da de González, expuso que Don Carlos Avalos molestaba á su 
representada en la posesión del cuarto lote, número 199, ocupa- 
do actualmente por Don Sebastian Maque. 

Que los actos materiales con que la inquieta en la posesión 
son la mensura que ha hecho practicar, y la demanda de jactan- 
cia que ha entablado. 

Hizo la historia de la casa que actualmente ocupa Maque: 
comprada por el marido de la González en remate judicial en 
1881, y poseída ahora por su representada, y entabló contra 
Avalos el interdicto de retener. 
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Auto «leí Juez Ijetrado 



Resistencia, Setiembre 1* de 1890, 

Para que pueda intentarse el interdicto de retener preciso es 
que se enuncien actos atribuidos al demandado, por los cuales 
éste baya tratado de inquietar en su posesión di actor. 

La mensura hecba por el perímetro no lo ba molestado en la 
posesión; y tan es así, que dejó tranquilamente que se ejecuta- 
ra; y sólo una vez terminado constató su oposición; y sigue po- 
seyendo muy pacíficamente. 

La acción de jactancia no es un acto material que le moleste 
en su posesión . 

No existiendo, pues, el extremo prevenido en el inciso 2^ del 
artículo 574: no ba lugar á la convocación solicitada. 

Parodié. 



Avales se presentó en l^^de Octubre, y alegando que Zamora 
no babía deducido más acción qae el interdicto, que babía sido 
recbazado, pidió se condenara con costas á su representada, or- 
denándole que guardase perpetuo silencio, y se aprobase la men- 
Siira practicada por el ingeniero Muti. 



Fallo del Jueas Iletrado 



Resistencia, Octubre 11 de 1890. 

Y vistos: estos obrados, iniciados por Don Carlos Avales atri- 
buyendo á Doña María L. de González^ por intermedio de su 
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apoderado Don Mannel A. Zamora, manifestaciones preten- 
siosas é infundadas á un terreno que dice aquel ser de su pro- 
piedad. 

Resulta: que el señor Avales entabló acción de jactancia y el 
Sr. Zamora expresó en diligencia que es muy cierto que su 
mandante es propietario del terreno de que se dice dueño 
aquel. 

Intimado para que dedujera acción, en virtud de tal preten- 
sión, el señor Zamora expresó: que hacen más de diez años que 
su instituyente es propietario del terreno en discuBion y que se 
halla en quieta y pacífica posesión, teniéndolo actualmente 
arrendado á un colono. 

Que el señor Avales la viene molestando en la posesión des- 
de algún tiempo atrás, pretendiendo que ese cuarto de lote es 
el que él ha comprado á Doña Juana C. de Sicardi. 

Que en su consecuencia interponía el interdicto de retener; 
expresando que los hechos materiales que le inquietaban en la 
posesión eran: la mensura practicada y la acción de jactancia 
deducida. 

El Juzgado no hizo lugar á esta acción posesoria, soste- 
niendo que la mensura ya practicada por el perímetro y com- 
pletamente consumada no había molestado y menos molestado 
al poseedor; que ello no era pues el acto material requerido en 
el i"" inciso del artículo 574 y que mucho menos lo era la ac- 
ción de jactancia. Ejecutoriado el auto, el señor Avales se 
presenta pidiendo: que en virtud de no haber deducido acción 
el jactancioso se le condene, con costas, á guardar perpetuo 
silencio, y que se apruebe la mensura practicada en el expe- 
diente respectivo por el señor Muty. 

De este expediente resulta: que practicada la mensura á pe^ 
ticion del actor^ una vez consumada, el señor Zamora expuso: 
que el terreno medido correspondía á su representada. 

En virtud de tal oposición, en auto ejecutoriado, el Juzgado 
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declaró, en conformidad al artículo 624, que los interesados de- 
bían deducir las pretensiones que juzgaren pertinentes. 

Ahí quedó ese expediente; y se formó luego el de jactancia. 

Considerando: que el artículo 425 del Código de procedimien- 
tos concede la acción de jactancia contra quien se atribuye de- 
rechos propios á bienes que constituyen el patrimonio del re- 
cúrrente. 

Que éste no ha probado que se halla en posesión del terreno 
cuestionado, pareciendo más bien que la posesión la tiene la se- 
ñora de González; á estar á lo extensamente expuesto en el es- 
crito en que interponía el interdicto de retener, y al silencio 
que sobre tal posesión guarda aquel. 

Que al actor le hubiera correspondido probar que tiene tal 
posesión; pues sin' ella, aunque tenga el más justo título 
imaginal)Ie, tendrá un derecho á poseer para lo cual necesitará 
pedirlo de quien corresponda; pero jamás podrá afirmar que es 
parte constituyente de su patrimonio lo que no posee, por sí ó 
por intermedio de un poseedor precario. 

No habiendo, pues, justificado que el bien discutido sea parte 
de su patrimonio y habiendo más bien confesado que de él se 
encuentra en posesión Doña María L. de González: se declara 
improcedente la acción de jactancia deducida por Don Carlos 
Avales. 

En cuanto á la aprobación de la mensura que incorrecta- 
mente se solicita en este expediente, se declara: que ello tam- 
poco corresponde, pues existe oposición; y en tal caso, el ar- 
tículo 624 del Código de Procedimientos en lo Civil establece: 
que el Juez substanciará, por los trámites del juicio que corres- 
ponda, las pretensiones que se deduzcan; y hasta hoy éstas na- 
die las ha deducido. Repóngase el papel; y si esta resolución 
quedase ejecutoriada; archívese. 

Alfredo Parodié. 
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Avalos apeló y se le concedió el recurso libremente. 

Expresando agravi;}s el doctor don M. G. Méndez, por Ava- 
los, pidióla revocación déla sentencia apelada. 

Después de hecha la historia de los autos, dijo que la «actitud 
asumida por la señora de González provoca estas convicciones: ó 
ella ha deducido la acción á que se la apremiaba por el juicio 
de jactancia, ó no lo ha hecho. Si lo primero, la acción ha si- 
do rechazada, y el Juez debió aprobar la mensura declarando 
improcedente su oposición; si lo segundo, vencido el término de 
los iO dias, la ley imponía al Juez el deber de hacer efectivo e' 
apercibimiento de la demanda de jactancia, y declarar caduco 
el derecho pretendido por la señora de González. 

Que el Juez letrado ha prescindido de ésto y ha aducido he- 
chos y consideraciones no alegadas, que además no son aten- 
dibles. 

Que, en efecto, no puede discutirse que el terreno en cuestión 
sé halla en el patrimonio de Avalos, pues ha probado su dominio 
con los títulos de propiedad, sin los cuales no había podido or- 
denarse la mensura. 

Que el origen de los títulos es incontestable, pues procede del 
Gobierno nacional, y se hallan en escritura pública. 

Que dicho título prueba también lo posesión, pues la escritu- 
ra expresa que se ha cumplido lo que dispone el artículo 92 de 
]a ley de 5 de Octubre de 1876 sobre inmigración y colonización, 
loque importa que el concesionario tenía el terreno poblado 
y cultivado, y por lo tanto que tenía su posesión. 

Que ante esta prueba, nada vale el argumento de que parece 
que tiene la posesión la señora de González, á estar á su escrito 
y al silencio de Avalos, á quien no se le corrió traslado de aquel 
escrito, y no tuvo por tal razón oportunidad para impugnar las 
acciones de la señora González, á las que nunca ha asentido. 

Que lo que la señora González trae como título es que el 
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Juez de Primera Instancia de Corrientes aprobó en los autos 
testamentarios de Don Agustin Yasquez una venta hecha á fa- 
vor de Don Gervasio González de una casa y terreno en Resis- 
tencia, de 300 varas cuadradas, expresándose que Yasquez no 
tenía título. 

Que deesa venta no se autorizó escritura pública. 

Que aun prescindiendo de estas dos circunstancias que qui- 
tan todo valor á la pretensión de la señora [González, resulta 
que el área y la ubicación del terreno que éste pretende son dis- 
tintas del de Avales. 

Que en efecto, según el testimonio de la señora González, 
aparece que el terreno vendido á González linda por el E. con 
terreno poseído por Doña Juana G. de Sicardi, que es hoy el 
de Avales. 

Que por otra parte la señora Larrande no haj acreditado que 
el terreno que dice poseer haya pasado á ser suyo. 

Que la demanda de jactancia es procedente, y el Juez ha de- 
bido proveer sobre la efectividad del apercibimiento. 

Que declarado caduco el derecho de la señora González, ó 
rechazado, la protesta de la mensura carece de base, y ésta de- 
be aprobarse. 

Que protestada una mensura, incumbe al protestante probar 
los fundamentos de la protesta. Si no lo hace, 6 sí lo hace re- 
chazándose estos, la mensura debe ser aprobada. 

En rebeldía de la parte apelada se dictó el 



fr'allo de If» Suprema Corte 

Buenos Aires, Julio 28 de 1891. 

Vistos y considerando: que en el estado actual de la causa, 
consentida y ejecutoriada la resolución por la cual el Juez Le- 
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trado del Chaco ordenó á los interesados hacer valer sus dere- 
chos por la vía ordinaria en vista de la protesta deducida por 
Doña María L. de González ó su apoderado contra la mensura 
practicada á solicitud de Don Carlos Avalo3 y rechazada, como 
lo fué, la demanda de interdicto deducida por la primera, sólo 
resta, de conformidad á lo dispuesto por el artículo seiscientos 
veinte y cuatro de la ley de procedimientos, el cumplimiento de 
la resolución referida, que no se ha ejecutado aún, y que se for- 
malice, en consecuencia, la oposición deducida, en cuya oportu- 
nidad la señora González podrá hacer valer los derechos que 
crea tener contra la petición de mensura, y las acciones que le 
correspondan, atóntala calidad que se atribuye de poseedora 
del terreno mensurado. 

Por esto, y sin juzgar déla procedencia de la acción de jac- 
tancia deducida, por no ser ello necesario en las circunstancias 
de la causa, y por el mérito mismo de la presente resolución: se 
confirma con costas el auto apelado de foja diez y ocho vuelta 
en cnanto no hace lugar á la aprobación de]la mensura practica- 
da; y á los efectos indicados, vuelvan los autos al Juez a quo 
con reposición del papel. 

BENJAMÍN V1CT0R£CA. — C. S. DE 
LA TORRE. — LUIS V. VÁRELA. 
— ABEL BAZAN.— LUIS SAENZ 
PEÑA. 
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i AIJÍI4A CCXI4IV 



Carril y Moreno contrael Ferrocarril Gran Oeste Argentino, por 

cobro de pesos; sobre competencia 



Sumario» — En las causas sobre transportes por ferrocarriles 
nacionales, que no sean de propiedad de la Nación, debe acredi- 
tarse el fuero federal por razón de la distinta nacionalidad ó ve- 
cindad délas partes. 



Caso. — Elevada por apelación á la Suprema Corte la causa 
seguida por los señores Carril y Moreno contra el Ferrocarril 
Gran Oeste Argentino, por cobro de pesos, procedente de trans- 
porte de mercaderías, se mandó acreditar que el caso correspon- 
día ala jurisdicción federal. 

En el reclamo de los interesados recayó el siguiente 



Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Julio 30 de 1891. 

« 

Nosiendode aplicación al presente caso la resolución áque esta 
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parte se refiere (1), por no tratrrse de un ferrocarril de propie- 
dad de la Kaoíon, ni ser ésta, parte en los autos, aunque la Em- 
presa demandada pueda tener el carácter de nacional á los ofec- 
tos de la ley de policía de los ferrocarriles; y tratándose además, 
de las obligaciones meramente de un contrato de transporte, re- 
gido por las disposiciones del derecho común, estése á lo resuel- 
to á foja cincuenta y cuatro. 

BENJAMÍN yiCTORlGA.-~G. S. DE 
LA TORRE. — ABEL BAZAN.— 
LUIS SAENZ PEÑA. 



SA C€-^I.V 



D. Santiago Allende contra D. Pedro Christophersen, agente del 
vapor (uliouen »; sobre cobro de averías 



Sumario. — í^ El daño procedente de presión de estiva, de- 
bida á hechos no imputables al Capitán, no hace parte de la in- 
demnización de averías sufridas por la carga. 

2° De la suma que se manda abonar pordicha indemnización, 
se deben los intereses á contar desde el día en que debió hacerse 
la entrega déla carga. 

[1] La resolución referida por los interesados es la de la serie 2, 
tomo 19, página 160 de los Fallos de la Suprema Corte. 



\ 
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3"^ Son de cargo del responsable de las averías, las costas 
causadas en el juicio pericial sobre la existencia é importe 
dól daño. 



Caso. — En 24 de Enero de 1887, D. Francisco Cagliolo, por 
D. Santiago Allende, se presentó al Juzgado de Sección, expo- 
niendo: 

Que por el vapor uRoneni) habían venido á la consignación de 
sn representado 274 pipas, 29 medias pipas y 52 cuarterolas de 
vino tinto español; y como tuviese conocimiento de que se ha- 
bía sustraído y aguado el vino, y de que se había efectuado 
robos de pipas, pedía un reconocimiento judicial de la carga. 

Acompañó el conocimiento, suscrito en Valencia, y cuyo artí- 
culo 1® dice: «El Capitán no responde, sea como conductor, sea 
como contribuyente á la avería gruesa,. . . de las averías ocasio- 
nadas por insuficiencia de los embalajes... del derrame de los 
líquidos... de los daños causados... por el contacto de unas 
mercaderías con otras». 

El artículo 3**. dice: «El capitán, en caso de pérdida de que 
él sea responsable, sólo estará obligado á pagar el valor intrín- 
seco délas mercaderías... sin daños y perjuicios...» 

Posteriormente, las partes manifestaron que habían convenido 
en que se revisara la carga por dos peritos, los que constatarían 
la existencia de daños y su mouto. 

Practicado el examen, los peritos informaron: 

Que había cuarentapipas, 7 medias y una cuarterola con 1797 
galones de falla, originada por la presión de estiva y 399 galones 
de falla originada por espiches, tapón movido y golpes, más 25 
nacionales de desmérito en las dos pipas número 260 y 579 con 
tapón movido y aguadas; 

Que opinaban que la presión de estiva fuera originada por los 
malos tiempos que debía haber sufrido el vapor durante el viaje ; 
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Qne las pipas eran de capacidad de 124 galones cada una, las 
medias de 62 galones y de 36 las cuarterolas; 

Qae la merma natural y de uso comercial era de tres por cien- 
to; y el precio corriente en los días que practicaron la pericia 
era, término medio, de 120 nacionales la pipa de vino de esa 
clase, rehenchida y despachada, con descuento de 4 ^/o al con- 
tado. 

Ampliando sa dictamen, los peritos manifestaron: 

Qne habían omitido hacer constar que faltaba una pipa; y que 
á consecuencia de nuevos informes, habían constatado que el 
vino deesa marca se vendió á la llegada del vapor á 126 nacio- 
nales la pipa, rehenchida y despachada, con descuento de 4 7o 
al contado. 

El perito nombrado por el Juez para practicar la liquidación 
de los dañoS) tomando por base les datos suministrados por los 
peritos nombrados por las partes, hizo la siguiente avaluación, 
en la que deducía el 4 % correspondiente á las ventas al con- 
tado: 

Fallas originadas por la presión de estiva $ m/n 1660.41 

Fallas originadas por golpes 200.90 

Fallas por espiches 148.39 

Fallas por tapa movida 9.06 

Desmérito por vino aguado 25.00 

Falta de entrega U 7.00 

Total ... S m/n 2160.76 

El representante de Allende observó esta liquidación, di* 
ciendo: 

Que el descuento de 4 Vo qne hacía el perito era inaceptable, 
porque suponía una venta al contado, y en ese caso no había tal 
venta, ni el precio de los artículos se recibía al contado, pues 
el juicio que perseguía su abmo tenía ya cerca de seis meses; 
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Que en cuanto al vino aguado, era igualmente inaceptable la 
estimación pericial, porque no era posible saber qué valor ten- 
dría en plaza un vino que no era puro, siendo el procedimiento 
más correcto, que el demandado abonara él valor del artículo, 
como bueno, tomándolo para sí. 

Posteriormente, el representante de Allende entabló deman- 
da en forma contra D. Pedro Cristophersen, para el cobrode las 
averías. 

Repitió los antecedentes del asunto y sus argumentos res- 
pecto al descuento del 4 Vo y á la estimación del vino aguado. 

Respecto del último punto, decía que no había más que dos 
soluciones: la venta en remate por cuenta del demandado, ó el 
abono íntegro del precio^ quedando de su propiedad el artículo 
en cuestión. 

Agrega qne el artículo 1037 del Código de Comercio estable- 
cía la responsabilidad del dueño del buque por la indemnización 
en favor de terceros á que hubiera dado lugar la culpa del ca- 
pitán en la guarda y conservación de los efectos que recibió d 
bordo; 

Que la indemnización debía comprender los intereses deven- 
gados con anterioridad á la demanda y los gastos judiciales 
ocasionados, según lo establecían la ley y la doctrina; 

Que el artículo 1069 del Código Civil estatuía que el daño 
comprendía no sólo el perjuicio efectivamente sufrido, sino tam- 
bién la ganancia de que fué privado el damnificado por el acto 
ilícito; 

Que los gastos judiciales debían considerarse como una con- 
secuencia inmediata del daño; y los intereses devengados con 
anterioridad á la demanda, desde el momento que se soportaba 
el daño, constituían la ganancia de que fué privado, siendo 
equitativo que el cálculo se hiciera computando el interés de 
plaza^obre el valor en dinero de las mercaderías á indemni- 
zarse; 
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Que según Laurent, número 327, el principio de que los in- 
tereses no se deben sino desde el día de la demanda, no es apli- 
cable á los daños y perjuicios que resultan de los cuasidelitos, 
pues el Juez puede comprender en ellos los intereses de la in- 
demnización, que no son intereses moratorios, sino perjuicios é 
intereses que compensan el daño causado. 

Que desde que la parte contraria no liabía objetado la liqui- 
^ dación practicada, era lícito suponer que, por lo menos, se re- 
conocía deudora por el importe de dicha liquidación. 

Pidió que se condenara á Cristophersen apagar en el térmi- 
no de diez días: 

l^ La suma de 2160 pesos con 76 centavos importe de la li- 
quidación pericial, con más el aumento del 4°¡o que los peritos 
excluían; 

2"^ El importedelas dos pipas de vino aguado,'árazondel26pe- 
sos cada pipa, según el precio fijado por los peritos, sin perjuicio 
de que el demandadoloshiciera vender, si lo estimare conveniente: 

3° Los intereses legales sobre e! capital; 

4® Los costos y gastos del expediente sobre el reconocimiento 
pericial de las mercaderías y los costos y gastos de este juicio. 

Conferido traslado de la demanda, Cristophsrseu expuso: 

Que las dos observaciones hechas á la liquidación carecían de 
fundamento: la primera, referente al descuento de 4 ®/o, porque 
si bien no se trataba de una venta al contado, se trataba de pa- 
gar el impurte al contado, no pudiendo pretender el contrario 
que, so pretesto de indemnización, se le entregase más de lo que 
percibiría si vendiese la mercadería por dinero de contado; co- 
mo lo probaba el hecho de cobrar intereses; 

Que si el contrario hubiera vendido su mercadería al contado, 
habría tenido que hacer descuento; y si la hubiera vendido á 
plazo, no habría hecho descuento; pero tampoco habría cobrado 
intereses: luego no podía acumular contra él dos cosas jque no 
concurrían nunca; 
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Respecto á la observación relativa al precio del vino aguado, 
decía que no veía por qué los peritos no habrían podido hacer 
esa avaluación, cuando ellos eran personas competentes que dia- 
riamente hacían pericias semejantes 7 su proceder se ajustaba 
>á la práctica constante; 

Agregó que la contraparte fundaba su pretensión en el artí- 
culo 1037 del Código de Comercio, que trataba de la indemniza- 
ción á que diere lugar la culpa del capitán, la que sólo compren- 
día las fallas procedentes de golpes, espiches, tapa movida, vino 
agnado 7 falta de entrega que, según la liquidación, sólo im- 
portaba 500 pesos moneda nacional con 35 ceritavos. 

Que no entraba, pues, en la prescripción de ese artículo, ni 
de ninguno de los otros citados por el actor, la falla procedente 
de la presión de estiva 7, además, el actor no alegaba que las 
mercaderías hubieran sido mal estivadas, por cu7a razón debía 
desestimarse su pretensión; 

Que esta falla, que debía considerarse como vicio propio de la 
cosa ó fuerza ma7or, estaba exceptuada de la indemnización 
por el artículo 1067 del citado Código; 7 era sabido que ella era 
materia de indemnización por parte de los seguros, ó del cul- 
pable del mal embalaje; 

Que además, el vapor «Rouen» sufrió fuertes temporales en 
su viaje, loque constaba en el extracto del diario náutico agre- 
gado á !o8 autos que había seguido con D. Domingo RoUeri, so- 
bre pericia, al que se remitía; 7 que Rolleri, reconociendo la 
existencia de la fuerza ma7or, ocurrió á entenderse con los ase- 
guradores. Dijo que su intervención en la pericia no importaba 
na reconocimiento tácito de so responsabilidad, pues el artículo 
1246 decía que esta diligencia, aunque fuera solicitada por el 
capitán, no perjudicaba sus medios de defensa; 

Que, además, si no observó la liquidación, fué porque le pa- 
reció bien hecha, porque en ella, no se decía que él quedaba 
obligado á pagar su importe total; 7 porque hasta entonces 
T XV 12 
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Allende no había pretendido, por medio de una demanda en for- 
ma que le pagase lo que no le debía; 

Que había ofrecido abonarle al actor el importe de las fallas 
procedentes de golpes, espiche, tapa movida, vino agnado y 
falta de entrega, y si este no quiso recibirlo, no era suya la cul- 
pa; por cuya razón no debía abonarle intereses algunos, pues no 
había incurrido en mora; 

Que en el caso más desfavorable podría obligársele á pagar 
los intereses desde la fecha de la demanda; 

Que la condenación en costas procedía contra el demandante 
por haber incurrido en la plus petition (ley 43, título 2^, parti- 
da 3"; serie 2% tomo 8% página 255^ y tomo 7% página 389 de 
los fallos de la Suprema Corte). 

Pidió que se declarase que sólo debía 500 pesos moneda na- 
cional con 35 centavos, y se condenase encestas al actor. 

Posteriormente Cristophersen manifestó: 

Que Allende había depositado en el Banco á la orden delJnez 
la suma de 1935 pesos con 35 centavos oro sellado, como im- 
porte del flete de las mercaderías que le vininieron consignadas, 
cuya snma le correspondía percibir como agente del vapor 
«Rouen»; y pidió que se librase oficio al Banco para que se le 
entregase. 

En un otrosí dijo: que su responsabilidad era conocida y que 
garantía abonar todas aquellas fallas que llegaran á ser decla- 
radas judicialmente á cargo del buque, hasta la concurrenda de 
la suma cuya extracción solicitaba, por coya razón esperaba que 
se levantara el embargo que pesaba sobre dicha suma. 

Acompañó el certificado de depósito en el Banco. 
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Aulo del «fue» Federal 



Buenos Aires, Setiembre 10 de 1887. 

En lo principal, líbrese oficio al Banco Nacional para que 
con la intervención del actuario se entregue á D. Pedro Cristo- 
phersen la suma de 1935 pesos con 35 centavos depositados á 
la orden de este Juzgado por D. Santiago Allende. 

Al otrosi, como se pide. n 

Virgilio M. Tedin, 

Notificada de esta resolución, la parte de Allende dijo que no 
estaba conforme con ella: 

Que habiendo justificado la existencia de perjuicios, recono- 
cidos en parte por Cristophersen, podía exigir que la suma obla- 
da se retuviese hasta la terminación del asunto y también po- 
día solicitar un embargo preventivo; 

Que el depósito fué hecho bajo la expresa condición de res- 
ponder á las resultas del asunto, y que esa condición no fué 
observada, aceptándose tácitamente; 

Pidió revocatoria del auto del Juez y que, en caso de consi- 
derarlo necesario, se decretase el embargo preventivo de la su- 
ma depositada, interponiendo subsidiariamente el recurso de 
apelación. 

Conferido traslado, Cristophersen pidió el rechazo, con costas 
de lo solicitado por la parte de Allende. 

Dijo: Que lo más que esta podía pretender era que quedara 
depositada lá suma que él había declarado adeudar; pero no el 
resto, porque de la pericia practicada resultaba que la causa de 
la falla era la presión de estiva, y porque para impedir que el 
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fletante recibiese el importe del flete, por considerable qne fue- 
se, les bastaría á los fletadores reclamar sumas insignificantes; 
Que su responsabilidad era notoria; que el embargo preventivo 
no procedía, pues la pericia en que pudiera fundarse sólo arroja- 
ba en su contra la suma que él había reconocido^ ni tampoco 
procedía el recurso de apelación, por no ocasionar el auto gra- 
vamen irreparable. 



Auto del «iueis Federal 



Buenos Aires, Noviembre 19 de 1887. 

Vistos: Atento lo resuelto en esta misma fecha en el inciden- 
te sobre pago de averías y por los fundamentos aducidos en el 
precedente escrito, declárase que sólo debe quedar depositada 
en el Banco Nacional la cantidad que en dicha resolución se 
manda pagar áfavor de Allende, debiendo cumplirse la resolución 
de foja. .. por el sobrante. 

Virgilio M. Tedin. 
Proveyendo sobre loprincipal, el Juez dictó el siguiente: 



rallo del JuesE Federal 



Buenos Aires, Noviembre 19 de 1887. 

Vistos y considerando: i° Que el Agente del vapor cRouem 
D. Pedro Cristophersen, está conforme en reconocer á su cargo y 
pagar el importe de las averías procedentes de golpes, espiches, 
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remoción de tapones, vino aguado y falta de entrega, que por su 
misma naturaleza acusan dolo ó culpa grave del Capitán ó de la 
tripulación, cuyo jalor, según la estimación pericial hecha & 
foja 12 y liquidación de foja 34, importa 500 pesos con 35 cen- 
tavos. 

2^ Que por consiguiente la única cuestión á resolver es, si 
son también á cargo del mismo Cristophersen los daños causa- 
dos por presión de estiva, que según los antecedentes mencio- 
nados importan 660 pesos con 50 centavos, lo que constituye 
una cuestión de puro derecho, pues no se discute ni el origen ni 
el importe del daño, únicos hechos que podrían ser materia de 
prueba. 

3° Que á este respecto la opinión de los peritos de ambas 
partes es que la presión de estiva notada en general en el car- 
gamento del «Rouen » ha sido originada por malos tiempos que ha 
debido sufrir el buque durante el viaje^ circunstancia que se ha 
comprobado debidamente por medio de los asientos en el diario 
de navegación, que prescribe el artículo H 85 del Código deCo- 
mercio, según consta en el extracto agregado á foja 34 delexpe- 
diente Seguido por D. Domingo Bolleri de que ha hecho méri- 
to el demandado. 

4^ Que déla responsabilidad que incumbe al Capitán por los 
efectos recibidos á bordo, están expresamente exceptuados los 
daños provenientes de vicio propio de la cosa ó fuerza mayor, 
conforme al artículo 1016 del Código citado, á cuyas circuns- 
tancias es forzoso atribuir el derrame ocasionado por la pre- 
sión de estiva, cuando por otra parte no se ha insinuado siquiera 
que el cargamento haya sido estivado, contrariamente á lo que 
prescriben las reglas del arte, según la condición de la merca- 
dería. 

5° Que no puede clasificarse como baratería daños de esta 
especie, pues por tal se entiende únicamente todo acto por su 
naturaleza criminal ejecutado por el capitán en el ejercicio de su 
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empleo 6 por individuos de la tripulación, del cual resulte daños 
graves al buque ó la carga (artículo 1370, inciso 11 , del Código 
de Comercio), del modo ((ue las partes han podido pactar lícita- 
mente sobre laresponsabilidad procedente de ellas, rigiendo por 
lo tanto la cláusula primera del conocimiento acompañado á fo- 
ja primera, en cuanto exceptúa de aquella al capitán por los da- 
ños procedentes del contacto de unas mercaderías con otras ó 
insuficiencia de embalaje. 

6^^ Que por la cláusula tercera del mismo conocimiento se ha 
convenido que en caso de pérdida, de la cual tenga que respon- 
der el Capitán, sólo deberá pagar el valor intrínseco de la mer- 
cadería sin daños é intereses, lo que importa excluir toda in- 
demnización que no sea el justo valor del objeto ó mercadería 
faltante, á cuyo precepto deben sujetarse las partes, con arreglo 
á lo dispuesto en el artículo 209 del Código de Comercio y de- 
biendo admitirse como justo precio el que los peritos han fijado 
según su ciencia y conciencia, porque se les presume competentes 
en la materia desde el momento que las partes depositaron su 
confianza en ellos. 

Por estos fundamentos, fallo: declarando que el agente del 
vapor «Rouen», D. Pedro Cristophersen, sólo está obligado apa- 
gar la cantidad de 500 pesos con 35 centavos moneda nacional, y 
los intereses moratorios desde la fecha de la demanda. 

Virgilio M. Tedin. 



Fallo de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Julio 30 de 1891. 

Vistos : Atento el reconocimiento del demandado, de que ha- 
ce mérito el considerando primero de la sentencia apelada de 
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foja noventa y cnatro; y considerando, por lo que respecta á las 
fallas procedentes de presión de estiva, que de la prueba testi- 
monial y documental producida en esta segunda instancia^ resul- 
ta que ella no procede de mal arrumaje de la carga sino de 
hechos no imputables al capitán: se confirma dicha sentencia 
con declaración de que los intereses déla suma mandada abo- 
nar por ella al demandante deben contarse, atenta la naturale- 
za de los hechos de que procede la obligación, desde el día en 
que se hizo ó debió hacerse á aquel entrega de la carga; de que 
son además, de cargo del demandado, las costas de la diligen- 
cia pericial de foja doce. 

En cuanto al incidente del retiro de la consignación hecha 
á foja ochenta, prosígase según corresponda al mérito y ejecu- 
ción de la presente resolución; y repuestos los sellos, devuél- 
vanse. 

benjamín VICTORICA.— C.S. DE 
LA TORRE. —ABEL RAZAN.— 
LUIS SAENZPEÑA. 
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CAIJfitA €€XI.VI 



Don Miguel Torcella, contra la Municipalidad de la Capital 
por interdicto de retener; sobre competencia. 



Sumario. — El desalojo ordenado por la Municipalidad déla 
Capital, por razón de higiene, pertenece á lo contencioso-admi- 
nistrativo, y los Tribunales Federales son incompetentes para 
conocer en él. 



Ca^o.— -Habiendo ordenado el Intendente municipal, el desa- 
lojo de la casa de inquilinato calle Victoria número 2459, po- 
seída por don ^liguel Torcella, éste entabló en 27 de Julio de 
1889, el interdicto de retener. 

En el juicio verbal que tuvo lugar, el Procurador munici- 
pal opuso en primer término h\ excepción de incompetencia del 
Juzgado, sosteniendo que el demandante debió ocurrir ante la 
Municipalidad, sin perjuicio de los recursos que hubiera contra 
lo que ella resolviese, desde que el Intendente había procedido 
en su carácter de tal y en uso de las atribuciones que la ley le 
confiere. 

Se procedió en seguida á recibirlas pruebas; y en este estado 
Don Miguel Torcella se presentó exponiendo: Que á pesar de 
estar pendiente el juicio, el Intendente había dirigido nueva- 
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mente oficio á la policía para que hiciera desalojar la casa; 

Qne el Intendente no tiene facultad para innovar el estado de 
las cosas durante el juicio, como no la tiene ningún litigante; 

Que si cree que el Juez no es competente, debe esperar á que 
se resuelva este punto j á que se resuelva en grado de apelación 
por la Suprema Corte. Pidió que so librara oficio á la Policía 
para que se le mantenga en la posesión en que se halla de la 
casa hasta nueva resolución judicial. 

£1 Juez mandó que se librara oñcio al Intendente para que, 
en caso de ser cierto el hecho relativo, se abstuviese de pro- 
ceder. 

Librado el oficio ordenado, Torcella- se presentó nuevamente 
exponiendo: Que el Intendente había dado órdenes á la Policía 
para que clausurara la casa y pidió que se librara oficio á la 
Policía para que no cumpliera esas órdenes. 

El Juez mandó que informara la Policía. 

Torcella ocurrió de nuevo exponiendo: Que el jefe de policía, 
cumpliendo las órdenes del Intendente había hecho desalojar la 
casa mientras se hallaba al despacho su escrito anterior. Pidió 
que se librara oficio al jefe de policía para que informe y re- 
ponga inmediatamente las cosas al estado que tenían. 

El Juez mandó que corriera el escrito con el informe 
pedido. 

La Policía informó que en 4 de Mayo de 1891, se recibió nota 
déla Intendencia municipal pidiendoel auxilio de la fuerza 
pública para que la inspección general municipal procediese al 
desalojo de la casa de que se trata, nota que en la misma fecha 
pasó ala Sección lO'' para su cumplimiento. 

Mandado agregar este informe, pidió Torcella que en mérito 
de él se proveyera como lo tenía solicitado, dirigiendo oficio á 
la Policía para que lo reponga inmediatamente en posesión de 
la casa, reponiendo las cosas al estado que tenían antes del 
desalojo. 
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Ordenado por dicho señor Intendente el desalojo de la casa 
de inquilinato que ocupa Turcella, por razones de seguridad y 
de higiene, dicho propietario ó inquilino principal deduce el 
interdicto de amparo en la posesión, fundado en que dicha or- 
den viólalas disposiciones de los artículos 17 y 18 de la consti- 
tución nacional; en que no existe ni puede existir una jurisdic- 
ción contencioso-adminístrativa, qu^ sería repugnante á la 
misma constitución; y en que no ha sido oido ni vencido en 
juicio, como debía serlo, para que tal orden pudiera tener de- 
bida ejecución. 

El apoderado del señor Intendente, por su parte, ha alegado 
la incompetencia del señor Juez Federal, ante quien se elevó el 
referido interdicto, fundándola en las siguientes razones: que 
la Municipalidad, en ejercicio de la jurisdicción administrati- 
va que ejerce como autoridad pública, ha podido dictar y ha 
dictado la orden que ha dado lugar á la acción de Torcella; que 
según el artículo 52 de la ley orgánica de la Municipalidad de 
la capital, no puede admitirse acción alguna contra el cumpli- 
miento délas resoluciones que dicte en uso de sus atribuciones 
en lo tocante á seguridad é higiene; pudiendo sólo los particu- 
lares que se consideren damnificados, ejercitar su derecho en 
juicio contencioso-administrativo, ante el Tribunal designado 
por la ley; que no puede decirse inconstitucional esta disposi- 
ción, porque sin ella no habría Municipalidad posible, ni se lle- 
narían los objetos de su institución; y que ésta es la jurispru- 
dencia constantemente establecida por nuestros tribunales. 

En efecto; no sólo la L^y orgánica de la municipalidad ha 
creado la jurisdicción contencioso-administrativa. Ella resul- 
ta también establecida por la disposición del artículo 2611 del 
Código Civil, que establece que: cLas restricciones impuestas 
al dominio privado sólo en el interés público, son regidas por el 
derecho administrativo». 

Explicando esta disposición el codificador, en la nota con que 
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acompaña dicho artículo, se expresa en los siguientes términos: 
«Las restricciones impuestas al dominio por sólo el interés pú- 
blico, por la salubridad ó segundad del pueblo, 6 en conside- 
ración á la religión, aunque se venen todos los Códigos, son ex- 
trañas al derecho' civil... Las leyes ú ordenanzas sobre la ali- 
neación de los edificios, establecimientos de fábricas, bosques 
propios para la marina, cultivo del tabaco para el estanco de 
ese ramo de comercio, etc., no crean relaciones de derecho entre 
los particulares, y no pueden por lo tanto entrar en un Código 
Civih. 

Si pues el caso no está referido por las disposiciones del de- 
recho civil, no es de la competencia del Juzgado Federal. 

y. E. ha declarado implícitamente que no lo son. En la cau- 
sa promovida por Don Emilio Yillanueva contra la misma Mu- 
nicipalidad de la Capital sobre incoustitucionalidad de una or- 
denanza que reglamentaba la altura de los edificios particula- 
res, que se halla en el tomo 24, página 248 de sus fallos, deci- 
dió el señor Juez Federal Doctor Tedín que, «para los casos en 
que la Municipalidad denegase administrativamente lo que un 
particular cree su derecho, la ley de Congreso de 15 de Di- 
ciembre de 1881 ha establecido en su artículo 71, inciso3°, un 
recurso para ante la Cámara de lo civil de la capital, de modo 
que la jurisdicción nacional está totalmente excluida en ellos». 

Y. E. Qonñxmó por sus fundamentos el auto del señor Juez 
Tedin. 

El artículo 71, incido 3% de la ley de 1881, citado en el fa- 
llo que acabo de indicar dispone que: «La Cámara de lo civil 
conocerá en última instancia... 3® de los recursos contra las re- 
soluciones de la Municipalidad en asuntos de carácter contencio- 
so-administrativo», y esta disposición ha sido textualmente re- 
producida en el artículo 80 de la ley orgánica de los tribunales 
de la capital de 1886, actualmente en vigencia. 

No creo, pues, que pueda declarar V. E. inconstitucionales 
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las leyes que quedan mencionadas; y partiendo de esta base re- 
sulta incompetente en esta causa la jurisdicción qne ejerce el 
inferior. 

Antonio E, Malaver. 



Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Agosto I** de 1891. 

Vistos: De conformidad con lo dispuesto por los artículos 
cincuenta y dos de la ley orgánica de la municipalidad de la 
Capital, y setenta y uno, inciso tercero, de la ley de organización 
de los tribunales de la misma y lo pedido por el señor Procu- 
rador General en su precedente vista: se declara incompetente 
la justicia federa] para el conocimiento de esta causa, y sin 
efecto, en consecuencia, lo actuado en ella. Repónganse los 
sellos y devuélvanse. 

benjamín VIGTORIGA.— G. S. DE 
LA TORRE. — LUIS V. VÁRELA. 
—ABEL BAZAN. — LUIS SAENZ 
PEÑA. 
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€AIJ(i}A C€;X£i>lI 



Do7i Juan Bautista Romero, por defraudación al Fisco; sobre 

competencia. 



Sumario. — El Juzgado Federal de la Capital no es competen 
te para conocer en la defraudación al Fisco "jue se denuncia ha- 
ber sido cometida en el territorio nacional de Misiones. 



Caso, — Lo explica la 



VISTA n£L SLÍ^OR PROCURADOK GENERAL 



Buenos Aires, Julio 17 de 1891. 

Suprema Corte: 

Don Juan Bautista Romero, manifestó al inferior en su es- 
crito de foja 1®, haber deducido ante el Poder Ejecutivo por 
intermedio del Ministerio de Hacienda, la denuncia de un fraude 
al Fiscopor un valor que según él, no baja de 200.000 pesos de 
curso legal; y expresa que, la tramitación de esa denuncia no 
termina después deuiucbos meses,; tiene visos de no terminar, 



I 
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si sigue en el Ministerio de Hacienda; por lo que, interesa al 
Juzgado para que tome en tales hechos la participación que le 
compete, con arreglo á la ley, cllamando á sí los antecedentes 
referidos, que evidenciarán cuanto deja referido, y algo más que 
se propone demostrar, cuando se le dé Tísta del estado en que se 
encuentren dichos expedientes». 

Según su contenido, el referido escrito importa nn recurso 
que, como lo dijo el procurador Fiscal en su vista de foja % 
ninguna ley autoriza. 

Y no podía tomarse ese escrito como una nueva denuncia 
traída ante el señor Juez Federal, conprescindencia de la ante- 
riormente deducida ante el Poder Ejecutivo, porque, como lo 
dice también en la citada vista, dicho escrito no cumple con los 
requisitos exigidos en el artículo 156 del Código de Procedi- 
mientos en lo criminal. 

Según dicho artículo toda denuncia debe contener: 

1° La relación circunstanciada del hecho reputado criminoso, 
con expresión del lugar, tiempo y modo cómo fué perpetrad o; 

2^ Los nombres de los autores, cómplices y auxiliadores en el 
delito, así como délas personas que lo presenciaron ó que pu- 
diesen tener conocimiento de su perpetración; 

3° Todas las indicaciones y demás circunstancias que puedan 
concurrir á la comprobación del delito, á la determinación de 
su naturaleza ó gravedad y á la averiguación de las personas. 

Nada de esto contiene el escrito de foja 1°; y en consecuencia, 
el Juzgado^ por su providencia de foja 3, no hizo lugar á lo que 
en él se solicitaba. 

Becurrida esta providencia en el escrito de foja 13, se ha 
pretendido haberse cumplido las disposicione.^ del artículo 156 
citado, con las comunicaciones dirigidas por el denunciante al 
señor Procurador Fiscal, y con las publicaciones á que se hace 
referencia, y de las que se acompaña el folleto de foja 22 y si- 
guientes. 
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En miopínioQ; por tales medios, no están cumplidos los re- 
quisitos que debe revestir toda denuncia. Exigidos ellos pro 
forma, debe resultar su cumplimiento del mismo escrito de de- 
nuncia, con las especificaciones é indicaciones que la ley exige. 

No carece de objeto esta exigencia de la ley. <£1 denuncian- 
te, según el artículo 168 del Código citado, no contrae obligación 
que lo liguen al procedimiento judicial, ni incurre en responsa- 
bilidad alguna sa/t?o el caso de calumnia». 

La única acción que queda al denunciado, si lo ba sido fal- 
samente, es la de calumnia; y es entonces indispensable, para 
qne ella pueda ser ejercitada oportunamente, que pueda eviden- 
ciarse comparando los capítulos de la denuncia con los de la 
sentencia pronunciada como consecuencia de ella. 

Soy por esto de opinión, que la resolución apelada debe ser 
confirmada por Y. £. 

Antonio E. Malaver. 



Fiftilo de la Su|ireiiiift Corte 



Buenos Aires, Agosto T de 1891. 

Vistos: Refiriéndose la petición de foja primera y demás que 
be siguen en estos autos, á hecbos de defraudación que se dicen 
cometidos en el territorio de Misiones, en cuyo caso si alguna 
acción judicial procede, debe ser ventilada no en ésta capital 
sino ante las autoridades judiciales de aquella circunscripción, 
con arreglo á las disposiciones de las leyes comunes y especial- 
mente ala del artículo tercero, inciso tercero de la ley sobre ju- 
risdicción y competencia de los tribunales nacionales: déjase 
sin efecto lo actuado en esta causa, y devuélvanse estos autos 

T XV 13 
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eon reposición del papel al Juzgado de sección^ á los efectos 
consiguientes . 

BENJAMÍN VICTORICA.— C. S. DE 
LA TORRE.— LUIS V. VÁRELA. 
—ABEL DAZAN.— LUIS SAENZ 
PEÑA. 



€ AUNA CXXI^YIII 



La Municipalidad de la Capital, contra Cleofe Mas de Ayala y 
compañiaypor cobro ejecutivo del importe de patentes^ sobre 
competencia. 



Sumario, — Las acciones por cobf o 6 defraudación de rentas 
fiscales ó municipales que sean exclusivamente para la Capital, 
están excluidas de la jurisdicción de los Tribunales Federales, 
cualquiera que sea la nacionalidad ó vecindad del demandado. 



Casa. — En 5 de Marzo del año 1890, se presentó ante el Juz- 
gado de 1^ Instancia en lo Civil á cargo del doctor Méndez Paz, 
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D. Clementino Sanado^ en representación de la Municipalidad, 
exponiendo: 

Qae los señores Cleofe Mas de Ayala y compañía adeudaban 
á la Municipalidad de la Capital la suma de 20.500 pesos por 
la patente y multa correspondiente á su casa de apuestas de 
juego de carreras por no haber abonado la del año 1889, que te- 
nía establecida en la calle de Cangallo número 771 ; 

Que acompañaba la patente y multa respectivas con el visto 
bueno del señor Intendente; y que en vista de lo dispuesto en 
los artículos 64 y 65 de la ley orgánica municipal de 3 de Oc- 
tubre de 1882, en que se establece la vía de apremio para el co- 
bro de estas deudas, pedía al Juzgado librase mandamiento de 
ejecución y embargo contra dichos señores Mas de Ayala y 
compañía por el principal, intereses, costas y costos del juicio. 

El Juzgado proveyó de conformidad librando mandamiento 
contra Mas de Ayala y compañía. 

Requerido el pago, el ejecutado manifestó que no lo verifica- 
ba en razón de que cuando teníala casa de Remates de Carre- 
ras pagó la patente industrial designada por el Congreso de la 
Nación, correspondiente ala mencionad» casa, la que fué liqui- 
dada en los primeros días del mes de Noviembre de 1887. 

En este estado, D. Cleofe Mas de Ayala, se presentó ante el 
Juzgado Federal de la Capital á cargo del doctor TJgarriza enta- 
blando competencia por medio de la inhibitoria. 

El incidente siguió todos sus trámites, y el Juez de primera 
Instancia se declaró incompetente remitiendo los autos al Juz- 
gado Federal. 

Ante éste, el Procurador Sañudo, por la Municipalidad, re- 
produjo la demanda. 

Dictado el auto de solvendo y trabado embargo en una finca 
situada en la calle de Artes números 720 y 724, de propiedad del 
ejecutado, se le citó de remate. 

D. Carlos García, por D. Cleofe Mas de Ayala, opuso la excep- 
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clon de inhabilidad del título, pidiendo el rechazo con costos j 
costas de la demanda, dejando á salvo la acción por los daños 
y perjuicios que se ocasionaban á su mandante con el embargo 
mandado trabar en una finca de la exclusiva propiedad del 
señor Masde Ayala j no de la razón social demandada. 

Dijo: Que basta la simple lectura de los artículos 64; 65 de la 
ley orgánica de Octubre de 1882, en que la Municipalidad fun- 
daba su acción, para convencerse de la completa falta de derecho 
con que ella pretende cobrar lo que no he le debe, lo que no tie- 
ne razón para exigir; 

Que el artículo 64 invocado establece que el cobro de las deu- 
das por impuestos y recursos municipales, se hará efectivo por 
vía de apremio judicial, sirviendo de título suficiente para la 
ejecución la boleta respectiva con el visto bueno del Intendente , 
y el 65 siguiente enumera prolija y detalladamente lo que se 
declaran impuestos y rentas d» la Municipalidad; 

Que para que la Municipalidad pueda hacer valer legalmente 
el privilegio que se le acuerda CQ,n la disposición del artículo 64, 
es necesario que se trate de hacer efectivo el cobro de los im- 
puntos y recursos que menciona el artículo 65 siguiente, que le 
están expresamen declarados. Que no le basta, pues, que se man- 
de nn empleado hacer una boleta cualquiera y le punga su 
visto bueno el Intendente Municipal, sino que esa boleta con 
sus requisitos ha de ser por impuesto que su ley orgánica au- 
torizo á cobrar. Que en el artículo 65 no se encuentra la auto- 
rización á la Municipolidad para imponer patentes á las casas 
de remates y carreras; 

Que siendo esto asi, la Municipalidad no puede hacer valer 
en su favor la disposición del artículo 64 sino en el caso que ella 
trate de hacer efectivo lo que legítimamente se le adeuda, lo 
que tenga derecho á cobrar, y que como en el caso presente no 
tiene derecho á cobrar, resulta que nada se le debe y que es 
improcedente la acción ejecutiva é inhábil su pretendido título; 
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Que la Manicipalidad tiene su ley dentro de cuyos límites 
debe obrar, sin qué le sea dado ultrapasarlos, y si así lo hiciere 
lo obrado en ese sentido no puede producir efecto alguno.. Que 
no tiene absolutamente facultad para crear impuestos de nin- 
gún género ni bajo pretesto alguno, puesto que no tiene auto- 
ridad para legislar sobre esta materia, que es del resorte exclu- 
sivo del Congreso (á quien la misma debe su organización), sal- 
vo los casos previstos en la Constitución Nacional. Que ella 
sólo puede hacer efectivo en la forma que la ley de su creación 
le traza, el cobro de aquellos impuestos que el Congreso ha que- 
rido declararle como renta propia y exclusiva, que puede au- 
mentar y también disminuir el monto de sus impuestos declara- 
dos, pero que no puede en manera alguna crear nuevos y macho 
menos de la índole dol que motiva este juicio; 

Que la ley nacional de patente^s sancionada por el Congreso 
para el año 1889, en su artículo 2°, clasifica como una industria 
las casas de remates, y que es efectivamente una industria que 
tiene su origen exclusivamente entre nosotros, pues es compie* 
tamente desconocida en Europa, donde sólo existen las casas 
denominadas de «Sport» y «Apuestas mutuas», que siendo una 
misma cosa, son distintas de las casas de remates de que se 
trata; 

Que, por otra parte, estas casas no existen entre nosotros de 
poco tiempo á esta parte sino que, por el contrario, son de crea- 
ción antiquísima, y que ni la antigua Municipalidad de Buenos 
Aires, ni la actual déla Capital se han creido con derechos para 
gravarlas con patente, pues desde 1882, en el caso actual, hasta 
1889, la Municipalidad ha hecho caso omiso de esta fuente de 
recursos tan importante; 

Que esta omisión tiene su explicación clara y sencilla^ y es, 
en que al haber procedido así, era indudable que ha reconocido 
su falta de derecho para recurrir á esa fuente y aumentar sus 
recursos; 
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Que en 1888, al tratarse en el Congreso déla ley de patentes, 
se tuvo en vista el alarmante desarrollo que tomaba la afición 
al juego de carreras de caballos y el aumento siempre creciente 
de las casas de Sport y de Remates, y se impuso á estas últi- 
mas la respetable patente de 20.000 pesos, patente que al año 
siguiente fué aumentada á 50.000 pesos, á causa de que la pri- 
mera no había bastado á los fines que se tuvieron en cuenta al 
establecerla. Que fué entonces que el Concejo Deliberante 
Municipal, al sancionar su presupuesto incluyó en su cálculo de 
recursos la patente que boy pretende hacer efectiva, idéntica á 
la impuesta por el Congreso; siendo de notar que al discutir, en 
el seno de esa corporación la facultad de la misma para impo- 
ner esta patente, se llegó á reconocer su falta de derecho para 
ello por no estar comprendida en el artículo 65 de su ley or- 
gánica, que declara cuáles son sus impuestos y rentas. 

Que si á pesar de esto la patente fué sancionada, lo fué como 
una medida estratégica, de fuerza, haciendo suyos los móviles 
que impulsaron al Congreso, pero sin la pretensión de hacerla 
efectiva^ que se proponían simplemente por este medio evitar el 
establecimiento de nuevas casas de ese género y atemorizar á 
los propietarios de las muchas que existían en la Capital; 

Que la discusión sobre este punto, que tuvo lugar en el Con- 
cejo Deliberante, consta en el Diario de Sesiones del mismo, co- 
rrespondiente al año citado. Que en ella se vé que el mismo 
Concejo ha desconocido el derecho para pretender hacer efectivo 
el cobro de esta patente, y que al sancionarla encubría, disfra- 
zaba por decirlo así, un derecho dudoso, según se desprende del 
discurso del Concejal doctor Ramón González, pretendiendo con 
su imposición aparente^ poner valla á la instalación de nuevas 
casas que no pueden entrar ni ser clasificadas como una de las 
comprendidas en el artículo 66; 

Que esto era lo que la Municipalidad pretendía incluyendo 
entre las enumeraciones del artículo citado en su inciso 7** á las 
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casas de remates de carreras, para poder así gravarlas con la 
patente de la referencia, pero que como lo he dicho, consta en su 
Diario de Sesiones los verdaderos móviles que indujeron á san- 
cionar lo que no tenía derecho; 

Que el artículo 65 que se invoca como fundamento de la acción 
instaurada, establece prolijamente lo que la ley declara impues* 
tos y rentas municipales^ y que por su simple lectura se vé que 
no se encuentra consignada la patente que con tanta injusticia 
pretende hacer efectiva. Que entre los diez y ocho incisos de 
dicho artículo no se mencionan las casas de remates. Que él 
autoriza ala Municipalidad á imponer patentes, entre otras ca- 
sas, á los circos, canchas de pelota, juegos de bochas y demás 
establecimientos de diversión y recreo; 

Que sería un lamentable error de la Municipalidad preten- 
der que la patente que pretende cobrar á la casas de remates de 
carreras esté comprendida en la enumeración del inciso 7° como 
uno de los tantos establecimienos de diversión y recreo; 

Que una casa de remates no es un establecimiento de diver- 
sión como un teatro, café cantante 6 un centro análogo, cual- 
quiera que sea su denominación, que es á !o que se refiere el 
inciso citado, sino un juego donde prima el lucro, el azar y en 
el que no existe la diversión y el recreo, como no existe en la 
Bolsa de Comercio, en donde se compra un*título esperando el 
alza para fin de mes; 

Que la ley nacional de patentes clasifica á las casas de re- 
mates de carreras como una industria y las grava con la paten- 
te mayor que existe en ella; que la Municipalidad no tiene facul- 
tad para imponer patentes industriales^ en el municipio, ni tam- 
poco observar la clasificación hecha por el Congreso ; lo prime- 
ro, porque además de lo que deja dicho lo resuelve también el 
inciso 17 del artículo 65 invocado por la Municipalidad, y lo se- 
gundo por ser absurdo; 

Que por este inciso se acuerda á la Municipalidad sólo el 20 
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por ciento del producto délas patentes comerciales é industria» 
les del Municipio, como asimismo el anterior, el 20 "^/o del pro- 
ducto de la contribución directa. Que no puede entonces sos- 
tener la Municipalidad en buena ley, que además del 20 Vo V^^ 
está expresamente declarado pueda imponer una patente idén- 
tica y á una industria, pues siguiendo semejante criterio po- 
dría también cobrar, como pretende ahora, alas casas de rema- 
tes una contribución directa ó gravar con patente á la Bolsa de 
Comercio; 

Que es CTidente que al acordársele sólo el 20 por ciento de 
estas patentes no tiene autoridad para imponerlas íntegras; 

Que su derecho está limitado al 20 ^/o que debía cobrar si no 
lo había hecho de la dirección de rentas de la Nación, á 
quien su mandante pagó la patente, como lo comprueba el docu- 
mento que acompaña; 

Que prevé las objeciones que hará el ejecutante sosteniendo 
que no obstante la patente nacional, puede á su vez imponer una 
propia, pero que si el Juzgado abría la causa á prueba las des- 
truiría; 

Concluye haciendo presente al Juzgado que la casa de rema- 
tes del señor Mas de Ayala y Compañía funcionó tan sólo diez 
meses, después de cuya fecha se liquidó y que el embargo man- 
dado trabar á solicitud de la Municipalidad, lo ha sido en una 
finca de la exclusiva propiedad de su mandante, por lo que pro- 
testaba de los daños y perjuicios. 

£1 documento acompañado es del tenor siguiente: «Año 1889. 
República Argentina, Patente Industrial, sección 3', partida 25, 
por 10 meses, número 15.950, señor C. Mas de Ayala y com- 
pañía ha abonado 16.667 pesos^ que le corresponden por el im- 
puesto del presente año, con arreglo á lo que establece la ley de 
la materia por su negocio de Remate de carreras, establecido en 
la calle de Cangallo 771 . Hay un sello que dice, Dirección Ge- 
neral de rentas de la Nación y otro que dice asi: A. Dirección 
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General do Contribacion Directa y Patentes» sección S''^ 
Mayo 89, Y. Suinder. — Nota: Esta patente debe colocar- 
se en lagar visible para ser visada por el empleado encar- 
gado de su inspección . » 

Conferido traslado de la excepción, el Procurador Sañudo, 
por la Municipalidad, pidió su rechazo con costas. 

Dijo: Que la excepción opuesta sólo puede alegarse respecto á 
la falta de las formas externas del documento ejecutivo, y que 
las objeciones que hacen en el escrito que contesta se refieren á 
lasustanciadel mismo documento, por lo que consideraba impro- 
cedente la excepción, apoyando esta opinión en repetidas sen- 
tencias de nuestros Tribunales; 

Que el documento acompañado se halla revestido do todas las 
formas externas requeridas por la ley. Qne no se han cometi- 
do errores ni alteraciones de fechas, nombres, clasificación, etc., 
ni carece de las firmas y sellos de los funcionarios que intervie- 
nen necesariamente en su expedición; 

Que no hay omisión de los requisitos indispensables para que 
revistad carácter ejecutivo que la ley le atribuye, y que por 
eso sin duda el Juzgado intimó primeramente el pago y des- 
pués decretó mandamiento de embargo; 

Que se niega que entre los impuestos y rentas municipales 
se halle comprendido el que se cobra al señor Mas, sostenién- 
dose á la vez que la denominación de casas de diversión y recreo 
no corresponde á las casas de Sport; 

Que para contestar este argumento le bastará hacer notar 
que el mismo interesado clasifica como juego las casas de Sport, 
que efectivamente lo son y que nadie puede sostener que la Mu- 
nicipalidad no puede imponer patente á estas casas, pue» las 
tienen las mismas canchas de pelota, de bochas, etc., que entran 
en esa misma denominación; 

Que por otra otra parte, la Municipalidad al, poner patente á 
las casas de Sport, ha hecho uso de un derecho perfecto, pues 
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este impuesto ha sido sancionado con la concurrencia de los ma- 
yores contribuyentes, que es lo que le da fuerza legal y carácter 
ejecutivo; 

Que la cita que se hace del discurso del doctor González, que 
no ha verificado, no serviría sino para dar la razón á la Munici- 
palidad, puesto que á pesar de ese informe fué sancionado el im- 
puesto reconociendo la necesidad que se tenía de gravar con una 
patente á las casas de Sport, pues que ya tenían una del Go- 
bierno Nacional y tienen ahora una más elevada que basta y 
sobra para clausurarlas, si por este medio hubieran de supri- 
mirse. Que el hecho de que la Dirección de Rentas Nacionales 
clasifique á estas casas como industriales, no las exonerará ja- 
más de la patente municipal, que es la que legítimamente de- 
ben pagar; 

Que en estas casas no se ejercita industria de ninguna natu- 
raleza ni se elabora materia prima, que sería por lo únicu que 
pudiera llamárselas casa de comercio ó industriales; 

Que en cuanto á que la Municipalidad recibe el 20 Vo <l6l pro- 
ducto de las patentes comerciales é industriales no tiene un fun 
damento serio, pues la Municipalidad no ha negado ni niega 
que recibe esa cuota, ni ello tampoco la exoneraría de imponer 
una patente, comeen el caso presente, que cae bajo su juris- 
dicción; 

Que las patentes municipales son anuales y que para la cor- 
poración está igualmente obligado el contribuyente á pagar la 
patente íntegra, ya sea que funcione un mes 6 un año. 



IFiftlIo del Summ Wmúmral 



Buenos Aires, Marzo 5 de 1891. 



Y vistos : por las consideraciones expuestas en el presente es- 
crito, que el Juzgado considera arreglados á derecho, fallo: no 
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haciendo lugar, con costas, á la excepción de inhabilidad del ti- 
tulo opuesta por el ejecutado y en consecuencia llévese edelante 
la ejecución hasta hacer trance y remate del bien embar- 
gado por el completo pago de capital, intereses y costas. Re- 
pónganse los sellos. 

Andrés Ugarríza. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Julio 30 de 1891. 

Suprema Corte: 

Discutiéndose en la Honorable Cámara de Diputados del Con- 
greso la ley orgánica de la Municipalidad de la Capital, actual- 
mente en vigencia, al tratarsedel artículo 45 (44 de la ley), el 
señor Diputado Leguizamon pidió que la facultad de votar las 
contribuciones municipales no pudiera ser ejercida por el Con- 
cejo Deliberante, sino por dos tercios de votos, como exigía para 
la enajenación de las propiedades municipales ó para contraer 
empréstitos. 

£1 señor Eojas, miembro informante le contestó en los siguien- 
tes términos: cSí ala Municipalidad de la Capital pudiese dejar- 
se la facultad de fijar ad libitum los impuestos, determinando 
cuáles habían de ser las materias imponibles, si se leautori^ 
zara para crear nuevos impuestos, además de los que por esta 
ley se especifican, encontraría fundada la observación del señor 
Diputado por Entre- Rios. 

«En el proyecto de ley que sancionó esta Cámara el año pa- 
sado, había un artículo por el cual podía entenderse que la Mu- 
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nicipalidad, además de los recarsos que se le asignan por la ley, 
sobre los cuales ella puede designar su máximum ó su míni- 
mum, podría establecer otros impuestos. 

«Pero estando al contexto de todo este proyecto, se vé que la 
facultad de la Municipalidad se encuentra restringida á deter^ 
minar el máximum ó ekmlnimum de los impuestos que se ex- 
presan en el articulo 73 (65 de la ley vidente). 

«De manera que el fundamento que el señor Diputado por 
Entre-Ríos aduce para apoyar su indicación desaparece, por- 
que no había peligro de que la Municipalidad pudiera abusar de 
la facultad que esta ley le acuerda de establecerlos impuestos.» 
«El artículo 45 (44 de la ley), en su inciso 1"^ dice que el Con- 
cejo Deliberante tiene la facultad de fijar las contribuciones 
municipales y establecer reglas para su percepción. 5e encien- 
de que son las que están designadas por el articulo 73 (65 de la 
ley). De manera que, determinándose por esta ley cuáles son 
los impuestos y rentas de que la Municipalidad ha de disponer 
para sufragar los gastos que el servicio administrativo demande, 
el peligro que el señor Diputado indica no se encuentra, puesto 
que aquella, al dictar su presupuesto y ocuparse de las leyes de 
impuestos, lo hará de conformidad d lo que establece el arti- 
culo 73^ (65 de la vigente). 

£1 señor Lagos García dijo: «se acuerda al Concejo Deliberan- 
te la facultad de establecer impuestos ; pero se le acuerda den- 
tro de ciertos limites sobre cosas que forman el objeto de lo que 
es actualmente materia imponible > . 

El señor Funes dijo: «el señor Diputado que deja la palabra 
hace observaciones á la facultad de fijar los impuestos . Yo creo 
que si la ley da facultad á la Municipalidrd para fijarlos, no hay 
nada de inconveniente ni contradictorio, en el artículo 73 se de- 
terminan las materias ó ramos que son imponibles. En -el ar- 
tículo 45 (44 de la ley) que está en discusión, se dice: poner la 
calidad, fijar no se determina la manera en que debe fijarse». 
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Por fin el señor Goyena en la misma sesión, sé expresó en 
estos términos. 

«Comenzaré por observar al señor Dipatado por Boenos-Aires 
que si no estoy equivocado, es fácil contestará las observaciones 
en que ha insistido mostrando que el proyecto de ley propuesto 
por la comisión no es congruente entre los artículos que él cita, 
el 45, en que está incluido el inciso materia del debate, y el 72, en 
que se enumeran los impuestos y contribuciones municipales. 

«La explicación me parece sencilla: el artículo 72, contiene 
la enumeración de los impuestos y contribuciones que el Con» 
greso entiende y sanciona con carácter de municipales; el artí- 
culo 45, easu inciso !<*, atribuye á la corporación municipal la 
facultad, no de inventar impuestos sino de fijar las contribución 
nes^ es decir de fijar el monto del impuesto. Así, el Congreso 
dirá. La Contribución directa (no se si está incluida en el in- 
ciso; la tomo por ejemplo, por ser esencialmente municipal), tie- 
ne el carácter. Pero ^cuál es el tipo con arreglo al cual se ha 
de hacer la percepción de ese impuesto? ¿cuáles son sus condi- 
ciones de percepción y recaudación ? 

€Eslo es lo que corresponde á la Municipalidad, según el sen- 
tido claro del inciso en discucion. 

«Fijar quiere decir determinar el monto. . . 

«Si, pues, no se discute que ha de haber una Municipalidad. 
Si, pues, se supone, y áeso tiende la ley, que ha de haber una 
corporación municipal, me parece innegable, del punto de vista 
de la naturaleza de esa institución, y de la conveniencia en sus 
procedimientos, que se le debe atribuir la facultad de fijar el 
monto, el tipo del impuesto ^ue el Congreso, en uso de sus altas 
facultades, declara de carácter municipal.^ (Diario de sesio- 
nes i 882, tomo \\ páginas 858 á 870). 

En el Honorable Senado no se suscitó discusión á propósito de 
esta parte de la ley Orgánica Municipal. 
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ComoV. E. vé, quedó establecido que el artículo 65 decía- 
raba cuáles eran los impuestos j rentas que babía de tener la 
Municipalidad de la Capital, podiendo ella fijar el montode cada 
uno, en virtud de lo dispuesto en el artículo 45, inciso 1®, Pero, 
quedó también claramente establecido, que l^ misma Municipa- 
lidad, no podía crear ningún impuesto ni contribución nueva, 
además de las designadas endicbo artículo 65, porque según el 
doctor Goyena, esto correspondía al Congreso, en uso de sus aU 
tas facultades. 

En la presente causa, se trata, por el representante de la 
Municipalidad de la Capital, de cobrar un nuevo impuesto: el 
de patente de agencias de apuestas de juego de carreras y de 
pelota (documentos de foja 2). Esta patente se funda en 
una disposición de la Ordenanza de impuestos para el año 
de 1889, que se baila impresa al pié de la patente citada de 
foja 2. 

Pero esta patente constituye un im{)uesto nuevo, no enu- 
merado éntrelos que están asignados á la Municipalidad en el 
artículo 65 de su ley Orgánica y que puede fijar de acuerdo con 
el artículo 44 de la misma ley. 

£1 inciso 7^ del artículo 65 establece las partes que puede co- 
brar la Municipalidad; y entre ellas no se exprésala que se im- 
pone á una casa y agencia de apuestas de juego de carreras y 
de pelota; y no puede decirse comprendida entre las que pueden 
imponerse «á los demás establecimientos de diversión y recreo* ^ 
porque una agencia ó casa de apuestas no es en manera alguna 
de diversión y recreo, sino de juego de azar. 

Estas casas han sido definidas por la ley nacional de patentes 
para 1889 con el carácter de industria; y así, el artículo 2^ 
de la ley número 2410, dispone: «Pagarán patentes fijas las 
siguientes industrias... 

«9^ Las casas de remates de carreras, de partidas de pelota y 
apuestas mutuas... 20.000 pesos.» 
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El denuncii^ntepagó esta patente, como lo praeba la que co- 
rre á foja 28. 

En estas patentes qoe cobra la Nación^ tiene la Municipalidad 
el 20 Vo según las disposiciones del inciso 17 del artículo 65 de 
de su ley orgánica, antes citado. No puede tener más; y me- 
nos crear un nuevo impuesto de patentes, cuando la ley sólo le 
señala la quinta parte del producto de las que percibe la Na- 
ción. 

El artículo 64 de la ley orgánica de la Municipalidad, auto- 
riza á ésta para cobrar por la vía de apremio judicial, las deu- 
das á su favor por impuestos, sirviendo de título suficientepara 
la ejecución, la boleta respectiva con el visto bueno del Inten- 
dente. 

Según el artículo315de la ley de Procedimientos, no es admi- 
sible la excepción de inhabilidad del título, que elartículo 270 
de la misma admite en el juicio ejecutivo; y así lo ha declarado 
y. E. en la cansa que se halla en la serie 2^", tomo 5"", página 
304 de sus fallos. 

Pero esto sólo puede aplicarse, en mi opinión, al caso en que 
la vía de apremio procede legalmente; y no procede así en el 
presente, porque el artículo 64 de la ley orgánica Municipal sólo 
la acuerda para el cobro de impuestos legítimos, esto es, para 
aquellos impuestos que, establecidos en el artículo 65, sean fi- 
jados y cobrados de acuerdo con lo establecido en el artículo 
44. La vía de apremio no puede alcanzar á comprender im- 
puestos que no le han sido asignados á la Municipalidad . 

Por estas consideraciones, soy de opinión que V. E. debe re- 
vocar la sentencia apelada. 

Antonio E, Malaver. 



r , *^r 
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Fallo de \m Suprein» Corte 

Buenos Aires, Agosto 4 de 1891. 

Vistos: Estando excluidos de la jarisdiccion de los Tribuna- 
les Federales las acciones por cobro ó defraudación de rentas 
fiscales ó municipales, que sean exclusivamente para la capital y 
no generales para la Nación, cualquiera quesea la natnrale2a ó 
vecindad del demandado, con arreglo alo dispuesto por los artí- 
culos ciento cuatro, inciso quinto, de la ley de Organización de 
los Tribunales de la Capital y veinticinco, inciso tercero, del Có- 
digo de Procedimientos en lo Penal, y á lo resuelto por esta Su- 
prema Corte en el caso que se registra en el tomo veinticuatro (1 ), 
página doscientos cuarenta y seis desús fallos, lo cual no se 
opone á la disposición del artículo cien de la Constitución, por 
hallarse el Gobierno y régimen déla Capital sujetos excl así va- 
mente á la legislación del Congreso, con arreglo á lo dispuesto 
por el artículo sesenta y siete, inciso veintisiete d« la misma 
Constitución: se declara que el conocimiento de esta causa no 
corresponde á la justicia federal y ^in efecto, en consecuencia, lo 
actuado en ella. Bepónganse los sellos y devuélvanse. 

BENJAMÍN VICTOIUCA. — C. S. DE 
LA TORRE. — LUIS V. VARE- 
LA. — ABEL RAZAN. — LUIS 
SAEiNZ PEÑA. 



(1) Tomo 15, serie 2\ 
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CAUSA CCXI.IX 



Don Francisco 4. Bellizia contra Don Miguel Torcella.por res- 
cisión de un contrato; sobre deserción de recurso y adhesión 
á la apelación. 



Sumario. — 1° El apelante que ha interpuesto el recurso pi- 
diendo se eleven los autos en la forma de estilo, y lo ha obte- 
nido en estos mismos términos, queda yirtualmente citado & 
comparecer ante el superior dentro del plazo de ley. 

2"^ Declarada la deserción del recurso de apelación^ deja de 
subsistir la adhesión á éste deducida por el apelado. 



Caso, — Don Francisco A. Bellizia interpuso el recurso de 
apelación libre de una sentencia de 1*^ Instancia, pidiendo se 
elevasen los autos en la forma dé estilo. 

El recurso le fué concedido mandando elevar los autos en la 
forma de estilo. 

No habiéndose presentado á mejorarlo dentro del plazo legal, 
elapelado, Don Miguel Torcella, acusó rebeldía, j se adhirió A 
la apelación. 

La Suprema Corte declaró desierto el recurso. 

Bellizia reclamó alegando que el inferior había omitido la 

T XV 14 
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citación 7 emplazamiento prescrito por el artículo 211 de la 
ley de procedimientos. 

Torcella pidió se resolviera sobre la adhesión á la apelación. 



Fallo de la Supreaua Corte 



Buenos Aires, Agosto 4 de 1891. 

Vistos en el acaerdo y considerando : Que la apelación deduci- 
da á foja doscientos cincuenta y una por el recurrente Don 
Francisco Bellizia, ha sido interpuesta pidiendo que los autos se 
eleven á esta Suprema Corte en la forma de estilo, que no es 
otra que la determinada por el artículo doscientos once de la 
Ley de Procedimientos. 

Que en esta misma forma resulta haber sido concedida por 
el Juez de Sección, ordenándola elevación de losantes en los 
mismos términos solicitados por el recurrente. 

Que por consiguiente, la citación y emplazamiento prescri- 
tos por el artículo citado deben entenderse comprendidos vir- 
tual y necesariamente en el auto respectivo del Juez de Sección, 
y no es dado á la parte escusar su falta de comparecencia con la 
omisión de una citación esplícita, que su propia solicitud hacía 
innecesaria. 

Por estos fundamentos, se declara no haber lugar á la reposi- 
ción del auto de rebeldía corriente á foja doscientos sesenta y 
cinco vuelta. 

Y considerando en cuanto á la adhesión á la apelación dedu- 
cida á foja doscientos sesenta y siete : que ella no es proce- 
dente, con arreglo á los términos del artículo doscientos diez y 
seis de la Ley do Procedimientos en el caso en que medie senten- 
cia judicial declarando la rebeldía de la parte y consentida en su 
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mérito la resolacion apelada de contrario : se declara no ha- 
ber lagar tampoco á dicha adhesión y higase así saber con re- 
posición del papel. 

BENJAMÍN YICTORICA.—G. S. DE 
LA TORRE. — LüIS V. VÁRELA. 
—ABEL BAZAN. — LUIS SAENZ 
PEÑA. 



CAUSA 



^^.j . 



Don Ceferino J. Ferreira, contra Don Jorge Espinosa, porresci-- 
sion de contrato; sobre autenticación de un exhorto. 



Sumario. — Las disposiciones de la lej de 26 de Agosto de 
1863 no son aplicables á las comunicaciones directas de las au- 
toridades judiciales de uca provincia con otra. 



Caso, — ElJuez de I'* Instancia de la ciudad de Córdoba, en 
la causa iniciada por Don Ceferino J. Ferreira contra Don Jor* 
ge Espinosa, sobre rescisión de contrato, libró exhorto alJuez 
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de 1' Instancia de la Capital para que notificara á Don Jorge 
Espinosa, domiciliado en la calle Bustaníante número 532. 

El Jaez exhortado, Dr. Méndez Paz no hizo lugar al cumpli- 
miento del exhorto por no venir de acuerdo á lo dispuesto en la 
ley nacional de 1863 respecto ala autenticidad de las firmas que 
lo suscriben. 

El demandante Ferreira se presentó al superior tribunal de 
justicia de Córdoba con el exhorto, solicitándose autenticara. 

Dijo : que aunque la Suprema Corte nacional en su fallo 58, 
serie 1% tomo 1", página 385, había resuelto que las actuaciones 
judiciales no necesitan autenticación, el Juez de la Capital no 
lo entendía así, y para evitar dilaciones solicitaba la autenti- 
cación. 



AUTO 



Córdoba, Abril 30 de 1891. 
No ha lugar. 

Vasquez de Novoa: 

Ferreira, exponiendo que le era imposible adelantar el pro- 
cedimiento para obtener la notificación del demandado por la 
negativa del Juez exhortado para diligenciar el exhorto sin au- 
tenticación, y por la del superior Tribunal á llenar esta for- 
malidad, dijo que se vería en la necesidad de interponer recurso 
de apelación para ante la Suprema Corte, por tratarse de la 
interpretación de una ley especial del Congreso (artículo 14, in- 
ciso 3°, sobre jurisdiccioQ y competencia) y pide se le concediera. 
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VISTA DEL FISCAL 



Superior Tribunal : 

El infranscrito^ en otra ocasión, ha tenido oportunidad de ma- 
nifestar su opinión sobre si los exhortos que los Jueces de una 
provincia dirigen álos de otra^ deben ó no ser autenticados; y 
conforme con lo resuelto por la Suprema Corte Federal, en dis- 
tintos fallos, aconsejé á Y. E. que no debía de autenticarse; 
puesto que si bien el artículo V de la Constitución nacional al 
prescribir que los actos públicos y procedimientos judiciales, de 
una provincia deben merecer entera fé en otra, dejando á la vez 
al Congreso la facultad para determinar, por leyes generales, la 
forma que aquellos actos y procedimientos debían revestir, és- 
te, en virtud de esa facultad, dictóla ley de 26 de Agosto de 
1863, en la que se determina por el artículo 2"", que los proce- 
dimientos judiciales, sentencias, etc., serán tenidos por auténti- 
cos siempre que lleven las atestacienes que él mismo prescri- 
be; este artículo ha sido interpretado en distintos fallos por la 
Suprema Corte como lo he dicho, declarando que aquellas ac- 
tuaciones «deben ser autenticadas solamente cuando se lleven de 
una provincia á otra, para hacerlas valer como comprobantes 
de un derecho; no á las comunicaciones entre Jueces de distin- 
ta provincia que se dirigen encargándose el desempeño de dili- 
gencias relativas á asuntos de que c.onocen, de cuyo género son 
los exhortos, los que no necesitan de más formalidades para ser 
tenidos por auténticos, que la suscricion del exhortante y la ates- 
tación del escribano con que actúa» (tomo 1% serie 1**, causa 58, 
Fallos de la Suprema Corte). 

En cuanto al recurso de apelación, creo que él es procedente 
y V. E. á mi juicio debe concederlo. 
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Se trata de un caso comprendido dentro de Ioh términos del 
artículo 14 de la ley de jurisdicción de los tribunales naciona- 
les, paesto que la negativa de Y. E. á la solicitud del señor 
Ferreira lo ha sido interpretando la ley nacional de 26 de Agos- 
to de 1863; cuyo recurso la Suprema Corte lo ha declaradopro- 
cedente en un caso idéntico, como V. E. puede verificarlo en el 
fallo antes citado. Esta es la opinión de este ministerio, salvo 
la más ilustrada de Y. E. 

5. Silva. 



AUTO DEL TRIBUNAL 



Córdoba, Mayo 21 de 1891. 

Autos y vistos: Concédese en relación el recurso de apelación 
interpuesto para ante la Suprema Corte de la Nación, de la reso- 
lución de este tribunal, por la cual no se hace lugar á la auten- 
ticación del exhorto mencionado. En su consecuencia remítanse 
los autos bajo de certificado, emplazándose al interesado para 
que en el término de cinco dias comparezca á proseguirlo. 

Vázquez de Novoa. 

Ante mí: 

Á. Viramonte, 
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VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Junio 23 de 1891. 
Suprema Corte : 

Habiéndose resuelto por Y. E. en la cansa que se vé en el 
tomo 1® de sus fallos, página 385, cqne los procedimientos ju- 
diciales de que habla el artículo 2^ de la ley nacional de 26 de 
Agosto de 1863 son aquellos que obrados por un tribunal de 
proTincia se quieren hacer valer ante los Jueces de otra como 
comprobantes 6 como títulos de algún derecho, no las comuni- 
caciones entre los Jueces -de distintas provincias, de cuyo gene-* 
To son los exhortes ú oficios que se dirigen encargándose el de- 
sempeño de diligencias relativas á los asuntos de que conocen; 
pues estos ni necesitan de más formalidad para ser tenidos por 
auténticos que la suscricion del exhortante y la atestación del 
escribano con que acíúa^ ni ha sido costumbre revestirlo de 
otras solemnidades especiales^ ^ soy de opinión que Y. E. no 
debe modificar la resolución apelada. 

Antonio E, Malaver. ^ 



Fallo de la Suprema Carte 



Buenos Aires, Agosto 4 de 1891. 

Yistos: No siendo de aplicación las disposiciones déla ley de 
veinte y seis da Agosto de mil ochocientos sesenta y tres á las 
comunicaciones directas de las autoridades judiciales de una 
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provincia con otra, seguD así resoltado su texto y lo tiene resael- 
to esta Suprema Corte en el caso qae se registra en el tomo 
primero (1), página trescientas ochenta y cinco de sus fallos, se 
confirma, con costas, el auto apelado del Superior Tribunal de 
justicia déla provincia de Córdoba, corriente á foja tres vuelta; 
y repuestos los sellos devuélvanse. 

BENJAMÍN VICTORICA. — C. S. 
DE LA TORRE.— LDIS, V. VÁ- 
RELA. — ABEL BAZAN. — LtlS 
SAENZ PEÑA. 



CCIil 



Don Andrés Chirino, contra el Ferrocarril de Buenos Avres al 
Pacifico, por cobro de pesos; sobre competencia. 

Sumario, — El Juez que se ha declarado incompetente, tiene 
jurisdicción para resolver sobre lo relativo á las costas causadas 
en el incidente de incompetencia. 



Caso. — Don Andrés Chirino entabló demanda ante el Juzga- 
do Federal de la Capital á cargo del Juez en lo criminal y civil 

(1) Tomo 1% serie 1'. 
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contra el Ferrocarril de Buenos Aires al Pacífico, por cobro de 
250 pesos por un casco de vino que debió transportar desde San 
Juan, 7 no lo había entregado . 

Acreditada la competencia federal por ser argentino el actor 
y extranjeraJa empresa del Ferrocarril^ ésta sin contestar la de- 
manda, opuso la incompetencia del Juzgado federal por ser re- 
putada como argentina la sociedad anónima del Ferrocarril de- 
mandado, y por ser inferior de 500 pesos la suma demandada^ y 
ser de competencia de los jueces de Paz aquella suma. 

Contestado el traslado de la excepción, el Juez se declaró in- 
competente por tratarse de una cuestión comercial, cuyo co- 
nocimiento correspondía al juzgado federal de lo Comercial. 

La empresa del Ferrocarr)! apeló de este auto por no haber 
condenado en costas á Chirino. 

Se le concedió el recurso, y la Suprema Corte por fallo de 17 
de Marzo de 1891 declaró que las costas debían ser pagadas por 
el demandante. 

Devueltos los autos, el abogado del Ferrocarril presentó su 
cuenta de honorarios estimándolos en 300 pesos. 

£1 Juez ordenó que Chirino manifestara su conformidad. 

Esta manifestó que no estaba conforme con la cuenta, por ser 
sumamente elevada, y expuso que habiéndose el Juez declara- 
do incompetente, lo era también para conocer en lo relativo á 
las costas. 



Fallo del Juez Federal 



Buenos Aires, Marzo 23 de 1891. 



Habiéndose declarado incompetente este Juzgado para enten- 
der en el presente juicio, hágase como se pide en el anterior 
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escrito, pasando el expediente al Juzgado federal en lo comer- 
cial. 

Ugarriza. 



Fallado la Huprenm Corte 



Buenos Aires, Agosto 4 de 1891. 

Vistos: Siéndola ejecución por las costas un incidente de ju- 
risdicción del Juez que las ha impuesto, cualquiera que sea la 
competencia en cuanto al fondo del pleito, se revoca el auto 
apelado de foja cuarenta j cinco vuelta, y se declara que el 
Juez a quo debe conocer y resolver en lo relativo á la estimación 
de los honorarios reclamados. Bepuestos los sellos, devuél- 
vanse. 

BENJAMÍN VICTORICA. — G. S. DE 
LA TORRE. — LUIS V. VÁRELA. 
—ABEL BAZAN.—LUIS SAENZ 
PEf^A. 



DE JUSTICIA NACIONAL 219 



CAUSA tXXlI 



Don Casimiro Robles, contra Don Luis Casagrande, por cobro 

de pesos; sobre deserción de recurso . 



5umano.— Concedida la apelación ordenándose, sin observa- 
ción por parte del recurrente, la elevación de los autos ala Su- 
prema Corte en la forma de estilo, se entiende virtualmente 
emplazado aquel á mejorar el recurso dentro del término que 
la ley señala como máximum. 



Caso. — En la causa seguida por Robles con Casagrande, se 
dictó por el Juez Federal de la Capital sentencia definitiva, y 
se concedió libremente el recurso de apelación interpuesto, or- 
denándose por el decreto relativo la elevación de los autos á la 
Suprema Corte en la forma de estilo. 

Pasado el término de tres días, sin presentarse el apelante, 
el apelado acusó rebeldía, y la Suprema Corte declaró la deser- 
ción del recurso. 

Se pidió reposición, fundándose en que en el auto de concesión 
de la apelación no se había hecho la citación y emplazamiento 
prescrito por el artículo 211 de la ley de procedimientos. 
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Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Agosto 4 de 1891. 

Vistos en el acuerdo: Habiéndose concedido la apelación de- 
ducida á foja veintiuna ordenándose, sin observación alguna 
del recurrente, la elevación de los autos á esta Suprema Corte 
en la forma de estilo, que no es otra que la determinada por el 
artículo doscientos once de la Ley de Procedimientos^ por el 
cual se señala como máximum para la comparencia de la 
parte ante el Superior, el término de tres días, en los casos de 
apelación de providencias de los Jueces de Sección que tienen 
su asiento en esta Capital; y por los fundamentos de la resolu- 
ción recaída en esta misma fecha en el caso de don Francisco 
A. Bellizia con don Miguel Torcella, de la cual se agregará 
copia testimoniada á estos autos : se declara no haber lugar á 
la reposición solicitada del auto de foja veinte y cinco vuelta, y 
repuestos los sellos, devuélvanse como está ordenado . 

BENJAMÍN VICTORICA. — C. S. DE 
LA TORRE. — LITIS V. VÁRELA. 
— ABEL BAZAN.— LUIS SAENZ 
PE?ÍA. 
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CXJLIII 



Don Pedro J, Astorga contra Don Jesús Tenreiro, por cobro eje- 
cutivo de pesos; sobre competencia. 

5umano.— Debe darse por acreditada la naturaleza argentina 
del actor, que se reconoce por el demandado en el instrumento 
de obligación, se declara por los testigos de la información su- 
maria y resulta de la partida de bautismo no redargüida de 
falso. 



Caío.— Don Pedro J. Astorga entabló contra Don Jesús Ten- 
reiro demanda ejecutiva por cobro de 20.000 pesos, con base de 
un documento público de obligación. 

Acreditó la competencia federal por información de dos testi- 
gos que declararon ser argentino el actor Astorga, y español el 
demandado. 

Despachado el auto de solvendo, se presentó Tenreiro decli- 
nando la jurisdicción federal por ser chileno el señor Astorga, 
como lo justificaría. 

Conferido traslado, Astorga^ acompañó la siguiente partida 
de bautismo: 

cPedroBiondi, Cura Rector de la Iglesia Parroquial de la 
Merced, en San Juan de Cuyo, certifica que : en el correspon- 



222 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

ditnte libro de bautismos que obra en el archivo á su cargo se 
baila la siguiente partida que dice: En el año del señor de 1828 
á 19 del mes de Octubre en esta Santa Iglesia Matriz de San 
Juan 7 parroquia de San José, el Presbítero Doctor Don Ma- 
nuel Astorga, con mi licencia, bautizó, puso óleo y crisma á Pe- 
dro José, del día, noble, hijo legítimo de Don José Manuel As- 
torga y de Doña Antonia Yídela; fueron padrinos Don Vicente 
Yidela y Doña Mercedes Merlo, á quienes adrirtió el parentesco 
espiritual y para que conste, firmo. José Manuel Eufemio de 
Quiroga Sarmiento. — Escopía. 

« San Jaao, Abril 18 de 1891. » 

€ Pedro Biondi.^ 



Y dijo que no se explicaba cómo podía decir Tenreiro que éL 
había nacido en Chile, cuando era notorio que había nacido en. 
San Juan y que siempre había sido considerado como argentina 
y gozado de los derechos que le da su ciudadanía nativa. 

Que la féde bautismo que adjuntaba comprobando su aserto 
evitaba el entorpecimiento que el ejecutado quería causar con 
la excepción extemporánea é infundada que oponía, insinuando 
el propósito de rendir prueba en el extranjero. 



Fallo del Juex Feder»! 



San Juan, Abril 33 de 1891 . 

Vistos y considerando : I^ Que según el artículo 77, ley nacio- 
nal de procedimientos, en las excepciones dilatorias como en el 
presente caso, el artículo se recibirá aprueba, si el Juez lo es- 
limase necesario. 
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2^ Que en el caso sub jadice la recepción de prueba es innece- 
saria, porque Don Federico Aguilar, en representación de Don 
Pedro José Astorga,|pre8eniia, contestando la excepción, la par- 
tida de bautismo de su mandante, de foja 13^ con la que acre- 
dita que es argentino natural de esta provincia, única causa de 
la excepción alegada, pues el demandado señor Tenreiro confie- 
sa ser extranjero y por consiguiente es el caso del inciso 2^, 
artículo ^y ley sobre jurisdicción y competencia de los tribu- 
nales nacionales. 

Por estas consideraciones : fallo no haciendo lugar á la ex- 
cepción deducida, con costas, y ordenando se cumpla el auto 
de fecha 10 del corriente. 

Hágase saber y repónganse los sellos; notificándose con el 
original. 

L, Echegaray, 

VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Junio 20 de 1891. 
Suprema Corle: 

La información producida á fojas 6 vuelta y 7 ratificada por 
la partida de bautismo de foja 14, en cuanto á la nacionalidad 
de Don Pedro J. Astorga; cuya partida aún cuando no ha sido 
expedida de orden judicial, ni ratificada posteriormente, tam- 
poco ha sido redargüida de falsa por la parCe de Don Jesús Ten- 
reiro, justifica, en mi opinión, que dicho Astorga es ciudadano 
argentino; así como la nacionalidad española de Tenreiro apa- 
rece justificada por la misma información y por su declaración 
en la escritura de obligación de foja 2. Por todo ello, creo que 
el auto de foja 16 debe ser confirmado por V. E. 

Antonio E. Malaver, 
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Fallo de 1» Suprema Corte 

Buenos Aires, Agosto 4 de 1891. 

Vistos: con el mérito de la información producida á foja seis 
vuelta 7 foja siete, el de la partida de bautismo de foja cator- 
ce, 7 considerando, además, que la nacionalidad argentina del 
demandante se halla afirmada 7 aceptada por el demandado en 
la escritura misma de obligación que sirve de base á este jui- 
cio. Por estos fundamentos, 7 de conformidad á lo expuesto 7 
pedido por el señor Procurador General en su vista de foja 
veinte 7 nuei^e, se confirma, con costas, el auto apelado de fcja 
diez 7 seis; 7 repuestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMÍN VICTORICA.— G. S. DE LA 
TORRÉ. — LUIS V. VÁRELA. — ABEL 
BAZAN.— LUIS SAKKZPEf«ÍA. 
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CAUÜA CCL.TY 



Don Juan Jones contra Don Ignacio Aramburu; sobre interdic- 

to de despojo. 

Sumario, — Ejecutoriada j cumplida la demanda dictada en 
juicio de despojo, el vencido no puede demandar por despojo al 
vencedor, alegando la nulidad de]Ia sentencia, opuesta en dicho 
juicio, máxime si la nulidad invocada es de las susceptibles de 
renuncia y confirmación. 



Ca50.-.-En 28 de Agosto de 1890, se falló un interdicto de 
despojo deducido por Don Ignacio Aramburu contra Don Juan 
Jones, respecto de una isla, ante el Juez del Territorio nacional 
del Rio Negro. 

En 2 de Diembre de 1890, Don Juan Jones, ante el mismo 
Juez, dedujo interdicto de despojo contra Don Ignacio Arambu- 
ru, fundándose en que el demandado se había introducido el 
ano de 1889 j ejercido actos de posesión en la isla de los cLo- 
ros>, que el demandante ocupaba como único poseedor y con 
derecho de dominio desde el año de 1867. 

Dijo : que había sido despojado por Aramburu en virtud de 
sentencia de 28 de Agosto de 1890 en el interdicto de despojo de 
la misma isla instaurado por Aramburu en contra de él, quien 
en dicho juicioso halló imposibilitado de presentar pruebas pa- 
ra acreditar su mejor derecho á la posesión y dominio de la 
isla. 

T XV 15 
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Que dicha sentencia de 28 de Agosto recayó en juicio que era 
nulo por dos razones: 

1" Porque Aramburú había sido representado en él por Don 
Guillermo Iribarne, á mérito de un poder autorizado por el es- 
cribano Otárola, casado con una prima hermana de dicho Iri- 
barne, loque viciaba de nulidad el poder; 

2^^ Porque actuó en el juicio el citado escribano Otárola, con 
Tiolacion del articulo 158 de la ley orgánica de los tribunales^ 
según el cual todo lo actuado ante el escribano pariente de la 
parte ó de su abogado ó procurador, es nulo. 

Que por lo tanto la mencionada sentencia, que según el artí- 
culo 139, Código de Procedimientos, debía entenderse que era 
sin perjuicio de las acciones de posesión y dominio que podían 
corresponderá Jones, noobstabaal ejercicio de su acción, y 
debía declararse nulo todo lo obrado, condenándose en costas al 
escribano secretario, y hacerse lugar al interdicto de recobrar 
que deducía. 

Citadas las partes á comparendo quedó establecido en él, por 
declaración del actor, que la isla materia del interdicto, era la 
misma que fué materia del otro interdicto fallado el 28 de Agos- 
to de 1890. 

El demandante presentó en el juicio varias declaraciones de 
testigos y un certificado del Juez de Paz sobre su posesión, y 
un testigo que también declaró sobre su posesión. El deman- 
dado presentó unas actuaciones hechas ante el gobernador del 
Río Negro concediendo la pososion, y pidió se tuviese por prue- 
ba todo lo obrado en el juicio en que recayó la sentencia de 28 
de Agosto, presentando también á un testigo que declaró sobre 
su posesión. 

Agregó que debía rechazarse la nulidad de la sentencia de 28 
de Agosto invocada por el actor: 

I"" Por ser extemporánea y haber sido deducida á los tres me- 
ses de dictada, habiendo pasado ya en cosa juzgada; 
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2* Por ser inaplicable el articulo i 58 de la ley orgánica de 
los tribunales; 

3*» Porque U ley se refiere á los parientes consanguíneos, y 
no á los afines del 4^ grado; 

4** Porque el poder otorgado á Iribarne, ejercitado en el juicio 
de interdicto contra Jones, era válido. 

En otra audiencia cada una délas partes presentó é hizo exa- 
minar á varios testigos, respecto de la posesión. 

Después de al gado por ellos sobre el mérito de la prueba, el 
Juez, para mejor proveer, ordenó se presentara copia testimonia- 
da de la sentencia de 28 dé Agosto de 1899, y se informara por 
el secretario si había quedado ejecutoriada. 

El secretario informó que la sentencia se hallaba ejecutoriada 
desde el 7 de Setiembre de 1890. 

La sentencia de 28 de Agosto fué agregada en testimonio, y 
es del siguiente tenor: 

Viedma, Agosto 28 de 1890. 

Y vistos: estos autos posesorios seguidos á instancia y por ac- 
ción deducida por Don Ignacio Aramburu, representado por Don 
Guillermo Iribarne, hijo, contra Don Juan Jones, sobre inter- 
dicto de despojo de una isla. 

Y considerando: 1** Que para que proceda el interdicto de des- 
pojo se requiere que el que lo intente haya estado en posesión 
de la cosa de la que ha sido despojada (artículo 581 del Código 
de Procedimientos) y que la acción se deduzca dentro del año 
que se ejecutó el hecho, debiendo ol actor probar su posesión, 
cuando menos de un año, el despojo y el tiempo en que el de- 
mandado lo cometió (artículos 2473, 2493 y 2494 del Código 
Civil), Además, el acto, para que importe despojo, ha de tener 
por objeto hacer poseedor de la cosa al que lo ejecuta, con ex- 
clusión del poseedor actual, el cual no está obligado á producir 
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título alguno contra el despojante, aunque éste sea el dueño del 
inmueble j aunque su posesión sea viciosa, porque, cualquiera 
quesea la naturaleza de la posesión, nadie puede turbarla ar- 
bitrariamente. 

2^ Que el actor ha probado los extremos exigidos por la ley; 
pues los testigos Cusich, á foja 7 vuelta y foja 8, y León, 
á fojas 23, declaran, que desde más de un año atrás co- 
nocieron al demandante como poblador ó poseedor de la Isla 
en cuestión, y que después se introdujo en ella el deman- 
dado y construyó un rancho y ejercitó otros actos de pose- 
sión, agregando Cusich que tales hechos se ejecutaron ba- 
cía cuatro meses, y el mismo Jones, no los niega, más 
bien confiesa los hechos, manifestando que su proceder fué 
así á título de primer ocupante del indicado inmueble.' La ins- 
pección ocular y el informe délos peritos, de foja 36 vuelta á fo- 
ja.., corroboran acabadamente los fundamentos de la acción in- 
tentada, y dicho informe merece plena fé en sentir del suscri- 
to, tanto por ser hábiles los peritos, ciudadanos Don Miguel 
E. Vidal y Don Zenon Ferreyra, como porque los antecedentes 
y dictamen de su informe se hallan en perfecta armonía con 
las constancias de la inspección ocular ya mencionada: consta 
pues, de ella, que en la Isla se encuentran plantaciones y edifi- 
cios que demuestran la posesión demás de un añodeAramburu, 
posision real y efectiva á título de primer ocupante y con áni- 
mo de adquirir dominio, según acuerdan las leyes de tierras y 
colonización nacionales que rigen la materia; y también se 
constata el hecho de haberse introducido Jones en la misma 
isla (denominada Caipuicruz) y edificado un rancho y ejercido 
otros actos con ánimo de poseerla y con posterioridad á aquel, 
que como él mismo confiesa, á foja 6 vuelta, fué en Setiembre 
que hizo el rancho, y en Abril último lo que cortó árboles; pe- 
ro no es presumible que estando en Setiembre en posesión de la 
Isla, en Octubre hubiese permitido & Aramburu construir otro 
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rancho, como lo asevera: es más lógico G[Qe, como asevera el tes- 
tigo Casich y se desprende de la inspección ocular, que cuando 
dice Jones trabajaba en Abril, fué lo que edificó dicho rancho. 

3^ Que el demandado no ha justificado los hechos opuestos 
como excepción á lademanda, pues en el juicio verbal de que 
se instruye la diligencia de foja 6 dice: Que tenía pobla- 
da la mencionada Isla desde el año 1867, y que edificó en 
ella, cuyo edificio había sido destruido por los indios, y 
que siempre había estado en posesión de aquella; y en jus- 
tificación de tales hechos sólo ha producido la declaración 
del testigo Badelan, á foja 25, el que refiriéndose á una isla que 
denomina de cLos Loros», dice que la ocupó y la ocupa actual- 
mente el demandado; pero esta declaración á más de ser singular 
envuelve las contradicciones notadas por el representante del 
actor, quien argüyó que la isla á que este testigo se refería era 
otra distinta, argumentación ésta que no ha sido y que ha debi- 
do ser destruida, ya por otra prueba, ya aún más con la presen- 
cia del mismo testigo en el acto de la inspección ocular; tal de 
claracion, por adolecer de los vicios anotados, no merece fé en 
sentir del suscrito, y como el demandado no ha producido más 
prueba no obstante habérsele acordado para la defensa de su de- 
recho toda la amplitud posible, se desprende que su excepción 
carecía de fundamanto . 

Agrégase á esto, que del informe pericial y vista ocular cons- 
ta que no hay en la Isla vestigio alguno que demuestre haber 
existido la construcción anterior ya destruida á que Jones se 
refiere, ni más obra que patentizo la posesión de éste que las 
que el actor demanda como despojo. 

4® Que los documentos de fojas 9, 10 y II, como emana- 
dos de la gobernación del territorio merecen fé, y con ello se 
acredita las gestiones que el actor hizo en Marzo de 89 para po- 
blar la isla en cuestión, resultando de dichos documentos que á 
esta fecha Aramburu ya estuvo en posesión de ella y había po- 
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blado con un rancho y plantacioues: lo que viene á corroborar 
la posesión pública; real de que antes se ha hecho mérito. El 
documento de foja 12 no hacefé, ni puede ser tenido en con- 
sideración por ser un informe privado de vecinos. 

Los documentos de foja 28 á foja 32, presentados por el de- 
mandado, tampoco merecen fé, ya por ser declaraciones produ- 
cidas ante elJuez incompetente, como porque ni se hallan au- 
torizadas por el funcionario que las recibió, ni revisten forma 
alguna legal. 

Por estos fundamentos, y leyes citadas, fallo: condenando al 
demandado Juan Jones á restituir la posesión de la isla Cai- 
puicruz al demandante Aramburu, con indemnización de daños 
y perjuicios, que por falta de prueba relativa se fijará su im- 
portancia en otro juicio^ y alas costas ocasionadas en el litigio, 
hasta la total ejecución de la sentencia (artículo 583 del Código 
de Procedimientos, y segunda parte del artículo 2494 del Códi- 
go Civil); á cuyo efecto y en atención á los trabajos procurato- 
rios ejercidos, tanto aquí como en la inspección ocular por el 
apoderado señor Iribarne, regulo su honorario en 125 pesos, te* 
niéndose presente la distancia de 28 leguas que ha tenido que 
viajar, representando activamente á su parte ante el Juzgado; y 
en mérito de no haberse hecho observación á la cuenta de hono- 
rarios que cobran los peritos, según consta del informe del se- 
cretario, de foja... 

Y considerando que para desempeñar, su cometido han tenido 
que recorrer la misima distancia, confirmo y apruebo en cuanto 
haya lugar el mencionado honorario en la cantidad de 200 pe- 
sos nacionales y en la forma que lo determinan. 

Abraham Arce. 
Ante mí: 

Silvano Otar o la. 
Escribano Secretario. 



»r 
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Concuerda con la sentencia original de su referencia & laque 
me remito en caso necesario y en fé de estar conforme, expido el 
presente de orden judicial para el interesado señor Ignacio 
Aramburu en Yidema á29de Enero de 1891. 

Silvano Oíárola, 
Escribano Secretario. 



Fallo del Juez üetrado 

Viedraa, Febrero 17 de 1891. 

Y vistos: estos autos seguidos á instancia de Don Juan Jones 
contra Don Ignacio Aramburu, sobre interdicto de despojo de 
una isla en el Río Negro, de los que resulta: 

1^ Que el demandante funda su acción en el hecho de haber 
el demandado introducídose el año 1889, y ejercido actos de 
posesión en la isla de fLos Loros» que aquel ocupaba á título' de 
único poseedor desde el año 1867, y con derecho de dominio, de 
la cual dice haber sido despojado por Aramburu á mérito de una 
sentencia dictada en su favor por este Juzgado en 28 de Agos- 
to de 1890, en el interdicto de despojo de la misma isla instau- 
rado por dicho Aramburu contra el mencionado Jones; que co- 
mo la expresada sentencia recayó sobre un juicio que adolecía 
de nulidad, debíadeclararse nulo todo lo obrado y reponérsele á 
éste en la posesión de la isla; porque según el artículo 579 del 
Código de Procedimientos, la sentencia recaída en el menciona- 
do interdicto, ya fallado, se debía entender que era siempre sin 
perjuicio de las acciones de posesión y dominio que podían cor- 
responder al mismo Jones; que las causales de nulidad alegadas 
eran dos^ la una haber sido nulo el poder por el cual ejerció per- 
sonería el representante del actor Aramburu, por haber sido 
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otorgado por un escribano de registro que era pariente añn den- 
tro del 4^ grado del mandatario, j la otra, porque en dicho juicio 
actúa como secretario Don Silvano Otárola que era pariente del 
apoderado del mismo actor dentro de los grados que determina- 
ba el artículo 158 de la ley de organización de los tribunales; 
que habiéndose tramitado y fallado el referido juicio, con estos 
vicios de nulidad, debía declararse nulo todo lo actuado en él, 
condenándose en las costas al escribano secretario, y en su 
consecuencia hacer lugar al interdicto de recobrar que en el pre- 
sente juicio deducía. 

2*^ £1 demandado pidió en el juicio verbal de que instruye la 
diligencia de fojas 23, 24 y 25, que ol actor aclarase si en este 
juicio se trataba de la misma isla que por sentencia se ordenó 
al mismo Jones que la restituyera al mismo Aramburu; y ma- 
nifestado por el actor Jones, que la demanda se dirigía por la 
misma isla sobre la que recayó sentencia contra él, el deman- 
dado expuso: 

Que para acreditar que dicha isla le pertenecía, presentaba 
los títulos que corren agregados de foja... á foja 9, que además 
pedía se le tuviese por prueba todo lo obrado en el juicio que el 
mismo siguió contra el actor Jones, sobre despojo; que, además, 
según resulta de la exposición agregada de foja 10, la nulidad 
deducida, debía rechazarse de plano: 

1° Porque era extemporánea, pues de ella debía interponer- 
se conjuntamente con el recurso de apelación y en el mismo 
juicio, dentro de los cinco días siguientes al de la notiñcaciou 
de la sentencia, según el artículo 228 del Código de Procedi- 
mientos, y no á los tres meses de dictada aquella en el juicio 
de despojo que ya había pasado en autoridad de cosa juzgada, 
sin que en ningún caso se pueda interponer dicho recurso de 
nulidad por separado, según el artículo 239 del mismo Có- 
digo; 

2° Porque el artículo 158 déla ley de organización de los 
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tribunales en que se fundaba la nulidad, era inaplicable y ex- 
traño al incidente; 

3^ Porque la ley general sólo se referia á los parientes con- 
sanguíneos y nó álos afínes; 

4^ Porque el poder argüido había sido otorgado con todas las 
solemnidades de ley, sin adolecer de las causales de nulidad ex- 
presadas en el articulo 1004 del Código Cítü. 

Y considerando: 1^ Que la acción deducida se refiere á la po- 
sesión de la misma isla, eiitre las mismas personas y sobre el 
mismo inter'^icto de recobrar, que fué tramitado y fallado con- 
forme á la ley«y también ejecutoriada la sentencia, según cons- 
ta del informe del secretario de foja 42 vuelta y foja 51 y del 
testimonio de la sentencia relativa agregado de foja 53 & foja 
56, en cuyo juicio, habiendo Jones, como demandado, compare- 
cido y contestado y presentado pruebas, se resolvió que restitu- 
yese la posesión de dicha isla al actor Aramboru; que ejecuto- 
riada dicha resolución, en 7 de Setiembre de 1890 el mismo de 
mandado Jones, se presentó en nuevo juicio ya como actor, con 
f«cha 29 de Noviembre del mismo año, deduciendo igual inter- 
dicto de recobrar la posesión de la misma isla contra la misma 
persona, y fundándose en que la expresada sentencia había re- 
caído sobre un procedimient) nulo. 

2^ Que la nulidad deducida de un juicio cuyos trámites han 
sido consentidos, es improcedente en otro juicio; pues las nuli- 
dades deben reclamarse en la misma instancia en que se produ- 
jeron y en su caso, ante el superior, previos los recursos ordina- 
rios, según se establece en la Sección 3*, artículo 3^ del Código 
de Procedimientos; sin que pueda ser aceptable que, aunque 
existieren motivos de nulidad de una causa que se tramitara en 
el mismo Juzgado^ fuese permitido juzgar de la legitimidad de 
ellos en otra causa distinta, ya porque seria establecer la anar- 
quía en el procedimiento, como violentar las disposiciones déla 
ley. 
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3^ Que una caasa fenecida y pasada en autoridad de cosa juz* 
gada, por no ser susceptible su fallo de recurso alguno ordina- 
rio ni extraordinario, no puede ser atacada de nulidad, ni revi- 
sión alguna, porque reviste tal fuerza obligatoria entre las par- 
tes que comprende la sentencia que deñne sus derechos, que no 
hay legislación que no le consagre los respetos que merece la 
verdad, para evitar los peligros de un debate sin fin, y cque 
está en la razón del interés público la presuncionde verdad que 
la ley atribuye á lacosa juzgada»^ según dice el Doctor Mala- 
ver en su obra de procedimientos, página 421 . tRes judicatay pro 
verüate habetur, había prescrito el Digesto; y la^ley 32, título 
34, partida 7: ^otrosí decimos que lá cosa que es juzgada por 
sentencia de que non se pueden alzar, que la deben tener por 
verdad». «Permaneciendo en el estado civil, dice el juriscon- 
sulto citado, se somete como á que los magistrados decidan las 
diferencias que con otros pueda tener; y está obligado á respe- 
tar y cumplir desde luego las decisiones legalmente pronuncia- 
das contra él, aunque las repute injustas, y aun cuando lo sean 
en efecto. No podría sustraerse á ellos sin turbar el orden pú- 
blico, sin destruir las leyes del Estado, que quedarían desauto- 
rizadas, si cualquier individuo privado pudiese, según su inte- 
rés y su capricho, desobedecer impunemente los mandatos del 
magistrado establecido para hacer efectivos los de la ley. Si los 
Jueces declarasen falso un hecho verdadero, pasará por falso á 
los ojos de la ley. La fuerza de lacosa juzgada es tal que do- 
mina á la verdad misma, y la somete á su autoridad. La senten- 
cia, aunque contraria á la verdad y á la justicia, no quedará por 
eso sin ejecución: así lo exige el orden público.» 

Y existe cosa juzgada en el caso presente porque el juicio ar- 
güido de nulidad y sobre el que recayó sentencia definitiva y 
ejecutoriada por consentimiento de partes, tuvo por objeto la 
misma isla, esto es, idéntica cosa demandada, la misma acción 
de despojo, esto es, idéntica causa entre las mismas personas 
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Aramburuy Jones, y con idéntica calidad, esto es, primeros po- 
seedores ó pobladores de dicha isla. Así es qne, ni el suscrito 
tienejurisdiccion para variar ni modificar dicha sentencia, según 
el artículo 222 del Código de Procedimientos, ni, como dice el 
autor antes citado, página 422. cningun poder alcanza á des- 
truir la presunción de verdad que representa la cosa juzgada en 
los efectos civiles»; lo contrario, sería establecer un semillero 
de pleitos interminables, si las decisiones judiciales jamás hu- 
biesen de tener una aplicación práctica. 

La autoridad, pues, decosa juzgada, adquirida por la senten- 
cia recaída en el juicio argüido de nulidad, hace que sea impro- 
cedente el fundamento déla acción demandada. 

Lo dispuesto en el artículo 579 del Código de Procedimientos 
que el actor alega en su apoyo, es inaplicable al caso subju^ 
dice. Las acciones posesorias áque dicho artículo se refiere, son 
para el juicio especial de retener y conforme á la naturaleza de 
la causa ó del derecho que se gestione, sin que de aquí se pueda 
desprender la facultad de revisar procedimientos y actuaciones 
selladas con sentencia ejecutoriada, ni que un litigante vencido 
en el interdicto de despojo pueda reconvenir al vencedor con 
otro interdicto, por el despojo que dice le ocasiona del mismo in- 
mueble, la sentencia que le condenó á su restitución; y no puede 
haber despojo ocasionado por sentencia, cuando el vencido ha 
sido condenado después de haber sido oido enjuicio con arreglo 
á la ley. 

4** Que de lo expuesto resulta que ha sido bien deducida la ex- 
cepción de cosa juzgada opuesta á la demanda, y comprendida 
en el artículo 95 del Código de Procedimientos; que no habien- 
do sido esta excepción alegada como de previo pronunciamiento, 
sino al contestar la demanda, debe ser considerada al presen- 
te, porque se dirigía á destruir la acción intentada. 

5"* Que no procediendo la nulidad demandada, tampoco pro- 
cede la condenación en ]as costas, gastos, daños y perjuicios. 
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que eu su alegato, y á foja 38 vuelta, solicita el actor contra el 
Escribano secretario Don Silvano Otárola. 

6° Que en el caso de no hacerse lugar al interdicto se conde- 
nara en costas al actor, artículo 583 del Código de Procedimien- 
tos y el demandado así lo solicita áfoja 41. 

Por estos fundamentos y leyes citadas, fallo : absolviendo á 
Don Ignacio Aramburu de la demanda, la que rechazo por ser 
contraria á la autoridad de cosa juzgada, con costas al actor 
Don Juan Jones. 

Repónganse los sellos. 

Abraham Arce. 

Ante mí: 

Silvano Otárola, 
Escribano Secretario. 



Fallo de %m Suprema Corle 

Buenos Aires, Agosto 4 de 1891 . 

Vistos: Siendo las nulidades que se alegan en la demanda 
susceptibles, por su naturaleza, de renuncia y confirmación, y 
no habiendo sido ellas opuestas en el juicio en que se dicen co- 
metidas, en cuyo caso no pueden servir de fundamento á una 
nueva acción con perjuicio de la autoridad de la cosa juzgada 
recaída en aquel. 

Por estos fundamentos, y los concordantes de la sentencia 
apelada de foja cincuenta y siete vuelta, se confirma ésta, con 
costas, y repuestos los sellos, devuélvanse. 

benjamín victobica.— c. s. déla 
torre. — luis v. várela. — abel 
bazan.— luis saenzpeña. 
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<:aijisa CC1.Y 



D. Olimpio Rosado Silva, contra la sociedad «Vitivinícola», 
por cobro de pesos; sobre incompetencia 



Sumario.— i"^ El empleado contratado por año, destituido 
antes del año, por hechos cometidos en el ejercicio de su em- 
pleo, que han motivado un juicio criminal contra él por parte del 
principal, no puede pedir que éste le pague los gastos hechos en 
el desempeño de sus funciones y el sueldo anual, mientras no 
esté resuelto el juicio criminal intentado. 

2"" La disposición del artículo ilOl del Código Civil es apli- 
cable al caso en que el actor en el jnicio criminal obre como tal 
en el juicio civil, como al en que siendo en el primero deman- 
dante sea demanda do en el segundo, con tal qne los hechos que 
dan origen á ambas acciones, sean los mismos. 



Caso. — En 30 de Setiembre de 1890, Olimpio J. Rosado Silva 

acompañando varios documentos y una cuenta corriente con 

saldo á su favor de 1879 pesos 21 centavos, demandó á la com- 

.pañía anónima «Yitivinícola Argentina» por el pago de dicha 

cantidad, gastos de permanencia en esta y costas del juicio. 

Dijo : Que el 14 de Julio de 1890 había sido nombrado Ecóno- 
mo del establecimiento cLa Dormida», que la sociedad tenía en 
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la provincia de Mendoza, con sueldo de 2400 pesos, qtie él en- 
tendía fijado por año, y que en 8 de Agosto fué destituido sin 
causa justificada ; 

Que importando esto un contrato de locación de servicios por 
un término por lo menos de un año, según el artículo 1507 del 
Código Civil, se le debía el sueldo de un año, con los gastos he- 
chos por él, de cuyo importe, descontando unos 500 pesos reci- 
bidos de la Gerencia de la Sociedad y otras sumas recibidas por 
él como ecónomo, se le quedaba debiendo la suma demandada. 

Acreditada la competencia federal, por ser extranjero el actor 
y argentina la Sociedad demandada, y conferido traslado, ésta 
opuso la excepción de incompetencia. 

Dijo: que tratándose de la expulsión de un empleado de un es- 
tablecimiento mercantil, el Juzgado Federal tendría jurisdic- 
ción para conocer de la causa si los hechos no constituyeran 
delitos cuyo juzgamiento corresponde á otro Juez, y no estu- 
viera ya iniciado el correspondientejuicio criminal, que ha sido 
iniciado contra Besado con anterioridad á esta demanda ante 
el Juez del Crimen de Mendoza, por faltas y delitos cometidos en 
el desempeño de su empleo; 

Que siendo tos mismos hechos los que vendrían á constituir 
la materia de este juicio, la acción instaurada no puede conti- 
nuar, y el Juzgado Federal carece por el momento de jurisdic- 
ción para conocer en él . 

Que al tratar el Código Civil del ejercicio de las acciones por 
indemnización de daños causados por los delitos, establece que 
si la acción criminal procede á Ja civil, ose intenta pendiente 
ésta, no habrá condenación en el juicio civil antes de la conde- 
nación del acusado en el juicio criminal, y después de este no se 
podrá contentar en el juicio civil la existencia del hecho penal 
que constituye el delito, ni impugnar la culpa del acusado, su- 
cediendo lo mismo en el caso de absolución (artículos llOi, 
1102 y ilOSdel Código CiviU; 
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Que siendo así prejudicial el juicio criminal, el Juzgado debía 
declarar qno no estaba obligado á contestar la demanda, mien- 
tras no se resolviera aquel. 

Conferido traslado, Rosado Silva pidió el rechazo, con costas, 
de la excepción. 

Dijo: Que la jurisdicción federal surgía por la distinta nacio- 
nalidad de las partes; 

Qne la excepción opuesta podría entenderse si hubiera sido él 
que hubiera iniciado acción criminal contra la sociedad, pues 
entonces no habría podido entablar acción civil sin expresar el 
resultado del juicio criminal; pero pretender que se pueda para- 
lizar una acción civil porque se haya deducido acción crimi- 
nal contra el actor en el juicio civil, es establecer el sacrificio de 
los derechos privados; 

Que para que exista la acción prejudicial se requiere que haya 
identidad de causa, de objeto, y de partes, y en el caso no se 
han alegado estos extremos, y las acciones son diversas en su 
objeto, y en los propósitos que los determinan. 



FaIIo del Jlues Federal 



Dueuos Aires, Abril 21 de 1891. 

Y vistos : por los fundamf^ntos aducidos en el escrito de foja 
82, y considerando además: I'' Que la competencia de la Justi- 
cia Nacional de la Capital para conocer en esta causa está acre- 
ditada por la distinta nacionalidad de las partes, de acuerdo con 
el inciso 2<*, del artículo 2 de la ley sobre jurisdicción y com- 
petencia de los Tribunales Federales de 14 de Setiembre de 
1863, y por tener aquí su domicilio la parte demandada. 

2^ Que ésta no desconoce esos hechos al declinar la jurisdic- 
ción del Juzgado, pues su excepción es más bien de litis penden- 
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cia, por haber demandado crimioalmente al actor ante los Tri- 
bunales ordinarios de Mendoza, por faltas y delitos cometidos 
en el desempeño de su empleo como factor ó dependiente de ella; 
entendiendo que se trata de un juicio prejudicial. 

3^ Que la acción deducida, según ha sido planteada en la de- 
manda, tiene por antecedente un contrato de locación de seryi- 
cios, el cual ha sido rescindido por actos exclusivos de la com- 
pañía demandada, y se dirige á obtener las indemnizaciones con- 
siguientes á su falta de cumplimiento, consistentes en el saldo 
que arroja á favor del actor la cuenta corriente á fojas, 2 y 3, 
faltando por consiguiente un elemento esencial para que haya 
litis pendencia, que es la identidad de acción ó de objeto, por- 
que el juicio criminal no puede tener otro que el castigo del acu- 
sado por lus hechos que se le imputan. 

4° Que los artículos del Código Civil en que el demandado 
funda su defensa serían aplicables si los invocase el actor Silva 
en el juicio civil que puede promover con ocasión 6 como conse- 
cuencia de la falta de delitos que son materia del juicio cri- 
minal, porque evidentemente^ las reparaciones é indemnizacio- 
nes procedentes de un delito están subordinadas á la de- 
claración de culpabilidad en el mismo delito; pero no pueden 
invocarse por la compañía demandada, porque cintra ella no 
hay ninguna acción criminal deducida. 

h^ Que la sentencia que recaiga en el juicio seguido ante los 
Tribunales de Mendoza, en cualquier sentido que sea, no pue- 
de resolver ningún punto relativo á la legitimidad ó ilegitimidad 
de la cuenta presentada por el actor; y si bien en la hipótesis 
de ser éste condenado puede haber lugar al juicio civil de indem- 
nizaciones, será entonces la oportunidad de compensar lo debido 
. 6 repetir lo indebidamente pagado. De 1 j contrario le basta- 
ría á un deudor promover un juicio criminal con ó sin funda- 
mento para paralizar indefinidamente la acción de su acree- 
dor. 
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Por esto, no halagar con costas, ala excepción opuesta y con-* 
téstese la demanda en el término legal. 

Virgilio M. Tedin. 



VISTA DEL SEÜOR PROCURADOR GENERAL 



BuoDOs Aires, Junio 11 de 1891. 
Suprema Corte: 

Creo que la resolución apelada de foja 87 debe, por sus fun- 
damentos, ser confirmada por Y. E. 

Antonio E. Malaver. 



Pallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Agosto 6 de 1891. 

Vistos: Resultando de autos que existe entre las partes un 
juicio criminal pendiente ante los Jueces locales de la provin- 
cia de Mendoza, por querella instaurada con anterioridad ala 
presente, á nombre d) la Empresa demandada «LaTJnion Yiti- 
Tinícola Argentina» contra el demandante don O. J. Rosado 
Silva, por hechos de fraude y dolo atribuidos á este último, que 
se dice han dado lugar ásu expulsión y destitución de sus fun- 
ciones de ecónomo de dicho establecimiento y aún motivado 
una prisión en su contra, según se expresa por el propio de- 
mandante á foja cincuenta y nueve. 

Y considerando: Que la acción deducida de daños y perjuicios 

T XV 16 . 
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tiene por base precisamente los hechos de expulsión y destitu- 
ción aludidos, que se reputan y son acusados de infundados y 
arbitrarios por parte del demandante. 

Que la base de una y otra acción es por consiguiente la mis- 
ma y la decisión de la presente depende necesariamente de la 
solución que se dé á la cuestión promovida en el juioio criminal 
sobre la existencia de los hechos que le sirven de fundamento. 

Que con arreglo al artículo mil ciento uno del Código Civil, 
la acción civil debe quedar en suspenso toda vez que durante 
ella ó con anterioridad se deduzca 6 haya deducido acción crimi- 
na), sobre los mismos hechos que dan lugar á aquella hasta que 
recaiga sentencia firme en el juicio criminal. 

Que esta disposición es aplicable lo mismo al caso en que el 
actor en el juicio criminal obre como tal en el juicio civil, que á 
aquel en que siendo en el primero demandante sea en el segundo 
demandado, con tal que los hechos discutidos en ambas causas 
y que dan origen á ambas acciones^ sean los mismos. 

Forestes fundamentos, se revoca el auto apelado de foja 
ochenta y siete y se declara procedente la excepción dilatoria 
deducida á foja setenta y ocho, debiendo en consecuencia sus- 
penderse la prosecución de esta demanda hasta la decisión del 
juicio criminal pendiente de que antes se ha hecho referencia. 
Eepónganse los sellos y devuélvanse. 

benjamín VICTORICA.— C. S. DE 
LATORRE. — LUISV. VÁRELA. 
— ABEL RAZAN.— LUIS SAE^Z 
PEÑA. 
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€)CI.VI 



El Banco Hipotecario Nacional, contra D. Juan Benito Gofii, 
por cobro de pesos; sobre inhibición general 



Sumario. — 1*^ La inhibición general de bienes, no está auto- 
rizada por la ley de Procedimientos nacionales como medida 
preventiva. 

2"* Es distinta la inhibición ó embargo de un bien raíz de- 
terminado. 



Caso. — D. Alberto Peralta Ramos, por el Banco Hipotecario 
Nacional, se presentó ante el Juzgado exponiendo: Que D. Juan 
B. Goñi hipotecó á favor del mencionado Banco, en 10 de Oc- 
tubre de 1888, ante el Escribano D. Victorio A. Márquez, un 
terreno ubicado en San José de Flores, por la cantidad de 
80.000 posos en cédulas de la serio D. 

Que no habiendo el deudor pagado los servicios correspondien- 
tes, el Directorio del Banco, usando de las facultades que le 
confieren los artículos 50 y 51 de su ley orgánica anunció el re- 
mate déla propiedad para el 7 de Marzo del corriente año; y, 
como no hubo postor, el Banco se halla en el caso de poder 
ejercitar la acción personal contra los demás bienes del deudor, 
según el artículo 43 de la ley. 



244 Fallos de la suprema corte 

Qae por lo expuesto y atento lo dispuesto por el artículo 443' 
del Código de Procedimientos, pedía que decretase inhibición 
general de los bienes del deudor, prohibiéndole disponer de ellos 
con las convenientes anotaciones en el registro correspondiente. 



Fallo del •iucB Federal 



Buenos Aires, Mayo 22 de 1891. 

Por presentado en cuanto ha lugar por derecho y constituido 
el domicilio legal, se le tiene por parte al recurrente á mérito 
del poder acompañado que le será devuelto bajo constancia en 
autos, y bajóla responsabilidad del Banco Nacional Hipotecario 
decrétase inhibición general de bienes contra el demandado, á 
cuyo efecto se librarán los oficios necesarios, debiendo esta par- 
te deducir sus acciones en forma, en el término de diez días. 

Virgilio M. Tedin. 

D, Manuel B. Laborde, por D. Juan B. Goñi, se presentó ex- 
poniendo: Que al ir su representado á escriturar una finca ven- 
dida, ha tenido conocimiento de la inhibición general decre- 
tada con carácter preventivo, porque nó se le ha notificado de- 
manda alguna; 

Que el Juzgado ha sido sorprendido al dictar una medida 
improcedente que causa serios perjuicios á su representado; 

Que Geni vendió la propiedad que afectó al Banco á «La edi- 
ficadora de la Floresta» por escritura cuya copia se presentó al 
Banco; Que según parece la «Edificadora de la Floresta» no 
ha hecho el servicio de la deuda, y el Banco dejando á un lado 
al nuevo adquirento ha pedido la inhibición contra Goui, sin 
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que para ello lo autorice ni la ley de Procedimientos, ni el Có- 
digo GítíI ni la misma Carta orgánica del Banco; 

Que el artículo 3163 del Código Civil autoriza para reclamar 
el pago del que contrajo la deuda y si éste no paga, para ocurrir 
contra el poseedor; 

Que sea que la acción se dirija contra el deador 6 contra el 
tercer poseedor, la ejecución debe hacerse en el bien afectado, 
ya por el cobro del capital, ya por los intereses ó por ambas co- 
sas; y mientras no se enajene el bien efectado, la ejecución no 
puede extenderse á otros bienes; 

Que el artículo 42 de la ley orgánica del Banco, sólo autori- 
za á estopara cobrar del deudor el excedente que pueda resultar 
déla deuda, cuando enajenado el bien, su precio no cubriera el 
capital é intereses; 

Que mientras la enajenación no se haya hecho, el acreedor 
hipotecario no puede perseguir otros bienes del deudor ni me- 
nos inhibirlo, porque no se sabe si hay excedente ni á cuánto 
acciende; 

Que esto no se altera porque la propiedad haya sido sacada á 
remate y no se haya vendido por falta de postor; 

Que no habiendo ley que autorice la inhibición en este caso, 
el auto del Juez es nulo. Pidió que se revocara el auto ó áe 
le concediera los recursos de apelación y nulidad que interponía 
contrae!. Por otrosí, manifestó: que deseando Goñi dar á em- 
bargo bienes suficientes para levantar la inhibición, pedía se 
ordenara al Banco manifestase dentro de 24 horas, el monto de 
la suma que reclama y por la cual ha pedido inhibición. 

El Juez confirió traslado en lo principal, y mandó que se hi- 
ciera la manifestación solicitada en el otrosí. 

Contestando la parte del Banco, expuso: Que el deudor del 
Banco es D. Juan Benito Goñi; 

Que en la ¡escritura de hipoteca se estableció, como lo dispone 
el reglamento del Banco, que en caso de venderse la propiedad 
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era necesario que el deudor obtuviera precisamente el acuerdo 
del Directorio para que la obligación continuase á cargo del com- 
prador; 

Que Goñi solicitó este acuerdo como lo demuestra el docu- 
mentó que exhibe (foja 10), pero como el comprador era una so- 
ciedad anónima se pidió la presentación de los estatutos y como 
estos no se exhibieron, el Dírectori.-) no dio el acuerdo; 

Que la enajenación que haya podido hacer Goñi no lo libra 
pues de la obligación, no siendo exacto por otra parte, como se 
dice, que la copia de la escritura de venta haya sido presentada 
al Banco; 

Que en la escritura de hipoteca, Goñi afectó su propiedad sin 
perjuicio de la garantía general de sus demás bienes; omitido el 
servicio de la deuda^ se sacó á remate aquella con la base del 
importe de lo adeudado, y el hecho de no haber habido postor 
demuestra que el bien hipotecario no alcanza para cubrir la 
deuda y que es el caso de hacer efectivas las responsabilidades 
del deudor á sus demás bienes; 

Que el Banco se encontraba en las condiciones de los artículos 
443 y 448 del Código de Procedimientos, que autoriza el em- 
bargo preventivo, y como no le conocen bienes al deudor so- 
licitó la inhibición general; de acuerdo con lo que dispone el ar- 
tículo 461 del mismo Código; 

Que lo que adeuda Goñi importa 80.000 pesos en cédulas serie 
D, menos 814 pesos que tiene amortizados, y por servicios atrasa- 
doSy intereies penales, etc., 11 .579 pesos más los gastos y costas 
que le causa^ en la forma que demuestra la planilla que presenta; 

Que aunque el Banco tenía derecho de cobrar todo lo edeudado 
el Banco limita la gestión á los servicios atrasados, intereses 
penales, es decir 11 .579 pesos más los gastos y costas que opor- 
tunamente se estimarán. Pidió que el Juzgado mantuviera la 
inhibición decretada, siempre que Goñi no prefiera oblar la ex- 
presada cantidad . 
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Auto del Jíiiex Federal 



Buenos Aires, Mayo 6 de 1891. 

Y Tistos: Por ios fundamentos aducidos en el presente escri- 
to, no ha lugar al recurso de reposición deducido en el de foja. . • 
mandando inhibir á Goñi, y se concede en relación el de apela- 
ción 7 nulidad subsidiariamente interpuesto para ante la Supre- 
ma Corte á donde se remitirán los autos en la forma de estilo. 

Virgilio M. Tedin. 

Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, i^gostoGde 1891. 

Vistos: Sin perjuicio de las acciones personales del Banco 
Hipotecario contra don JuanB. Goñi, y de los derechos que pue- 
da hacer valer, en general, sobre sus bienes; teniendo, empero, 
en consideración que la obligación de todos los bienes del deu- 
dor, en el contrato de préstamo, no importa la constitución de 
un derecho real sobre ellos; y lo resuelto en veinticuatro de 
Mayo del corriente año, por esta Suprema Corte, en el caso del 
Banco Nacional contra don Pedro García, de lo cual se agrega- 
rá copia testimoniada á estos autos : se revoca el auto apelado 
de foja cuatro, y se declara no haber lugar á la inhibición gene - 
ral solicitada, dejándose á salvo las acciones referidas del Ban- 
co, sobre bienes determinados del deudor, que pueda designar; 
y repuestos los sellos, devuélvanse. 

benjamín VIGTORIGA.— C. S. DE 
. LA TORRE.— LUIS V. VÁRELA. 

—ABEL RAZAN. — LUIS SAENZ 

PE^A. 
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<:al'sa € CI.TI1 



Contra Eduardo Ackerley y C*, por defraudación de rentas^ 
sustracción de mercaderías, falsedad y tentativa de esta- 
fa; sobre competencia. 



Sumario, — 1^ £1 delito coneio qae coa arreglo al artículo 
i060 de las Ordenanzas de Aduana, somete varias acciones al 
conocimiento del Juez Federal, comprende el caso en que de 
un mismo delito ó de delitos diversos, pero ligados entre sí, co- 
mo resultado de una resolución única^ procedan acciones di- 
ferentes de las que una sea por delito común sujeto á la 
jurisdicción ordinaria, y otra por su defraudación de la renta. 

2^ Si el delito de defraudación de la renta no tiene vincula- 
ción alguna con los otros delitos sometidos á la jurisdicción de 
los Tribunales, y resulta de hechos independientes de los que 
constituyen estos, las piezus relativas deben remitirse á la 
administración de Aduana para el conocimiento y juicio que 
las ordenanzas difieren al respecto á la jurisdicción adminis- 
trativa. 



Caso. — Lo explica la siguiente: 






s 
1. 
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PETICIÓN 



Buenos Aires, Junio de 1891. 
Señor Juez Federal: 

Domingo Toro y Zelaya, por la representación que ejerzo 
en el juicio instaurado por la Aduana de esta Capital contra 
ios señores Eduardo Acberley y Compañía, sin ser visto eva- 
cuado el traslado conferido de la acusación ñscal, á Y . S. co- 
mo mejor proceda en derecho, digo: 

I. Que el señor Administrador de Aduana de esta Capital 
resolvió á foja 21 de estos autos, se remitiera á este Juzgado 
un expediente que envuelve dos cuestiones totalmente distin- 
tas, porque el fallo de una es de competencia exclusiva de la 
Aduana, correspondiendo el conocimiento de la otra á la Jus- 
ticia Nacional. 

El primero de esos cargos contra la casa de Ackerley y Com- 
pañía procede por existir errores en varias copias de facturas á 
depósito^ errores que deben ser penados, según lo pretende la 
Aduana, porque se pidió la rectificación con posterioridad al 
parte de foja primera. 

La otra cuestión se refiere á la falta en los depósitos de trece 
cajones de mercaderías, cuya sustracción, por los partes de fo- 
ja 54 y foja 73, se imputa á los consignatarios señores Acker- 
ley y Compañía. 

II. Suponiendo la Aduana que Y. S. tiene jurisdicción 
para resolver, en una misma sentencia, dos cuestiones tan dis- 
tintas^ ha formado, de todo, un expediente que, á mi juicio, y 
por las razones que voy á exponer, debe devolverse, en parte, 
á la Aduana. 

La ley de 16 de Octubre de 1863, dispone que los Juzgados 
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de Sección, conocerán de todas las cuestiones que interesen al 
Fisco Nacional; pero en las de contrabandos, deben ajustarse á 
las leyes respectíTas. 

Las Ordenanzas de aduana, que es lo vigente al respecto, dis- 
ponen en sus artículos 1035 y 1054, que los administradores 
de aduana deberán fallar administrativamenti^ todas las cues- 
tiones, condenando ó absolviendo al comerciante. 

Para que pueda conocer privativamente la Justicia Federal, 
es indispensable cualesquiera de estas dos circunstancias: ó que 
la mercadería hubiere salido de la jurisdicción de la aduana, 
(artículo 1035), 6 que el contrabando se efectuase conexo con 
un delito común (artículo 1060). 

En los errores de calidad en los artículos manifestados en 
una copia de factura á depósito, podrá, si se quiere, suponer 
que ha existido un propósito fraudulento, que tiendo á dismi- 
nuir la la renta fiscal; pero en esto no existiría jamas el delito 
común, necesario para que pudiera entender este Juzgado cuan- 
do, por otra parte, las mercaderías permanecen aún en la 
aduana, por no haberse pedido el despacho de ellas. 

De manera, entonces, que el asunto del cual V. S. puede 
entender originariamente es el que indican los partes de fo- 
ja 54 y foja 73, por referirse á mercaderías que salieron de la 
jurisdicción de la aduana. 

III. Por las razones anteriormente explicadas no procede la 
acumulación ordenada á foja 121, y cuyo decreto recien co- 
noce mi parte, porque, lo repito, en una de esas cuestiones es 
indispensable t^n/a//opremo déla aduana, prescrito por los 
artículos 1035 y 1054 de las Ordenanzas y, porque, además, 
esos dos asuntos están sujetos por la ley á distinta tramitación, 
es decir, á una, los trámites de un juicio con sus respectivas 
instancias, y á la otra, si el fallo administrativo fuera apelado 
por el interesado, con un escrito de c¿da parte quedaría con- 
cluido el juicio (artículo 1070 de lab Ordenanzas). 
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La acamulacion que ha decretado la aduana, á pesar de 
nuestro escrito de foja... sólo podría tener lugar, cuando así 
lo hubiese exigido la continencia de la causa, entendiéndose por 
tal la unidad y conexión que debe haber en todo juicio, relati- 
Tamente á la acción^ á la cosa litigada, á la persona del Juez y 
al fallo definitivo. 

En los casos ocurrentes son distintas las mercaderías, dife- 
rentes las acciones, y el fallo definitivo de una, puede serlo la 
sentencia administrativa^ desde que es inapelable si fuese ab- 
solutoria (artículo 1062) y el fallo de Y. 8. en la causa que le 
corresponde, sólo produciría instancia. 

En conformidad con estos principios, puedo citar una senten- 
cia de V. 5. mismo y que fué confirmada por la Suprema Corte 
(serie 2% tomo 10, página 238 de sus fallos), ppr la que se 
resolvió que, cuando las mercaderías no han salido de la juris- 
dicción de la aduana^ es el administrador á quien compete cono- 
cer, en 1' Instancia, de todas las causas de contrabandos ó de- 
fraudaciones. 

lY. Evidenciado, como queda, que la aduana no ha podido 
confundir, en un solo proceso, cuestiones que corresponden á 
jurisdicciones distintas, puedo agregar aún que, en la que per- 
tenece al fuero de la aduana, se podría deducir, prescindiendo 
del recurso de apelación que acuerda el artículo 1063 de las 
Ordenanzas para ante el Juez Federal, el recurso administrati' 
vo para ante el Ministerio de Hacienda; que faculta el decreto 
del Gobierno, de fecha 26 de Diciembre de 1879, y que puede 
verseen la página 148 de las leyes fiscales coleccionadas el 
año 1886. 

Y ya que trato de resoluciones administrativas me permitirá 
Y. S. transcribir otra que se registra en la misma colección, 
página 156, que, junto con corroborar el principio sostenido 
por Y. S. en la sentencia que he recordado, explica mejor 
nuestro derecho, para oponernos á lá confusión de expedientes. 
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por más que la aduana Toluntariamente quiera desprenderse de 
la jurisdicción que le acuerda la ley. 

cBuenos Aires, Noviembre 10 de 1882. Mientras las mer- 
caderías no hayan salido déla jurisdicción de la aduana, aun* 
que sea un kilo de alambre del cargamento denunciado, el que 
quedara para ser entregado, bastaría para conservar toda la 
fuerza jurisdiccional que le acuerda la ley. 

tNo debe, entonces, pasarse este expediente á los Tribunales 
Nacionales, sino seguir la tramitación que hasta ahora se le 
ha impuesto.» 

En virtud déla disposición tan terminante del artículo 1034, 
no comprendo cómo la Dirección aconseje se remita este asunto 
á los Tribunales Nacionales, quedando á la aduana un privile- 
gio tan importante, como es el que le acuerda la ley, etc., etc. 

Y. Si no puede ponerse en duda la irregularidad cometida 
por el Jefe de la aduana, formando un cuerpo homogéneo de 
partes 6 reclamos de naturaleza distinta, tampoco tiene explica- 
ción alguna, que, á pesar de declararse incompetente, áfoja 121 
para fallar el juicio de defraudación, sin embargo de ello, re- 
sueloe no hacer lugar á la solicitud de rectificación presentada 
por la casa de Ackerley y compañía, y, al remitir á Y. S. todos 
los autos, declina toda la jurisdicción, prorrogándosela á este 
Juzgado. 

Sabe Y. S. que por el artículo primero de la ley de 14 de 
Setiembre de 1863, concordante con el 19 del Código en lo Cri- 
minal, la jurisdicción de los Tribunales y Juzgados Nacionales 
no es prorrogable sobre personas y cosas, ajenas de ella, aun 
cuando las partes litigantes convengan en la prorrogación. 

Sabe también Y. S. que el artículo tercero de esa misma 
Ley obliga al Juez á desechar de plano y sin más actuaciones 
siempre que aparezca claramente, que la causa no corresponde 
á la Justicia Nacional. 

En virtud de este principio imperativo de la ley y demostra- 
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do, como qaeda, que en lo concerniente á las defraudaciones 
que se suponen por errores en las copias á depósito, sólo co- 
rrespondería conocer á este Juzgado, en grado de apelación, pi- 
do á Y. S. ordene la división del expediente, quedándose con 
las actuaciones y demás diligencias relacionadas con los partes 
de foja 54 y foja... 

YI. Benuncio, señor Juez, á producir otras citas y comenta- 
rios en materia tan clarísima y que el Juzgado debe resolver, 
prescindiendo de toda vista al Procurador Fiscal, desde que en 
el asunto que versa sobre la defraudación, es te. funcionario sólo 
vendría á ser parte, cuando se apelara de la sentencia adminis- 
trativa, optándose por la vía contenciosa, á los efectos que in- 
terviniera en la forma prescripta por el artículo 1070, de las 
citadas Ordenanzas de aduana. 

En conclusión, señor Juez, y á fin de que el Juzgado ordene 
la devolución á la aduana^ del proceso sobre defraudación en el 
que ella debe exclusivamente fallar, así como notificar á las 
partes, vengo á indicar cuáles son las piezas de autos que, sin 
relación alguna con la sustracción de bultos, deben desglosarse 
del expediente, y ellas son las siguientes; 

De foja 1" á foja 53 inclusive. 

De foja 71 á 72 inclusive; 

De foja 109 á 112 inclusive; 

De foja 116 á 120 inclusive. 

Por tanto á Y. S. suplico que, sin serviste evacuar el trasla- 
do de la acusación fiscal, se declare incompetente para conocer y 
fallar el juicio que versa sobre defraudación, imputada á la 
casa que represento, por lo que deben desglosarse de autos las 
piezas anteriormente relacionadas, devolviéndose á la aduana 
para que dicte la respectiva sentencia . 

Es justicia etc. 

D. Toro y Zelaya, 
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VISTA nSCAL 



Buenos Aires, Junio 19 de 1891. 
Señor Juez: 

Todos los partes, los referentes á la mera defraudación á la 
renta como los relativos á los delitos conexos, han sido pasados 
con motivo y en cumplimiento de la revisacion de las mercade- 
rías déla casa de Ackerley y compañía, practicados por la Ad- 
ministración de Rentas, en uso de la facultad que le acuerda el 
artículo 311 de las Ordenanzas de aduana y constituyen el re- 
sultado de la inspección practicada. 

Formado el sumario con esos antecedentes, y las demás ac- 
tuaciones que obran en autos, como constara de esas piezas 
que no habían cometido delitos conexos, la Administración de 
Bentas, absteniéndose de resolver, elevó á Y. S. el espediente 
y y. S. dispuso la instrucción correspondiente, adelantándose 
la tramitación hasta la acusación. 

Este procedimiento se amolda en un todo á las prescripciones 
de las Ordenanzas de aduana, las que, en el artículo 1060 esta- 
tuyen de una manera integiversable que, cuando del sumario 
resulte un delito conexo, la administración de Bentas estará 
inhibida para resolver y deberá pasar el sumario al Juzgado 
Federal, á objeto de que la instrucción de las dos acciones se 
haga simultáneamente y en un mismo juicio, substanciándose 
todo á la vez. 

En presencia del precepto legal que acabo de recordar, pre- 
cepto que legisla sobre un caso especial, y que es precisamo nte 
el que ocurre, no es posible hacer la separación que pretende la 
casa de Ackerley y compañía á fin de organizar dos expedientes, 
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dos jaicios, qae han de substanciarse, el ano ante la administra- 
ción de Rentas 7 el otro ante Y. S. 

La ley no habla de separaciones, muy lejos de eso, preceptúa, 
é imperativamente, que el sumario, todos los autos se pasen al 
Juez de sección, y así se ha procedido, 

La Administración de Bentas, al verificarlas mercaderías de 
la casa de Ackerley y compañía ha encontrado que se habían 
cometido transgresiones á las Ordenanzas de aduana, calificadas 
unas sólo de defraudaciones á la renta, y otras de delitos co- 
munes, y ha enviado el sumario á quien únicamente puede sen- 
tenciar la causa. 

Antes de terminar, debo llamar á Y. S. la atención, acerca 
del fallo que se invoca en el escrito de foja... Esa decisión no 
ha recaído en una causa en que apareciera la existencia de deli- 
tos conexos, sino en una de simple contrabando y, por consi- 
guiente, no tiene paridad alguna con la sub judice. 

Debo también decir que las disposiciones de diversas leyes, 
que en el mismo escrito se citan, son todas de carácter general 
y que no destruyen, en lo más mínimo, la fuerza y eficacia del 
precepto del artícalo 1060 de las Ordenanzas de aduana, con su* 
jecion al que tiene Y. S. que resolver el punto debatido, por 
razón de ser especial y el único aplicable. 

Pensando en el sentido que queda expuesto, solicito de Y. S. 
se sirva no hacer lugar á lo pedido por la casa de Ackerley y 
compañía, dejando así evacuado el traslado conferido. 

José Á, Viale. 



Fallo del JTuez Federal 

Buenos Aires, Junio 22 de 1891. 

Y vistos: Por los fundamentos de la vista fiscal que antecede, 
que el Juzgado encuentra ajustados, no ha lugar al desglose 
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pedido por la casa de Eduardo Ackerley y compañía, debiendo 
correr los autos según su estado. 

Andrés Ugarnza. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Baenos Aires, Julio 24 de 1891. 
Suprema Corte: 

cConsiderando, dice el señor Director de Rentas á foja 127, 
de la resolución que empieza á foja 121, que de este sumario 
resultan dos acciones diferentes^ la primera de falsa manifesta- 
ción, hecha expresamente para defraudar la renta; pues los 
cajones de las mercaderías falsamente manifestadas, vienen 
preparados al efecto, trayendo los géneros inferiores colocados 
de manera, que, al abrir un cajón el Vista se encontrará con 
ellos, pasando desapercibidos los de superior calidad, por ha- 
bérseles acondicionado intencionalmente en el centro, por lo 
que no era fácil apercibirse, máxime cuando el artículo tiene un 
solo aforo en tarifa y está avaluado al peso, por lo que la única 
verificación que correspondía era la del peso, y este es igual en 
todos los cajones; que, además, teniendo la mercadería un solo 
aforo, es, por esa causa, de que los Vistas despachan en con- 
fianza. 

«Que las solicitudes de adición presentadas por las casa^, lo 
han sido después de haber habido principio de verificación, 
no desvirtuando el hecho, la fecha en que se pasó el primer 
parte, pues el jefe de Vistas^ en vez de partes parciales pudo 
pasar uno solo, al terminar su comisión, dando cuenta de su re- 
sultado; y esto no era posible que lo hiciera, sino después de 
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muchos días, puesto que se trataba de la Terificacion de mi 
choa bultos diseminados ea diversos depósitos de las aduaaas li 
Lanús y Catalinas. . . 

<Qae está debidamente comprobada la sustracción, de los di 
pósitos de aduana, de los trece cajones mencionados, lu qt 
constitaye un delito previsto y penado en el artículo 959 de li 
Ordenanzas de aduana y la ley Nacional de 1863 ala qm 
sin duda, se refiere el citado artículo, «cando dice: que la pérd 
da de la mercadería se impone sin perjuicio de las indemnizt 
ciones y penas que corresponden con arreglo al derecho. 

<Qnebay, además, el delito de adulteración ó falsificacit 
de an docomento; pues para sacar los tres cajones marcadi 
YII, hansido estos agregados en el parcial número 63562. 

(Que, por último, resulta una tentativa de estafa, declarac 
por el mismo Ackerley, al confirmar en sa declaración de fo. 
107 vuelta las pretensiones de su apoderado Doctor Toro Zel 
ya, quien manifiesta que va á cobrar al Fisco los cajones su 
traídos . . . 

«Por estos fundamentos se resuelve: 

tí" No hacer lugar á las solicitudes de adición presentadas 
que obran á fojas 23, 27, 30, 35, 39; 

«2° Nohaeer lugar á lo solicitado á foja... de que el ineidei 
te sobre sustracción de bultos, se tramite por separado d 
de falsa manifestación, por cuanto el artículo 1060 de las Ord 
nanzas, inhibe, en este caio, entender á esta adroinístracio 
por tratarse de un delito conexo, perfectamente comprobad 

■3° Bemitir al Juzgado Federal este expediente, conforme 
lo establecido en el citado artículo, para que, previos los tr 
mites que corresponda, proceda á la aplicación de las pen 
respectivas etc. etc.. 

«S. Baibiene.* 
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Como lo vé y. E., el presente sumario ha sido formado para 
la investigación de tres delitos diferentes, que se dicen per- 
petrados contra la aduana de esta Capital: el l'^ de falsa mani- 
festación hecha para defraudar la renta; el ^ de sustracción de 
trece cajones de mercaderías de los depósitos de la misma adua- 
na; y él S'' de tentativa do estafa. 

El señor Administrador de Rentas, el señor Procurador Fis- 
cal, y el señor Juez Federal han creido, fundados en la dispo- 
sición del artículo 1060 de las Ordenanzas de Aduana, que ha- 
bía conexidad entre estos delitos, y que, por consiguiente, en 
toios ellos debía conocer y fallar el Juzgado Federal y no la 
Aduana. 

El representante de los señores Ackerley y compañía ha sos- 
tenido, por el contrario, que, tratándose de diferentes delitos, 

■ 

el de defraudación de la renta, á que se refiere el artículo 1035 
de las Ordenanzas de Aduana, debía ser resuelto exclusivamen- 
te por el señor Administrador de Rentas, con sujeción al artículo 
1054 de las mismas Ordenanzas, pudiendo sólo entender en tal 
delito el Juzgado Federal en el grado de apelación á que se re- 
fiere el artículo 1063 siguiente. 

Por no haberse hecho lugar á esta pretensión, han venido 
estos autos en apelación ante Y. E* 

La vista fiscal de foja 198 vuelta y la resolución apelada de 
foja 199 vuelta tienen por fundamento el artículo 1060 de las 
Ordenanzas de Aduana, que dice así textualmente: 

«Cuando en el sumario resulte un delito conexo, es decir, 
cuando un mismo hecho de transgresión á las leyes de aduana 
dé lugar á dos acciones diferentes, de las que una sea por delito 
común, cuya acusación corresponda al Ministerio Público, y 
cuyo fallo compete á los Tribunales ordinarios y la otra á la 
administración, por la defraudación déla renta, el administra- 
dor pasará, sin resolución, el sumario al Juez de Sección á que 
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pertenezca, para qaa las dos acoiones seaa instraidas simal tá- 
neamente y falladas por un solo y mismo jnicio . » 

Lacaestion. promovida por la casa de los señores Ackerley 7 
compañía tiene por fandamento la creencia de que no se trata 
de delitos conexos; pues, á admitir lo contrario, no podría negar 
que el artículo 1060, que queda transcripto, sería de estricta 
aplicación al caso. 

Los delitos cuya averiguación ha dado origen á este sumario 
¿ son 6 no, delitos conexos? 

Creo que lo son indudablemente, á estar á los términos de 
dicho artículo 1060 de las Ordenanzas. «Cuando en el sumario, 
dice, resulte un delito conexo, es decir, cuando nn mismo hecho 
de transgresión á las leyes de aduana da lugar á dos acciones 
diferentes, de las que una sea por delito común, cuya acusa- 
ción corresponda al Ministerio Público y cuyo fallo compete á 
los Tribunales ordinarios, y la otra d la administración^ por 
la defraudación de la renta»; en tal caso hay delitos conexos 
y es indudable que la sustracción de cajones de mercaderías 
de los depósitos de la aduana constituye un delito común, pre- 
visto y castigado por el artículo 81 de la ley de 14 de Setiem- 
bre de 1863, que declara los crímenes cuyo juzgamiento 
compete á los Tribunales Nacionales, mientras que, la falsa 
manifestación de mercaderías á la aduana, con el único fin de 
perjudicar á la renta, constituye otro delito diferente, «uyo 
juzgamiento y castigo corresponde al administrador de esa 
misma renta. 

Sin duda, el representante de los señores Ackerley y compa- 
ñía no considera incluido el presente caso en la disposición 
del artículo 1060 de las Ordenanzas de Aduana, porque para 
establecer la conexidad, dicho artículo supone la existencia de 
un solo delito, y que él dé lugar á las dos acciones diferentes 
que expresa. De suerte que, resultando de la misma resolución 
del Administrador de Rentas, de foja 126, que se han cometido 



260 FALLOS DE LA SUPBEMA CORTE 

delitos diferentes, como son los que antes quedan expresados, 
y de los cuales nacen distintas acciones, y están sujetos á di- 
versa jurisdicción, ha creído que su juzgamiento correspondía 
á la jurisdicion competente en cada uno de dichos delitos. 

Pero hay que observar, que, probablemente por error, se ha 
supuesto en A artículo 1060 citado, que la conexidad puede 
hallarse en un solo delito^ cuando de él nacen acciones diferen* 
tes. Así, habría conexidad en todo delitOi cuando se encuentran, 
á la vez agraviados por éi la sociedad y un individuo, y cuando 
de él nacen dos acciones, un:i pública y otra privada. 

Peroles criminalistas explican que, para que haya conexidad, 
serequierc la existenc.ade dos delitos y ^ot lo menos. «Se lla- 
man conexas dice Haus, las infracciones unidas entre bí, por 
un lazo común, que liga la existencia de la una con la existen- 
cia déla otra. La conexidad, que supone muchos delitos, sea 
que esos delitos huyau sido cometidos por una misma persona, 
sea que hayan sido cometidos por muchas, difiere desde luego, 
de la complicidad {sensu latiori) que une en un solo delito á 
los agentes que en él han tenido participación... 

«Según los términos del Código de Instrucción Criminal, ar- 
ticulo 227, los delitos son conexos cuando han sido cometidos 
al mismo tiempo, por muchas personas reunidas, cuando han 
sido cometidos por diferentes personas, aunque en diferen- 
tes, tiempps y en diversos lugares; pero, como consecuencia 
de un acuerdo previo entre ellas; cuando los culpables han 
cometido, los unos para procurarse los medios de cometer los 
otros, para facilitar ó para consumar su ejecución ó para asegu- 
rarse la impunidad (Droit Penal Belge, tomo 1°, números 406 
y 408, páginas 303 y 304). 

«La pluralidad de delitos puede ofrecerse al criminalista, dice 
Ortolan, con la circunstancia de que delitos múltiples — sean 
ellos cometidits por un solo agente, sea que hayan sido cometi- 
dos cada uno por un agente distinto, — se encuentren unidos en- 
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tre si, por cierto lazo que refiera lógicamente la existencia del 
uno á la del otro. «lista especie de relación se designa con el 
nombre de conexidad... La conexidad se refiere á nn lazo exis- 
tente entre varios delitos». (Eléments de Droit Penal^ número 
1239, página 551). 

Si aplicamos á los delitos denunciados en este expediente los 
principios consagrados por la ciencia penal, tendremos que de- 
ducir, necesariamente, que existe entre ellos verdadera conexi- 
dad; porque, para la sustracción de los cajones d6 la aduana, 
han debido intervenir varias personas, ligadas por un acuerdo 
previo entre ellas; porque tales cajones sólo pudieron sacarse 
de los almacenes Fiscales, para escusar el pago de los derechos 
de importación, almacenaje, etc., y porque, por fin, si tal delito 
se cometió, tiene con el de falsa manifestación de mercaderías 
hecho á la aduana, el lazo común que los une, de ser perpetra- 
dos coa el único fin de no pagar tales derechos, ó de pagarlos 
menores, de los que, en realidad, correspondía (Haus, obra y 
loe. cit.). Sólo difieren en que se han buscado, por el uno, 
libertarse totalmente del pago de tales derechos; mientras que, 
por el otro^ se ha buscado sólo su disminución. 

Existiendo conexidad entre dichos delitos, su conocimiento 
y juzgamiento corresponde al mismo Juez; no sólo porque así 
lo establece el mismo artículo 1060 de las Ordenanzas de 
Aduana, sino porque también así lo enseña la doctrina jurí- 
dica. Los delitos conexos, dice el mismo Haus, estando uni- 
dos ente sí, por un lazo, más ó menos estrecho, deben ser en 
tanto que sea posible, instruidos y juzgados juntos, para que 
las lunes adquiridas sobre el uno puedan ilustrar á la justicia 
respectiva del otro. La conexidad tiene, pues, por efecto, la 
reunión de los procedimientos y una prorrogación de jurisdic- 
ción, es decir, una extensión de la jurisdicción del Tribunal, 
al que se difiere el conocimiento de los delitos conexos, en el 
caso en que tales delitos, considerados aisladamente, sean de 
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la competencia de Tribunales diferentes» (obra cit., número 
497, página 304). 

Por las razones expuestas, soy de opinión que Y. £. debe 
servirse confirmar la resolución apelada. 

Antonio E. Malaver. 



FaIIo de ia Suprema Corte 

Buenos Aires, Agosto 8 de 1891. 

Vistos y considerando: Que, según lo expresa el señor Pro- 
curador General en su precedente vista y resulta del examen de 
estos autos, en el presente sumario se comprende la investiga- 
ción de tres delitos diferentes, que se dicen perpetrados por los 
procesados contra la aduana de esta Capital, á saber: primero, 
el de falsa manifestación hecha para defraudar la renta; se- 
gundo, el de sustracción de trece cajones de marcaderías de los 
depósitos de la misma aduana; y tercero, el de falsedad y ten- 
tativa de estafa. 

Que de estos hechos, el primero con los dos últimos, no tie- 
nen entre sí relación ni vinculación alguna, habiendo sido prac- 
ticados en distintas épocas, respecto de cargamentos y mani- 
fiestos diferentes, y en circunstancias independientes las unas 
de las otras, dando lugar cada uno por sí^ á acciones de distinto 
orden y de diversa naturaleza; aunque todos se hayan descu- 
bierto ó venido á conocimiento de la aduana, con ocasión de la 
inspección general que ésta ordenó de las mercaderías de la ca- 
sa de Ackerley y compañía, existentes en los depósitos fiscales 
y hayan venido á ser comprendidos, por tal causa, en un solo 
y mismo sumario. 

Que, con arreglo al artículo mil sesenta de las Ordenanzas de 
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aduana, sólo en el caaode qae, de un mismo delito ó de delitos 
diversos, pero ligados entre sí, como resaltado de una resolu- 
ción única, resulten acciones diferentes, de las que una sea 
por delito común, cuya acusación corresponda al Ministerio 
Público 7 cuyo frJlo compota á los Tribunales ordinarios, j la 
otra á la Administración por la defraudación de la renta, el su- 
mario deberá pasarse al Juez de Sección para que las dos accio- 
nes sean instruidas simultáneamente y falladas por un solo y 
mismo juicio. 

Que así resulta de los términos explícitos de dicho artículo, 
cuyo texto es: cCuandoen el sumario resulte un delito conexo, 
es decir, cuando un mismo hecho de transgresión á las leyes 
de aduana dé lugar á dos acciones diferentes, de las que una 
sea por delito común, cuya acusación corresponde al Ministerio 
Público y cuyo fallo compete á los Tribunales ordinarios, y la 
otra á la Administración de la renta, el administrador pasará, 
sin resolución, el sumario al Juez de Sección á que pertenezca, 
para que las dos acciones sean instruidas simultáneamente y 
falladas por un solo y mismo juicio». 

Que, en consecuencia, no es de aplicación al presente caso la 
doctrina de este artículo, ni puede, en su mérito, proceder el 
Juez de Sección, á conocer y fallar en primera Instancia y si- 
multáneamente de todos los hechos que dan lugar á esta causa, 
con perjuicio y prescindiendo de la jurisdicción administrativa 
que las Ordenanzas establecen para el conocimiento y juicio de 
los que se refieren puramente á la defraudación de la renta, pre- 
vistos en las mismas ordenanzas, y que no dan lugar á acción 
común. 

Por estos fundamentos: se revoca el auto apelado de foja 
ciento noventa y nueve vuelta, y se declara que deben desglo- 
sarse de estos autos y remitirse á la administración de aduana 
á los efectos dfa la resolución que corresponda, con arreglo á 
los artículos mil treinta y cinco y siguientes de las ordenanzas 
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del ramo, los antecedentes relativos á los manifiestos en qoe 
se ha cometido sólo el delito de falsa manifestación, y lle- 
varse adelante la causa por el Juzgado, en lo que se refiere á 
lo demás que fundan la resolución de esta Suprema Corte, 
corriente á foja ciento cuarenta y tres. Repónganse los se- 
Hos y devuélvanse. 

benjamín VIGTORICA. — G. S. DE 
LA TORRE. — LUIS V. VÁRELA. 
— ABEL BAZAN.--4.UIS SAEIfZ 
PEÑA. 



CAUSA «^CI.VIII 



El albacea de la Testamentaría del doctor don Manuel Z avalla, 
co7itra don Zacarías Barbosa; sobre cumplimiento de man- 
dato. 



Sumario. — El comprador de unas casas, que reconoce haber 
recibido encargo de comprarlas para otro^ y que no prueba el 
retiro posterior del mandato, existiendo por contrario hechos 
que confirman la subsistencia y la ejecución del mismo, está 
obligado á hacer el traspaso de las cosas compradas á los can- 
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sa-habientes del mandante^ y á rendirles cuenta de la inver- 
sion de la totalidad de los fondos recibidos de éste . 



Caso.— En 27 de Agosto do 1887, se presenta ante el Juzga- 
do de Sección de la Capital el doctor don Ángel Fizarro Lastra 
en representación del albaceade la testamentaría del doctor don 
Manuel M. Zavalla, exponiendo: 

Que el doctor Zavalla, antes d^ venir á esta capital, en su úl- 
timo viaje, comisionó al doctor don Zacarías Barbosa^ domicilia- 
do en ésta, para que le comprase la propiedad situada en esta 
Capital, calle de Artes números 709 y 712, que quería donar á 
su señora hermana, doña Mercedes Zavalla de Iriondo; 

Que confiado el doctor Zavalla en que Barbosa cumpliría fiel- 
mente su mandato, dióle sus instrucciones verbales; y comen- 
zó éste á cumplir con las obligaciones que había contraído, te- 
legxafiándolQ dándole cuenta de la operación y consultándole 
sobre la misma; 

Que según resultaba de los telegramas dirigidos por Barbosa 
al doctor Zavalla, que acompañaba, era evidente que este señor 
compró las propiedades deque en ellos hace referencia como 
simple mandatario de aquel; 

Que la responsabilidad jurídica del que hace transmitir despa- 
chos telegráficos es la misma que la del autor de una carta 
(artículo 41, ley de Telégrafos Nacionales), pero que esta res- 
ponsabilidad era aún mayor que la de los que firman cartas, por- 
que un telegrama autenticado por las oficinas nacionales, re- 
viste el carácter de una confusión, pues en las oficinas telegrá- 
ficas de la Nación, cuando se trata de telegramas de la natura- 
leza de los indicados, se constata la identidad de las personas 
por Ijs oficiales encargados de su transmisión (artículo 82 de la 
ley citada); * 

Que no era esto sólo lo que comprueba el mandato de Barbo- 
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sa. Qoe según la exacta relación del señor don Pedro Pereyra, 
Tendedor, él vendió al doctor don Manuel M. Z avalla las casas 
indicadas, hecho confesado expontáneamente por Barbosa, 
quien le manifestó ser un mero intermediario en esta operación 
que quería realizar de la mejor manera posible, para asi satis- 
facer á su mandante, de quien era íntimo amigo; que machas ve- 
ces al reclamarle por su demora en pagar el precio, le expresó 
que era necesario que viese personalmente al doctor Zavalla pa- 
ra obtener que fuese satisfecho; 

Que el corredor del señor Pereyra, D. Luis F. Gómez, expre- 
sa también que la compra fué he cha por Barbosa para el doctor 
Zavalla; que quizo pagarle con un documento firmado por los se- 
ñores Delfin Vieiray Dr. D. Teófilo García, á la orden del Dr. 
Manuel M. Zavalla, y, finalmente que el nombre del comprador 
fué dejado en blanco en la escritura para que oportunamente 
fuese firmado por el Dr. Zavalla evitándose así una doble escri- 
tura de traspaso de esta propiedad; ^ 

Que abundando en datos, expresaba también que ésta opera- 
ción la conocían por confesión del mismo Barbosa y referencias 
del Dr. Zavalla, I09 señores Teófilo García^ Dr. Isaías Gi], Dr. José 
Galvez.Dr. Alejo López Lecube, Dr. Agustín Cabal, señor Delfin 
Vieira, D. Mariano Acosta, D. Agustín Torreñs, D. Elíseo Vi- 
dela y el escribano que escrituró la propiedad, D. Anacleto Res- 
ta, los inquilinos de la casa calle de Artes 709 y muchísimos 
otros testigos queh^ría declarar oportunamente para constatar 
el estelionato cometido por Barbosa que se negaba á entregar lo 
que pertenece á la sucesión del doctor Zavalla, y que por un abuso 
de confianza había hecho poner las escrituras á nombre propio; 

Que el doctor Zavalla, para la compra de estas propiedades, 
dio á Barbosa un documento firmado á su favor por D. Teófilo 
García y D. Delfin Tiéira, valor de 50.000 nacionales. Que 
cnando el documento le fué entregado, estaba suscrito sólo por 
el señor Teófilo García, porque Yieira se encontraba en Santa-Fé; 
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qoe Barbosa tomó el documento 7 lo bizo firmaren el Rosario 
por el señor Delfin Yieira como lo comprueba la carta que acom- 
pañi^ dirigida al doctor Zavalla, fechada en el Bosario el día 2 
d9 Marzo. Que al siguiente, 3, firmaba las escrituras de com- 
pra según se desprendía de los telegramas enunciados antes j 
cumplía con el encargo á que se refiere en la carta fecha 2 de 
Marzo; 

Que Barbosa vino á esta Capital y supone que entregó el do- 
cumento en caución al señor Yieira j obtuvo de él un anticipo 
para pagar las casas; 

Qne posteriormente ese documento fué descontado en el Ban- 
co de I;i Provincia, recibiendo Barbosa el dinero para cumplir 
su cometido; 

Que de los antecedentes que deja expuestos se desprende la 
obligación de Barbosa de rendir cuentas á la sucesión del doctor 
Zavalla; de entregar la casa comprada con sus respectivos títu- 
los 7 los alquileres percibidos después de la muerte del doctor 
Zavalla, que indebidamente retiene, con los intereses 7 demás 
qne por derecho corresponde^ de conformidad á los artículos 
1909, 19H 7 1913 del Código Civil; 

Que la obligación en este caso era de dar 7 debía llenarla en- 
tregando las casas con sus frutos 7 accesorios como lo observa 
el doctor Segovia en la nota al artículo 1911, responde de la 
conservación de las cosas que quedan en su poder como á título 
de depósito; 

Que aunque las escrituras de esta compra están concebidas á 
nombre propio de Barbosa, ella fué hecha por el doctor Zavalla, 
quien pagó su precio en la forma relacionada 7 á quien por lo 
tanto pertenece la casa en propiedad 7 dominio, desde que Bar- 
bosa fué un simple mandatario que adquirió la propiedad para 
su mandante hasta que el doctor Zavalla entró á poseerla per- 
sonalmente con su familia como propietario 7 dueño de las mis- 
mas (artículos 2394, 2395, 2396. 2397 y 2398); 
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Qne f andado en estas consideraciones demandaba á D. Zaca- 
rías Barbosa para que cumpliera el mandato que le fué confe- 
rido por el Dr. D. Manuel M. Zavalla, entregando las escrituras 
de la casa comprada, los alquileres percibidos con sus intereses 
7 las costas del juicio. * 

En otrosi, dijo: Que de conformidad al artículo 55, inciso 3^ 
de la ley nacional de procedimientos, solicitaba como medida 
esencial para conservar los derechos que representaba, el em- 
bargo preventivo de las propiedades calle de Artes 709 j 711, 
bajo su responsabilidad j la del doctor don Néstor de Iriondo, 
albaceade la testamentaría del doctor Zavsl la. 

Acreditada la competencia del Juzgado por la diversa vecin- 
dad de las partes se confirió traslado de la demanda, j se de- 
cretó el embargo preventivo, que fué confirmado (fallo de la Su- 
prema Corte de 10 de Julio de 1888, foja 122). 

D. Zacarías Barbosa evacuándolo, pidió su rechazo, con cos- 
tas, dejándosele á salvo las acciones civiles y criminales qne pu- 
dieran corresponderle. 

Dijo: Que si bien era cierto que el doctor Zavalla lo encargó 
de buscar una propiedad, ofreciendo darle más tarde los fondos 
necesarios para comprarla, así como que practicó las diligen- 
cias necesarias al efecto, lo era también que la compra no pudo 
realizarse posteriormente por resolución del mismo doctor Za- 
valla, como lo comprobaba con el telegrama que bajo el núme- 
ro- 5 acompañaba, contestación del doctor Zavalla á una carta 
en qne, hablándole del asunto, le manifestaba ciertos inconve- 
nientes para obtener fondos; 

Que este telegrama tiene fecha 15 de Marzo de 1887, y que 15 
días después recien se otorgó la escritura de venta á su favor; 

Que llegado el doctor Zavalla á esta capital le manifestó no 
querer por el momento llevar á cabo la operación de la compra 
de las referidas propiedades y que de común acuerdo las tomó 
él, manifestándole al mismo tiempo al doctor Zavalla que si 
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más adelante se resolvía á comprarlas se las cedería gustosa- 
mente por el mismo precio qae le había costado; 

Que la escritura se hizo el 1® de Abril j no el 3 de Marzo, co- 
mo se afirma en la demanda y que el pagaré lo hizo descontar 
el doctor Zavalla en el Banco de la Provincia recien en el mes 
de Mayo, más de un mes después que él había pagado las casas 
y percibido alquileres; 

Que esto lo sabía no sólo el doctor Zavalla sino también la se- 
ñora Mercedes Z. delriondo, porque aquel se lo comunicó y ella 
se lo transmitió á él, constando esto mismo de los papeles del 
doctor Zavalla que tenían y no presentaban; 

Que era completamente falso que él hubiera pretendido pa- 
gar al vendedor el precio de las propiedades con un documento 
firmado por por los señores Delfin Yieira y Teófilo García, con- 
cebido á la orden del doctor Zavalla, como asimismo que el 
nombre del comprador fué dejado en blanco en la escritura con 
el objeto de evitar una doble escrituración, y que el señor Vm- 
ra le hubiera hecho anticipo de dinero para comprar las casas 
á cuenta del valor de la letra; 

Que era falso que los sucesores de Zavalla se encuentren po- 
seyendo las casas compradas á título de dueño, que del docu- 
mento de fianza que acompañaba resulta que una de dichas pro- 
piedades la tenía alquilada á la señora de Seguí, viviendo en la 
otra una hermanado Zavalla intitulo de locataria; 

Y que, finalmente, era incierto que el doctor Zavalla le haya 
exigido en ningún momento la entrega de los títulos délas 
propiedades, pues éste no le hubiera hecho tal exigencia 
sin antes ^aber cumplido con las obligaciones de todo com- 
prador; 

Quede los documentos que acompaña resulta claramente que 
las casas de la referencia han sido de su exclusiva propiedad y 
que ha ejercido en ellas todos los derechos que confiere el do- 
minio pleno, desde la fecha del otorgamiento de la escritura, 
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habiéndosele vendido hace algún tiempo á otra persona con pac- 
to de retroventa; 

Que además, en la época en que se confirmó la escritura. I"" 
de Abril y no 3 de Marzo, el doctor Zavalla se encontraba pre- 
sente en esta ciudad y su inacción y silencio revelan claramen- 
te que por su parte había desistido de la operación que tuvo in- 
tención de efectuar, desligándose de toda obligación para con él, 
si es que hubiera podido existir un mandato en el presente caso; 

Que de los hechos expuestos resulta que no ha existido con- 
trato de mandato en ninguna de las formas que establece el Có- 
digo Civil, pues que él no se obligó con el doctor Zavalla á re- 
presentarlo en el negocio de la compra de las casas en cuestión, 
sino que tan sólo se ofreció, como un amigo, á buscarle una 
finca que le conviniese á los fines que él se proponía; 

Que tampoco le facultó para que lo representara al efecto 
de ejecutar en su nombre y de su cuenta el acto de la compra de 
las propiedades; ni que él se creyó habilitado para proceder 
como su mandante; 

Que si el doctor Zavalla hubiera tenido la intención de cele- 
brar con él un verdadero contrato de mandato le hubiera con- 
ferido un poder con c'áusula especial para adquirir bienes como 
lo exige nuestro Código, y que el no haberlo hecho así revela que 
no ha habido tal mandato; 

Que, aún admitiendo en hipótesis que las diligencias que 
practicó en bnsca de una propiedad para el doctor Zavalla cons- 
tituyeran un mandato tácito; este hubiera quedado sin efecto : 
1« en virtud del telegrama á que se había referido; y 2*^ porque 
habiéndose hallado presente en esta ciudad el presunto man- 
dante en la época de otorgarse la escritura y no habiendo hecho 
la entrega de los fondos para la compra, el mandato hubiera 
quedado ipso fado, sin valor ni efecto, en razón de la imposibi- 
lidad en que se encontraba para realizar la operación encomen- 
dada; 
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Que el solo hecho de encargar á una persona la busca de 
una casa para comprarla, sin otras facultades, no constituye un 
mandato en la acepción legal de la palabra . Que podr'i ^er esto 
un servicio de mayor 6 menor importancia, atención amistosa 
si se quiere; pero nunca un verdadero mandato. 



Ffftilo del Juez Federal 



Buenos Aires, Febrero 6 de 1890. 

Y vistos: estos autos iniciados por el doctor Ángel Pizarro 
Lastra, como apoderado de los albaceas de la testamentaría del 
doctor don Manuel M. Zavalla, contra don Zacarías Barbosa, 
reclamando la escrituración á favor de la expresada testamen- 
taría, de dos fincas calle de Artes, números 709 y 71 i antiguo, 
compradas por Barbosa como mandatario del doctor Zavaüa, de 
los que resulta: 

1° Que la demanda se funda en que las expresadas ca- 
sas fueron compradas por el demandado por encargo y cuen- 
ta del doctor don Manuel M. Zavalla, negándose éste á 
escriturarlas á favor de su demandante, y se dirige á obligar al 
demandado por la acción directa de mandato á que haga la es- 
crituración á fator de la testamentaría del doctot Zavalla, á cu- 
yos herederos pertenecen las expresadas fincas en la forma fija- 
da en las últimas disposiciones del difunto doctor Zavalla. 

2^ Queol demandado niega haber recibido mandato del doctor 
Zavalla para comprar las referidas fincas, sosteniendo que fué 
un simple encargado para buscarle unas casas en Buenos-Aires, 
que no revestía la forma de un mandato por no habérsele su- 
jetado á instrucciones algunas al respecto, no provístole de los 
fondos necesarios, para llenar su encargo y que este mismo ha- 
bía sido retirado después, cuando, viniendo el doctor Zavalla á 



272 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

esta ciudad, se persuadió deque no podía disponer de los fondos 
necesarios para efectuar la compra que tuvo antes en Tíbta. 

3"* Que recibida la causa á prueba sobre los capítulos fijados 
en el auto de foja 98 se ha producido por una y otra parte, á 
más de los documentos con que se ha acompaiiado la demanda 
j contestación, las declaraciones y demás documentos corrien- 
tes de foja 98 á foja 274. 

Y considerando: 1^ Que el mandato conferido por el doc- 
tor dan Manuel M. Zavalla áD. Francisco Barbosa, para la com- 
pra de las dos casas en esta ciudad, calle Artes números 709 ^ 
711 antiguos, resulta comprobado evidentemente por los tele- 
gramas de foja 251 á foja 254 y por las declaraciones contestes 
de los testigos Delfin Vieira, fí^jal47, Pedro Pereira, foja 153, 
D. Isaias Gil, foja 158 vuelta, Agustín Cabal, foja 168, Juan 
Agustín Torrent, foja 170, Luis F. Gómez, foja 174, Alejo 
López Lecube, foja 178, Mariano Acosta, foja 193, informe de 
José Galvez, foja 200, Eliseo Videla, foja 216 y D. Teófilo 
García, foja 255, pues todas ellas dan á conocerlos detalles de 
este negocio, tanto los precedentes como consecuentes del mis- 
mo, y todos se refieren, no auna compra indeterminada de pro- 
piedades en Buenos-Aires sino especialmente alas dos casas si- 
tuadas en la calle de Artes números 709 y 711 antiguos, cuyo 
precio y condiciones habían sido propuestos, aprobados y acep- 
tados por el doctor Zaval^. 

2° Que la provisión de fondos resulta igualmente comproba- 
da muy especialmente ppr las declarnciones contestéis de los 
testigos Delfin Vieira, doctor Teófilo García é informe del Ban- 
co de la Provincia de foja 242, pues de ellos resulta que el doc- 
tor Zavalla entregó á don Zacarías Barbosi^ una l^tra á su orden 
y cargo de los señores García y Vieira por vajor de cincuenta 
mil pesos moneda nacional, con destino á la compra de las ex- 
presadas fincas, cuyo precio resalta de la liquidación de foja 
43, de cuarenta y nueve mil pesos moneda nacional. 
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3^ Qac el mandato no necesita formas especiales para su ce- 
lebración, pudiendo, según expresamente lo disponen los artí- 
culos 1872 á 1875 del Código Civil, conferirse y areptarse por 
instrumento público 6 privado, por cartas, verbalmente, 6 re- 
sultar de los hechos que hagan suponer un consentimiento tá- 
cito sin más limitación que la que establece para todos los con- 
tratos el artículo 1194 del^Código Civil y en este casó los tele* 
gramas emanados del deuiand ido importan el principio de 
prueba por escrito que exige el inciso S^'-del artículo 1162 del 
Código Civil. 

4** Que no ¿e opone al hecho de la provisión de fondos, el he- 
cho articulado por la defensa de que la letra á la orden del doc- 
tor Zdvalla puesta en manos del mandatario D. Zacarías Barbo- 
sa, fuese descontada en el Banco de laProvincia recien en la fe- 
cha de 6 de Mayo, cuando la escritura fué firmada en Abril !<> 
del año 1887, pues ámús'dequela letra entregada al señor 
Barbosa era un título negociable y su entrega importaba auto- 
rización para negociarla, resulta evidente que lo hizo recibiendo 
de los señores Vieira y García un anticipo de treinta mil pesos, 
con los que £)udo atender á la escrituración que según se des- 
prende de la liquidación de foja 42 no importaba para Barbosa 
sino un desembolso efectivo de veintisiete mil nuevecientos cin- 
cuenta y cinco pesos con ochenta centavos. 

5*^ Que dirigiéndose la acción de los sucesores del mandante á 
exigir del mandatario D. Zacarías Barbosa las obligaciones que 
directamente se desprenden del mandato, á saber, que dé cuen- 
ta de lo invertido en el mandato y ^itregue tod»» lo recibido y 
alquirido en razón de él, obligaciones expresamente consigna- 
das en los artículos í 909 y 1911 del Código Civil, está en la 
necesidad de cumplir lealmente con el encargo aceptado por su 
parte de dejar espeditos los derechos de la testamentaría del 
doctot don Manuel M. Zivalla escriturando ásu favor, 6 de las 
personas á quienes declarase en sus últimas disposiciones legal- 

T. XV 18 
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mente manifestadas, las dos casas calle Artes números 709 y 
711, antiguos. 

Por estos fundamentos, fallo: resolviendo que los demandan- 
tes han probado su acción no habiendo justificado el demandado 
sus excepciones y defensas: en su consecuencia y de acuerdo á 
las disposiciones citadas, se condena á D. Zacarías Barbosa á 
dar cuenta á la testamentaría de! doctor don Manuel M. Zapa- 
lla procediendo á escriturar á su favor los dos casas calle de 
Artes números 709 y 711 antiguos, compradas ilegalmente á 
nombre propio á D. Pedro Pereira; 6 en su defecto, á pagar los 
danos y perjuicios que resulta de su falta de cumplimiento y á 
más las costas del juicio. Hágase saber, notifíquese con el 
original, y repónganse los sellos. 

Andrés Ugarriza. 



Ffftllo de Ifft Supremift C«rie 



Buenos Aires, Agosto 8 de 1891. 

Vistos y considerando: Que aun prescindiendo de la prueba 
documental y testimonial de que hace mérito el Juez de Sec- 
ción para afirmar la existencia del mandato conferido al de- 
mandado á objeto de ¡a adquisición de las propiedades á que se 
refiere la demanda, este hecho puede y debe t«^nerse como ave- 
riguado en presencia de las propias afirmaciones de aquel^ el 
cual esplícitamente reconoce la verdad del encargo aludido en 
su contestación á la demanda, manifestando que es cierto que 
el doctor Zavalla le encargó buscara una propiedad en com- 
pra ofreciendo darle más tarde los fondos necesarios para su pa- 
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go, así como también que él, el demandado, practicó las dili- 
gencias necesarias á la ejecución de tal encargo. 

Qne si bren aquel agrega que el mandato le fué retirado por re- 
solución posterior del doctor Zavalla, no ha justificado, ni resulta 
de autos, acto alguno que acuse la verdad de tal afirmación exis- 
tiendo por el contrario hechos j circunstancias que confirman 
no sólo la subsistencia de ese mandato, sino su ejecución, tales 
como el haber el doctor Zavalla, á su llegada á esta capital, ocn- 
. pado 7 tratado como dueño las propiedades de su referencia. 

Que la provisión de fondos para la ejecución del encargo de 
la adquisición de las propiedades mencionadas resulta plena- 
mente acreditada por el tenor de la carta de foja cinco, no con- 
tradicha por el de.nandado, como por la declaración de los tei>- 
tigos Delfin Vieira y doctor don Teófilo García, quienes afir- 
man que el demandado recibió y negoció á tal efecto un pagaré 
por valor de cincuenta mil pesos que le entregó al doctor Zava- 
lla, y con cuyo valor cubrió el precio de aquellas. 

Que contra la fuerza de estos antecedentes no puede oponerse 
la declaración de don Francisco S. Capurro, en que apoya sus 
denegaciones el demandado, por ser ella singular y no tiene en 
su favor ninguna circunstancia en el proceso. 

Qneá no ser así el demandado habría debido explicar tanto 
el objeto de la entrega de los fondos que recibió del doctor Za- 
valla, como su destino é inversión y no lo ha hecho sin embargo. 

Que justificada la verdad del mandato y su aceptación por 
el mandatario y justificada también la provisión de los fon- 
dos necesarios para la adquisición de las propiedades de su 
referencia, es ineludible la obligación del demandado de escri- 
turar aquellas en favor de los demandantes como causa-habientes 
del mandante y hacer á los mismos el traspaso de ellas, rindiendo 
ademas cuenta de la inversión de la totalidad de los fondos 
recibidos del último. 

Por estos fundamentos, y por los concordantes de la seuten- 
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cía apelada de foja trescientas cincuenta y cinco se confirma es- 
ta, con costas^ y repuestos los sellos, devuélvanse. 

DENJAMLN VÍCTOR. CA.—C. S. DE 
LA TORRE. — LtlSV, VÁRELA. 
— ABEL BAZAN. — LUIS SAENZ 
PEÑA. 



*M • 



I.IX 



Doña Mercedes S. de Levingslon, contra Don Simón Domín- 
guez; sobre inler dicto de obra nueva. 



Su7nario. — En el caso de haberse practicado actos posesorios 
por las dos partes, la posesión debe reputarse de aquella á cayo 
favor aparece haber sido el último estado de la misma, máxime 
si esta parte tiene los títulos de propiedad, y la otra no. 



Ca50.— Don Emiliano T. Luque por l\ señora de Levingston, 
se presentó ante el Juzgado exponiendo: Que su representada 
adquirió en 1864 los terrenos de la Estanzuela, situados, parte 
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en el partido del mismo nombre y parte en el de Naschel, depa*- 
tamento Chacabuco, por compra que para ella hizo su hermano 
político Don Samuel Levingston á los herederos de Dou Zenon 
Urbistondo, en San Juan, á 16 de Febrero, según escrituras 
que no presenta por hallarse agregadas al expediente de reivin- 
dicación que sigue contra Don Ramón S. Várela» lo que hace 
presente de conformidad á lo dispuesto en el artículo 10 de la 
ley de procedimientos; 

Que en seguida de la compra, la señora Levingston adquirió 
la posesión y propiedad délos terrenos, habiendo entrado á ocu- 
par con trabajadores parte de ellos, pero extendiendo su pose- 
sión con el ánimo á toda la zona comprendida dentro de los lin- 
deros que le marcaban los títulos, posesión que ha ejercido y 
continuado quieta y pacíficamente; 

Que posteriormente, con el fin de deslindar los títulos en los 
rumbos que se hallaba .indosa la líneadivisoria y para conocer 
con exactitud el área que le quedaba, por haber vendido algunas 
fracciones, solicitó en 1887 mensura y deslinde judicial, sien- 
do comisionado el agrimensor Don Federico Agardh; la men- 
sura y deslinde se practicó y aprobó en el mismo año, según 
consta del expediente respectivo, que se halla archivado en la Gli- 
cina conservadora y en el citado de reivindicación; 

Que con el propósito de evitar que ganados extraños' pasta- 
ran en su campo y para impedir que los vecinos explotaran los 
montes como ya había sucedido en algu.ios puntos, la señora de 
Levingston resolvió establecer puestos -en distintos lugares 
hasta conseguir rodear en pequeñas poblaciones casi en su ma- 
yor pirte la circunferencia de su estancia; 

Que muy cerca de uno de los puestos y dentro de los linderos 
dj la mensura aprobada judicialmente, Don Simón Dominguez 
por intermediode Don EleuterioOrtiz, en su calidad de capataz 
de aquel, ha comenzado á construir un pozo de balde y á cortar 
maJera para vender y para varios otros trabajos de corral, etc.; 



278 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

• 

Qae el lugar en que Domínguez hace ejecutar estos actos 
posesorios que constituyen lo obra nueva denunciada, se deno- 
mina «Costa del Monte del pozo délos Chañares largos», y se 
halla comprendido dentro de la fracción marcada en el número 
II en el plano de la mensura ya citada; 

Que como los actos de Domínguez revelan su propósito de 
adquirir la posesión del inmueble con perjuicio déla señora de 
Levingston, que ha ejercido y ejerce como propietaria y posee- 
dora los actos conservatorios y de administración inherentes á 
su derecho, de conformidad á lo dispuesto por los artículos 585 
de la ley de Procedimientos y 2498, 2499, 2500 y 2501 del Có- 
digo Civil, entabla el interdicto de obra nueva, para que se or- 
dene á Domínguez la suspensión provisoria de la obra empren- 
dida^ y oportunamente á la demolición de ella, con los daños y 
perjuicios y las costas. 

El Juez convocó ajuicio verbal, y ordenó la suspensión provi- 
soria de la obra. 

En el juicio verbal, Don José Alejo de Caminos, por el deman- 
dado, expresó: Que negaba á la señora de Levingston todo dere- 
cho, no sólo de propiedad, sino también de posesión, pues nunca 
la ha tenido; 

Que es verdad, como lo dicen los títulos, que sus derechos al 
campo-de la Estanzuela, le corresponden por transferencias que 
se han venido haciendo desde el señor XJrbistondo; pero también 
es cierto que desde esa época, ni Urbistondo, ni Levingston, ni 
su hermana la demandante han ejercido dominio en toda esa 
extensión; 

Que este hecho lo comprueba el fin siniestro que tuvo Urbis- 
tondo, quien pretendiendo ejercer derechos en todala extensión 
de la Estanzuela, persiguiendo á los pobladores, fué, según voz 
pública, asesinado; 

Que después de esto, posesionándose el comprador señor Le- 
vingston de una parte de la Estanzuela que estaba libre, dicho 
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señor respetó todos los pobladores qne había en el campo sin 
molestarlos; 

Qne con uno de esos pobladores» DoQ Rosario Domínguez, la 
señora de Levingston no hizo ésto, sino que lo demandó por acción 
reivindicatoría ante el mismo Juzgado de Sección, siendo ella 
vencida en 1* y 2* instancia, cuyo juicio debe tenerse á la 
vista; 

Que Don Simón Domínguez es propietario y poseedor desde 
muchos años atrás del campo materia de este juicio; y si no pre- 
senta los títulos es porque se le han extraviado siendo originales 
otorgados ante el Juez de Paz de Renca 6 del partido de Ñas- 
chel, que antes no conservaban registro de las escrituras que 
ante ellos pasaban; 

Que sin embargo, tratándose de un juicio posesorio, le basta- 
ba el testimonio de testigos y los informes de las autoridades 
del distrito que demostrarán la posesión y actos de dominio que 
desde tiempo atrás viene ejerciendo Domínguez en el campo 
«Costa del Monte del pozo de Chañares largos»; 

Que hay^otro hecho que demuestra la inexactitud de la pose- 
sión y propiedad de la señora de Levingston sobre todo el terre- 
no de la Estanzuela y es este: pretendió un crédito en el Banco 
Hipotecario Nacional y sólo se le acordó por la parte del cam- 
po que no era litigiosa y la única que la señora ocupaba y ocu- 
pa sin contradicción, según todo puede comprobarse pidiendo 
informe á aquel Banco, aunque la demandante ha confesado el 
hecho en el juicio que sigue contra varios poseedores colectiva- 
mente ante el mismo Juzgado. 

Pidió que no se hiciese lugar, con costas, daños y perjuicios, 
al interdicto deducido. 
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FfftilA drl Jurar. Fecleriftl 



San Luis, Marzo 21 de 1890. 

T vistos: por lo que resolta de aatos y considerando: Qui^ 
la denuncia de obra nueva está comprendida entre las accio- 
nes posesorias y debe resolverse en la forma determinada pa- 
ra el interdicto de recobrar, de conformidad con el artícu- 
lo 328 de la ley de Procedimientos, concordante con los ar- 
tículos 2494 y 2498 del Código Civil. Hay que examinar de 
consiguiente, si se encuentran cumplidos los extremos que ellos 
señalan como indispensables, para la procedencia de la acción 
deducida. 

En cuanto al primero, esto es, que el actor ha tenido la po- 
sesión ó tenencia de la cosa demandada en el momento de la tur- 
bación, de la prueba instrumental é informativa que se ha pro- 
ducido, no resulta plenamente satisfecha esta exigencia de la 
ley; pues aun cuando délos títulos, plano y demás díligencius 
que en copia legalizada corren de fojas i á 72 d.-l expediente 
traído ad effectum videndi, lo mismo que de las declaraciones 
de testigos de fojas 51 vuelta á 71, se haya podido constatar, 
que poco tiempo después del año 1887 en que fué practicada y 
aprobada judicialmente la mensura del campo de cLa £stanzue- 
la», de propiedad de la señora Levingston, los encargados de 
ésta hicieron construir un rancho, habitado desde entonces has- 
ta hoy por un puestero suyo, dos ó tres cuadras del punto don- 
de existe la obra nueva, y que han cortado varias vece3 y ex- 
traído maderas del lugar llamado cCosta del monte del Pozo de 
los Chañares largos», no se ha conseguido evidenciar, con ta- 
les hechos, que dicha señora fuera poseedora ó tenedora del úl- 
timo terreno, en el sentido propio de esta expresión, por medio 
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de la aprehensión de la cosa con la intención de tenerla como 
suya, de la percepción exclusiva de sus frutos y de su ocu- 
pación efectiva y real. El demandante tampoco menciona, ni 
sus testigos determinan, con la debida precisión el tiempo en 
que tomó y en qué forma la posesión del inmueble de que se 
trata, circunstancia muy esencial para poder apreciar sus ca- 
racteres 6 cualidades y resolver con ese antecedente sobre la 
legitimidad de la acción entablada, concretándose á afirmar que 
se encuentra dentro de la mensura y plano de la cEstanzuehu; 
mas sin designar la ubicación, extensión y límites exactos que 
comprende la posesión que aquel invoca, no pudiendo por lo 
tanto, conocerse los puntos fijos en que ella se hubiera ejer- 
cido. 

Una diligencia de mensura, aun judicialmente aprobada no 
produce ejecutoria ni por si sola importa reconocimiento de do- 
minio ó posesión sobre el área meriida, desde que esa operación 
pericial está subordinada á la calidad del título que le sirve de 
base y con sujeción al cual ha debido ser ejecutada. La men- 
sura no quita ni da derechos, es sólo aclarativa y no declara- 
tiva del dominio ó de la posesión. 

Do donde se infiere que al amparo de los títulos de propie- 
dad, mensura y demás documentos presentados con la demanda, 
ten'drá la señora de Levingston un dereoho á la posesión mis- 
ma, pero no el hecho, y la prueba sobre aquel es inútil, tratán- 
dose de acciones posesorias^ según el articulo 2472 del citado 
código. 

El estudio combinado de la ley 1', título 30, partida 3" y de 
los artículos 2351, 2373 y 2374. del Código Civil, demuestra 
que páralos efectos del interdicto de recobrar, es necesario te- 
ner la posesión actual, real y física de la cosa, al consumarse 
la turbación. La Corte Suprema á este respecto ha establecido, 
que €el que no tiene ni ha tenido la posesión, no puede deducir 
el interdicto de retener ni el de recuperar»; que cel que tiene 
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justo título, debe eu ese caso intentar un juicio ordinario, en 
el cual debe ser oido el poseedor, y que de otro modo, la pose* 
sion dada á consecuencia del interdicto, sería un verdadero des- 
pojo ( serie 2*^, tomo 43, página 19 de los fallos); así como 
que <en las acciones posesorias, es necesario tener la posesión 
material j probar que se tenía en el momento del hecho queda 
lugar á la demanda, y no probándose por el demandante el he- 
cho de la posesión, el demandado por interdicto poses%)río debe 
ser absuelto» (serie 2^, tomo 21, página 452). 

Si bien la manutención en la posesión, compete al poseedor 
de un inmueble, turbado en ella, con tal que ésta no se hiciera 
respecto del demandado, y que sólo habrá turbación en la pose- 
sión, cuando contra la voluntad del posedordel inmueble, al- 
guien ejerciere, con intención de poseer, actos posesorios délos 
que no resultase una exclusión absoluta del poseedor (artículos 
2495 y 2496, Código Civil), no es menos cierto que el actor no ha 
acreditado encontrarse en ninguno de esos casos, pues que si no 
existe la posesión que pretende, según queda sentado y consta 
de autos, tampoco puede haber turbación en ella, que es la otra 
condición señalada por el precitado artículo 328. 

Frente á la prueba del demandante y en oposición con ella, 
se encuentra la rendida por el demandado; y de los seis testigos 
deque se ha servido, cuyas declaraciones corren defojas23á40« 
en HU casi totalidad y contestes aseveran que Don Simón Do- 
mínguez posee desde 10 años más ó menos, á título de propie- 
tario, el campo denominado «Casa de Piedra», ó como también 
se le llama «Monte del Pozo de los Chañares largos», ubicado 
en el partido de Naschel, que la obra nueva denunciada queda 
dentro del área de ese campo, y que no saben ni han oido decir 
que lo haya poseído ó lo posea actualmente la señora Levings- 
ton, ejercitando en él actos de dominio. 

Estas declaraciones se hallan corroboradas por las notas de 
fojas 43 á 46 del Comisario de Policía de Renca, informe del 
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Joez de Paz, de foja 48, y somario de fojas 80 á 87, en las que 
consta que el señor Domínguez es dueño ó poseedor de un cam- 
po en el partido de Naschel, de nueve ádiez años atrás, y que 
son ciertos los hechos de invasión y atropellos, destrucción y 
cortesde monte, cometidos por parte de los señores Levingstou 
en el campo del demandado, y á que se refiere su representante 
en los escritos de fojas 16 y i8, los cuales no han sido desconoci- 
dos por el demandante ni tachados de otros vicios, para pedir 
no sean tomados en consideración al fallarse la causa, que ellos 
han sido producidos fuera y antes de la audiencia única que 
prescribe laley, hecho aceptado por él sin observación al ser 
decretada la diligencia, y por emanar de autoridades incompe- 
tentes por falta de jurisdicción, olvidando que estos procedían 
en cDmision del Juez proveyente. 

Por tales consideraciones y de acuerdo con lo pedido por el 
demandado: no ha lugar, con costas, al interdicto deducido. No- 
tifiquese con el original y repónganse los sellos, debiendo le- 
vantarse la suspensión provisoria decretada en 3 de Octubre 
del próximo pasado (foja 7 ) y desglosarse los documentos man- 
dados agregar ad effeclum videndt. 

P. E. Miguez. 



PaIIo de %m SupreiUA Corte 

Buenos Aires, Agosto 13 de 1891. 

Vistos y considerando: Que si bien de autos resulta que una 
y otra de las partes han practicado actos posesorios en el terre- 
no en cuestión, el último estado de la posesión aparece sin em- 
bargo en tavor de la demandante, según resulta de la prueba 
producida relativamente á la operación de mensura llevada á 
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cabo por SU parte, á la constr acción de un rancho y colocación 
en él de un puestero y al corte de maderas praticado repetida- 
mente por la misma parte en dicho terreno. 

Que esta posesión resulta, además, caracterizada por los títu- 
los de propiedad presentados por la demandante, en oposición á 
los cuales ninguno ha producido el demandado, lo que aun en el 
caso de ser dudosa la posesión litigada, constitnyt^ un elemento 
de juicio favorable i aquella, con arreglo al artículo dos mil 
cuatrocientos setenta y uno del Código Civil. 

Por estos fundamentos y de conformidad á lo dispuesto por el 
artículo dos mil cuatrocientos noventa y ocho del mismo Código: 
se revócala sentencia apelada de foja ciento once y se declara 
que la demandante debe ser restituida á la libre posesión del in- 
mueble en cuestión, con destrucción de las obras llevadas & ca- 
bo en él por el demandadoé indemnización de pérdidas é intere- 
ses, siendo además de cargo de éste las costas causadas en el 
presente juicio. Repónganse los sellos y devuélvanse. 

* 

C. S. DE La TOURE.— luis V. VÁ- 
RELA.— AB£l bazan. 
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CAtJSA CCXX 



Don Ambrosio Chichisola, contra Don Antonio Casaluzi, por 

cobro de pesos; sobre competencia 



5umano.— El extranjero demandado por un argentino ante 
la justicia federal, no puede declinar la jurisdicción de ésta, 
alegando que renuncia al fuero nacional. 



Coío.— Don Germán Méndez, por Don Ambrosio Chichisola, 
entabló demanda contra Don Antonio Casaluzi, exponiendo: 

Que éste alquiló á su representado la casa calle Pasco esqui- 
na Constitución; 

Que pendiente el contrato de locación, Casaluzi enajenó la 
finca, 7 el adquirente le exigió 66 pesos de alquiler en lugar de 
42 pesos que lijaba el contrato; 

Que esta diferencia, 6n 33 meses y 13 días que debía durar 
dicho contrato, uscendía á la cantidad de pesos 807.20, á cuyo 
pago pedíase condenara á Casaluzi, con costas. 

Presentó el contrato qne aparece celebrado entre Casaluzi y 
Ambrosio Chichisola y C*. 

El Juez mandó que se expresara quiénes formaban esta so- 
ciedad y cuál fuera la nacionalidad de sus miembros. 

£1 demandante expuso, en consecuencia, que don Ambrosio 
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Chichisola había tenido sociedad con sa hermano don Domingo, 
argentino también, sin docnmento; 

Que esta sociedad se disolvió de común acuerda desdr antes 
de celebrarse el contrato, habiendo sido éste firmado por la ra- 
zón social por error y por costnmbie. 

Corrido traslado de la demanda, Don Lucas Barcos, por Casa- 
Inzi, declinó la jurisdicción dtl Juez, sosteniendo qne siendo su 
representado, el extranjero en el caso, podía renunciar al faero 
7 así lo hacía, teniendo su residencia en este país desde más de 
20 años atrás. 

Corrido traslado, pidió el demandante que no se hiciera lo- 
gar á la declinatoria. Dijo: Que según el artículo í% inciso 4"*, 
de la ley sobre jurisdicción y competencia délos tribunales fe- 
derales, la jurisdicción de Provincia se entiende prorrogada si 
el extranjero demandado ante ella contesta la demanda, cosa 
muy diferente de loque Casalnzi pretende; 

Que si su pretensión fuera procedente, el ciudadano que en- 
tabla demanda contra un extranjero tendría que ocurrir ante 
las dos jurisdicciones, pues de las dos podría declinar el de- 
mandado. 



rallo del Jues rederal 



Buenos Aires, Mayo Tí de 1891. 

Y vistos: Por los fundamentos aducidos en el precedente es- 
crito: 

Y considerando además: Que el solo hecho de la residencia 
del demandado durante 20 años en el pais, no le quita su cali- 
dad de extranjero; 

Que en tal virtud sus jueces naturales en cuestiones contar- 
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gentinos, son los federales, de acuerdo al inciso S"*, artícolo 2^ 
de la ley de 43 de Setiembre de i 863 sobre jariadiccion y com- 
petencia de dichos tribunales; no siéndole por lo tanto permiti- 
do declinar de la jurisdicción de ellos; 

Que las razones que han determinado en la constitución na- 
cional la creación del fuero y justicia federal para las causas 
entre argentinos y extranjeros, no son únicamente las de fa- 
vorecer al extranjero sino otras de orden público muy eleva- 
das. 

Por esto, no ha lugar, con costas, ala declinatoria de jurisdic- 
ción, y contéstese el traslado déla demanda en el término le- 
gal. 

Virgilio M. Tedin. 



FaIIo de to fliipreiiia Corte 

V 

Buenos Aires, Agosto 13 de 1891. 

Vistos: Conforme á la jurisprudencia de esta Suprema Corte 
establecida entre otros numerosos casos, en el que se regis- 
tra en el tomo doce (1), página siete de sus Fallos: se confirma 
con costas el auto apelado de foja quince; y repuestos los sellos, 
devuélvanse. 

C. S. DE LA TORRE. — LUIS V. 
VÁRELA. — ABEL BAZAN. 

(1) Tomo 3% serie 2'. 



288 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 



A tCI^^KI 



Don Bartolomé Saccone^ contra el Banco Constructor de La Ha 
ta, por cobro de pesos; sobre ernbargo preventivo. 



Sumario. — El reconocimiento dalos hechos en que se funde 
el crédito demandado, autoriza el embargo preventivo^ bajo la 
responsabilidad del solicitante. 



Caso. — Don José Lebrero, por Saccone, entabló demanda con- 
tra el Banco Constructor de Li Plat.i, cobrándole la cantidad 
de 7464 pesos con 84 centavos, importe del relleno de 6220 
metros cúbicos con 70 centímetros en una manzana de terreno 
de dicho Banco, situadaen lacalle i29entre Brandzeny Progre- 
so, á razón de pesos 1.30 cada metro cúbico, precio convenido 
con el agente del Banco. 

Corrido traslado de la demanda, la contest j el apoderado del 
Banco Constructor pidiendo que fuera ella rechazada con cos- 
tas. 

Dijo: Que es cierto que Saccone trabajó en el relleno de la 
manzana que indica por e! precio convenido de pesos 1,30 por 
metro cúbico; 

Que este asunto se habría arreglado y procedídose á la medi- 
ción, liquidación y pago del trabajo si no hubiese mediado una 
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cuestión con Don Bómalo Otamendi, que pretende que la tierra 
trasportada á dicha manzana, ha sido sacada á un terreno de 
su propiedad y por tal razón ha demandado al Banco ante el 
Juez señor Dr. Garay para que le pague la suma de 12.000 
pesos moneda nacional; 

Que ante las pretensiones de Otamendi, el Banco exigió de 
Saccone que si el hecho alegado por aquel era cierto, tomase so- 
bre sí el pleito 6 garantiese las gastos y el resultado, puesto 
que en tal caso, el pleito serla debido á su culpa en la ejecución 
del trabajo, desde que la extracción de la tierra corría por su 
cuenta^ y el Banco, para darle facilidades, le había concedido 
permiso para sacarla de sus mismos terrenos; 

Que Saccone, sin negar el hecho ó atribuyéndolo \ sus carre* 
TOS, no quiso hacer nada ni siquiera verse con Otamendi para 
arreglar la cuestión; 

Que ajeno el Banco á lo hecho por Saccone en la extrac- 
ción de la tierra, ha puesto en duda en el pleito, las alegacio- 
nes de Otamendi y se ha defendido con todas las excepciones que 
le corresponden por derecho; 

Que si realmente Saccone ha sacado la tierra del terreno de 
Otamendi sin el consentimiento de éste, el trabajo ha sido mal 
ejecutado y Saccone sería responsable de las consecuencias, pu- 
diendo el Banco retener lo que pueda deber por el trabajo ejecu- 
tado hasta que se resuelva el pleito de Otamendi; 

Que el Banco entiende que la cantidad de metros cúbicos de 
relleno hecho por Saccone, es mucho menos de los 6220,70 que 
cobra; y para establecer la cantidad exacta es necesario practi- 
car la medición correspondiente que Saccone no dice haberse 
hecho de acuerdo con el Banco. 

El Juez llamó autos, y en este estado, el demandante pidió 
que se decretase un embargo preventivo en el terreno rellenado. 

Dijo: Que en la contestación se reconocía el crédito recla- 
mado; 

T XY 19 



i: ■-ii 



■\. 
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Qoe nada tiene que hacer él con el pnnto referente al lagar 
de donde se sacó la tierra desde qoe el crédito procede sólo de 
acarreo y relleno, y la tierra se sacó de terrenos designados por 
el Banco como suyos, como lo expresa el capataz del mismo en 
el documento de foja 4, que la contestación no ha desconocido; 

Que el Banco demandado está en mal estado y está rematan- 
do propiedades y aún el terreno rellenado. 



PaIIo del Juex PederAl 



Buenos Aires, Abril S9 de 1891. 

Y vistos: atentos los términos en que ha sido contestada la de- 
manda recíbese la causa á prueba por quince días comunes y 
prorrogables para que el actor justifique el número de metros de 
relleno hecho en el terreno del demandado. T atento lo ex- 
puesto y pedido en el precedente escrito, trábese embargo pre- 
ventivo sobre el mismo terreno rellenado, librándose los oficios 
necesarios . 

Virgilio M. Tedin 



Pallo de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Agosto 13 de 1891. 

Vistos: Con arreglo á lo dispuesto por el artículo cincuenta y 
cinco, inciso tercero, de la ley nacional de procedimientos, y de- 
biendo entenderse el embargo ordenado por el auto apelado de 
foja treinta vuelta, bajo la responsabilidad del solicitante y 
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hasta la coiieorrenoia de sa erédito, se confirma díoho auto, con 
declaración de qóe el demandado podrá exonerarse del embargo 
referido, dando fianza suficiente en su reemplazo; y repuestos 
los sellos, devuélvanse. 

C. S. DE LA TORRE*— LUIS V. 
VÁRELA.— ABEL BAZAN. 



CAUSA <C1..\II 



Don Domingo Fernandez contra don Julián Socas, por desalojo; 

sobre costas. 



Sumario. — Las costas de la demanda traída ante Juez inhi- 
bido de conocer por autos ejecutoriados en juicios pendientes 
entre las mismas partes, son de cargo del demandante. 



Caso. — El Procurador Coronado, por el Dr. Fernandez, se pre- 
sentó en el juicio concluido entre las mismas partes, sobre en- 
trega de una fracción del mismo campo, con fecha 9 de Enero 
del corriente ano, exponiendo: 
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Que el contrato de arrendamiento celebrado éntrelas partes, 
lo fué por el término de siete años á contarse desde que Fernan- 
dez cercase el campo y diese aviso de ello al arrendatario Socas. 

Que por expresa convención los interesados fijaron el día 1° 
de Enero de 1884^para que comenzara á regir el contrato; 

Que habiendo el Juzgado, en el juicio referente á la entrega 
de una fracción, considerado la citada fecha como la del prin- 
cipio del contrato (foja 36), y habiendo además la Suprema 
Corte confirmado el auto en que dicLa fracción se mandó entre- 
gar (fojas 5y 79), resultaba que el contrato había vencido el 31 
de Diciembre de 1890; por lo que pedía que se ordenase á Socas 
larestitucion del campo y se le condenara á la indemnización de 
pérdidas é intereses. 

El Juez dicto el siguiente auto: 

Buenos Aires, Enero 9 de 1891. 

Por presentado en cuanto ha lugar y constituido el domicilio 
legal. Tratándose de un contrato de arrendamiento de plazo 
vencido, intímese al locatario Don Julián Socas el desalojo del 
campo arrendado dentro del término de treinta dias, bajo aperci- 
bimiento, y por lo que respecta alas pérdidas é intereses de 
que hace mérito en el segundo punto del precedente escrito^ ha- 
ga valer esta parte su derecho á ellas por l;i acción correspon- 
diente. 

Tedin, 



Don Avelino Bolón, apoderado de Don Julián Socas, pidió re- 
vocatoria de este auto y para el caso denegado interpuso los re- 
cursos de apelación y nulidad. Se fundó: 

1^ En que el contrato no había vencido, pues como consta en 
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el expediente seguido por las mismas partes sobre camplimiento 
de sentencia, agregado á otro sobrecobro de arrendamientos en 
qne conoce el Doctor TJgarriza, consta que Socas fué puesto en 
posesión del campo con fecha 3 de Diciembre de 1884, de dond^. 
resulta que el contrato vence recien en igual fecha del corrien- 
te año; 

2"" En que el auto era nulo, porque en el expediente seguido 
por Fernandez sjobre cobro de pesos, el Juez Doctor Tedin fué 
recusado por Socas por haber emitido opinión sobre la fecha en 
que comenzaba á regir el contrato de arriendo, recusación que 
la Suprema Corte declaró procedente. 

Pidió además por otrosí que el Juez se declarara impedido 
para conocer en la cansa. 

El Juez vlictóel siguiente auto: 



Pallo del Jues Federal 



Buenos Aires, Mayo 1* de 1891. 

Atento lo expuesto en el otrosí del precedente escrito y te- 
niendo en consideración: 

1^ Que la acción deducida por el representante de Don Do- 
mingo Fernandez en el escrito de foja 112 se dirige á obtener el 
desalojo y recuperar la posesión del campo «La Clodomira», ocu- 
pado por Don Julián Socas en virtud de un contrato de arren- 
damiento por siete años, con el concepto de haber principiado á 
regir dicho contrato con fecha I"" de Enero de 1884 y hallándo- 
se, por consiguiente, vencido á la fecha del referido escrito. 

2« Que en el auto de foja 36, el Juzgado, refiriéndose á antece- 
dentes de carácter fehaciente, acompañados por el representan- 
te de Ferjiandez para justificar la acción que dedujo en el es- 
crito de foja 3, estableció que el contrato había empezado á regir 
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desde la fecha á que se refiere el actor, lo qoe fué considerado 
por la Corte Suprema como un prejuzgamiento substancial en 
otro juicio promovido por el mismo Fernandez contra Socas por 
cobro de arrendamientos del campo en cuestión, bajo la base de 
que el contrato empezó á regir en la feoba antes indicada, se- 
gún resulta del referido expediente que el Juzgado ha tenido d 
la vista en este acto. 

3® Que en el presente caso militan las mismas razones de im- 
pedimento aun cuando se trate de una pretensión diferente, por- 
que el pedido de desalojo se basa en la expiración del contrato 
de locación, lo que desconoce el demandado, pues sostiene que 
no empezó á regir desde el I'' de Enero de 1884, sino desde otra 
fecha posterior. 

Por estos fundamentos declárase impedido el Juzgado para 
entender en el reclamo de foja 112, dejándose sin efecto la pro- 
videncia de foja 114, y pásense los autos con oficio al otro señor 
Juez. 

Virgilio M. Tedin, 



Falto dto Im Suprema Corte 

Buenos Aires, Agosto 13 de 1891. 

Vistos: Siendo las costas de este incidente causadas por he- 
cho del demandante, en razón de haber traído su demanda ante 
un Juez que se halla inhibido de conocer en ella por declara- 
ciones judiciales pasadas en autoridad de cosa juzgada, en jui- 
cios pendientes entre las mismas partes: se declara que aque- 
llas son de cargo del demandante; y repuestos los sellos de- 
vuélvanse. ^ 

G.S. DELATORRB.— LUIS V. 
VAUBLA.— ABEL BAZaN. 
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CAVSA CCI.XIII 



Don Ramón Yornel^ contra el Ferrocarril Gran Oeste Argén tino^ 

por cobro de pesos; sobre competencia. 

t 

Sumario. — Los contratos de transporte por ferrocarriles son 
regidos por el derecho común. 



Caso. — Dictada sentencia en los autos seguidos por Don Ba- 
mon Yornet, contra el Ferrocarril Gran Oeste Argentino, por 
cobro de pesos procedente de transporte de mercaderías, la Su- 
prema Corte, en grado de apelación, mandó se acreditase que la 
causa correspondía al fuero federal por razón de las personas. 

Reclamado el decreto, se dictó el 



FaIIo de ím Suprem» Corte 



Buenos Aires, Agosto 13 de 1891. 

Vistos en el acuerdo: No siendo de aplicación al presente can- 
sóla resolución á que esta parte se refiere (1), por no tratarse de 

(1) La resolución referida por el interesado es la de la serie 3\ tomo 18, 
página 419 de los Fallos de la Suprema Corte. 
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la aplicaoion de una disposición especial de la ley nacional de 
Ferrocarriles, sino de las relaciones jurídicas de un contrato do 
transporte, regidas por las disposiciones del derecho común: es- 
tése á lo proveído á foja sesenta y seis. 

C. S. DÉLA TORRE.— LUIS V. 
VÁRELA.— ABEL BAZAN. 



CAUSA V€Ia\IY 



Don Carlos M, Querencio, contra Don Gregorio Benüez, por 
liquidación de sociedad y cambio de administrador; sobre 
competencia. 



Sumario.— Sometidas por convenio de partes, todas las cues- 
tiones entre socios á la decisión de jaeces arbitros, la promovi- 
da durante su liquidación, sobre cambio de administrador de 
la sociedad y corresponde al conocimiento de estos, y no al del 
Juez federal. 



Co^o.— Los señores Carlos Querencio y Gregorio Benitez ha- 
bían celebrado en Concordia una sociedad pastoril desde i7 de 
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Setiembre de 1867, por seis años^ en la que continaaron hasta 
Jquío de 1889, en que Don Carlos M. Qaerencio se presentó al 
Juzgado Federal del Paraná, pidiendo sa liquidación y el nom- 
bramiento de arbitros, con arreglo á lo estipulado en el contrato 
social . 

Acreditada la distinta vecindad del demandante y demanda- 
do, elJuez confirió traslado de la demanda. Benitez la contestó 
expresando estar conforme con el nombramiento de arbitros y 
con la liquidación pedida, siempre que se le diera un término 
prudente para presentar los antecedentes que exija la liqui- 
dación. 

El Juez fijó audiencia para el nombramiento de arbitros, y 
en 22 de Enero de 1890 se conyino en lo siguiente: 

l°Se nombraron arbitros para resolver: D. José A. Pert?z poj 
parte del actor y D. Juan Morales por parte del demandado; 

2^ Los arbitros debían expedirse dentro de 90 días á contarse 
después de 45 días que se concedían á Benitez (administrador 
de la estancia ) para presentar las cuentas á los arbitros; 

3^ Los arbitros debían nombrar al tercero en caso de dis- 
cordia:; 

4^ Se fijó una multa de 500 pesos para el qae se alzase del 
laudo. 

Los arbitros nombrados aceptaron el cargo en 5 de Febrero de 
1890. 

En 31 de Octubre de 1890, el apoderado del señor Querencio 
presentó al Juez una carta dirigida por Benitez en Abril de 
1876 en la que le daba cuenta de la hacienda que había en el es- 
tablecimiento; diciéndole que masó menos había 700 vacas, 150 
yeguas, 3000 ovejas, 25 caballos . 

Presentó también un telegrama de su arbitro José A. Pérez 
(parece en 30 de Junio de 1890) que dice: 

«Con los libros y explicaciones que da Don Grcegorio Benitez 
losárbitros no tenemos más elementos para cumplir debidamen- 
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te nuestra misión. Todo es confuso y presenta muchas dificul- 
tades para esclarecerlo. Creemos que si el Doctor Querencio 
acepta, puede concluirse este asunto dividiendo por mitad las 
existencias del establecimiento que son 1900 Tacas, lOt) yeguas, 
80 caballos, 23 bueyes. Sírvase contestarme si les parece 
aceptable 6 no este arreglo, puesBenitez lo aceptará, retirándo- 
se del establecimiento» • 

Con estos documentos, sosteniendo el apoderado de Queren- 
cio que Benitez administraba mal, habiendo hecho desaparecer 
las ovejasque había en 1876, y dispuesto deotras existencias que 
enumera, y que los arbitros no habían podido recibir las cuen- 
tas, porque las explicaciones de Benitez sólo servían para que 
no se entendiera nada, é invocando lo dispuesto por los artícu- 
los 1700, 1908 y 1684 del Código Civil, y losfallos de la Su- 
prema Corte en los casos de Pinero couNuñez, sobre rendición 
de cuentas (tomo 21 , serie 2'', página 506) y de Ortíz con Camere 
¿obre nombramiento de administrador provisorio (tomo 19, se- 
rié 2% página 427), pidió se ordenase á Benitez la rendición de 
cuentas, y se nombrara administrador interino á Don Carlos 
Anderson, para lo que entablaba la correspondiente demanda, 
que pertenecía al fuero federal, según se había acreditado en la 
demandado liquidación. 

£1 Juez confirió traslado. 

£n 27 de Enero del891 el apoderado del Dr. Querencio acusó 
rebeldía á Don Gregorio Benitez y acompañó una exposición de 
tres vecinos relativa á la mala administración de éste. 

El Jaez tuvo por acusada la rebeldía, ordenando que se con- 
testara el traslado dentro de 24 horas, y mandó ratificar á los 
firmantes de la exposición. 

Esta dice así: cLos abajo firmados Juan González, Cayetano 
Velazquez y Dionisio Yillalba declaran: 

«Que en varias ocasiones han visto animales vacunos y yegua«> 
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rizos contramarcados con la marca qoe al margen se diseña^ que 
es la qoe actualmente rige en los ganados del establecimiento de 
Don Juan Grregorio Benítez; 7 los referidos animales marcados 
con una marca que se dice ser de la señora de Benitez. 

«Libertad, Diciembre-SGde 1890». 

De los firmantes se ratificaron González y Yelasquez, no hf\- 
biendo podido ser habido Villalba. González dijo que los ani- 
males contramarcados que había Tisto eran sólo cuatro leche- 
ras. 

La parte deBenitez, contestando el traslado, negó la competen- 
cía del Juez para resolver sobre la rendición de cuentas y nom- 
bramiento de administrador, que, según él, correspondía á la 
jurisdicción arbitral, y negó los hechos relativos ala mala ad- 
ministración. 



Fallo del Juax Wmáermi 



Paraná, Marzo 7 de 1891. 

Vistos y considerando: Que según el telegrama del arbitro 
Pérez, de foja. .., que sirve de antecedente á este incidente, el 
denor Benitez ha rendido las cuentas áqoe estaba obligado como 
administrador de la sociedad; 

Que si esas cuentas son confusas é ininteligibles, no es al Juez 
ordinario á quien compete ni está en su poder hacer que se les 
dé mayor claridad: 

i® Porque tratándose de una obligación de hacer no hay me- 
dios eficaces de forzar al deudor á su cumplimiento. 

2® Porque debiendo resolverse por • arbitros todas las cuestio- 
nes á que dé lugar la liquidación de una sociedad y muy espe- 
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cialmente la rendición de cuentas, segnn la ley, j estando cons- 
tituido el tribunal arbitral, en el presente caso, es él el único 
competente para entender y resolver sobre las cuentas rendi- 
das, ya ordenando el cumplimiento de ciertos requisitos, man- 
dando que las explique 6 aclare el que las ha rendido, que com- 
pruebe sus partidas 6 en todo caso liquidando según los datos 
suministrados y comprobados por una y otra parte. 

Considerando respecto de la administración provisoria de los 
bienes sociales: 

Que la circunstancia de no presentar el socio administrador 
sus cuentas en debida forma y los hechos justificados en la in- 
formación sumaria, colocan el caso en las condiciones del artí- 
culo 1684 del Código Civil. 

Forestas consideraciones, declaro: que la parte de Querencio 
debe ocurrir ante los arbitros, en todo lo relativo á la rendición 
de cuentas; y resuelvo suspender provisoriamente & Don Juan 
Gregorio Benitez en la administración de la sociedad, nombrán- 
dose administrador de la misma durante la liquidación, al pro- 
puesto don Carlo.^ Anderson, respecto del que ninguna observa- 
ación se ha hecho. 

r. Pinto. 



Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Agosto 18 de 1891 . 

Vistos: Habiendo diferidolas partes á la decisión de arbitros 
arbitradores todas las cuestiones que se susciten durante la exis- 
tencia ó á la liquidación déla sociedad habida entre ambos, se- 
gún resulta del contrato de foja primera y del compromiso ar- 
bitral corriente á foja treinta vuelta; consistiendo además sobre 
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hi 



este panto el auto de foja ochenta y ocho, y careciendo en tal 
virtud el Juez de Sección de jurisdicción para resolver sobre la 
cuestión promovida, relativamente al cambio de administrador 
de la sociedad, se revoca en la parte apelada, aquel auto, y se 
declara que las partes deben ocurrir ante los arbitros á los efec- 
tos de la resolución que corresponda en la cuestión mencionada. 
Eepónganse los sellos, y devuélvanse. 

C. S. DÉLA TORRE.— LÜLSV. 
VÁRELA. —ABEL BAZAN. 



CAUSA CCIiXV 



Don Carlos M. Querencio contra Don Juan Coloma y otros ^ por 
mejor derecho á un campo; sobre auto de prueba. 



Sumario. — El auto abriendo la causa á prueba y fijando los 
puntos sobre que debe versar, es inapelable. 



Caso.— En 28 de Enero de 1891 el señor Don Carlos M* 
Querencio entabló demanda contra los señores Juan Coloma, 
Juan Sosa, Juan y Agustín Godoy sobre derecho á una frac- 
ción de campo de pastoreo ubicado en el departamento de Fa- 



302 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

rana, distrito Antunio Tomás, y pidió se déelatase que sn 
derecho sobre la fracción mencionada era superior al de los 
demandados. 

Dijo: Qae Don Domingo Sios compró á mediados del siglo 
pasado alas temporalidades de Santa-¥é, esa fracción de cam- 
pOy y qoe sns herederos se la T.^ndieron; 

Que en el deseo de que el Poder Ejecutivo le diera el título, 
qoe en lenguaje local se llama de nueva creación, solicitó la 
mensura; la que fué hecha y aprobada por el Departamento 
Topogrático en la parte científica, y protestada por los seño- 
res Coloma, Sosa y Godoy, que ocupaban y defendían como 
suya una parte ó el todo del campo mensurado; 

Que citadas estas á mejorar la protesta, expusieron que ha- 
bían comprado el campo ocupado, al Gobierno; 

Que oído el Fiscal, este opinó que la cuestión de mejor dere- 
cho al campo salía de las facultades del Poder Ejecutivo; y el 
Poder Ejecutivo proveyó cno ha lugar, por estar bien vendido 
el campo», loque el señor Querencio creyó serle faví rabie, por 
tratarse déla venta de los herederos Ríos á él; 

Pereque, habiendo explicaciones posteriores indicado que la 
venta de que se trataba era la del Gobierno á los demandados, 
había pedido el desglose de los documentos de compra y mensu- 
ra para entablar la presente demanda. 

Acreditada la competencia federal por ser vecino de la Capi- 
tal el Doctor Querencio, y extranjeros ó vecinos de Entre-Bíos 
los demandados, estos, después de citado de eviccion el Gobier- 
no, contestaron la demanda pidiendo su rechazo, con costas. 

Dijeion: Que de los mismos documentos presentados por el 
actor se desprende que no tenía derecho alguno al campo en 
cuestión; 

Que suponiendo que éste haya sido de Domingo Bios, no re- 
sultaba que los vendedores al Doctor Querencio eran los herede- 
ros de aquel; 
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Qae según la propia declaración de los Tendedores existían 
otros herederos de Rios, y entre ellos un incapaz, que no inter- 
venían en la venta, lo que la violaba de nulidad; 

Que el título presentado como de Domingo Rios, no prueba 
la propiedad del campo, porque no determina la cosa vendida, 
ó seasu ubicación, tanto más cuanto que niel actor, ni sus ven- 
dedoxes no lo han poseído nunca^ habiendo ellos^ los demanda- 
dos, continuado una posesión de más de 90 años; 

Que tenían, además, sobre el campo un derecho de dominio 
perfecto por la compra hecha al Gobierno en 1882 , después de 
haberlo poseído desde 1862; 

Que la acción deducida por el Doctor Querencio era improce- 
dente 7 no estaba autorizada por la ley. 



FaIIo del Juez Federal 



Paraná, Majo 11 de 1891. 

A prueba por 20 días sobre el dominio del actor en el campo 
que reivindica. 

r. Pinlo. 



El Doctor Querencio pidió revocatoria y apeló de este antedi- 
ciendo que le desfavorecía, porque él no había demandado por 
reivindicación, ni cuestionaba un dominio que no tenía, porque 
no estaba en posesión, sino quién tenía mejor derecho al campo, 
si él 6 los demandados qae habían comprado á qnien no era 
dueño, mientras él había comprado á I^s que habían adquirido 
la propiedad. 

Que con ese auto se le saca de la cuestión desde que se le 
obliga á justificar el dominio á que no se refiere la demanda. 
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Fallo de la Suprema Corte 



fiaeDOs Aires, Agosto 18 de 1891. 

Vistos: N« siendo apelable el aato recurrido, según los térmi- 
nos del artículo doscientos siete de la ley nacional de Procedi- 
mientos, noba lugar al recurso interpuesto; y repuestos los se- 
llos, devuélvanse. 

C. S. DE LA TORRE. — LUIS V, 
VÁRELA. — ABEL BAZAN. 



€CXXYI 



El Ferrocairil Central Argentino contra don Urbano Torres; 

sobre expropiación 



Sumario. — Siendo equitativa, debe aprobarse la avaluación 
hecha por el Juez en juicio de expropiación. 
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Caso. —Lo explica el 

FaIIo del Juez Federal 

Yistos los autos seguidos por el Ferrocarril Centra] Argenti- 
no contra don Urbano Torres, sobre expropiación. 

Besulta: j^ Que Don Marcelo T. Bosch so presenta á foja 
siete, en representación de dicho Ferrocarril demandando á don 
Urbano Torres sobre expropiación de cincuenta y seis mil se- 
tenta metros cuadrados, ofreciendo por todo precio é indemni- 
zación, la suma de seiscientos pesos moneda nacional; en virtud 
de esa consignación, pidió y se le concedió la posesión proTi- 
soria. 

2^ Que habiéndose convocado alas partes, de acuerdo con lo 
dispueVto por el artículo 6^ de la ley nacional de expropia- 
ción, á juicio verbal, éste tuvo lugar como constad foja 25, pro- 
cediéndose al nombramiento de peritos, por no haberse avenido 
las partes á un arreglo amistoso. 

3^ Que los peritos se expidieron como conHta á fojas 35 y 38, 
estimando, el déla parte demandante, en la suma de quinientos 
pesos el terreno, y en mil los daños y perjuicios, por estorbarle 
la vía forréala salida de un puesto de dos piezas. — £1 perito de 
la d« fensa, por su parte, estima en ocho mil pesos moneda na- 
cional el valor del terreno y el de los perjuicios. 

4^ Que en vista de esa disconformidad de los peritos, el 
Juzgado resolvió nombrar uno especial, para que con el Secre- 
tario se trasladase al lugar de la expropiación y verificaran la 
realidad de los perjuicios^ estimando el especial, el valor de 
estos así como el valor del terreno. 

5*^ Que como consta á foja 67, el perito especial, previa la 
vista ocular de foja 65, estimó en la suma de cinco mil pesos 
moneda nacional el valor del terreno y los perjuicios por razón 
de la expropiación. 

T. XV 20 



306 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

Y considerando: i^ Que en cuanto al precio del terreno, los 
datos oficiales que el Juzgado ha tenido á la vista y que exis- 
ten en Secretaría, el valor asignado para el pago de la contri- 
bución directa á la Provincia^ en el año de la expropiación, es 
de cuarenta pesos moneda nacional la cuadra cuadrada. 

2^ Que á f.ilta de medios para fijar el precio, tiene que estar- 
se al que se determina por la demanda ó al que se haya fijado 
por personas buenas ó impuestos directos (Véase: Fallos^ serie 
segunda, tomo primero, página cuatrocientos veintiuna). 

3® Que los peritos del demandado y especial, no han estimado 
el valor del campo por separado de los perjuicios sino engloba- 
dos el uno con el otro. El perito del demandante ha estimado 
por su parte en quinientos pesos el valor de la tierra á expro- 
piar. 

4^ Que siendo este precio, en mucho, mayor que el determi- 
nado para el pago del impuesto de contribución, es justo y equi- 
tativo tomar en consideracian este precio^ y que el Juzgado no 
encuentra en los autos razón para variarlo; por consiguiente 
se fija el valor del terreno á expropiar, en la suma de quinien- 
tos pesos moneda nacional. 

5^ Que la indemnización debe comprender todos los graváme- 
nes que sean consecuencia ferzosa de aquella y tanto más coan- 
do ocasiona la imperfección del terreno y la segregación del 
mismo — la propia obra á construir (Véase: Fallos, tomo 
cuarto, página cuatrocientos sesenta y cuatro; serie segunda, 
tomo segundo, página trescientos veinticinco). 

6** Que en cuanto á los daños y perjuicios provenientes de la 
expropiación, ellos son de consideración y deben estimarse, por- 
que no se ha desconocido que la vía férrea corta diagonalmen- 
te los dos lotes, formando pequeños triángulos que quedan se- 
gregados de su parte mayor y sin poder dárseles el destino que 
antes tenían. Porque los pasos á nivel no podrían atenuar el 
perjuicio ocasionado en la segregación. 
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7^ Que también debe tenerse presente que no han de consi- 
derarse los perjuicios hipotéticos, sino los qne resulten com- 
probados 6 no contradichos. 

8^ Que si se nota exceder el valor de los daños cansados al 
valor del terreno expropiado , no es de extrañarlo en el pre- 
sente caso; pues el valor asignado á la tierra no podría subordi- 
narse á los daños y perjuicios, por su naturaleza y por las 
ventajas deque el expropiado se vé privaio, asícomo la inutili- 
zación de una parte del terreno y la depreciación del resto. 

9^ Que sí en el caso ocurrente debiera el precio, fijado ai te- 
rreno á expropiar, supeditar al que se asigna por daños y per- 
juicios, se faltaría de una manera flagrante á las más triviales 
bases en que se funda la razón y la justicia. 

10^ Que el Juzgado cree por consiguiente, que éste es uno de 
los casos excepcionales al superar ]os daños al valor del terre- 
no expropiado, estimando el valor de los perjuicios causados por 
la expropiación, mayor que el asignado por precio al terreno á 
expropiar. 

Por lo expuesto, fallo: fijando en la suma de tres mil pesos 
moneda nacional el valor de los perjuicios causados por la ex- 
propiación, que con la de quinientos pesos de igual moneda que 
se ha fijado por el terreno, deberá pagar la Empresa del Ferroca- 
rril Central Argentino, dentro de diez días de ejecutoriada esta 
sentencia, sus intereses y costas, reducidas éstas á los gastos 
de actuación y honorario de los peritos, con arreglo á lo re- 
suelto por la Suprema Corte en casos análogos porque se ha de- 
positado menos suma que la que se manda pagar. Notifíquese 
con el original, regístrese y repóngase las fojas. 

Dada y firmada en la Sala del Juzgado en la ciudad de La 
Plata, á los cinco días del mes de Noviembre del año mil ocho- 
cientos noventa. . 

Mariano S. de Aurrecoechea. 
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Pallo de IM Suprenm I orla 

Buenos Aires, Agosto 30 de 1891. 

Vistos: Siendo eqoitatiyo tanto el precio fijado por la senten- 
cía apelada á los cincuenta y seis mil setenta metros cuadrados 
de terreno á expropiarse, como la indemnización de danos y per- 
juicios fijada por la misma sentencia, se confirma ésta, y re- 
puestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMÍN VICTORICA.— G. S. DE 
LA TORRE. —LDIS V. VÁRELA. 
— ABEL BAZAIf. 



CAVNA €€I.XYI1 



Don Isaac B. Lecuona contra Collet y Llambí,por cobro de pesos; 

sobre defecto legal en la demanda. 

Sumario, — La omisión de partidas en la cuenta acompañada 
ala demanda^ no constituye defecto legal en el modo de propo- 
nerla. 



Caso.— En 31 de Enero de 1891, Don Isaac B. Lecnona se 
presentó al Jnzgado Federal de la Capital exponiendo: 
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Que los señores Tomás y Adolfo Collet y Agustin Llambí, socios 
de la razón Collet y Llambí, le habían encargado la refacción de la 
casa en que dichos señores tienen su^establecimiento tipográfi- 
co, en la calle Balcarce entre Moreno y Alsioa, siendo condición 
de que la ob,ra debía sfr hecha por él á comisión; 

Que en tal concepto principió y terminó las obras pagando el 
importe de lojs materiales en sn mayor parte, álos operarios y 
demás gastos, todo por orden de los señores Llambí y Collet, qne 
se recibieron de la casa refaccionada en los primeros días de 

Mayo de 1890; , 

Que en 28 de dicho mes, Lecuona pasó á los señores Collet y 
Llambí la cuenta de gastos, importando por todos conceptos la 
suma de 2Í.524 pesos 52 centavos, de la cual se había abonado 
á cuenta la de 9000 pesos, según consta de la copia adjunta, 
cuyo original tienen los demandados; 

Que posteriormente á la presentación de dicha cuenta, Le- 
cuona recibió 2584 pesos, resultando así un saldo á su favor de 
9940 pesos 52 centavos, salvo error ú omisión. 

Que en virtud de no haber podido cobrar dicha cantidad, y 
con arreglo álos artículos 1627, 1636 y 721, Código Civil, de- 
mandaba á los señores Collet y Llambí por el pago de la suma 
9940 pesos 52 centavos, intereses y costas. 

Acreditado el fuero federal por la distinta nacionalidad de las 
partes, y conferido traslado de la demanda, los señores Collet y 
Llambí dijeron: 

Que Lecuona había sido un simple comisionista, y no un ver- 
dadero constructor, según él mismo lo dice, y en tal caso su . 
derecho estaría limitado á cobrarles una comisión por su tra- 
bajo de dirección; 

Que sin embargo incluye en la cuenta partidas de jornales, y 
de cuentas á pagar, de lo que debe deducirse que ha satisfe- 
cho por cuenta de ellos esas partidas, y toma á su cargo las 
cuentas impagas, aún; 
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Qne ellos no se negarán á abonarle lo qne hubiese desem- 
bolsado, pero tienen derecho á exigirle la cuenta detallada de 
los gastos para saber hasta donde son responsables; 

Qne según la demanda, la cuenta pasada en 28 de Marzo de 
1890, quedaba reducida á Í2524 pesos 52 centavos, por haber- 
se satisfecho 9000 pesos y con posterioridad fué disminuida de 
2584 pesos, por pagos hechos en diferentes fechas; 

Que sin embargo verificando los asientos respectivos no es 
posibleformar la cnentaque el actor indica, confundiendo, sin 
duda por error, la suma que confiesa haber recibido con la en- 
trega que por valor de 2453 pesos le hicieron en 29 de Octu- 
bre de 1890 con el importe de un terreno que para ese fin ven- 
dieron de acuerdo con el acreedor; 

Que nada de esto habría pasado si Lecuona hubiese consig- 
nado en la cuenta, las cantidades entregadas con posterioridad 
al 17 de Mayo, puesto que así no se hubiera operado la confu- 
sión que los inhabilita por el momento para apreciar el alcance 
del derecho que se ejercita por la demanda; 

Que en su consecuencia, mientras no se subsanen las dificul- 
tades enumeradas, no pueden contestarla, y oponen la excepción 
de defecto legal en el modo de proponerla. 

Conferido traslado, Lecuona pidió el rechazo de la excepción, 
con costas. 

Dijo: Que las razones que aducían los demandados concernían 
más al fondo del asunto, que á la forma; 

Qae no se alegaba la falta de ninguna de las circunstancias 
que podían fundar la excepción opuesta; 

Que oponían no haberse consignado en la cuenta las canti- 
dades entregadas después deli 3 de Mayo de 1890, sin tener 
presente que la cuenta presentada es copia de la original que 
ellos tienen desde 28 de dicho mes, y han reconocido desde 
que entregaron con posterioridad cantidades que no habrían 
pagado si hubiesen tenido motivo de impugnarla; 
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Que ellos Áiibrían debido afirmar y detallar de un modo con- 
creto cuáles fueran las entregas hechas con posterioridad, ha- 
ciendo entonces una verdadera excepción perentoria, en lugar 
de la dilatoria opuesta; 

Que no adoleciendo la demanda de ninguna omisión de los 
requisitos establecidos por el artículo 57 de la ley de Proce- 
dimientos, los señores Collet y Llambí estaban obligados á 
contestarla derechamente. 



Fallo del Juex Federal 

Buenos Aires, Abril 22 de 1891. 

Y Tistes: Por las consideraciones aducidas en el presente es- 
crito, que el Juzgado los considera arreglados á derecho^ y re- 
sultando que la demanda reviste todos los requisitos prescritos 
por el artículo 57 de la ley de Procedimientos, no ha lugar á la 
excepción de defecto legal opuesta por los demandados, quienes, 
en su consecuencia, deberán contestar derechamente la demanda 
en el término legal, y siendo á su cargo las costas de este inci- 
dente. 

Andrés Ugarriza. 

Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Agosto 20 de 1891. 

Yistos: Por sus fundamentos, se confirma con costas el auto 
apelado de foja veinte y dos vuelta; y repuestos los sellos, de- 
vuélvanse. 

BENJAMÍN VICTORICA. — C. S. DB 
LA TORRE.— LUIS V. VÁRELA. 
—ABEL BAZAN. 
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€^AIJSA€C1..'4'YII1 



La Municipalidad de la Capital contra Doña Luisa Carranza 
de Rodríguez^ por desistimiento de juicio de expropiación; 
sobre costas. 



Sumario. — El expropiante que desiste del juicio de expro- 
piación, debe pagar las costas causadas en él. 



Caso. — LaManicipalidadde la Capital entabló contra doña 
Luisa Carranza de Rodriguez^ en 29 de Noviembre de 1890, nn 
juicio de expropiación de parte de su casa calle Victoria núme- 
ro..., parala avenida 25 de Mayo, con arreglo ala ley de 31 de 
Octubre de 1884. 

Tramitado el juicio, con el comparendo de las partes, y las 
pericias, la Municipalidad, con fecha 17 Noviembre de 1891, pre- 
sentó escrito desistiendo de la demanda, y pidiendo se dejara 
sin efecto el juicio, archivándose el expedientj . 



Fallo del Jues Federal 

Buenos Aires» Marzo 19 de 1891. 

Téngase por desistida la presente acción y en consecuencia 
archívense los autos. 

Ug arriza. 
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La señora de Rodríguez dijo que no podía consentir en que 
en el auto anterior no se declararan de cargo de la Manicipali- 
dad las costas y gastos que había causado, como correspondía 
contra todo actor que desiste de la demanda; y por esto apelaba 
en relación de dicho auto. 



Aui« del JuM Federal 

Buenos Aires, Abril 11 de 1891. 

No habiéndose hecho declaración alguna en el auto recurrido 
respecto á los gastos causídicos, no ha lugar al recurso de ape- 
lación interpuesto, y pida esta parte lo que corresponda. 

Ugarriza. 



Pallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Agosto 20 de 1891. 

Vistos: Siendode ley el pago por la Municipalidad deman- 
dante de las costas causadas en este juicio, atento el desisti- 
miento que ha hecho de él, con aceptación de ia parte demanda- 
da: se declara que son de cargo de dicha Municipalidad las cos- 
tas referidas, quedando en estos términos modificado el auto 
apelado de foja veinte y siete vuelta; y repuestos los sellos, de- 
vuélvanse. 

benjamín viGToaiCA.— c. s. de 

LA TORRE. — LUIS V. VÁRELA. — 
ABEL BAZAN. 
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CAUSA CXXXIX 



Don Emilio Correa conlradon Ramón Mantilla, por cumplimien- 

lo de contrato; sobre pruebas. 



Sumario.--l&s imputable á la parte qae no presentó la lista 
de testigos, la no recepción de la prneba testimonial dentro del 
término. 



Caso. — En 7 de Octubre de 1890 Don Emilio Correa se pre- 
sentó ante el Juzgado federal de Catamarca, exponiendo: 

Que habíaotorgado ana boleta de venta de una casa, á favor de 
Don Ramón Mantilla, quien se comprometió á pagar el precio al 
contado, dándole un cheque á cargo del Banco Provincial de 
Gatamarca; 

Que Correa descontó el cheque en el Banco Nacional dt^ Chi- 
lecito 7 éste remitió la letra al Banco Nacional de Catamarca 
para su cobro; 

Que el Banco Provincial no aceptó el cheque, ni lo pagó por 
no tener Mantilla fondos y ser deudor de dicho Banco, y que el 
Banco Nacional protestó la letra, habiendo debido Correa pagar 
el cheque, causándosele graves perjuicios; 

Que segan el artículo 616 del Código Civil, era aplicable el 



DE JUSTICU NACIONAL 315 

artículo 605 en su última parte, es decirla rescicion del contra- 
to con más los danos y perjuicios; 

Que no obstante entablaba demanda contra Don Ramón Man- 
tilla para que se le ordenase el cumplimiento del contrato y el 
pago de danos 7 perjuicios, conforme á la cuenta que acompa- 
ñaba. 

Acreditada la competencia del fuero federal por la distinta 
vecindad de las partes, 7 conferido traslado. Mantilla dijo: que 
estaba conforme con la recision del contrato, mas no con los 
daños 7 perjuicios, alegando qne el cheque debía ser cobrado en 
el Banco Provincial en Tinogasta, que le habría pagado con des- 
cuento de la comisión. 

Abierta la causa á prueba, la parte de Mantilla presentó un 
interrogatorio para examinar á su tenor, á testigos que ofrecía 
en Tinogasta. 

£1 Juez mandó recibir las declaraciones, señalando la audien- 
cia del 15 7 20 de Enerode 1891. 

Mantilla pidió prórroga del término 7 solicitó se cometieran 
las declaraciones al Juez partidario de Tinogasta. 

£1 Juez accedió por auto de 26 de £nero de 1891. 

En 25 de Abril de 1891 el Secretario dio cuenta de haber ven- 
cido el término probatorio. 

Mantilla, en Abril 6, dijo que no se había librado hasta enton- 
ces el oficio al Juez de Tinogasta; 7 que habiéndosele notifica- 
do el día anterior que los autos estaban en la oficina para ale- 
gar^ pidió, de conformidad á la doctrina establecida en varios 
fallos de la Suprema Corte, se suspendiera la publicación de 
pruebas 7 se mandara cumplir la orden dé 26 de Enero. 

El Juez mandó informar sobre la fecha en que venció el tér- 
mino, la fecha en qne se decretó la recepción de prueba en Ti- 
nogasta, 7 por qué no se libró la orden de la referencia. 

£1 secretario informó: 

1^ Que el término de prueba venció el 28 de Febrero de 1891 ; 
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2^ Que el decreto de la recepción de la prueba en Tinogasta, 
fué el 26 de Enero 1891; 

3® Que la causa porqué no se libróla orden, fué porque Man- 
tilla no reclamó la expresada providencia, ni proveyó el papel 
bcllado para su redacción. 

Para mejor proveer, el Juez dio traslado al actor, ; éste 
se opuso, por no alegarse ni probarse cansa justificada, y dijo 
que Mantilla no había presentado en Secretaría la lista de tes- 
tigos, por cuya razón el secretaria no despachó la nota. 



Pullo del Jíuez Federal 



Caumarca, Abril 22 de 1891. 

Vistos y considerando: 1° Que las diligencias de prueba que 
se solicitaron y decretaron coufccha25 de Enero, no se han des- 
pachado porque la parte interesada no lo reclamó como era sn 
deber, según consta de la diligencia de foja.. ., porque son las 
partes interesadas lasque deben despachar i la campana los 
oficios para las actuaciones de prueba, no habiendo en el caso 
actual dado ni siquiera el papel correspond iente, ni aun pre- 
sentado la acta de testigos que se ofrecía. 

S"" Que el término de prueba venció el 28 de Febrero y el 
secretario, con fecha 2 de Abril, recien puso el certificado cor- 
respondiente, habiendo la parte de Mantilla presentádose recien 
con fecha 6 del corriente, pidiendo se despachara á Tinogasta 
los oficios para la recepción de pruebas decretadas en Enero, 
cuando ya el término probatorio estaba vencido con exceso, lo 
que importa reabrir el término de prueba. 

3° Que no siendo imputable al Juez ni al secretario, sino á la 
misma parte interesada el que no se haya despachado á Ti— 
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nogasta la nota correspondiente, y no habiéndose reclamado por 
otra parte su envío durante el término de prueba, no son apli- 
cables al caso sub'judice los fallos de la Suprema Corte que 
se invocan perla parte, no ha lugar alo solicitado. 

F. C. Figueroa, 



t alio de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Agosto ^ de 1891. 

Vistos: Dependiendo del hecho del demandado el no haberse 
producido oportunamente la prueba ofrecida por su parte, en ra- 
zón de no haber presentado en la oportunidad debida la lista de 
testigos ((ue debían ser examinados, se confirma, con costas, el 
auto apelado de foja cuarenta y desvuelta; y repuestos los se- 
llos, devuélvanse. 

benjamín VICTORICA. — C. S. DE 
LK TOKRE.— LuISV. VÁRELA. 
— ABEL BAZAN. 
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CAUSA rCIiXX 



Contra Sebastian Tomasoni^ por quiebra fraudulenta; sobre 

extradición 



Sumario. — I'' £1 delito de quiebra fraudulenta, es de los que 
autorizan el pedido de extradición* 

^''Noes necesario para admitir el pedido de extradición, el 
despacho rogatorio de los Tribunales requirentes. Basta el tes- 
timonio autorizado de la resolución ordenando la extradicioa 
emanada del Tribunal competente. 



Caso.— Lo explica el 



VmUo del Juc» Federal 



Buenos Aires, Julio 17 de 1891. 

Y vistos: estos autos iniciados por requisición del Ministro de 
Italia, solicitando la detención preventiva del subdito italiano 
Sebastian Tomasoni, bajo la acción de un decreto de prisión ex- 
pedido por las autoridades competentes de su país, por razón de 
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quiebra fraudulenta, 7 con promesa de presentar, dentro del 
término señalado por las leyes de la República, los justificati- 
Yos necesarios para fundar su solicitud de extradición; pidiendo 
al mismo tiempo, el embargo y detención en la Aduana de diez 
y nueve bultos de mercaderías, expedidos por Tomasoni por el 
vapor cVittoria» á la consignación de Marcos Yendrami- 
nelli. 

Considerando: i "^ Que habiéndose provisto oportunamente á 
las medidas preventivas de la requisitoria del Ministro de Ita- 
lia, fué, en su consecuencia, reducido á prisión Tomaboni, oída 
su declaración, de acuerdo al articuló 653 del Código de Proce- 
dimientos (resultando justificada la identidad de su persona) 
y detenidas las mercaderías embargadas en la aduana. 

S"* Que dentro del término legal, se presentaron las piezas 
justificativas de foja 23 á foja 33, resultando de ellas que los 
Tribunales competentes de Padua, á pedido de varios acreedores, 
han clasificado de fraudulenta la quiebra de SebastianToma- 
soni, en razón de su fuga con abandono de sus créditos y sus- 
tracción: de mercaderías en perjuicio de la masa, proveyendo 
en consecuencia á su prisión. 

3"^ Que los artículos del Código Italiano aplicable al caso en 
cuestión, y en los que se funda la declaración de la quiebra, y 
autorizan la prisión de Tomasoni, se encuentran citados y 
transcritos á foja^, en cumplimiento del artículo 651 de nues- 
tro Código de Procedimientos. 

4^ Que el delito de quiebra fraudulenta es del número de los 
comprendidos en el artículo 646 de nuestro Código de Procedi- 
mientos, y más aún cuando, entre los motivos determinantes 
de la clasificación de la quiebra, se encuentra la ocultación ó 
sustracción fraudulenta ala masa. 

5^ Que los fundamentos de la defensa, consistentes en no ha- 
berse llenado, en la solicitud de extradición los requisitos exi- 
gidos por los artículos 651 y 653 del Código de Procedimien- 
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tos, por cuaoto no se encuentra entre los documentos agre- 
gados á la requisitoria^ el despacho rogatorio de los Tribu- 
nales de Italia á los de la Bepública, no son aceptables; porque 
este despacho en la forma precisa que lo exige la defensa, no se 
encuentra expresado en los artículos citados; mientras que á fo- 
ja 23 se encuentran, en perfecto acuerdo con nuestra ley (artí- 
culo 649, Código de Procedimientos) la resolución que la Corte 
de Apelación de Yenecia expide ordenando la extradición 
de Tomasoni: resolución tomada, como el mismo documento 
lo expresa, á pedido de los Tribunales de Padua, ante quien 
pende la causa de Tomasoni. 

Por estos fundamentos, y de acuerdo á lo pedido por el 
Procurador Fiscal, declárase haber lugar á la extradición, á 
título de reciprocidad, pedida por el Ministro de Italia con- 
tra el subdito italiano Sebastian Tomasoni, como igualmen- 
te á poner á disposición de los Tribunales Italianos, que co- 
nocen do la causa de quiebra, los diez y nueve bultos de 
mercaderías detenidas en embargo en la aduana; en su conse- 
cuencia y de acuerdo al artículo 659 del Código de Procedi- 
mientos elévese original este expediente al Ministerio de Re- 
laciones Exteriores, comuniqúese á la Aduana y hágase saber 
y notifíquese original. 

Andrés Ugarriza. 



VISTA DEL SEÑOR PROGCRADOR GEISERAL 

Buenos Aires, Agosto 7 de 1891. 
Suprema Corle: 

£1 defensor de Sebastian Tomasoni, sólo ha opuesto contra 
la sentencia de foja 105, que acuerda la extradición solicitada 
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por S. E. el Señor Ministro de Italia, la falta del exhorto que 
conteaga tal solicitud, dirigido por los Tribunales de aquella 
nación á la de esta, pretendiendo que tal exhorto es exigido 
pro forma por los artículos 651 y 663 de nuestro Código de 
Procedimientos en lo criminal. 

No erro que esta oposición esté legalmento fundada. 

£1 artículo 651 citado exige que la comunicación en que se 
solicite la extradición vaya acompañada, entre otros recaudos, 
con un ctestimonio literal del auto que decrete esta diligencia» 
(la de la extradición); y tal auto judicial, que en este caso lo 
constituye el de la Corte de Yenecia, corriente á foja 23 y tra- 
ducido á foja 34^ ha sido acompañado por el señor Ministro de 
Italia. 

La disposición del artículo 651 se encuentra, pues, cum- 
plida. 

El artículo 663, también citado, dispone que: clos exhortes 
emanados de una autoridad extranjera competente en mate-, 
ria criminal, no política, se introducirán por la vía diplomá- 
tica y serán transmitidos á las autoridades judiciales compe- 
tentes». 

Esta disposición permite, no exige, que la autoridad judicial 
extranjera pueda librar un exhorto á nuestros Jueces ó Tri- 
bunales, en demanda de extradición; y para tal caso, ordena que 
tales exhortes deban S'3r introducidos por la vía diplomática, y 
no de Juez á Juez. 

Concordando este artículo con la disposición del 651 , se ob- 
serva fácilmente que nuestra Ley de Procedimientos exige sola- 
mente qu2 toda petición de extradición tenga por base indis- 
pensable un acto ó resolución judicial de un Tribunal 
competente extranjero; y una resolución emanada solamente 
del poder político que la solicite, evitando así, que ella pueda 
ser acordada en otros casos que en los admitidos por la prácti- 
ca uniforme de las naciones (artículo 646, último inciso). 

T. XV 22 
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Por estas consideraciones, y las expresadas en la sentencia 
apelada, soy de opinión qne ésta debe ser confirmada por Y. E. 

Antonio E. Maiaver, 



Fallo de la Suprenaa €orte 



Buenos Aires, Agosto 20 de 1891. 

Vistos: Por sus f andamentos y de conformidad con lo expues- 
to y pedido por el señor Procurador General: se confirma la 
sentencia apelada de foja ciento cincuenta y cinco; hágase sa- 
ber y devuélvase. 

BENJAMÍN VICTORIGA. — C S. DE 
LA TORRE. —ABEL BAZAN. 



CAVSA CCXJK^I 



Contra don Tomás M. Barry y otros, por sustracción de mercade^ 
rías de los depósitos de aduana; sobre desglose de actuaciones. 



Sumario. — No procede el desglose de actuaciones que forman 
parte integrante y elementos necesarios del proceso. 
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Caso. — Lo explica la signíeiite 



PETICIÓN 



Señor Juez Federal: 

Domingo Toro Zelaya, defensor de Don Juan Roland, en el 
sumario seguido contra don Tomás M. Barry y otros, ante Y. 
S., como mejor prooeda, digo: 

Que al hacerme cargo de la defensa del señor Roland y pro- 
ceder al estudio del expediente, me be encontrado con que se 
aglomeraron á este juicio actuaciones y procesos extraños á la 
causa iniciada con motivo del parte de la administración de 
Aduana de fecha 10 de Octubre de 1889 y que originó el expe- 
diente titulado cBarry, Don Tomás M., sobre sustracción de 
mercaderías». 

Desde la foja 47 á foja 68 de este expediente figura un su- 
mario formado ante la misma Aduana referente á 3 cajones 
encontrados en infracción y que venían consignados á Don Ra- 
món Doffour y F. Hermann. 

De la misma manera se ha anexado el expediente que tiene 
por carátula «Sumario contra los guarda almacenes Don Ma- 
nuel J. Sarmiento, José M.Nieves y otros, por falta en los depó- 
sitos números 42 al 50 de varios cajones de mercaderías». 

£sta aglomeración de distintos procesos estaría justificada y 
por ello procedente la petición fiscal de foja 72,- si siendo 
una la causa originaria del proceso, fueran también unos mis- 
mos todos los procesados. 

Pero en nuestro caso, señor Juez, en que sólo está acusado 
mi defendido por imputársele participación en los hechos que 
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denuncia el partéele fojal de fecha 10 de Octubre de 1889; sin 
que ningún otro cargo se halle formulado en su contra respecto 
á las otras dos denuncias de la misma Aduana, y aglomerados 
á aquella en virtud de lo pedido por el señor Fiscal á foja 72, 
no es posible que consienta por mi parte en la referida aglome- 
ración de procesos extraños entre sí^ iniciados en ocasiones di- 
ferentes j contra un crecido número de personas, que ni direc- 
ta 6 indirectamente figuran como autores ó cómplices en esas 
causas anexadas. 

Tal aglomeración afecta ó perjudica á mi defendido, destru- 
je la contingencia misma de la única acusación pendiente j 
trae, por último, perturbaciones á la defaosa, desde que ni es po- 
sible comprender la misma acusación Fiscal, cuando pide la 
pena de comiso contra varios de los acusados sin que determine 
con precisión de qué comisos se trata y cuál sea, en fin, la mer- 
cadería penada por esa misma acusación. 

En esta virtud á V. S. suplico, se sirva haberme por presenta- 
do pidiendo el desglose de las dos causas que se acumularon 
por pedido del señor Procurador Fiscal, de foja 72, ya que 
ellaSy por ser procesos diferentes y distintos los acusados, no 
tienen relación alguna con la causa que se ventila, con ocasión 
del parte de foja 1 de fecha 10 de Octubre de 1889 y que luce 
en el expediente caratulado «Barry, Don Tomás M. etc.» Pido 
á Y. S. ordene que esta solicitud se tramite como artículo de 
previo y especial pronunciamiento. • 

Es justicia. 

D. Toro Zelaya . 
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rallü del Jíues Fedeml 



Bueoos Aires, Marzo 39 de 1891. 

Tratándose de resoluciones conocidas y consentidas por esta 
parte, no ha lagar á lo solicitado. 

Ugarriza. 



VISTA DEL SEÑOR PHOCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Agosto 10 de 1891. 
Suprema Corte: 

A foja lli, autoscorrientes, el defensor de Juan E. Roland, 
solicitó el desglose de las actuaciones que indica, formando de 
esta petición artículo de previo Y especial pronunciamiento; y 
por haberle sido denegada por la providencia de foja 112 vuel- 
ta, dedujo á foja 114 los recursos de reposición y de apelación, 
de los que, el último le ha sido otorgado para ante Y. E. 

El artículo 443 del Código de Procedimientos en lo criminal, 
señala las únicas excepciones 6 articulaciones que pueden pro- 
ponerse en forma de previo pronunciamiento; y entre ellas no 
figura la deducida en el escrito de foja 111. 

Bastaría esto para que la enunciada solicitud se declarase 
improcedente. 

Pero el señor Juez Federal ha fundado su denegación á foja 
112 vuelta, en el hecho deque trataba de dejarse sin efecto, 
«resoluciones conocidas y consentidas» por la parte peticio- 
nante; y así resulta efectivamente. 
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El escrito de foja 111, en qae se forma la artioalacion dene- 
gada, lleva por fecha de su presentación la de 27 de MayoiUti- 
timo, segon la nota del secretario de foja 112. 

Pero, en 5 de Diciembre de 1890, se notificó al señor Procu- 
rador Fiscal haberse proveido la agregación solicitada por él 
(foja 72); en 21 de Enero, Boland pidió, por medio de su defen- 
sor el Doctor Ponce, se le entregaran los autos; los que le fue- 
ron entregados en la misma fecha, según consta de la notifica- 
ción 7 diligencia firmada por él á foja 81 vuelta. 

De suerte que, desde el 21 de Enero del corriente año, el 
defensor de Roland tiene conocimiento de la acumulación or- 
denada á foja 72 vuelta; y no es posible entonces admitirse con- 
tra ella una reclamación que recien se presenta en 21 de Mayo 
último. 

Por estas consideraciones, creo que Y, E. debe confirmar el 
auto apelado. 

Antonio E. Malaver. 



Vallo de la Suprema Carte 

Buenos Aires, Agosto 20 de 1891. 

Vistos: No procediendo el desglose solicitado & foja ciento 
once, por formar parte integrante y elementos necesarios de es- 
te proceso las diligencias de su referencia: se confirma con 
costas el auto apelado de foja ciento doce vuelta; y repuestos 
los sellos, devuélvanse. 

BENJAMÍN VICTORICA. — C. S. DE 
LA TORRR.— ABEL BAZAN. 
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CACHA CCliXXIl 



El Fisco Nacional contra Mantegazza y C®; sobre clasificación 
de artículos y pago de dobles derechos. 



Sumario.— í^ Las cuestiones sobre clasiñcacion de artlcolos 
sujetos á derechos de aduana, son de la exclusiva competencia 
de la Dirección de Rentas. 

2® El recurso que se interponga de la resolución administra- 
tiva, fundado en el error de la clasificación, es improcedente. 



Caso, —Lo explican los siguientes partes 



y Buenos Aires, Setiembre 5 de 1890. 

Al sefíorJefe de vistas: 

Comunico á Yd. que los señores J. Mantegazza j C'', han pedi- 
do á despacho, entre otras mercaderías, 300 cajones de vino 
espumante de cidra con i2 botellas cada cajón, del vapor c Ado- 
no>, procedente de Burdeos, entrado Octubre 31, manifiesto 
58,853: verificado su contenido en el día de ayer, á la una pa- 
sado meridiano, en los depósitos de Lanús, resultó ser vino 
Champagne, cuyas botellas vienen sin etiqueta con el propósito 
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de ponérselas aquí. Derechos, pesos 8; derecho específico 25 
centavos. Por tanto y de acuerdo con las Ordenanzas (128 j 
930) he suspendido el despacho. 
Dios guarde á Yd. 

A. Aroztegui. 



Buenos Aires, Noviembre 19 de 1890. 

Sefior Jefe de vistas: 

Bemito nna hotella de Champagne de muestra, dehiendo ha- 
cer presente que lo que los señores Mantegazza quieren pasar 
por cidra es el Champagne que venden con la etiqueta de cHen- 
ri Clicot», como he tenido la oportunidad de hacerlo ver al se- 
ñor Jefe 7 puede verse en todas las confiterías y almacenes de 
esta ciudad . Además, hago notorio el valor de lo que se pre» 
tende pasar por cidra y que así lo afirma la factura hecha á 
placer presentada por los señores Mantegazza, cuyo valor según 
su declaración es de once pesos oro, 6 sean treinta y tantos pe- 
sos papel, que no hay cidra que pueda valer. 

A. Aroztegui, 



RESOLUCIÓN DE LA DIRECCIÓN DE RENTAS 



Buenos Aires, Febrero 5 de 1891. 

Examinada la muestra de vino y oida la opinión de varios co- 
merciantes del ramo, la Dirección resuelve: Clasificar hajo el 
número Trescientos trece (313) de la Tarifad el año 1890. 
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A SQS efectos pase á la Aduana de la Capital con la muestra 
acompañada. 

Saravia. 



RESOLUCIÓN DE LA ADUANA 



Buenos Aires, Febrero 12 de 1891. 

Visto la resuelto por la Dirección General de Rentas j con 
arreglo al artículo 930 de las Ordenanzas de Aduana, resuelvo 
se paguen dobles derechos, sobre la diferencia del valor entre 
vino espumante de cidra que se pidió á despacho, y vino Cham- 
pagne embotellado que resultó de la verificación practicada. 
Hágase saber y pase á la Contaduría á sus efectos, y reposición 
de sellos. 

5. Baibiene. 



rallo del Jlises Federal 



Buenos Aires, Junio 20 de 1891. 

Y vistos: resultando del informe de, foja 5 expedido por la 
Dirección de Bentas que ésta ha declarado que al artículo soli- 
citado A despacho corresponde el número 313 de la tarifa del 
ano 1890; que según los artículos 135 y siguientes de las orde- 
nanzas de Aduana, toda duda entre el comerciante y el vista so- 
bre la partida de tarifa correspondiente aun artículo debe ser 
resuelta por la Dirección General de Aduana, siendo esta reso- 
lución obligatoria é inapelable, circunstancia por la cuales inú- 



\ 
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til recurrirá! examen químico que se solicita en el escrito que 
:;ntecede; siendo, además, esta operación completamente inútil, 
pues él solamente podría dar por resultado la clasificación téc- 
nica déla substancia examinada y no la de la tarifa, que es'la 
que corresponde averiguar; que según el artículo i070 de las 
ordenanzas la substanciación de la apelación ante el Juzgado Fe- 
deral queda terminada con un escrito de cada parte, no pudien- 
do aceptarse otro género de prueba ni substanciación ulterior. 

Por estos fundamentos, y de acuerdo á los de la resolución 
de Aduana de foja 5 vuelta, no haciéndose lugar al nombra- 
miento de químicos analistas, se confirma la resolución ape- 
lada y en consecuencia devuélvase este expediente ala Aduana 
para que lleve adelante sus procedimientos, etc. 

A ndrás Ugarriza . 



Fallo de In Suprema Corte 

Buenos Aires, Agosto 12 de 1890. 

Vistos y considerando: Que atentos los términos de los artí- 
culos ciento treinta y cinco y siguientes de las Ordenanzas de 
Aduana, todas las cuestiones referentes á la aplicación de la ta« 
rifa de avalúo y calificación y aforo de mercaderías, se hallan 
exclusivamente deferidas A la jurisdicción administrativa, sin 
que los Tribunales de Justicia puedan suspender ni desconocer 
el efecto de sus decisiones ni sustituir su apreciación 61a de 
otros peritos sobre puntos que han sido ya materia de juicio y 
resolución por parte de aquella. 

Que en estas disposiciones se hallan comprendidas las dife- 
rencias 6 dudas que se susciten lo mismo sobre la especie que 
sóbrela calidad de los artículos manifestados, puesenla nomen- 



DB JUSTICIA NACIONAL 331 

datura de las Ordenanzas, la palabra celase» qne en dichas dis- 
posiciones se emplea es sinónima de cespecie», asándose una y 
otra indistintamente en todos los artícnlos de aquellas en con- 
traposición á ccalidad». 

Que el solo pnnto puesto en cuestión en la presente cansa, ha 
sido el de la clasificación y af ^ro de las mercaderías á que se re- 
fieren estos autos, descansando tanto la resolución de la Adua- 
na como las excepciones del apelante pura y exclusivamente en 
consideraciones relativas á la clase y calidad de dichas merca- 
derías. 

Qne dependiendo, en consecuencia, toda la cuestión, de ave- 
riguar el artículo de la tarifa correspondiente á las mercaderías 
manifestadas^ son de estricta aplicación al presente caso los ar- 
tículos ciento treinta y siete y ciento treinta y ocho de las Orde- 
nanzas de Aduana. 

Por estos y los fundamentos concordantes de la sentencia ape- 
lada de foja veinte vuelta, y de conformidad con la jurispruden- 
cia establecida por esta Suprema Corte en numerosos fallos y 
entre otros en el que se registra en el tomo treinta y siete (1), pá- 
gina setenta y dos de sus fallos: se declara improcedente el recur- 
so interpuesto y devuélvanse estas actuaciones ala Administra- 
ción de Bentas paraque lleve adelante su resolución, siéndolas 
costas oi^usadas de cargo del apelante; y repóngase el papel. 

benjamín VICTOmCA.—G.S. DB 
LATOnaE.— LUISV. VÁRELA. 
—ABEL BAZAN. 

(1) Tomo 7% serie 3'. 
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t:€:i.XXIII 



Don Miguel González contra don Antonio Zwingen, por cum- 
plimiento de contrato; sobre inhibición general 



Sumario,— L^ ley nacional de procedimientos no autoriza la 
inhibición general de bienes. 



Caso, — En la causa seguida por don Miguel González cptra 
don Antonio Zwingen, sobre cumplimiento de contrato, en 
25 de Octubre de 1890, se dictó sentencia definitiva, que 
quedó ejecutoriada en 22 de Noviembre siguiente, por de- 
serción de recurso, por la que se declaró á González obligado á 
escriturar, como comprador, un terreno de Zwingen, dentro 
de 10 días, bajo apercibimiento de quedar rescindido el con* 
trato j pagar daños y perjuicios. 

La sentencia se mandó cumplir por decreto de26de Koviem- 
brede 1890. 

Suscitad ose varios incidentes que demoraron su ejecución, 
la parte de Zwingen, en 8 de Abril de i891, pidió embargo con- 
tra González, y por no conocerle bienes, inhibición general. 

Dijo: que tunto en el procedimiento de apremio, como en el 
ejecutivo que correspondía en el cumplimiento de sentencia, 
procedía el embargo, y que también era autorizado el arraigo 
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con escritura pública ú otra prueba fehaciente, como lo era una 
senteojia ejecutoriada, segon el inciso 3^ artículo 55, lej de 
Frocedímieutos . 



V*allo del Juex retleral 



Buenos Aires, Abril 11 de 1891. 

Bajo la responsabilidad del recurrente y previa canción ju- 
ratoria trábase el embargo que se solícita^ librándose al efecto 
los correspondientes oficios. 

Ugarriza, 



Vallo de la liiiprema Corte 



Buenoá Aires, Agosto 22 de 1891. 

Vistos: No procediendo la inhibición general decretada con 
arreglo á la ley nacional de procedimientos, según lo tiene re- 
suelto esta Suprema Corte en otros casos, se revoca el auto 
apelado de foja ciento veinte y cinco, y se declara no haber 
lugar ala medida solicitada^ dejándose á salvo las acciones que 
correspondan al acreedor sobre bienes determinados del deudor. 
Repuestos los sellos, devuélvanse. 

BfiNJAMlN YICTORICA.— C. S. DE 
LA TORRE. — LUIS V. VARE- 
LA. — ABELBAZAN. 
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CAUSA CCIiXXIY 



El Ferrocarril Este Argentino contra Clark y Compañía, por 

cobro de pesos; sobre eompetencia 



Sumano.-^EstipuIado el logar del pago, éste debe deman- 
darse ante las autoridades de dicho logar. 



Caso. — La compañía del Ferrocarril Este Argentino y los se- 
ñores Clark y compañía celebraron en Buenos Aires, en 14 de 
Abril de 1888, un contrato por conducción de materiales para la 
construcción del Ferrocarril Nordeste Argentino de Concordia 
á Montes Caseros ó Ceibo, por el cual Clark y compañía debían 
entregar el material en Concordia, y el Ferrocarril Este Argen- 
tino conducirlo á Monte Caseros 6 Ceibo (artículos 1*> y 2°), ha- 
biéndose estipulado en un artículo adicional que Ciark y com- 
pañía debían correr con la descarga y apiladura de materiales 
en el recinto del terreno del Ferrocarril Nordeste Argentino en 
Monte Caseros, pagando á la Compañía del Ferrocarril Este Ar- 
gentino el flete y la carga en Concordia únicamente. 

Clark y compañía se presentaron al Juzgado Federal de Co- 
rrientes, diciendo que la Compañía del Ferrocarril Este Argen- 
tino los había demandado ante el Juez de I'* Instancia de Con- 
cordia por cobro de 56.764 pesos 42 centavos y 8423 pesos 35 
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centavgs por cuenta de fletes; y alegando que el Juez compe- 
tente para conocer en la demanda era el Federal de Corrien- 
tes, pidieron qne avocara á sí la causa por inhibitoria al Juez 
de Concordia. 

Dijeron: que ellos eran extranjeros y la compañía demandan- 
te argentina, por ser sociedad anónima^ por lo que correspondía 
el conocimiento de la cuestión á la justicia federal; que según 
el contrato en virtud del cual se les demandaba, el lugar donde 
debía cumplirse, y por lo tanto deniandarse, su cumplimiento, 
era Monte Casero^, lugar de la descarga de los materiales que 
el Ferrocarril Este Argentino se obligó á transportar desde Con- 
cordia, y lugar donde se daban los certiñcados para el pago de 
los fletes. 



Fnllo del Jlues V^edcral 



Corrientes, Junio 8 de 1891. 

Vistos: La contienda de competencia por la vía inhibitoria 
deducida pbr Clark y compañía pidiendo se dirija ai Juez de I'* 
Instancia de la ciudad de Concordia, provincia de Entre-^Rios, 
para que se inhiba y remita el expediente formado de la deman- 
da interpuesta contra dichos señores por don Oliver Rudye, como 
administrador General del Ferrocarril del Este Argentino, por 
cobro de pesos, procedentes de fletes. 

Y considerando: Que según los términos del artículo adi- 
cional del contrato presentado por el postulante para justi- 
ficar su solicitud, especifica cpagando á la Compañía del 
Ferrocarril del Este Argentino el flete y la carga en Con- 
cordia únicamente», se establece categóricamente que el con- 
trato debía tener su cumplimiento en Concordia y por con- 
siguiente ese es el lugar donde debe exigirse el ^ago (artículo 
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747^ Código Civil), sea ante el Juez Federal sí es de sa 
competencia, como afirma el solicitante 6 ante el Juez provin- 
cial . Que por otra parte las acciones que resultan del contra- 
to de transporte, y tratándose de caminos de hierro, como en el 
presente caso, la autoridad competente es la judicial del lugar 
en que se encuentre la estación de partida 6 la de arribo (artí- 
culo 205, Código de Comercio), habiendo sido ya deducida la 
demanda en Concordia^ que es donde y desde donde arranca el 
Ferrocarril Este Argentino. 

Por estos fundamentos, declarándose incompetente este 
Juzgado, no hace lugar á la inhibitoria. Hágase saber y repón- 
gase.— Al segundo otrusí, como se pide. 

E. A. Lujambio. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

BuPDOs Aires, Julio 2 de 1691. 

Suprema Corte: 

Por los fundamentos del auto apelado, creo que debe ser con- 
firmado por V. E. 

Antonio E. Malaver. 



Fnlio de la Supremn Corte 

Buenos Aires, Agosto 22 de 1891. 

Vistos: Habiéndose estipulado pagaderos en Concordia los fle- 
tes, cuyo cobro se demanda, y produciendo este hecho la com- 
petencia de las autoridades judiciales de Entre-Ríos, se confir- 
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ma con costas el auto apelado de foja diez j seis vuelta; y 
repuestos los sellos, devuélvanse. 

BENiAMlN VICTORICA. — G. S. DE 
LA TORRE. — LUIS V. VÁRELA. — 
ABEL BAZAN. 



< AVSA CCliXXY 



Don Lisandro Lloverás contra Don León y D. Salvador OUolen- 
ghi; sobre embargo de una finca hipotecada. 



Sumario. — Los actos importantes disminución de valor de la 
(inca hipotecada, no autorizan el secuestro 7 desposesion de la 
misma. 



Caso, — Don Lisandro Lloverás pidió al Juez de Sección que 
como medida precaucional, decretara embargo preventivo en los 
bienes, acciones, derechos, fondos pertenecientes á los señores 
Salvador jLeon Ottolenghi para garantir su crédito hipoteca- 
rio, bajo su responsabilidad y de conformidad con los artículos 
552 y 667 del Código de Procedimientos de la Provincia. 

Fundando su petición, dijo: Que los señores Ottolenghi le eran 
deudores, entre otrt)s valores, de la cantidad de doscientos y 

T. XV 22 
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tantos mil pesos con intereses procedentes de parte de precio 
de las propiedades de Zondu que les había vendido, según la es- 
critura hipotecaria que ha presentado ante el mismo Juzgado 
en una ejecución contra los mismos Ottolenghi; 

Que el hecho de estar pendiente de la Suprema Corte Federal 
la cuestión de competencia entre el Jaez de la Provincia y el 
de Sección con motivo de la misma ejecución por inhibitoria x)ro- 
movida por los Ottolenghi, no impide que el exponente solicite 
con derecho el embargo preventivo; 

Que en la seguridad los señores Ottolenghi, de que no podrán 
conservar las propiedades, por carecer de fondos, y amparados 
porla demorado laejecucion^ han empezado ¿destruir los fun- 
dos para sacar lucro, cortando grandes cantidades de álamos 
nuevos, arruinando los plantíos de viñas, destruyendo los alam- 
brados, habitaciones, etc. ^ y no reponen las tapias caldas^ ni 
cuidan las acequias. 

Para probar los hechos ofreció una información de testigos al 
tenor de un interrogatorio que presentó. 

Acreditado el fuero federal, el Juez mandó recibir la infor- 
mación, y producida éste decretó el embargo. 

Loa señores Ottolenghi pidieron reposición del decreto. 



Fnllo del Juex Federal 



San Juau, Junio 8 de 1891. 

Visto el recurso de reposición interpuesto por Don Salvador 
Ottolenghi, de la providencia fecha 30 de Mayo del corriente 
año decretando el embargo preventivo de las ñucas de Zonda, á 
solicitud del acreedor hipotecario Don Lisandro Lloverás. 

Y considerando: Que el recurso interpuesto está autorizado 
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por el artículo 203, ley de Procedimientos nacionales, que dice 
así: «Dentro de tres días, contados desde la notificación, la parte 
á quien perjudique podrá solicitar la reposición de las providen- 
cias puramente interlocutorias». 

2"^ Que teniendo las medidas precaucionales por objeto única- 
mente garantizar los derechos del acreedor que los solicita, 
ellas deben limitarse á este objeto, sin causar perjuicios inú- 
tiles al dueño de los bienes, contra quien se dictan estas medi- 
das; j en este caso es un perjuicio inútil el que se causaría al 
deudor, señores Ottolenghi, desapoderándolos délas fincas de 
Zonda cuando el acreedor llenaría su objeto pidiendo la garan- 
tía que autorizan los artículos 3157 al 3160, Código Civil. 

3** Que, por otra parte, la Suprema Corte en su fallo, causa 
49, 3*^ serie, página 420, ha resuelto: Que la disposición de la 
ley de Procedimientos de la Capital sobre embargo preventivo 
en su artículo ^43, inciso 2°, no está autorizado por la ley de 
Procedimientos nacionales; por consiguiente, si aquella ley na- 
cional no es supletoria de la ley nacional de Procedimientos de 
los Tribunales Federales, tampoco lo sería para el caso pre- 
sente, las leyes de Procedimientos Provinciales. 

Por estas consideraciones, se deja sin efecto la providencia 
reclamada de fecha 30 de Mayo del corriente año, dejando á 
salvo al señor Lloverás hacer uso de las facultades que le acuer- 
dan los artículos citados del Código Civil . £n su consecuencia, 
precédase al desembargo de lo que se hubiese embargado y can- 
celación de la fianza rendida. Hágase saber con el original y 
repónganse los sellos. 

L.Echegaray. 
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Fallo de la Huprema Corte 

Buenos Aires, Agosto 22 de 1891. 

Vistos: No siendo los hechos acreditados por la información 
de foja diez y ocho y siguientes, suficientes por su naturaleza 
á autorizar el secuestro y desposesion de los bienes hipotecados, 
y dejándose á salvo al demandante las acciones á que se refiere 
el Juez de Sección y lasque derivan del juicio ejecutivo pen- 
diente, se confirma con costas el auto apelado de foja cincuenta 
y siete; y repuestos los sellos, devuélvanse. 

benjamín YICTORICA.— C. S. OE 
LA TORRE.— LUIS V. VÁRELA. 
ABEL BAZAN. 



CAUSA CCliXXTI 



Contra Carlos Rosenlhal y C^,por recurso contrauna resolución 
de la Administración de Aduana; sobre pruebas. 



Sumario. — El procedimiento de los recursos contra las resolu- 
ciones de la Administración de Aduana, no excluye la recepción 
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de la caasa á prueba, cuando la naturaleza de los hecbos alega- 
dos la haga necesaria. 



Caso. -- Lo explica la siguiente 



PETICIÓN 



Buenos Aires, Enero 29 de 1891. 

Señor Juez de Sección: 

■ 

Garlos Bosenthal j C*, en el expediente promovido por la 
Administración de Beatas, sobre supuesta falta de mercaderías, 
á Y. S. decimos: 

Que este expediente ba venido en apelación ante Y. S. por 
considerar la resolución del señor Administrador agraviante de 
nuestros derecbos, á fin de que Y. S., teniendo en cuenta nues- 
tros alegatos y baciendo mérito de ellos, se sirva abrir la causa 
á prueba para demostrar, como lo baremos, que la falta no es 
la que supone el señor Administrador, que el cumplido del 
trasbordo no es exacto j que la verdadera falta no es imputable 
á ninguno de los que ban intervenido en la operación del tras- 
bordo por tratarse de un caso de fuerza mayor que no arroja 
responsabilidad sobre ninguno y por tratarse de un asalto á 
mano armada. 

Por todas estas consideraciones pedimos á V. S. se sirva pro- 
ver como solicitamos. 
. Es justicia etc. 

C. Hosenthal y C*. 
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Fallo del iluez Federal 



Buenos Aires, Abril 6 de 1891. 

Autos 7 vistos: Estando establecido por el artículo 1070 de las 
OrdenanzasdeAduaaa que las apelaciones de las resoluciones 
del Administrador, deberán substanciarse con un solo escrito de 
una y otra parte, después de los cuales queda la cansa en estado 
de ser fallada, no ha lugar á la revocatoria solicitada y concé- 
dese la apelación en subsidio, debiendo elevarse con oficio los 
autos ante la Suprema Corte. 

Andrét Ugarriza. 



Falla de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Agosto 22 de 1891. 

Vistos: No excluyendo el artículo mil setenta de las Ordenan- 
zas de Aduana, la recepción de la causa á prueba cuando la na- 
turaleza délos hechos alegados la haga necesaria: se revoca el 
auto apelado de foja cincuenta y tres vuelta y se declara que 
expresado agravios por los recurrentes, el Jnez de Sección debe 
proveer á las peticiones deducidas según corresponda al mérito 
de los hechos que se aleguen. Repónganse I03 sellos y devuél- 
vanse. 

benjamín VICTORICA. — C. S. DE 
LA TORRE. —LUIS Y. VÁRELA. 
— ABEL BAZaN. 
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CAlJfilA €)€IjWW1K 



Don Hilario Bruno, contra don Ramón Caire, por cobro de pesos; 

sobre embargo. 



Sumario. — No puede embargarse la cosa que está en poder 
de tercero, ni, sin previa citación y audiencia de éste, proceder* 
sea probar que la cosa pertenece al deudor. 



Caso. — Don Julio Tort, con poder de don Hilario Bruno, se 
presentó al juzgado nacional del Gran Chaco con un pagaré fir- 
mado el 3 de Febrero de 1891 por Don Boman Caire á la orden 
de Bruno, por 350 pesos pagaderos á los 90 días de la fecha. 

Pidió el reconocimiento de firma, que fué reconocida, j en 
seguida el mandamiento que fué despachado. 

El oficial de justicia intimó el pago, y Caire contestó que no 
tenía dinero, pero ofrecía á embargo un galpón de madera techo 
de zinc, una pieza de madera techo de zinc, unos postes y alam- 
bre, que forman parte de un potrero, y un corral, un mostra- 
dor, una mesa, otra para la carnicería y algunos tirantes, todos 
bienes que se hallaban en la Colonia Benitez. 

El oficial de justicia no trabó el embargo sobre las cosas 
ofrecidas, por habérsele opuesto que estas eran de Costa MoUo 
y C*, en cuyo nombre las tenían Billetta y hermanos. 
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La parte de Brano insistió en qne se trabara embargo Fobre 
ellas, alegando qae si eran de los señores Costa MoUo y C*, es- 
tos deducirían tercería de dominio. 

A la negación del Jaez, pidió se le admitiesen pruebas para 
justificar que los bienes ofrecidos eran del deudor. 



Fallo del ilnoB lietrado 



Resistencia, Junio 15 de 1891. 

De la diligencia del oficial de justicia resulta que un tercero 
se halla en posesión délos bienes que se pretende embargar. 

Toda resolución pronunciada sin su audiencia, toda orden 
dictada desposeyéndolo de bienes sin previo juicio en que fuera 
vencido, sería atentatoria. 

Por consiguiente, la prueba que se ofrece no tiene aquí obje- 
to. 

Parodié. 

Ante mí: 

Enrique Cuevas. 
Secretario. 



Fallo do la Anproina Corto 



Buenos Aires, Agosto 22 de 1891. 

Vistos: Resultando que los bienes ofrecidos á embargo se ha- 
llan en posesión de un tercero, y no procediendo las diligencias 
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de praeba solícitadast sin previa citación y audiencia de la per- 
sona contra quien se dirigen, se confirma con costas el auto 
apelado de foja diez y nueve vuelta, y repuestos los sellos, de- 
vuélvanse. 

benjamín VIGTORICA.—C. S. 
DE LA TORRE. — LUIS Y. 

■ 

VÁRELA.— ABEL BAZAN. 



CAUSA CCI4XXTIII 



Gardella y Noussüou contra Rovelli y Gtannoni, por cobro de 

pesos; sobre deserción de recurso 



Sumario* — No mejorándose en tiempo el recurso de apela- 
ción, debe declararse desierto á la primera rebeldía que acuse 
el apelado. 



Fallo de la SupreaoMi C?or$e 



Buenos Aires, Agosto 25 de 1891. 

Por lo que resulta del precedente certificado, atenta la rebel 
día acusada y de conformidad á lo dispuesto por el artículo dos- 
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cientos catorce de la ley de Procedimientos, declárase desierto 
el recurso de apelación interpuesto. 
Repuestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMm VIGTORICA. — LUIS 
V. VÁRELA. — ABEL BAZAN. 
—LUIS SAENZ PEÑA. 



t^AVtSA CCI.XXIX 



V Petrona Díaz de Bedoya contra don Felipe Recalde (su suce- 
sion), por reivindicación de un campo; sobre prórroga de 
término para alegar. 



Sumario. — El auto negando prórroga de término para alegar 
sobre el mérito de la prueba, no es apelable. 



Caso. — Vencido el término de prueba y agregada la produ- 
cida por ambas partes^ la demandada se presentó exponiendo: 
Que el doctor don Venancio López, abogado que la había patro- 
cinado, estaba en vísperas de ausentarse al Paraguay llamado 
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pHra formar parte del Grobierno de esa República, como es noto- 
rio. Qae á su nuevo abogado el doctor don Francisco J. Oli- 
ver, no le es posible hacer en la oficina j en el término, un es- 
tudio detenido del expediente que debe compulsarse con los 
autos testamentarios de don José Diaz de Bedoya y sus inci- 
dentes, que tienen más de 3000 fojas. Pidió por esto, que el 
Juzgado, nsando de la facultad que le confiere el artículo 8*^ de 
la ley de Procedimientos prorrogase por seis días el término de 
los alegatos y ordenara se le entregase el expediente por tres 
días. 



Fallo del ilues Federal 



La Plata, Mayo 29 de 1891. 

No estando entre las facultades del Juzgado. la de prorrogar 
los términos; ni siendo permitido la extracción de los expedien- 
tes en las Secretarías fuera áe los casos de operaciones pericia- 
les: no ha lugar, 

Aurrecoechea. 



Falla de la Siiprenaa C*arte 



Buenos Aires, Agosto 25 de 1891. 

Vistos: Siendo inapelable el auto recurrido de foja trescien- 
tos cuarenta y siete vuelta^ con arreglo á lo dispuesto por el 
artículo doscientos seis de la ley de Procedimientos: se declara 
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improcedente el recurso interpuesto, y repuestos los sellos, de- 
vuélvanse los autos al Juzgado de Sección. 

benjamín VICTORIGA.—LIJIS T. 
VÁRELA. — ABEL BAZAN. — 
LUIS SAENZ PEflA. 



€^A1JSA CCI.XXX 



Don Pedro Soumastre contra el doctor don Mateo Durañona, 
por cobro de pesos; sobre fianza por gastos de prueba ex- 
traordinarta . 



Sumario. — Consentido el auto que, para garantir los gastos 
de la contraparte en las diligencias probatorias extraordina- 
rias, manda hacer un depósito de dinero, no puede pedirse 
que éste sea sustituido por una fianza. 



Caso. — ^Becibida la causa á prueba, pidió el demandante que 
se señalara un término extraordinario porque tenía que produ- 
cir prueba de testigos en Montevideo y en Mercedes (Repúbli- 
ca Oriental). 
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El demandado se manifestó conforme con este pedido, pero 
exigió que el actor depositara una suma destinada á cubrir los 
gastos que se le habían de causar para intervenir en la produc- 
ción de la prueba. 

£1 Juez concedió el término extraordinario y con arreglo á 
lo dispuesto por el artículo 96, inciso 2^, de la ley de Procedi- 
mientos, mandó que el actor depositara previamente en el Banco 
Nacional 200 pesos oro para cubrir los gastos. 

El mismo actor se presentó exponiendo: que no siéndole po- 
sible por el momento hacer el depósito ordenado, presentaba 
como fiador por los gastos á don Pastor Senillosa, y pidió que 
le fuera admitida esta sostituclon déla garantía invocando lo 
dispuesto en la última parte del inciso S*' del artículo 95 de la 
ley de Procedimientos. 

El Juez mandó que el demandado manifestara si estaba con- 
forme con la fianza ofrecida. 

El demandado dijo que uo^ estaba conforme^ alegando: Que 
no podía aceptar garantía personal, porque los gastos que se 
originen son privilegiados y deben ser satisfechos inmediata- 
mente después que el representante y el abogado que se en- 
carguen de la defensa de sus derechos hayan llenado su come- 
tido; que en el caso de que el fiador ofrecido no pudiera cubrir 
los gastos, cosa que no sería extraña, atenta la crisis, él queda- 
ría obligado á satisfacerlos; que no conoce la solvencia del 
fiador propuesto. Pidió que no se hiciera lugar á la sostitúcion 
de la garantía y que se fijara al demandante un término pru- 
dencial para que hiciera el depósito de los 200 pesos oro. 



1 
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Fallo del ilnra Pederal 



Buenos Aires, Julio 3 de 1891. 

Por los fundamentos aducidos en el precedente escrito, no 
ha lugar á la fianza personal ofrecida por el demandante y de- 
posite éste en el Banco Nacional, en el término de cinco días, 
la suma de doscientos pesos oro como está ordenado áfoja... 

Tedin. 



FaIIo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Agosto 25 de 1891. 

Vistos: Resultando estar ejecutoriado el auto de foja cien 
por el cual se ordenó el depósito en el Banco Nacional, sin que 
el demandante haya pedido oportunamente la sostitucion de ese 
depósito por una fianza personal con arreglo á lo dispuesto en 
el artículo noventa y cinco, inciso segundo, de la ley de Procedi- 
mientos: se confirma con costas el auto apelado de foja ciento 
catorce vuelta; y repuestos los sellos, devuélvanse. 

benjamín VICTORICA. — LUIS 
V. VÁRELA.— ABEL BAZAN. 
— LUIS SAENZPBftA. 
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CAUSA CCI.XXXI 



El Fisco Nacional contra Mantegazza y Compañía^ por clasi- 
ficación de artíci/dos y pago de dobles derechos; sobre recurso 
de revisión. 



Sumario. — Las sentencias definitivas de la Snprema Corte 
en materia criminal, fuera de los casos enumerados en el artí- 
culo 551, Código de Procedimientos en lo Criminal^ no son sus- 
ceptibles del recurso de revisión.* 



Ca50. —Mantegazza y compañía interpusieron recurso de re- 
visión contra el fallo de la Suprema Corte de 25 de Agosto de 
1891. 



Fallo de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Agosto 27 de 1891. 

No siendo susceptibles de recurso alguno las resoluciones 
definitivas de esta Suprema Corte, fuera de los casos especifi- 
cados por el artículo quinientos cincuenta y uno del Código de 
Procedimientos en materia penal, en ninguno délos cuales se 
halla comprendido el presente; y considerando, además, que no 
es exacto que el recurso de reposición deducido, procedente s6^ 
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lo tratándose de autos ínterloeatorios, haya sido admitido en 
casos análogos por esta Corte, paes en el que menciona la parte, 
corriente en el tomo treinta y siete (i), página ciento setenta y 
dos de sus fallos, se hizo mérito expresamente de la naturaleza 
delante recurrido para no hacer lugar ala reposición solicitada. 
Por estos fundamentos: se declara sin más trámite, improce- 
dente el recurso interpuesto; y repuestos los sellos, devuélvan- 
se como está ordenado. 

benjamín victoriga.— g. s. 
de la torre. — luis v. 

VÁRELA. — ABEL BAZAN. 



CAlJfiA evi^xxxiK 



Clark y Compafua contra Don Joaquín Bedoya; sobre 

expropiación 

Sumario. — Siendo equitativa laavaluacion hecha por el Juez 
Federal en juicio de expropiación, debe ser confirmada. 
Caso. — ^Lo explica el 

Fallo del Juex Federal (ad hoc) 

Corrientes, Abril 22 de 1890. 

Vistos estos autos seguidos entre los señores Clark j com- 
pañía, concesionarios del Ferrocarril Nordeste Argentino, y don 

(1) Tomo 7% serie 3". 



. ^^^^ ^' ^'^ 
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José Joaquín Bedoya, sobre una expropiación de una extensión 
de terreno para la vía férrea que tienen en construcion, resulta: 
Que en 20 de Agosto de 1888 la Empresa constructora, por in- '^ 

termedio de legítimo apoderado, entabló demanda contra don 
José Joaquín Vedoya, por la expropiación de sesenta y tres 
mil sesenta y dos metros cuadrados de terreno que le eran ne- 
cesarios para vía y terraplenes del Ferrocarril que tiene en 
construcción entre esta Capital y Monte Caseros, acompañan- 
do un certificado de depósito de la Sucursal del Banco Nacio- 
nal, por la cantidad de treinta y cinco pesos moneda nacional, 
importe del terreno cuya ocupación solicita, á razón de quince 
mil pesos la legua cuadrada. 

El actor apoya su derecho á pedir la expropiación en la ley 
nacional de 4 de Noviembre de 1886, que autorizó al Poder 
Ejecutivo de la Nación á contratar la construcción de dicha vía 
férrea, y en el artículo 19 del contrato que en su virtud fué 
celebrado; y funda la exigüidad del precio que ofrece en lo dis- 
puesto por el artículo 13 de la ley de 13 de Setiembre de 1866 
y en el artículo 2511 del Código Civil, considerando incluidos 
en él, las indemnizaciones á que pudiera hab&r lugar. 

El demandado, reconociendo el derecho de la parte actora á 
solicitar la expropiación, se conformó con la posesión provisoria 
del terreno, acordada por el Juzgado, rechazando el precio 
ofrecido, por no considerarlo justo, y estimando por su parte 
la indemnización que se le debe, en la suma de veinte mil pesos 
nacionales. 

Abierta la causa á prueba, el actor produjo las que corren de 
fojas 44 á 64; el demandado las de fojas 65 á 119; siendo comu- 
nes las diligencias probatorias de fojas 120 á 202. 

Los testigos presentados por el actor, conocedores del terre- 
no« don Benito Rolon, don Pedro González, don Luis Meza y D. 
José Ignacio Vázquez, declaran contestes: que la parte del terre- 
no de Yedoya por donde pasa la línea férrea no tiene sembra- 

T. XV 23 
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dos ni alfalfares; que éstos se hallan distantes de dicha línea; 
qae sólo tiene en el terreno animales criollos; que la extensión 
ocupada por dicha línea, pertenece á la cañada, y que el terra- 
plén tendrá de altura en su mayor elevación, un metro y medio 
aproximadamente. 

Ala prueba testificial precedente, el actor ha agregado el in- 
forme producido á petición de parte, por el Secretario del Juz- 
gado sobre el precio en que fué vendido en 1882 el campo lla- 
mado de cLagraña», al Sud del Riachuelo, á los señores Yorkiy 
Toledo, siendo dicho precio de diez y seis mil pesos por todo el 
campo compuesto de dos leguas cuadradas (fojas 52 y 53). 

El demandado Vedoya, absolviendo posiciones, de foja 55 
vuelta á foja 60, declara: que el campo le fué adjudicado en 
herencia el año 1884, en la suma de seis mil pesos moneda na- 
cional; que dicho campo está dividido por el camino real en dos 
fracciones; que el lugar por donde pasa la vía, no tiene alfalfa- 
res ni sementeras; que tiene en él un rancho perteneciente á 
un poblador suyo; que la fracción que deja separada la vía fé- 
rrea es mayor de tres millones de varas cuadradas; que el te- 
rraplén obstruye el paso de los anímales de una fracción á otra, 
siendo preciso forzarlos al pasaje; que no tiene animales de ra- 
za en la referida fracción de campo; que tampoco tiene en ella 
ninguna lechera, pero sí tiene más de trescientos animales; que 
no tiene prados artificiales en el lugar cruzado por la vía, ni 
quesería, ni lechería, por impedírselo, la vía misma; que el po- 
trero allí existente se presta para los trabajos mencionados, 
siendo esa área bastante; que tiene aguadas permanentes aun 
en tiempo de seca« pero que el terraplén viene á privar de ellas 
ala parte que queda al Sud; que el campo jamás queda sin 
pastos; "lue no hizo contrato formal sobre cruza de animales fi- 
nos, ni establecimiento para fabricación de quesos y manteca, 
porhaber venido á estorbárselo la construcción del terraplén; 
reconoce como suya la carta de foja 56, dirigida al Ingeniero de 
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la vía señor Focthe, pidiéndole qae el paso á nivel sea lo más 
ancho posible para obviar dificultades en el pasaje de las ha- 
ciendas qae tiene en el potrero; qoe se ha hecho nn solo paso á 
nivel y que los toros Durham mencionados en esta causa los tra- 
jo para su establecimiento, no para el del Espinillo. 

Por su parte, el demandado, ha obtenido las probanzas si- 
guientes: á fojas 80 vuelta y 81 vuelta, declaran contestes los 
testigos don Antonio Gabossi, don Luis Pinet y don Valentín 
Pinet: que tenían convenido con el señor Vedoya, trabajar en 
lechería y fabricación de quesos y manteca y que de común 
acuerdo se suspendió hasta esa fecha la realización de dicho 
convenio por las malas condiciones en que quedaba el campo, 
por efecto de los trabajos del Ferrocarril. De fojas 82 á 84 co- 
rren las declaraciones de los testigos "Florencio Lugo, Victo- 
riano Lugo, Gervacio Fernandez y Pedro Antonio Flores; los 
dos primeros dicen: que en el establecimiento de cSanta Elisa», 
perteneciente al señor Vedoya, existen en un potrero cien le- 
cheras con toros Durham y que saben por boca de dicho señor 
y de su capataz que estaban destinados á fundar una lechería 
en el Riachuelo. Los dos últimos, confirmando las anteriores 
afirmaciones, agregan que Vedoya los vio para que le conduje, 
sen á su establecimiento del Riachuelo, veinte toros Durham 
comprados á don Mariano Acosta, que se encuentran deposita- 
dos en su establecimiento del «Espinillo». 

De fojas 89 á 91 vuelta corren las declaraciones de don 
Mariano Acosta y su hijo don Jozé Francisco Acosta, diciendo 
el primero: que vendió al doctor don Rómulo Amadey veinte 
toros Durham, y que oyó decir á su hijo que estaban destina- 
dos al establecimiento del Riachuelo, perteneciente á Vedoya; 
el segundo confirmando el hecho de la ventado toros dice: que 
el doctor Amadey le manifestó que los compraba para Vedoya 
con destino á la cría de animales finos en un campo de éste. 

A fojas 105 y 106, declaran los testigos don Antonio y don 
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José María Gil, diciendo el primeria: que es cierto que don An- 
tonio CtíI (hijo) se trasladó á Corrientes de cuenta de don Joa- 
quín Vedoya con el objeto de celebrar un contrato para estable-» 
cer en so campo d.l Riachuelo una gran explotación ajerícela y 
rural; que dicha explotación debía consistir principalmente en la 
cría de animales finos vacuno y caballar y su engorde; en el es- 
tablecimiento de una gran quesería modelo, fabricado manteca 
y grasa y el cultivo de alfalfa en grande escala; que estando en 
Corrientes don José María Gil, se acordó c6n Vedoya suspen- 
der el contrato porque el fraccionamiento del campo por las 
obras del ferrocarril modificaba desfavorablemente sus condi- 
ciones, según se lo dijo su hermano. Reconoce como escrita de 
su puño y letra la carta de foja 90 dirigida á Vedoya de Buenos 
Aires y firmada Antonio Gil (hijo). A foja 106 vuelta don Jo- 
sé María Gil, confirma la declaración anterior. 

La carta de foja 9U, reconocida comopropia por don Antonio 
Gil, fechada en Buenos Aires en 26 de Abril de 1888, se reduce á 
expresarle: qne no le convienen sus ofertas para el negocio que 
trataban de establecer en el Riachuelo, haciéndole en conse- 
cuencia otras proposiciones. A foja 162 don Manuel I. Reyna, 
apoderado originario de la Empresa, vierte su declaración á pe- 
dido de la parte de Vedoya, diciendo: Que trató de arreglar 
privadamente con el señor Vedoya la cuestión; Que éste le pro- 
puso que se llevase el camino por la vía pública, lo cual fué ob- 
jetado por el declarante, no pudiendo tampoco el Ingeniero 
señor Focthe resolver el punto por sí solo; que no conoce las 
obligaciones de la Empresa con el Gobierno Nacional y no podía 
decir á Vedoya que ella consentiría en el desvío de la línea siem- 
pre que lo autorizara el expresado Gobierno; que es cierto que 
el declarante fué á ver al Ingenierio Focthe acompañado del 
doctor Amadey, pero que dicho Ingeniero se negó á suspender 
los trabajos sin orden de la Empresa; que recuerda que se le 
dio lectura de un telegrama de Buenos Aires dirigido al señor 
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Yedoja, mas no puede afirmar si es el mismo que se le presenta; 
qucrecperda tambisn que en la entrevista que tuvieron el de- 
clarante, el doctor Amadey y el Ingeniero Focthe, declaró éste, 
después de hacer algunos cálculos, que no era posible variar la 
línea; que según los cálculos hechos por el referido Ingeniero, 
la cuenta de gastos ascendía á mayor cantidad de mil cuatro 
cientos pesos; que en un principio el declarante creyó que no 
sería necesario hacer el terraplén sobre el nivel del suelo, pero 
el ingeniero le hizo saber después que sería necesario hacerlo. 
• El Ingeniero de la Empresa don Antonio Maria Focthe de- 
clara á fojas 171 y 172; que el doctor Amadey fué á verlo para 
tratar de la ratificación de la traza del camino, en el mes de 
Agosto, después de comenzados los trabajos; que siendo el tele- 
grama que se le exhibe dirigido de Buenos Aires á Vedoya de 
fecha 3 de Setiembre no pudo enseñárselo al declarante en el 
mes de Agosto del mismo año; que á pedido del mismo doctor 
Amadey, hizo á Clark un telegrama de fecha 4 de Agosto, del 
cual existe copia en autos; que reconoce suya la ñrma puesta 
en la carta que le dirigió al señor Yedoya (foja 170). 

El telegrama á que se refiere las preguntas de la parte de 
Yedoya firmado por donJ. J. Yedoya, le expresa que tiene 
esperanzas de obtener del Presidente de la República y del Mi- 
nistro del Interior, una modificación favorable á sus pr^ten- 
ciones de la traza vía férrea, y en la carta foja 170, dirigida 
por don Joaquin Yedoya al Ingeniero Focthe, le pregunta si 
aceptaría la Empresa desviar la línea de su campo, mediante el 
pago do cinco mil pesos nacionales; á lo cual responde dicho 
Ingeniero que no tiene instrucciones al respecto; y que juzga 
que esa suma no compensaría á la Empresa los sacrificios que 
tendría que hacer con la variación pedida. 
. El informe- pericial del agrimensor don Javier Arrillaga 
(foja 182) da al terraplén la altura de dos metros veinte y tres 
milímetros en su origen; á los doscientos metros, un metro y 
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setenta y cuatro centímetros; á los trescientos metros, un me- 
tro y setenta centímetros, y á los caatrocientos metros, la de 
un metro y treinta y un centímetros; habiendo notado que en 
el resto del terraplén, la altura no alcanzaba á la menor de las 
indicadas. 

El Ingeniero de la Empresa, en su informe de foja 184, confir- 
ma, con po^a diferencia el anterior, agregando que la altura 
media de todo el terraplén en el campo de Yedoya es de un 
metro doscientos cuarenta y seis milímetros. 

La tasación del terreno expropiado, es divergente de parto, de 
los peritos; el nombrado por la Empresa, D. Benito Sánchez, lo 
avalúa en ciento treinta pesos la hectárea, estimando los per- 
juicios en la suma de mil ochocientos pesos (foja 196): el perito 
don José Luis Madariaga, avalúa la hectárea en ciento ochenta 
pesos (foja 199 vuelta), estimando losi^erjuiciosen la suma de 
veinte mil pesos (foja 186); ambos peritos concuerdan no obstan- 
te que el terreno expropiado es de pan llevar, en que no existen 
en él plantaciones ni edificios y en que su ocupación causa per- 
juicios demás 6 menos importancia al propietario. 

De los antecedentes del proceso que quedan mencionados, re- 
sulta, respecto del actor, á quien corresponde el cargo de la 
prueba de su demanda: Que éste se ha propuesto probar que el 
precio del terreno expropiado no era mayor y antes era menor 
que el ofrecido por la Empresa, cuando fué sancionada la ley 
que autorizó la obra y cuando fué celebrado el contrato entre el 
Gobierno Nacional y los concesionarios. En justificación de es- 
te aserto sólo ha presentado en autos la prueba del precio en 
que fué vendido en 1882 el campo de pastoreo situado enfrente 
del de Vedoya, en la margen Snd del Riachuelo. Esta prueba 
es insuficiente para el objeto que el demandante se , propuso, 
por la fecha muy anterior en que la venta referida fué efectuada, 
por el lugar en que el campo se encuentra situado, separado por 
un ancho río, que le hace valer menos que los terrenos situados 
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al Norte, qae tienen mayor valor por sn fácil comunicación 
con la capital^ j por ser aquel campo de pastoreo y tratarse en 
el presente caso de nn terreno de pan llevar, según lo estable- 
cen de común acuerdo los peritos nombrados por las partes. 

Respecto del demandado, resulta igualmente del proceso: 
Que éste ha estimado los perjuicios que la expropiación le oca- 
siona en la suma de veinte mil pesos nacionales, la misma que 
demanda por indemnización. 

Considera el demandado su terreno como de pan llevar y de 
pastoreo á la vez, y añrma que la ocupación de la parte expro- 
piada, le inutiliza ó perjudica gravemente para uno y otro des- 
tino, según los hechos que ha establecido en comprobación de 
su aserto. 

£1 campo de don Joaquín Yedoya, por su extensión, por su 
situación y demás condiciones, no puede ser considerado de 
pastoreo^ ni aún de invernada^ sino de pan llevar^ como lo han 
reconocido, de perfecta conformidad, ambos peritos. Compues- 
to en su totalidad de seis millones setecientos veinte y siete 
mil doscientos metros cuadrados, y empleada más de la tercera 
parte de esta área en explotaciones agrícolas, según lo demuestra 
el perito sepor Madariaga en su informe y plano á él adjunto, 
la superficie pastable que lesta no es suficiente para sostener 
un negocio de invernada de alguna importancia; y la pequeña 
cantidad de animales que pudieran destinarse al engorde para 
la venta en el mercado, no puede justificar la reclamación pre- 
sentada. 

Menos puede aceptarse que el demandado sufra perjuicios de 
tanta importancia por la causa expresada, cuando él mismo ha 
afirmado que tenía el proyecto de establecer en el campo una 
lechería y la fabricación en grande escala de quesos y manteca, 
ala vez que la cría de animales finos, todo lo cual excluye la 
posibilidad del negocio de invernada por la manifiesta peque- 
nez del terreno. 
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Respecto á la cría de animales finos, vacuno y caballar^ qae 
el demandado afirma qae pensaba establecer en su terreno del 
Riachuelo, cuya industria ha hecho imposible la ocupación de 
la yía, le es aplicable lo dicho sobre el negocio de invernada. 

La prueba que ofrece del designio ó proyecto referido, es el 
hecho de haber comprado á don Mariano Acosta veinte toros fi- 
nos destinados al Riachuelo. La declaración de este señor con- 
firma la exactitud de la compra de los toros, refiriéndose á lo que 
oyó á su hijo don José Francisco respecto á su destino; y éste 
declara como queda citado antes, que el comprador doctor Ama- 
dey le había manifestado que estaban destinados á la cría de 
animales finos en un campo de Vedoya. No puede admitirse, 
además, que los veinte toros fueron destinados al servicio de mil 
seiscientas vacas, que les correspondería préximamente, en un 
espacio de poco más de dos millones de metros cuadrados, es- 
pecialmente, teniendo que agregar el ganado caballar, los bue- 
yes de labranza y las lecheras de la proyectada quesería . 

En la exposición y determinación de los supuestos perjui- 
cios referidos, el demandado hace consideraciones ideales, sin 
determinar con precisión y exactitud la calidad y el importe 
de estos, fundándolos en la base hipotética de una cría en gran 
cantidad de animales finos, con el empleo de veinte toros pa- 
dres. 

Tampoco ha demostrado con la misma precisión que el terre- 
no haya quedado inutilizado por la ocupación de vía férrea, 
para admitir en él la cantidad de animales compatible con sn 
extensión y demás condiciones, como terreno de pan llevar. 

De la misma manera no ha demostrado tampoco que el referi- 
do terreno haya quedado inhabilitado para el establecimiento 
de una lechería, y fabricación de quesos. £1 testimonio produ- 
cido por don Antonio Gil y don José María Gil, probaría cuan- 
do más, que don Antonio Gil (hijo) suspendió llevar adelante el 
contrato iniciado con don Joaquín Vedoya por. las condiciones 
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desfavorables en que venía á quedar el campo á causa de la ocu- 
pación por la vía férrea; pero no basta á probar de un modo 
directo y absoluto, que efectivamente queda dicho terreno inú- 
til para fundar en él la industria expresada. Obsérvese también 
respecto de esta prueba, ciertos hechos que la desvirtúan en si 
mismo estimada con el criterio de la ley (artículo 124 de la Ley 
Nacional de Procedimientos y 219 de la de la Provincia). 

Don Antonio Gil (hijo) en su carta á Yedoya antes citada, le 
expresa que no le convienen sus ofertas, y no se ha hecho cons- 
tar que las propuestas de aquel hubiesen sido aceptadas y apos- 
tado algún contrato. 

Además, el declarante don Antonio Gil dice á foja 106, que 
la carta referida firmada por Antonio Gil (hijo), es de su puño 
y letra, cuando ambas personas parecen distintas, siendo tam- 
bién diferente la firma y rúbrica de la carta y la puesta al pié 
de su declaración. 

A estas consideraciones debe agregarse la más fundamental, 
de que el demandado no deriva la indemnización que pretende 
de perjuicios reales, procedentes de industria en explotación 
qae hubiesen sido destruidos ó paralizados por efecto exclusivo 
de la construcción de la vía férrsa; de manera que su reclama- 
ción procede de ganancias y perjuicios hipotéticos que no pue- 
den ser tomados en consideración, como lo prescribe el artículo 
16 de laLey de expropiación de 13 de Setiembre de 1866, y es- 
tá resuelto por los Tribunales Nacionales (Fallos de la Suprema 
Corte, serie 2«, tomo 1^, página 411). 

Menos demostrada aparece la inutilización del terreno para 
la fundación de una lechería, pues el mismo don Joaquín Yedo- 
ya, en las posiciones por él absueltas, reconoce que los pasos á 
nivel, siendo suficientemente anchos no ofrecerían dificultad 
mayor para el pasaje de los animales mansos como los bueyes, á 
los cuales pueden equipararse las lecheras. Apesar de lo ex- 
puesto, no es posible desconocer que la ocupación del terreno 
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en cuestión origina al expropiado perjuicios de cierta impor- 
tancia que deben ser indemnizados equitativamente. Sobre la 
existencia de perjuicios están contestes los peritos tasadores, 
y en la inspección ocular efectuada por el proveyente han sido 
comprobados. £1 terreno se halla cruzado por el camino general 
y á poca distancia de éste y casi paralelo á él, se ha venido á 
abrir el de la línea férrea, reduciendo más su superficie^ impo- 
niendo al propietario la gran molestia de un camino nuevo de 
mucho tráfico y causando ciertos embarazos al movimiento de 
los animales que pasen en él, y aún del servicio del estableci- 
miento, cuyos perjuicios tienen mayor importancia en un te- 
rreno de poca extensión. 

Por los hechos comprobados y las consideraciones expresadas, 
fallo, con referencia al precio del terreno, teniendo en cuenta 
la estimación pericial y demás constancias de autos y de con- 
formidad al artículo 5® de la ley. naeional de expropiación, á 
la sentencia antes citada de la Suprema Corte y la que se re- 
gistra en la página 248, tomo 2®, serie 3^ de los mismos fallos, 
fijando el precio de ciento sesenta pesos á cada hectárea. Ed 
cuanto á la indemnización debida al expropiado por los perjui- 
cios que le ocasiona el fraccionamiento de su terreno y el esta- 
blecimiento de la vía férrea, con sujeción al artículo 16 de la 
ley antes citada y las decisiones contestes de la misma Corte 
Suprema, en las que establece que la indemnización debe ser 
amplia y comprehensiva de todos los perjuicios que la expro- 
piación origina real y efectivamente, fallo fijando dicha in- 
demnización en la cantidad de tres mil pesos, debiendo la Em- 
presa construir en puntos convenientes, los dos pasos á nivel 
que ofrece hacer en su escrito de demanda, y siendo á cargo de 
la misma, las costas del juicio, como lo dispone la ley para estos 
casos. Notifíquese original la presente sentencia. 

Juan E. Torrent, 
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Fallo de la Suprema Corte 



Baenos Aires, Agosto 27 de 1891. 

Vistos: No apareciendo vicio alguno que inyalide el procedi- 
miento: no ha lugar al recurso de nulidad interpuesto. 

T siendo equitativo el precio asignado por la sentencia ape- 
lada de foja doscientos siete, tanto al terreno á expropiarse co- 
mo á los perjuicios resultantes de la expropiación: se confirma 
ella, con declaración de que el expropiante debe pagar los inte- 
reses sobre la suma que se le manda abonar, en cuanto exceda 
ésta de la depositada á foja cuatro^ desde la fecha de la ocupa- 
ción hasta el efectivo pago. Repuestos los sellos, devuélvanse. 

benjamín VICTORICA.— C. S. 
DE LA TORRE.— LUIS V. VA- 
RELA.— ABEL RAZAN.— LUIS 
SAENZ PEÑA. 
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CAUSA CCXXXXIII 



El Ferrocarril del Sudj contra el doctor don Alfredo Lahitie, 
por expropiación é intervención en el juicio del acreedor hi- 
potecario; sobre nulidad de procedimientos. 



Sumario. — Promovida cuestión de competencia y declarado 
por auto ejecutoriado, que ésta es de previa resolución, son nu- 
las las providencias dictadas sobre puntos extraños á dicha cues- 
tión. ^ 



Caso. — En li de Junio de 1891, la Suprema Corte dictó en 
los autos la siguiente sentencia: 

Vistos: Habiéndose concedido la apelación y elevádose estos 
autos sin que el Juez de Sección decidadirecta ni indirectamen- 
te como lo ha sido de su deber, la cuestión de competencia 
promovida ante él por vía de excepción dilatoria, absteniéndose 
igualmente de resolver en el recurso de revocatoria interpuesto 
contra la providencia de misión en posesión del demandante en 
el terreno en cuestión; y no existiendo por lo tanto, materia so- 
bre la cual pueda recaer la resolución de esta Corte, & que se 
agrega que no existen en autos los elementos necesarios para 
decidir desde luego la cuestión de competencia de que depende 
la relativa á la posesión mencionada: vuelvan estos autos al 
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Jaez de Sección para que procediendo á tomar en consideración 
las excepciones dichas, resuelva en ellas lo que corresponda; y 
repónganse los sellos. 

benjamín VICTORICA.— C. S. DE 
LA TORRE.— LUIS V. VÁRELA. 
— ABEL RAZAN. 



Vueltos los autos el Juez Federal convocó á las partes á com- 
parendo, y en él la del expropiado sostuvo que debía darse in- 
tervención en el juicio de expropiación al Banco Hipotecario de 
la Provincia, por ser acreedor con hipoteca sobre el terreno ma- 
teria de la expropiación. 



Fallo del Juez Federal 



La Plata, Julio 24 de 1891. 

Vistos y considerando: 1° Que no se ha desconocido la exis- 
tencia de la hipoteca á favor del Banco Hipotecario de la Pro- 
vincia, constituida en el terreno de que forma parte el que ex- 
propia el Ferrocarril del Sud. 

2° Que por consiguiente debe considerarse á dicho Estable- 
cimiento como parte en el juicio de expropiación, pues está in* 
teresado, en la mayor ó menor depreciación, que puede resultar 
con relación al valor total del terreno hipotecado y como tal tie- 
ne derecho el acreedor hipotecario á concurrir al juicio de expro- 
piación y oponerlas mismas excepciones y defensas que las par- 
tesdirectas del juicio. 

Por esto, cítese al Banco Hipotecario para que tomando la in- 
tervención que le corresponda concurra al juicio verbal que ten- 
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drá lagar el día 29 del corriente á las 2 p. m. al efecto de en- 
trar al juicio de expropiación, con prevención á las partes que 
en ese acto deberán acumular todas las acciones y defensas, de 
conformidad á las prescripciones del procedimiento. Notifí- 
queso con el original, regístrese en el libro de sentencias y re- 
póngase la foja. 

Mariano S. de Áurrecoechea, 



Fallo de la Auprema Ciarte 



Buenos Aires, Agosto 27 de 1891. 

Vistos: Siendo de previa resolución la cuestión de competen- 
cia^ promovida en estos autos: déjase sin efecto la resolución 
apelada de foja ciento once y vuelvan al Juez de Sección para 
que se pronuncie sobre aquel punto, como está ordenado á foja 
noventa y uno. Repuestos los sellos, devuélvanse. 

benjamín VICTORICA.— C. S. DE 
LA TORRE. — LUIS V. VÁRELA. 
—ABEL BAZAN. 
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CAUSA CCrXXXIY 



Albino y Sosa, contra Jarras Muñiz y Bárrelo , por daños y per* 

juicios; sobre deserción de recurso 



Sumario.— íí o mejorándose en tiempo el recurso de apelación , 
debe declararse desierto á la primera rebeldía que acuse el ape- 
lado. 



Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Agosto 29 de 1891. 

Por lo qne resulta del precedente certificado, atenta la rebel- 
día acusada y de conformidad á lo dispuesto por el artículo dos- 
cientos catorce de la Ley de Procedimientos, declárase desierto 
el recurso de apelación interpuesto. Repuestos los sellos, de- 
vuélvanse. 

benjamín vigtorica.— c. s. de 
la torre.— abel bazan.— 
luis saenz peña. 



368 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 



CAUSA eei^\xx\ 



/). Sebastian Triaca contra 1), Joaquín M. Cuiten, por señala- 
fniento de término para el cumplimiento de una obligación; 
sobre competencia. 



Sumario, — El cumplimieuto de una prestación que puede ser 
ejecutada solamente en un lugar, debe ser pedido ante las au- 
toridades judiciales de ese lugar. 



Caso, — En 27 de Abril 1891, se presentó D. Sebastian Triaca 
ante el Juzgado, exponiendo: 

Que en 12 de Octubre de 1886 vendió en Buenos-Aires al doc- 
tor don Joaquin M. Cullen, ante el Escribano D. Carlos Varan- 
got, las acciones y derechos que le correspondían á un terreno 
ubicado en la ciudad del Paraná, compuesto de 153'"746 de 
frente sobre la calle Gualeguaychú, con todo el fondo que exis- 
tiera hasta llegar á la calle Federación, debiendo deducirse de 
esta extensión una fracción de 17'"32 de frente por 43"'30 de 
fondo que pertenecía á los señores Carbó; 

Que el área total que comprendía la venta era de 13.386"* 
714 milímetros cuadrados, de los terrenos de la Iglesia, área 
que le correspondía por concesión que le hizo el cura Párroco 
del Paraná; 
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Qae la venta se efectuó por 25.000 pesos moneda nacional, ha- 
biéndose dicho en la escritara que este precio fué pagado, sin 
embargo de que no lo fué sino hasta la cantidad de 7000 pesos, 
debiendo el doctor Cullen pagar el resto cuando obtuviera la co- 
rrespondiente escritura de la Municipalidad del Paraná, con cuyas 
diligencias debía cargar, como lo demuestra la carta del doctor 
Cullen que presenta; 

Que en esta carta se agrega que el área cierta del terreno ven- 
dido, será la que resulta de la mensura y demás diligencias que 
deban practicarse hasta obtener la escritura de la Munici-. 
palidad; 

Que para que el doctor Cullen practique estas diligencias, y 
no siendo justo que se le haga esperar indefinidamente hasta 
que el comprador se decida á hacerlas, solicita del Juzgado 
competente, por tratarse de vecinos de distintas provincias y de 
los bienes ubicados en el Paraná, se fije al doctor Cnllen un tér- 
mino prudencial. 

Corrido traslado, el doctor don José L. Churruarin, por el doc- 
tor Cullen, opuso la excepción de incompetencia del Juzgado, y 
dijo: Que en la demanda se deduce una acción personal sobre 
cumplimiento de una obligación contraída en la Capital, lugar 
del domicilio del demandado; 

Que la demanda ha debido interponerse en^ste domicilio, se- 
gún lo dispuesto por la ley 32, título 2°, partida 3'; 

Que no hay contrato celebrado en Eutre-Bíos ni se ha estable- 
cido que el cumplimiento del celebrado podía exigirse en el 
Paraná; no se trata tampoco del ejercicio de una acción real ni 
de alguno délos demás casos de excepción; 

Que el artículo 747 del Código Civil dispone que el lugar del 
pago debe ser, en primera línea, el designado por las partes, 
siendo en los demás casos, en general, el domicilio del deudor; 

Que el caso no está tampoco comprendido en las excepciones 
contenidas en los artículos 748 y 749. Pidió que se declarara, 

T. XV 24 
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con costas, que Triaca debía ocurrir ante el Jaez del domicilio 
del doctor Gollen. 

Corrido traslado, lo contestó Triaca pidiendo qoe no se hi- 
ciese logar, con costas, á la excepción. Dijo: Que la obligación 
de que se trata, debe cumplirse en el Paraná con relación aun 
bien raíz ubicado en esa ciudad; 

Que por consiguiente, la acción ha debido instaurarse ante 
el Juez del lugar en que debe cumplirse la obligación, sin ne- 
cesidad de que en el contrato se exprese, desde que de él resulta 
claramente establecido ese lugar; 

Que las diligencias para cuya ejecución se ha pedido el seña- 
lamiento de término, deben necesariamente practicarse en el Fa- 
rana; 

Que no se trata de cobrar el precio del terreno Tendido, y 
aunque así fuese, el Juez Federal de Entre-Bios sería el compe- 
tente, porque la acción para el cobro del precio coando en el 
contrato no se establece expresamente el lugar, debe ejercitarse 
donde se haga la tradición de la cosa Tendida. 



Fallo del Jues Federal 



Paraná, Julio 7 de 1891. 

Y Tistes: en la excepción de incompetencia de jurisdicción 
opuesta por el doctor José L. Ghurrnarin, en representación del 
doctor Joaquín Cullen, á la demanda deducida contra él por C. 
Sebastian Triaca. 

Y considerando: 1^ Que si bien la regla general, en materia 
de competencia de jurisdicción, tratándose de acciones para- 
mente personales, es que el actor debe ocurrir ante el Juez del 
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domicilio del demandado (Ley 4^^, título 3^, partida 3" : actor 
forum rei sequüur), la ley 32 del mismo título y partida intro- 
duce, entre otras excepciones á dicha regla, el caso en que el 
demandado se hubiese obligado á ejecutar un acto en lugar de- 
terminado; pues entonces es competente, según ella, el Juez de 
aquel lugar, para entender sobre el cumplimiento de tal obli- 
gación. De manera que aunque en el contrato no se hubiese 
establecido en términos expreso? que una de las partes pudiese 
demandar su ejecución en aquel lugar, basta que segnn las es- 
tipulaciones del contrato, la obligación haya de. cumplirse en 
él, para que el Juez de ese lugar sea el competente; los térmi- 
nos de la ley son claros, dice: «cuando el demandado, u otro cuyo 
heredero él fuese, diese puesto a algún pleito, o prometido de 
hacer cosa alguna en aquella tierra, do fuese Juez, aquel ante 
quien facen la demanda. . . Ca maguer no fuese morador de 
aquel logar tonudo seria de responder ante el judgador por cual- 
quiera de las razones sobredichas>. 

.^ Que la demanda de Triaca contra Cullen se dirige á que se 
le señale un término á éste, para que cumpla la obligación que 
dice tomóá su cargo, de gestionar de la Municipalidad de esta 
ciudad la escrituración definitiva de un terreno ubicado en este 
municipio; escrituración de la cual depende el pago que Cullen 
debe hacer á Triaca de la parte restante del precio de dicho te- 
rreno, según el contrato de compra-venta que dice concluido en- 
tre ambos. 

Que por consiguiente se trata de obligaciones que deben eje- 
cutarse dentro de la jurisdicción de este Juzgado, precisamente 
el caso de excepción previsto por la ley transcrita; y estando 
por otro lado justificado y no objetado el diverso domicilio de las 
partes, circunstancia que según bl artículo 2^, inciso 2®, de la 
ley Nacional de 14 de Setiembre de 1863, surte el fuero federal, 
es manifiesta la competencia de este Juzgado. 

Por estas consideraciones no se hace lugar á la excepción de 
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incompetencia, debiendo el demandado contestar derechamente 
el traslado de la demanda, con costas. 

M. de T. Pinto. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Agosto 7 de 1891 . 

Suprema Corle: 

Por los fundamentos de la sentencia apelada de foja 21, creo 
que debe ser confirmada por V. E. 

Antonio E. Malaver. 



Fallo de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Agosto 29 de 1891. 

Vistos: Tratándose del cumplimiento de una prestación 
que sólo puede ser ejjBCotada en la Provincia de Entre-Bios, 
y por los fundamentos concordantes del auto apelado de foja 
veintiuna, y por lo expuesto y pedido por el señor Procurador 
G-eneral: se confirma con costas dicho auto, y repuestos los se- 
llos, devuélvanse. 

benjamín victorica.— c. s.de 
la torre. — abel razan.— 
luis saknz peña. 
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CAKfílA CC.XXXXVI 



El Pr. Don José Nicolás Malienzo, contra la sociedad de Ferro- 
carriles Pobladores; sobre honorarios de pento, enjuicio de 
eoopropiacion. 



Sumario. — La regulación de los honorarios devengados por 
los peritos nombrados en el juicio de expropiación, hecha por el 
Juez de Sección, es susceptible de apelación y modificación. 



Caso. — La Compañía de Ferrocarriles Pobladores entabló 
juicio de expropiación contra Don Pedro Anchorena por un te- 
rreno sito en San Isidro. 

En el juicio verbal que se decretó, no habiendo la parte de 
Anchorena aceptado el precio ofrecido, se convino en el nom- 
bramiento de peritos, y en que estos nombraran tercero en caso 
de discordia. 

Como tal fué nombrado el Dr. Don José Nicolás Matienzo. 

Éste, después de practicada la pericia, pidió la regulación de 
sus honorarios, estimándolos en 2500 pesos moneda nacional. 

El Juez mandó regularlos por el Dr. Don Leopoldo del Cam- 
po, quien los avaluó en la misma suma de 2500 pesos moneda 
nacional . 

La Compañía reclamó, alegando entre otras cosas que se tra- 



1 



374 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

taba de la avalaacion de an terreno, j que el Dr. Matienzo, que 
era Juez de 1* Instancia, resolvía diariamente asuntos de ma- 
yor importancia gozando tan sólo del sueldo de 500 pesos mo- 
neda nacional mensuales. 



Fallo del Juez Federal 



Vistos: Con lo alegado en el juicio verbal que instruye el ac- 
ta precedente . 

Y considerando: 1^ Que las razones y fundamentos en que se 
apoya el representante del Ferrocarril no son de tenerse en 
cuenta: primero, porque el sueldo que goza el Dr. Matienzo, 
cualquiera que sea su importancia, no puede ni debe servir de 
base para la estimación, en el caso ocurrente, por cnanto en és- 
te se trata de actos completamente ajenos á los que está con- 
sagrado y que nada tienen que ver con el que motiva el cobro de 
su honorario. 

2^ Porque la regulación de los honorarios del perito Dova- 
ran, no puede servir de límite á los del Dr. Matienzo por las ra- 
zones que da el regulador y que deben estimarse por emanar de 
una persona competente para apreciar el acto y que es ajena 
completamente al juicio, y por lo tanto debe tenerse por impar- 
cial. 

3° Porque la nulidad que se deduce por el señor Sagasta es 
estemporánea, pues se opone después de estar consentido el 
nombramiento de regulador; y el hecho consentido y pasado en 
autoridad de cosa juzgada releva al Juzgado pronunciarse so- 
bre la forma en que se pretende debe hacerse la regulación, 
pues 86 trata de una ejecutoria. 

4® Que el Juzgado considera atendibles las razones en que se 
funda el regulador, máxime, si se tiene en cuenta que el Dr. 
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4Iatienzo, por ser perito tercero y por su competencia, no puede 
equipararse su trabajo al del perito Dovarán en mérito del es- 
tudio que ha debido hacer entre dos opiniones divergentes y 
equidistantes. 

5° Que no obstante las consideraciones precedentes, el Juz- 
gado estima que la regulación es elevada. 

Por ello: fallo modificando la regulación de foja 1 vuelta y 
fijándola en la suma de 1500 pesos moneda nacional. Hágase 
saber por el original y repóngase el sello. Dada y firmada en 
la sala del Juzgado en la ciudad de La Plata^ á lo veintiún dias 
del mes de Enero del año 1891. 

Mariano S. de Aurrecoechea. 



La Compañía apeló. El Juez negó el recurso diciendo que 
el auto reclamado no era apelable. La Compañía recurrió de 
hecho. 



Auto de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Marzo 19 de 1891. 

Vistos en el acuerdo: Siendo apelable por su naturaleza y con 
arreglo ala jurisprudencia de esta Suprema Corte el auto de 
foja nueve, concédese en relación la apelación interpuesta, y 
tráiganse los autos de la materia, librándose á sus efectos por 
Secretaría, el oficio correspondiente. 

BENJAMín YIGTORICA.— C. S. DE 

la torre.— luis v. várela. 
— abel bazan.— luis saenz 
peAa. 
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Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Setiembre 1* de 1891 . 

Vistos: Atenta la naturaleza del trabajo practicado por elDr. 
Don José Nicolás Matíenzo,como perito en esta cansa, que coa- 
siste en la nne^a aFalnacion de un terreno, para la cual no ha 
sido necesario, ni ha mediado operación científica que requiera 
conocimientos técnicos, se resuelve fijar en trescientos pesos el 
valor de los honorarios reclamados, quedando en estos términos 
modificada la resolución apelada de foja nueve . Repuestos los 
sellos, devuélvanse. 

benjamín VICTORIGA. — C. S. DE 
LA TORRE. — LUIS V. VÁRELA. 
—ABEL BAZAN.— LUIS SAENZ 
PEÑA. 
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€)AVHA CCIiXXXVfl 



La Provincia de Buenos Aires, contra la sucesión del l)r. Don 
Diego de Alvear; sobre reivindicación de tierras. 

Sumario. — 1^ Gaando una Provincia es parte ^demandante, 
aunqne la demandada sea una sucesión, el conocimiento de la 
causa corresponde á la jurisdicción originaria de la Suprema 
C orte . 

2^ La provincia de Buenos Aires no tiene derecho para re^ 
clamar campos que fueron materia del laudo arbitral de 18 de 
Marzo de 1882, dictado por la Suprema Corte en la cuestión en- 
tre ella y las provincias de Córdoba y de Santa Fé, sobre lími- 
tes interprovinciales, si resulta que dichos campos fueron ven- 
didos con anterioridad por una de estas, y además que la ena- 
jenación de los mismos fué reconocida por ella como legítima. 

3^ Siendo la compra y posesión de la sucesión demandada un 
hecho indiscutible y no discutido, no es admisible en contra de 
ella el argumento de no haber sidoescriturada la venta, y de ha- 
berse hecho ésta con la cláusula de no responsabilidad por la 
parte de que el comprador no pudiera tomar posesión. 



Caso.— Don Francisco Villanueva se presentó ante la Supre- 
ma Corte exponiendo: 

Que el Dr. Alvear obtuvo en venta de la provincia de 
Santa-Féypor ley de I"" de Octubre de 1868, cien leguas de cam- 
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po situadas al Sud-Oeste de dicha provincia, bajo ciertas con- 
diciones de población; 

Que posteriormente ^i Dr. Akear se presentó al Gobierno 
de lamisma provincia exponiendo que no había podido tomar 
posesión del terreno comprado, por haberlo impedido la pro- 
vincia de Buenos Aires, lo que le había ocasionado grandes 
perjuicios, y pidiendo que en remuneración de esos perjuicios se 
le concediera en venta una área de sesenta leguas al Sud-Oeste 
de los ya comprados; 

Que la Legislatura de Santa-Fé concedió la venta solicitada, 
por ley de 29 de Agosto de 1874, declarando que la concesión 
se hacía en remuneración de la falta de posesión de los terrenos 
comprados en virtud de la ley de l^de Octubre de 1868; 

Que los hechos aseverados por el Dr. Alvear para obtener la 
venta de estos terrenos, son falsos: la provincia de Buenos Ai- 
res no hizo acto alguno que le impidiera tomar posesión de esos 
campos; lo que hubo fué una protesta de particulares poseedo- 
res de algunos terrenos en el ejido del Fortín Mercedes ó Villa 
Colon, la que sólo se refería á la parte ocupada por ellos, dos 
leguas aproximadamente, y un decreto del Gobierno de Buenos 
Aires en virtud de una denuncia de los mismos pobladores y 
de una solicitud del mismo Dr. Alvear, mandando que no se al- 
terara la posesión en esos terrenos del ejido Mercedes, hasta que 
fuera resuelta la cuestión de límites entre las provincias; 

Que en el resto del campo, 106 leguas, según su propia men- 
sura, tuvo siempre quieta y pacífica posesión desdeel año 68 en 
que las compró á estar á su propia confesión, contenida bajo su 
firma en escrito presentado por él al Gobierno de Córdoba po* 
eos días antes de pedir al de Santa-Fé la venta de las sesenta 
leguas por indemnización déla falta de posesión; 

Que tampoco había sufrido perjuicios, porque no había prac- 
ticado acto alguno para cumplir con las condiciones de la 
concesión; 
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Qae así, al solicitar la venta por indemnizacioH, el Dr. Al- 
vear obraba con dolo para obtener lo que deseaba y la Legisla- 
tura procedió por error al hacer la concesión; 

Qae al solicitar esta venta del Gobierno de Santa-Fé, el Dr. 
Alvear deolaró que esos campos estaban situados en pantos de 
jurisdicción dudosa. El Departamento Topográfico de Santa- 
Fé hizo presente que el mismo Dr. Alvear hacía notar que la 
Provincia de Buenos Aires había protestado la venta de los te- 
rrenos anteriormente cedidos á dicho señor y que encontrándose 
los que ahora pretendía, más al S.-O. con más razón se opondrá 
Buenos Aires si el Gobierno accedía á lo solicitado, poniéndose 
en el caso detener que hacer nuevas compensaciones con mayo- 
res motivos; 

Que en vista de esto, la Legislatura, al hacer la concesión, 
limitó la responsabilidad de la Provincia al área que resultara 
-dentro de sus límites, declarando que no respondía por las fal- 
tas que resultasen; 

Que hecha la mensura de estos campos, el Dr. Alvear se pre- 
sentó nuevamente al Gobierno de Santa-Fé pidiendo se le per- 
mitiera pagar el precio en valor ala vista, pero bajo la condi- 
ción de que ellos no serían exigibles mientras no se determina- 
ran los límites interprovinciales con Buenos Aires y Córdoba, á 
lo que el Gobierno no accedió fundándose en que la ley de con- 
cesión había querido salvar á la Provincia de toda responsabi- 
lidad en que pudiera incurrir por la naturaleza del contrato de 
compra-venta, con motivo de quedar parte de los terrenos fue- 
ra de su jurisdicción; 

Que después de estos precedentes, el Poder Ejecutivo exten- 
dió á favor del Dr. Alvear un documento sin formalizarse es- 
critura pública y en el cual no hay constancia de que la Pro- 
vincia no responde porque no se encuentra dentro de sus lími- 
tes la totalidad del área concedida; 

Que en caso de que los sucesores delDr. Alvear negaran es- 
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tos hechos los probará con los docamentos que ha indicado y 
que existen en las oficinas de los gobiernos de Buenos Aires, 
Santa-Fé y Córdoba; 

Que si no hubiera existido el compromiso arbitral que so- 
metió á la decisión de la Suprema Corte la cuestión de limites 
entre las Provincias nombradas, no existiría discusión posible 
sobre el perfecto derecho de Buenos Aires á los campos que 
reivindica: ellos le pertenecerían en virtud del derecho de sobe- 
ranía, desde que se encuentran dentro de su territorio» según el 
laudo de la Suprema Corte; pero como en ese compromiso las 
partes se obligaron á respetar los derechos de particulares con- 
cedidos por cualquiera de ellos, contal que hubieran sido legí- 
timamente adquiridos, podrá sostenerse la legitimidad de los 
derechos del Dr. Alvear, aunque es fácil convencer de lo con- 
trario; 

Que la concesión de venta de los terrenos á que la demanda se 
refiere, tenía los vicios de error por parte de la Legislatura y 
dolo por parte del Dr. Alvear, y los contratos celebrados con es- 
tos vicios son nulos (artículos 926, 931 y 932, Código Civil). 

Que el título del Dr. Alvear es algo menos que ilegítimo, 
pues al eximir á la provincia de Sánta-Féde toda responsabilidad 
por las faltas que hubiere en el área vendida, viene á limitar 
la venta á la extensión que resulta dentro de sus límites inter- 
provinciales, de manera que no ha habido legítima adquisición 
de ninguna especie fuera de los límites de la Provincia vende- 
dora; 

Que para que la adquisición de un derecho sea legítima, de- 
be haberse efectnadü en la forma prescrita por la ley; y tratán- 
dose de transferencia de derechos reales sobre bienes inmue- 
bles, el aQto debió celebrarse por escritura pública, pena de nu- 
lidad (artículo H84, inciso 10, Código Civil), y el documento 
en cuestión carece de todos los requisitos esenciales de la es- 
critura pública ( artículos 997 y 998, Código Civif). 
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Pidió que se declarara que el Dr. Alvear no ha adquirido le- 
gítimamente los campos en una extensión de cuarenta y tantas 
á cincuenta leguas cuadradas situadas alNor-Oeste de la provin- 
cia de Buenos Aires, cuyos linderos son: la provincia de Santa- 
Fé y los señores Silvestre Arias, Miguel Collina, Manuel Mar- 
tínez, Félix Briznóla, José Córdoba, Fernando Arming, Carlos 
y Alfredo Lumb, Valerio Correa, Damián Cejas, Presentación 
Kodriguez, y algún otro; y que ellos pertenecen á la provincia 
de Buenos Air ds, á quien se mandará peñeren posesión. 

Acreditada la distinta vecindad de los herederos Alvear, se 
dio vista al señor Procurador General, respecto de la jurisdic- 
ción de la Suprema Corte, para conocer en el caso» 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



fiuenos Aires, Abril 7 de 1890. 
Suprema Corte: 

La jurisdicción originaria de V. £. en este caso, paréceme 
fuera de cuestión. 

<£n estos casos (los de jurisdicción federal), dice el artículo 
101 déla Constitución, la Corte Suprema ejercerá su jurisdic- 
ción por apelación, según las reglas y excepciones que prescri- 
ba el Congreso; pero en todos los asuntos concernientes á Emba^ 
jadores, Ministros y Cónsules extranjeros^ y en los casos en que 
alguna Provincia fuese parte la ejercerá originaria y exclusi^ 
vamente^. 

Es esta también y no podía ser otra la jurisprudencia esta- 
blecida por V. E. en los casos serie 1\ tomo 1°, página 385, 
serie S**, tomo 12, página 287, y otros que excuso recordar. 

La circunstancia de ser una sucesión la demandada* no auto- 
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rizaría á la Provincia demandante para ocurrir al jaicio nni- 
Tersal testamentario. 

Los términos del precepto constitacional son tan generales 
7 absolutos, que no admiten excepción algnna: En todos los 
asuntos en que alguna Provincia fuese parte, dice el artículo 
citado, la Corte Suprema ejercerá jurisdicción originaria y ex- 
clusivamente. 

8i los Juzgados de Sección tuvieran jurisdicción entre una 
Provincia y una sucesión, la Corte no la ejercería en todos los 
asuntos en que alguna Provincia es parte, ni su jurisdicción 
originaria sería exclusiva. 

Aun en los casos en que por el hecho de ocurrir á los Jueces 
de Sección, una Provincia prorroga su jurisdicción, Y. £. ha 
declarado que no está en la voluntad délas partes dejar sin 
efecto la leyes en cuya observancia está interesado el orden 
público (serie 2*, tomo 8, página 194; serie 2'', tomo i% pá- 
gina 287). 

Eduardo Costa. 

Conferido traslado de la demanda, contestó por los demanda- 
dos Don Avelino Rolon, pidiendo que no se haga lugar á la de- 
manda con costas. 

Dijo: Que Don Francisco J. Yillanueva, se presentó en 1888 
ante elG-obierno de Buenos Aires denunciando como de su pro- 
piü'lad una parte de los campos que el Dr. AI vear compró á la 
provincia de Santa-Fé y fundó su denuncia y el derecho de Bue- 
nos Aires, para reivindicar esas tierras, en que cactualmente se 
halla en posesión á título de dueño el Dr. Alvear, aunque sin 
derecho para ello, pues el que pretende tener emanado de la 
provincia de Santa-Fé, no comprende ó más bien dicho, exclu- 
ye formalmente las tierras que pudieran pertenecer á la juris- 
dicción de Buenos Aires»; 

Que ninguna prueba adujo ni indicó otro fundamento de su 
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denuncia; y así, contestando la sucesión de Alvear el traslado 
que el Gobierno de Buenos Aires le confirió de esa denuncia, 
manifestó que tal aseveración era de todo punto falsa y al efec- 
to presentó sus títulos de propiedad y los demás antecedentes 
que comprobaban la evidente falsedad del fundamento alegado 
porVillanneva; 

Que esto no obstante, el (lobierno de Buenos Aires concluyó 
por autorizar que se promueva á su nombre el pleito sin tomar 
más precaución que garantirse el ser resarcido de los gastos y 
costas en que pudiera ser condenado; 

Que en la demanda se hace una relación antojadiza de los 
hechos, adulterando la verdad; 

Que es inexacto que el Dr. Alvear haya aseverado de una ma- 
nera absoluta^ como lo da á entender el demandante, que no ha- 
bía podido tomar posesión del terreno comprado por habérselo 
impedido la provincia de Buenos Aires; lo que aseveró fué que 
las autoridades de Buenos Aires, no le permitían gozar tran- 
quilamente de su posesión^ que le impedían los trabajos que ha- 
bía empozado y que dentro de los campos vendidos había par- 
ticulares que pretendían ejercer derechos de propiedad por con- 
cesión del Gobierno de Buenos Aires; y todos estos hechos ade- 
más de la notoriedad, constan de documentos auténticos por los 
reclamos que se hicieron entre las dos provincias respecto á los 
límites y directamente sobre el Dr. Alvear; 

Que es notorio que dentro de la ái ea adquirida en 1868 por el 
Dr. Alvear ocuparon diversas fracciones los señores Gainza, 
Acevedo, Lumb y varios otros, alegando derechos de Buenos 
Aires, continuando su ocupación algunos de ellos hasta lafecha^ 
por lo cual el Dr. Alvear se vi6 obligado á vender á algunos sim- 
plemente sus acciones y derechos, porque no había podido con- 
seguir la plenitud deldominio y posesión sobre esas fracciones; 
y á otros, como los señores Lumb, todavía no ha podido conseguir 
que salgan del campo; 



/ 
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Qae esto en nada contradice que el Dr. Alvear ante el Gro- 
bierno de Córdoba sostuviera que su propiedad y posesión de- 
bía ser respetada íntegramente; el Gobierno de Córdoba preten- 
dió vender una grande área de tierra que comprendía la ya ena- 
jenada por Santa-Fé y Buenos Aires, parte de la cual pertene- 
cíaá Alvear. Este, comees natural, protestaba ante el Gobierno 
de Córdoba y por las pretensiones de dicho gobierno, él estaba 
en su perfecto derecho de alegar su quieta y tranquila posesión, 
pues no había sido perturbado hasta entonces ni por autoridad, 
ni por particular que invocase titulo otorgado por Córdoba; pa- 
ra esta, Alvear poseía legalmente, pues las perturbaciones de 
las autoridades de Buenos Aires y de los ocupantes que invoca- 
ban derechos de esta provincia, no. podían aprovechar á Córdo- 
ba ni modificar con respecto á ella los derechos de Alvear; 

Que es también inexacto que no' hubiera más que la protesta 
de los poseedores del. cFortin Mercedes», la que sólo se refería, 
según el demandante, á la parte ocupada por ellos ó sea dos leguas 
aproximadamente, pues los campos de Gainza,Acevedo y otro3 
ocupantes, forman un total de treinta leguas, más ó menos, so- 
bre las cuales han versado las transacciones y enajenaciones de 
acciones y derechos á que antes se ha referido; las dificultades 
creadas por las autoridades de Buenos Aires perturbaban todos 
los derechos de propiedad y posesión en todo el título, y las 
promovidas por particulares alcanzaban á más de una cuarta 
parte de la área total vendida por el Gobierno de Santa-Fé; 

Que es falso que el Dr. Alvear no haya sufrido perjuicios en su 
posesión, porque consta de notas oficiales que se le impidió dis- 
poner libremente de la posesión, en que hasta se le amenazó con 
la fuerza pública, como consta de notadelJuezde Paz de Junin, 
que corre agregada al expediente iniciado por Alvear ante el Go- 
bierno de Santa-Fé y existe en su archivo; 
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Qae la mencionada nota dice así: 

Junin, Diciembre 20 de 1870. 

■ 

Señor Dr. Don Diego de Alvear: 

El Juez de Faz que suscribe, se dirige á Y. manifestándole 
que en Enero del corriente año se le intimó por parte de este 
Juzgado y por medio del Alcalde Don Joaquin Guzman, la or- 
den de suspender inmediatamente los trabajos de quema de la- 
drillo á que Y. había dado principio en ciertos terrenos que 
confinan con éste y el de Lincoln que á él se halla igualmente 
adscripto; este Juzgado confíabaque esa intimación que entonces 
tuvo cabal cumplimiento por parte de Y. lo había conservado así 
indefinidamente, hasta tanto no hubiera presentado á Yd. títu- 
los emanados del Gobierno de esta Provincia á quien únicamen- 
te tiene que obedecer el que suscribe; pero ha sido muy desagra- 
dablemente sorprendido, cuando ha llegado & su conocimiento 
que en estos últimos días un gran número de obreros ha dado 
otra vez principio á los trabajos antes suspendidos, constándole 
á este Juzgado que de otros destinos han sido acarreados havta 
aquel punto, madera, ladrillos y otros materiales de construc- 
ción. 

En vista de esto el infranscripto cumple con el imperioso de- 
ber de reiterar á Y. la orden terminante de suspensión inme- 
diata de trabajos, anteriormente transmitida, esperando no lo 
pondrá Y. en el caso de tener que hacer uso de la fuerza para 
conseguir el que sus órdenes sean debidamente cumplidas. 

Dios guarde á Y. 

Julián Sosa. 

Que es falso que la Legislatura deSanta-Fé al hacer la conce- 
sión limitase la responsabilidad de la Provincia al área que re- 

T. XV 2o 
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sültara dentro de sas límites, declarando qoe no respondía de 
las faltas . 

Que la falsedad de esta afirmación resalta del artículo^® de 
la misma copia presentada ^por el demandante; en ella se vé que 
la Legislatura no limita sn concesión á la área que resulte den- 
tro de sus límites, pues es evidente que ella vende en la creen- 
cia, exacta ó equivocada, de que lo que vende le pertenece; por 
lo que no se responsabilizó la Provincia, fué por los perjuicios 
que el Dr. Alvear pudiera sufrir en la posesión que adquiría, 
exoneración de responsabilidad que Alvear admitió fácilmente; 
porque siendo lindero de esos campos, le constaba que estaban, 
libres de toda otraposesion; 

Que tan seguro consideraba el Dr. Alvear la compra que ha- 
cía, que pagaba por esos campos el precio máximo que entonces 
podían valer, como lo prueba el hecho de haberse ofrecido en 
venta seis anos después por el Gobierno Nacional, campos lin- 
deros á esos por 400 pesos, sin encontrar quienes los quisieran 
adquirir, pues los primeros compradores 3e suscribían al em- 
préstito más como un acto de patriotismo que con la mira de rea- 
lizar un negocio; 

Que es inexacto lo que parece dar á entender el demandante, 
de que el Gobierno de Santa-Fé haya declarado que parte de los 
terrenos vendidos quedaron fuera de su jurisdicción; Santa-Fé, 
con razón ó sin ella, ha sostenido siempre que todos esos campos 
estaban dentro de su territorio y jurisdicción, como consta de 
los antecedentes y exposiciones en la cuestión de límites inter- 
provinciales «n la cual el Dr. Alver representaba á Santa-Fé. 

Que en la escritura de venta no podía existir la restricción á 
que alude el demandante, y que además de absurda, no se en- 
contraba en la ley, la cual no había hablado de límites para la 
venta. La Provincia entendía que todo lo que vendía estaba 
dentro délos límites de su jurisdicción legítima; la exoneracien 
de responsabilidad por los daños que el adquirente pudiese su- 
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frir en su posesión, nada tiene que hacer con el derecho de pio- 
piedad y con la extensión y límites de la cosa vendida; 

Que en cuanto á la objeción que se hace por el demandante 
al instrumento público otorgado por el Gobierno de Santa-Fé 
en favor del Dr. Alvear no se explica que se formule hablando 
en nombre del Gobierno de Buenos Aires, que ha reconocido ese 
documento como tal instrumento público y que lo ha mandado 
protocolizar, como consta del testimonio que presenta; 

Que por otra parte, si esa objeción fuese admisible, todos los 
títulos otorgados por la provincia de Santa-Eé serían nulos, 
como asimismo, todos los títulos de tierras vendidas por la 
Nación, que han sido otorgados en idéntica forma; 

Que tratándose de hechos notorios como eran todos los que 
se invocaban por Alvear, el error de que habla la demanda, por 
parte de la Legislatura de Santa-Fé era imposible, como lo era 
la suposición de dolo por parte de Alvear; 

Que por otra parte, alegar el error ó el dolo de un acto jurí- 
dico después de diez y seis años que los hechos tuvieron lugar, 
cuando la prescripción, que opone^ se ha cumplido ocho veces 
(artículo 4030, Código Civil), es inexplicable; 

Que no cree que las Provincias que se obligaron á respetar 
los títulos otorgados por cada unade ellas, tengan acción legal 
para discutir la razón ó causa que diera origen á esos títulos; 
desde que ellos transmitieron el dominio en una forma legal, ese 
acto no puede ser impugnado por ninguna de ellas ni someter 
á juicio si procedieron bien ó mal al otorgarlos, siendo esto 
mucho menos admisible en este caso^ en que la provincia de 
Buenos Aires mandó protocolizar los títulos del Dr. Alvear; 

Que todo lo afirmado por el demandante sobre la suposi- 
ción de que Santa-Fé vendió lo que resultare dentro de sus lí- 
mites es inexacto, pues en parte alguna se habla de límites que 
hagan suponer que la Provincia entendía vender lo que no le 
pertenecía; 
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Qne consignada en el compromioo arbitral la cláusula sexta, 
relativa al reconocimiento de las enajenaciones hechas por las 
Provincias compromitentes^la practicada en favor del Dr. Al- 
vear queda inconmovible y fuera de toda discusión; 

Que es innecesario insistir respecto de la negación que se hace 
del carácter de escritura pública en el título otorgado por el 
Gobiernode Santa-Fé, atenta la disposición de los artículos 
979, 980, 993 y 994, Código Civil. 



Pallo déla Supremii Corte ^ 



Buenos Aires, Setiembre 1* de 1891. 

Vistos y considerando: Primero-. Que la demanda deducida á 
nombre del Gobierno de la provincia de Buenos Aires, tiene por 
objeto reivindicar para esta Provincia una superficie de terreno 
enajenada por el Gobierno de Santa-Fé con fecha veinte y uno 
de Setiembre de mil ochocientos setenta y ocho á Don Diego de 
Alvear, según resulta de los títulos presentados por la parte de- 
mandante á fojas una y dos. 

Segundo: Que los terrenos que se pretenden reivindicar resul- 
tan ubicados dentro de los límites que se cuestionaron entre las 
provincias de Buenos Aires, Santa-Fé y Córdoba, según se de- 
muestra por las bases de la escritura de compromiso otorgada 
por los rt presentantes de dichas provincias, con fecha cinco de 
Marzo de mil ochocientos ochenta y uno, pues en la cláusula 
séptima de ese compromiso se establece, que se considerarán 
territorios disputados, por parte de la provincia de Córdoba, 
hasta el meridiano del fuerte Mellncué por el Este y por el 
Sad hasta encontrar el territorio de Buenos Aires; por la de 
Santa-Fé, la integridad de su acta de fundación y su prolonga- 
ción en la parte Sud-Oeste hasta tocar el Territorio Nacional; y 
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por la de Baenos Aires hasta una linea recta que, partiendo de 
las vertientes del Arroyo del Medio, pase por Melincaé y llegue 
al meridiano quinto de la ciudad de Buenos Aires, por lo que 
es evidente que las tierras demandadas, están comprendidas 
dentro del territorio disputado y sometidas al fallo arbitral re- 
ferido, cuyo asunto fué resuelto definitivamente por la Suprema 
Corte, por su laudo de diez y ocho de Marzo de mil ochocientos 
ochenta y dos. 

Tercero: Que. el fallo arbitral de la Suprema Corte, en su'par- 
te dispositiva, resolvió: que son límites entre la provincia de 
Buenos Aires con las de Santa-Fé y Córdoba el Arroyo del Me- 
dio en todo su curso hasta el centro de la laguna de Cardoso. 
Tina línea recta desde la laguna Cardoso pasando por el centro 
de la laguna del Chañar y que termina en el paralelo treinta 
y cuatro grados veinte y tres minutos de latitud, etc. 

Cuarto: Que según esta designación, las tierras enajenadas á 
Don Diego de Alvear por la provincia de Santa-Fé, quedan en 
su mayor parte dentro de la jurisdicción territorial de la Pro- 
vincia de Buenos Aires, y resultan enajenadas por el Gobierno 
de Santa-Fé, con fecha veinte y uno de Setiembre de mil ocho- 
cientos setenta y ocho, es decir, mucho antes del laudo arbi- 
tral. 

Quinto: Que por la cláusula sexta del compromiso aceptado 
como base del arbitraje interprovincial, las provincias com- 
promitentes debidamente representadas, establecieron expre- 
samente que el fallo del tribunal arbitral, sóbrelos límites ju- 
risdiccionales de las provincias contratantes, no alterará en 
ningún caso los derechos de los particulares subsistentea en la 
fecha de este convenio, siempre que hayan sido legítimamente 
adquiridos. 

Sexto: Que los términos y espíritu de esta clausula, revelan 
que los compromitentes se preocuparon de salvar la jurisdic- 
ción territorial de cada Provincia respetando las enajenado- 
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nes que las provincias compromitentes hubieren hecho con an- 
terioridad sobre terrenos que creyeron dentro de su jurisdicción, 
por 1q que el caso presente resulta comprendido dentro de esta 
cláusula sexta del compromiso. 

Sétimo: QuQ& lo expuesto se agrega que según la copia de 
la escritura de foja cincuenta y tres, otorgada por la sucesión 
de Don Diego de Alvear al Gobierno de la provincia de Buenos 
Aires, el terreno que se vende correspondió al Dr. Alvear por 
compra que hizo al Superior Grobierno de la provincia de Santa- 
Fé, y así consta del título expedido a su favor por el señor Go- 
bernador Don Simón de Iriondo con fecha veinte y uno de 
Setiembre de mil ochocientos setenta y ocho, que es el mismo 
título presentado por el demandante á foja dos y ley de foja 
una, loque importa un reconocimiento esplícito del Gobiernode 
la provincia de Buenos Aires aceptando la legalidad y eficacia 
del título de fojas una y dos, que al presente se impugna; sien- 
do digna de tenerse en consideración que antes de otorgarse esa 
escritura de expropiación, el Gobierno de Buenos Aires hizo 
examinar esos títulos por su asesor letrado y con su dictamen 
favorable á los títulos, resolvió llevar á efecto la expropiación^ 
consignando en el decreto que lo dispuso que los títulos de pro- 
piedad presentados reúnen todas las formas de los instrumen- 
tos públicos, según resulta á foja cincuenta y seis vuelta. 

Octavo: Que resulta, por consiguiente, que hay resoluciones 
oficiales del Gobierno de Buenos Aires reconociendo la legalidad 
de los títulos de Alvear y si bien la parte demandante ha pre- 
tendido por su escrito de foja sesenta y ocho que los campos á 
que se refiere la expropiación para la Villa Colon son distintos 
de los reclamados, por su ubicación, aun cuando lo sean, el título 
es el mismo, pues así resulta del tenor del de fojas una y dos, 
presentado por la misma parte demandante. 

Noveno: Que no son atendibles, finalmente, los argumentos 
deducidos centra el derecho de los demandados, de la falta de 
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reducción á escritura publicada SU título de propiedad y de la 
cláusula de no responsabilidad con que las tierras en cuestión 
les fueron trasmitidas, por la parte de ellas de que no pudiere 
tomar posesión, porque la compra-venta á favor del causante 
de los demandados y la posesión de estos, son hechos indiscuti- 
bles y no discutidos, y porque la cláusula aludida de no garan- 
tía, en ninguna manera puede afectar o\ derecho de aquellos en 
la parte de que han tomado posesión. 

Por estos fundamentos y de acuerdo con los fundamentos 
consignados por esta Suprema Corte en diversos de sus fallos, 
sobre reclamos deducidos relativos á terrenos ubicados en los 
límites interprovinciales que se cuestionaban entre las provin- 
cias de Buenos Aires, Córdoba y Santa Fé, después del laudo 
arbitral de esta Suprema Corte, se resuelve: no hacer lugar, con 
costas, á la demanda interpuesta y absolver en consecuencia de 
ella á la sucesión de Don Diego de Alvear. Notifíquese con el 
original y repuestos los sellos, archívense. 

benjamín vigtoriga.— c. s. 
de la torre. — abel ra- 
ZAN.— LUIS SAENZ PENA. 
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CAUSA CCI.AXXYI1I 



Don Julio Beruli contra don Luis Benatar^ por entrega de 
alhajas dadas en prenda; sobre embargo del dinero pres- 
tado. 



Sumario. — Ordenada por sentencia ejeoatoriada por nna 
parte la entrega de alhajas recibidas en prenda^ y por otra la 
del dinero prestado sobre ellas^ no puede exigirse que éste que- 
de embargado á las resultas del juicio promovido ó que va á 
promoverse por el dueño de las alhajas sobre ddños y perjui- 
cios. 



Caso. — Lacausafué resuelta por la siguiente sentencia, con- 
tra la cual no se dedujo recurso alguno: 

Buenos Aires, Judíu 37 de 1891. 

Vistos estos autos promovidos por don Julio Beruti contra 
don L. Benatar, por devolución de alhajas. De la exposición 
contenida en el escrito de demanda y del documento de foja 1, 
con que ella se ha instruido, cuya autenticidad ha sido recono- 
cida por el demandado, resulta que Beruti entregó & este últi- 
mo las alhajan detalladas en el escrito de foja 2, en calidad de 
empeño, mediante el pago de un interés convencional, sobre la 
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cantidad de once mil trescientos ochenta pesos en que fueron 
avaluadas de común acuerdo para ese objeto, y que Beruti con- 
fiesa haber recibido de Benatar. 

Según el actar el préstamo debía vencer el 30 de Mayo del 
corriente año, en cuya fecha podía recuperar sus alhajas abo- 
nando la cantidad mencionada ; pero por un convenio posterior 
convinieron con Benatar en acortar el plazo, y que aquel podría 
retirar sus alhajas el día 13 del mismo mes. 

Dice Beruti que en esta fecha ocurrió á casa del demandado 
con el objeto de retirar las alhajas, acompañado de un amigo 
que le facilitaba el dinero necesario, negándose Benatar á de- 
volverlas alegando que el derecho del actor para recuperarlas 
había caducado. En virtud de estos antecedentes ha formu- 
lado su demanda para que se condene al expresado Benatar á la 
devolución de las alhajas, estando por su parte dispuesto á 
entregar la suma recibida. 

En la contestación á la demanda, la cuestión se plantea bajo 
nna faz muy distinta. Según el demandado las relaciones exisr- 
tentes entre él y doña Amalia Talhuager, cuyos derechos re- 
presenta Beruti respecto de las alhajas en cuestión, son las de 
vendedora y comprador. 

El pacto celebrado con dicha señora era el de venderle para 
el 30 de Mayo las mencionadas alhajas por la suma de once mil 
trescientos ochenta pesos moneda nacional, el cual fué modifica- 
do por el documento de foja 22, reduciendo el término al 11 del 
mismo mes. De allí deduce el demandado que el actor carece 
de acción para reclamar la entrega de las alhajas. 

T considerando : 1^ Que según el artículo 86 de la ley nacio- 
nal de Enjuiciamiento, ol demandado debe contestar confesan- 
do 6 negando categóricamente los hechos establecidos en la de- 
manda, pudiendo su silencio ó sus respuestas evasivas estimarse 
como un reconocimiento de la verdad de ellos. 

2° Que en parte alguna de su escrito ha negado aquel que el 
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verdadero coatrato celebrado con Beruti, sea el de préstamo 
con garantía prendaria de las alhajasen caestion; estando por 
el contrario esplícitamente reconocido en la carta de foja 2, y 
en la a'^tade juicio verbal de foja 20, de modo que la demanda 
debe rasolverse bajo el concepto de qne se trata de un préstamo 
sobre prendas y no de an contrato de compra-venta, debiendo 
suponerse que si algún documento se ha otorgado en este senti- 
do, sólo contiene una simulación para encubrir el verdadero ac- 
to, bajo la apariencia de una venta, con el propósito de eludir 
los efectos legales que rigen el contrato de prenda. 

S"" Que según el artículo 3222 del Código Civil, es nula toda 
cláusula que autorice al acreedor á apropiarse, aun cuando ésta 
sea de menos valor que la deuda, ó á disponer de ella fuera de 
los modos establecidos, que consisten en pedir que se haga la 
ventado la prenda en remate público con citación del deudor. 

4^ Qne tampoco ha negado el demandado el hecho de haber 
ocurrido Beruti á su casa el día 13 de Mayo á retirar las alha- 
jas ; reconociendo por el contrarío su exactitud, en cuanto 
pretende justificar su negativa^ al entregarlas en ese día, ale- 
gando la caducidad del derecho para retirarlas, en virtud de es- 
tar vencido el plazo fijado en el documento de foja...; circuns- 
tancia que bajo ningún concepto le daba el derecho de hacerse 
dueño délos objetos empeñados, por su propia autoridad. 

Por estos fundamentos, fallo: condenando á don LuisBenatar 
á devolver á don Julio Beruti, las alhajas detalladas en el es- 
crito de foja 2, en el término de veinte días, previo pago que 
deberá hacer Beruti de la suma de doce mil ochenta pesos mo- 
neda nacional, dejando á salvo al demandado sus acciones para 
que prooeda con arreglo á derecho, si Beruti no oblase dentro 
de los veinte días la indicada suma. 

Notifíquese con el original. 

Virgilio M. Tedin. 
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Don JalioBerati se presentó exponiendo: Qae para cumplir 
la sentencia, los señores César Salidiy Alfredo Díaz le facilitan 
el dinero necesario y están dispuestos á depositarlo en el Banco 
que se designe, pues ese dinero debe quedar embargado preven- 
tivamente á las resultas del juicio que por daños y perjuicios va 
á deducir contra Benatar. Que ya en el juicio había hecho pre- 
sente que por colpa de Benatar le fué imposible realizar las 
alhajas con un regular beneficio, á causa del alto premio del oro 
que aseguraba para aquellas un valor mayor. Que el interés 
usurario que le ha cobrado Benatar está prohibido por la ley, lo 
mismo que el acto de tomar objetos en prenda, están re- 
servados á los monte-píos de la Nación. Pidió que se designa- 
ra el Banco en que Salisi y Diaz debían hacer el depósito del 
dinero, disponiéndose que quedara él embargado á las resultas 
de la acción de daños que deduciría en el plazo que el Juzgado 
señalase. Pidió además por otrosí, que en virtud del depósito se 
levantara el embargo trabado en las alhajas y el depositario de 
--<^lhis las entregara á Salisi y Diaz. 

El Juez dispuso que se hiciera el depósito en el Banco de 
Londres y Bío de la Plata y que hecho esto se proveería sobre 
lo demás. 

Hecho el depósito del dinero ala orden del Juez, éste dictó 
el siguiente auto : 



Pullo del Jíues Federal 



Buenos Aires, Julio SI de 1891. 

Habiéndose resuelto por la sentencia corriente á foja... que 
Benatar devuelva á Beruti las alhajas detalladas en el escrito 
de foja 1, reclamadas por este último como de su propiedad, 
previo pago de la suma de doce mil ochenta pesos, no estando 
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sujetas las partes por dicha sentencia á ninguna otra presta- 
ción: habiéndose hecho por Beruti la oblación en el Banco de 
Londres y Rio de la Plata de la suma indicada, en cumplimien- 
to de la referida sentencia: no habiendo acción deducida por 
Beruti contra Benatar, y no siendo lícito tampoco pedir el 
arraigo del juicio antes de entablarse demanda, sino en vir- 
tud de escritura pública ú otra prueba fehaciente de la exis- 
tencia de deuda, lo que no existe en el presente caso, el Juz- 
gado resuelve: 1^ Que se levante el embargo trabado sobre las 
alhajas de Beruti, debiendo el depositario ponerlas á disposi- 
ción de éste ; 2^ No hacer lugar al embargo de la suma deposi- 
tada, debiendo entregarse al señor Benatar cuando lo solicite. 

Tedin. 



Pullo de Im Suprema Corte 

Buenos Aires, Setiembre 1^ de 1891. 

Vistos : Por sus fundamentos se confirma con costas el auto 
apelado de foja cuarenta y cuatro, sin perjuicio de las medi- 
das que don Julio Beruti pueda hacer valer, y correspondan en 
la demanda que en el informe in voce ante esta Suprema Corte 
ha aseverado su abogado haber ya deducido. Bepuestos los sellos, 
devuélvanse. 

benjamín VIGTORIGA . — C. S . 
DE LA TORRE. — ABEL BA- 
ZAN. — LUIS SAF.NZ PEAA. 
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CAUSA €)Í3JLXXX1\ 



Doña María Guida de Fertinese contra la Compañía anónima 
€ La Remolcadora >, por daños y perjuicios ; sobre artículo 
de no contestar. 



Sumario, — Acreditado el carácter de viada de la dt;maiidan- 
te, é indicada la oficina donde se hallan los antecedentes de la 
demanda, no debe hacerse lugar á la excepción dilatoria fonda- 
da en la falta de esos requisitos. 



Caso. — Doña María Guida viuda de Francisco Fertinese, ex- 
puso que en 6 de Diciembre de 1890 sucedió un choque entre 
los vapores cParaguaj» j cCardiff», del cual resultó la muerte 
de su esposo Fertinese, maquinista á bordo del cCardiff». 

Que por juicio arbitral fué declarado «1 cCardiff» culpable 
del choque, y como éste era de propiedad de la compañía c Re- 
molcadora », venía á demandarla por la suma de 40.000 pesos 
en que estimaba los perjuicios causados por la muerte de Fer- 
tinese. 

Conferido traslado de la demanda, la Compañía opuso que 
no estaba acreditado el carácter de viuda de la demandante, ni 
se acompañaban á la demanda los recaudos de ella ó se indica- 
ba el archivo ú oficina donde se hallaban. 
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Conferido traslado, la demaadante acompañó la partida de 
matrimonio contraído por ella con Fertinese en 6 de Mayo de 
1888 y la partida de defunción de Fertinese sucedida el 6 de Di- 
ciembre de 1890 por asfixia por sumersión, y dice que á la 
Compañía le constaba su carácter de viuda de Fertinese, pues 
le habían ofrecido por la muerte de su esposo una indemniza- 
ción de 50 pesos; pidió se leordenara la contestación derecha de 
la demanda. 

En otro escrito expuso que todos los hechos alegados en la 

« 

demanda constaban en el juicio seguido ante el mismo Juzga- 
do Federal con motivo del choque así como la sentencia que de- 
claró culpable al c Cardiff >, aceptada por la Compañía deman- 
dada. 



Fulla del Juez Federal 



Buenos Aires, Junio 16 de 1891. 

T vistos: Atento lo expuesto en el precedente escrito y por lo 
que se resulta de las partidas acompañadas, háse por acredita- 
da debidamente la personería de la demandante, no haciéndose 
lugar á la excepción opuesta y contéstese la demanda en el tér- 
mino legal. Bepóngase la foja. 

Virgilio M. Tedin, 
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Fulla de ím Supremii Corto 

Buenos Aires, Setiembre 1* de 1891 . 

Vistos: Por sus fundamentos, se confirma con costas, el auto 
apelado de foja veinte y una vuelta; y repuestos los sellos, de- 
vuélvanse. 

BENJAMi:S VICTORICA.— C. S. 
DE LA TORRE. — LUIS V. 
VÁRELA.— ABEL BAZAN. — 
LUIS SAENZ PEÍ^A. 



C^AIJSA €C)i:c 



Don Mariano Pereyra en el juicio ejecutivo de don Ángel Sola 

contra don Francisco Pintos 



Sumario. — Lo dispuesto por el artículo 300 de la ley de Pro- 
cedimientos no comprende á los terceros en el juicio ejecu- 
tivo. 

Fallo de lo Supremo Corto 

Buenos Aires, Setiembre 1* de 1891. 

Vistos en el acuerdo: No siendo el auto recurrido de los 
comprendidos en el artículo trescientos de la ley de Procedí- 
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mientos por tratarse de un tercero en el juicio ejecutivo ; j 
trayendo aquel, por su naturaleza, perjuicio irreparable : se de- 
clara mal denegada la apelación interpuesta, 7 se concede elia 
en relación, librándose en consecuencia oficio para la remisión 
de los autos y notificación délas partes. Repóngase el papel. 

BENJAMÍN YiCTORICA. — G. S. 
DE LA TORRE.— LUIS V. VA- 
REl A. — ABEL BAZAN.— LUIS 
SAENZ PEÑA. 



CAUSA 



Don Spiro Vngaro contra Mortola y Canevari, por cobro 
ejecutivo de pesos; sobre embargo de la suma ejecutada y nu- 
lidad. 



Sumario. — 4*" La ejecución de la sentencia arbitral corres- 
ponde al juez competente para conocer en lo principal, según 
la naturaleza de la causa. 

2^ El embargo pedido de la snma demandada, no exime al 
ejecutado del deber de depositarla á la orden del Juez de la 
ejecución. 
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Caso. — En juicio sobre rendición de cuentas de la adminis- 
tración del pontón nacional c Espléndido > se dictó sentencia 
arbitral; y de la liquidación hecha en su consecuencia, resulta- 
ron Mortola y Ganevari deudores á don Spiro Ungaro de la su* 
ma de 1688 pesos 64 centavos. 

Ungaro entabló ejecución por el cobro de esta suma. 

El Juez de Comercio Dr. Cigorraga solicitó que el crédito de 
Ungaro quedara embargado á las resultas del juicio seguido 
contra él por don Juan 6. Mortola. 

El Juez de sección ordenó que Mortola y Ganevari deposita- 
ran la suma ejecutada á la orden de él, quedando embargada, de 
acuerdo con lo pedido por el Juez de Gomercio. 

Despachado mandamiento por los 1688 pesos 64 centavos, 
Ganevari manifestó que no efectuaba el pago por haber sido 
notificado por el Jazgado de Gomercio á cargo del doctor Gi- 
garraga de efectuar el pago de dicha suma por haberse librado 
orden de embargo contra don Spiro Ungaro, y que no daba bie- 
nes á embargo por la razón expresada. 

Ungaro, alegando que el dinero debía estar á la orden del 
Juzgado Federal, mientras el otro Juez no dispusiera de él, y 
que no podía haber dinero en poder de particulares, pidió se in- 
timara á Mortola y Ganevari que dentro de 24 horas presenta- 
ran constancia de haber depositado el dinero en el Banco Na- 
cional á la orden, bajo apercibimiento de ejecución y embargo. 



Auto del JFtiez Fedeml 



Buenos Aires, Abril 24 de 189L 

Gomo se pide. 

Tedin. 

T. XV 26 
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Mortola y CanevhTi pidieron nulidad y revocatoria del auto 
anterior y apelaron in subsidium 

Dijeron: Que la jurisdicción del Juzgado Federal había ce- 
sado en el asunto, una vez que quedó comprometido en arbi- 
tros: y que tratándose de la ejecucion.de un laudo, nada tenía 
quehacer la justicia federal; 

Que se había procedido sin forma de juicio y sin darles lugar 
á hacer observaciones, á tal extremo que ni se había sacado tes- 
timonio del laudo que se trató de ejecutar: todo lo que impor- 
taba nulidad de lo actuado; 

Que prescindiendo de esto, los fondos que se mandaba entre- 
gar estaban embargados en su poder y no podían acceder á lo 
ordenado so pena de incurrir en responsabilidades que no esta- 
ban dispuestos á arrostrar. 

Conferido traslado, Ungaro contestó que el oficio del Juez 
doctor Cigarraga^sólo decía que se retuviera á su orden el dine- 
ro que Mortola y Canevari le debían; 

Que esto no podía impedirlos procedimientos hasta quedar el 
dinero depositado á la orden del Juzgado Federal; 

Que la nulidad de los procedimiantos invocada por Mortola 
y Canevari está en contradicción con sus actos, pues habían pre- 
sentado escritos al Juez Federal, como juez de la cansa; 

Que el presente juicio era por ejecución de sentencia, y éste 
no podía ser impedido sino por las excepciones del artículo 315 
de la ley de Procedimientos; 

Que en dicho juicio el auto reclamado no era apelable; 

Que siendo la causa sobre negocio marítimo, el Juez Federal 
era competente para ejecutar el laudo dictado por el Tribunal 
arbitral nombrado ante él; 

Pidió se desecharan los recursos, y se despachara mantla- 
miento en vía de apremio. 
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Fallo úml «Iuf%s retferal 



Buenos Aires, Judío 11 de 1891. 

Y vistos: Por los fundamentos aducidos en el precedente es- 
crito, y considerando además que si alguien se considera con 
preferente derechoálos fondos resultantes de la ejecución del 
laudo debe ocurrir á este Juzgado á deducir su reclamo y que 
ninguna responsabilidad incumbe al recurrente, por lo tanto 
cumpliendo el laudo, con relación al señor Juez que decretó el 
embargo de que hacu mérito, pues es el Juzgado y no la parte 
quien debe hacer efectivo dicho embargo, sobre lo que por dere- 
cho corresponda, no ha lugar á la incompetencia, A la nulidad, 
ni ala revocatoria pedida en el exhorto de foja..., concediéndo- 
se en relación la apelación subsidiariamente interpuesta para 
ante la Corte Suprema, adonde se elevarán los autos en la forma 
de estilo. Repóngase la foja. 

Virgilio M. Tedin. 
Fallo de la Suprema l^orte 



. Buenos Aires, Setiembre 1' de 1891. 

Vistos: Correspondiendo la ejecución de la sentencia arbitral 
al Juez competente para el conocimiento de lo principal, según 
la naturaleza del asunto: se declara no haber lugar á la nuli- 
dad deducida; y considerando en cuanto á la apelación, que el 
embargo decretado por el Juez de Comercio de la Capital no tie- 
ne por efecto, según los términos del oficio de foja ciento se- 
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tenta 7 tres, ordenar la retención en poder de los demandados 
de la suma porque se sigue la presente ejecución: se confirma 
con costas el auto apelado de foja ciento ochenta y seis vuelta; 
7 repuestos los sellos, devuélvanse. 

benjamín YIGTORIGA. — G. S. 
DE LA TORRE. — LülS V. VÁ- 
rela, —abel razan.— luis 
saenzpeSa. 



CAII8A CCXCII 



Don Esteban Hisso, por el vapor onentaU Enrique Barrosos ^ 

y Floryi Fynny Compañíaypor el pailebot nacional ^Presi- 

dente ArgentmoT^ , por abordaje; sobre recusación de un ar- 
bitro. 



Sumario. — l°La recusación de un arbitro, una vez pronun- 
ciado el laudo, no tiene razón de ser al efecto de separarlo del 
conocimiento déla cansa. 

2^ En la justicia federal, las resoluciones de los arbitros no 
son recurribles para ante la Suprema Corte. 



Caso. — En el paraje llamado cLa Lechiguanai, en, el río 
Paraná, ocurrió un choque entre el vapor « Enrifiue Barrozo >, en 
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viaje de la Asunción á este paerto, y el c Presidente Argentino »; 
que decían hallarse fondeado, del cual resultaron averías al 
c Enrique Bar rozo», y la pérdida del « Presidente Argentino », 
que se fué á pique con 650 toneladas de. leña, pertenecientes & 
don Marcelino Escalada. 

Con motivo de este suceso, se nombraron arbitros á los se- 
ñores don Juan Siches^ por parte del señor Bisso, y Coronel don 
Rafael Blanco, por la de Floryt Fynn y compañía, debiendo ser 
nombrado el tercero por el Juez, quien nombró como tal á don 
José Frávega . 

Producida la discordia fué llamado el arbitro Frávega á diri- 
mirla, y éste dictó su laudo el día 4 de Mayo de 1891 á la una 
pasado meridiano. 

El mismo día 4 de Mayo á las 12 Va» ^^s señores Floryt 
Fynn y compañía se presentaron al Juez Federal, diciendo que 
acababan de tenor conocimiento que el arbitro tercero se halla- 
ba inhibido de pronunciar fallo por haber manifestado su opi- 
nión antes, sobre el resultado del pleito, y por haber manifes- 
tado que no había navegado ni conocía las prácticas y reglas de 
navegación en los ríos y que resolvería el caso como si el choque 
hubiera sucedido en alta mar. 

Que por esto venían á recusarlo, pidiendo que el Juez nom- 
brase á otro en su lugar. 

El Juez, por auto de 4 de Mayo, decretó que informara el ar- 
bitro tercero Fávrega, y en seguida, por auto de la misma fe- 
cha, dejó el anterior sin efecto. 



Auto del Jueai rederal 



Buenos Aires, Mayo 4 de 1891. 

Observando el Juzgado que el arbitro recusado, fué nombra- 
do de oficio, quedando consentido por las partes su nombra* 
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miento y que la recusacioa debe deducirse ante los mismos 
arbitros, como lo prescribe ela:tículo780 del Código de Proce- 
dimientos para los Tribunales de la Capital, déjase sin efecto 
la precedente providencia, y ocurra donde corresponda. Repón- 
gase la foja. 

Tedin, 

£1 mismo día 4 de Mayo á las 3.45 p. m. los señores Floryt 
Fynn y compañía expusieron al Juez: Que en ese momento llega- 
ba á su noticia que el señor Frávega era subalterno del seSor 
Siches, arbitro de la contraparte, de quien había obtenido una 
licencia en estos últimos días como un favor especial para au- 
sentarse por algún tiempo con goce de sueldo; 

Que se les informaba además que entre los dos existía estre- 
cha amistad desde hace bastantes años; 

Que siendo conocido el dictamen del señor Siches favorable 
á la parte que lo propuso, eran de aplicación los incisos 3 y 4, 
artículo 43 de la ley de Procedimientos; y pidieron se tuvieran 
por agregadas esas causas de recusación. 

El Juez decretó: 

Buenos Aires, Mayo 4 de 1891. 
Lo proveído en la fecha. 

Tedin. 

Los señores Floryt Fynn y Compañía pidieron revocatoria 
del auto de foja 224. 

Dijeron: Que el Juez Federal era el verdadero Juez de la cau- 
sa, y el arbitraje no la sacaba de su jurisdicción, puesto que 
más que juicio arbitral era una pericia ordenada por la ley que 
llama á esos arbitros peritos arbitradores, y con cuyo dictamen 
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el Juez debía resolver el fondo del juicio (artículo 1277, Código 
de Comercio) ; 

Que habiendo sido el Jne^ que había nombrado el arbitro ter- 
cero á él era que debían hacerse saber las causas de su inhibi- 
ción; 

Que la ley no determinaba expresamente ante quién debía de- 
ducirse la recusación, y por lo tanto debía deducirse ante 
el Juez que tiene jurisdicción permanente y propia; 

Que en todo caso, el Juez había debido resolver que la peti- 
ción correspondiente pasara á los arbitros para su resolución; 

Que ratificaban la recusación deducida^ indicando á los testi- 
gos señores don Alfredo C. Fernandez, don Santiago Danuzio^ 
y don Miguel De Rosa. 

En caso denegado interpusieron apelación. 

El Juez no hizo lugar á la revocatoria^ por los fundamentos 
del auto reclamado, y concedió la apelación en relación. 

En 4 de Mayo á las 6 de la tarde reprodujeron la recusación 
del arbitro Fávrega ante los arbitros Siches y Blanco. 



AUTO DE LOS ARBITROS 

Buenos Aires, Mayo 6 de 1891. 

Habiendo vencido el término dentro dol cual los arbitros que 
suscriben han pronunciado su laudo. 

Y considerando : Que fuera de dicho término cualquier acto 6 
resolución del Tribunal Arbitral es nulo y de ningún valor, se 
declara éste incompetente para entender en la recusación inter- 
puesta y ocurran los interesados donde corresponda. 

Rafael Blanco. — Juan Siches. 
Ante mí : Juan C Almandos. 
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Notiñcados en 8 de Mayo, interpusieron recurso de revocato- 
ria 7 apelación. 
Los arbitros proveyeron: 

Buenos Aires, Mayo 18 de 1891. 
Lo proveído en la fecha á escrito de la misma parte. 

Ocurrieron en queja á la Suprema Corto, que pidió informe. 
El Juez de sección, de acuerdo con lo resuelto á foja 228, re- 
mitió los autos en apelación . 



Fullo de ln Suprem» C«rte 



Buenos Aires, Setiembre 1* de 1891. 

Vistos y considerando en el incidente de recusación: Que ter- 
minada la jurisdicción de los arbitros nombrados en esta causa 
por el vencimiento del término señalado para laudar y por el 
pronuciamiento mismo del auto respectivo, la recusación que 
tiene por objeto separar del conocimiento del juicio á uno de 
aquellos, carece ya de razón de ser, y sus efectos, si algunos tie- 
ne, sólo pueden hacerse valer en el recurso de nulidad que se 
dice deducido contra el laudo pronunciado: se declara sin más 
pronunciamiento terminado este incidente, y no haber lugar á 
ocuparse del recurso interpuesto á su respecto» 

T considerando en lo que se refiere á los recur job de que 
hace mérito la solicitud de foja doscientas treinta y nueve 
que con arreglo á la jurisprudencia uniformemente estable- 
cida por esta Suprma Corte, no corresponde á ella conocer di- 
rectamente de las resoluciones arbitrales sino á los Jueces de 
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sección, de cuyas decisiones puede ocurrirse ante el Tribanal, 
vuelvan estos autos al Juez de sección á los efectos que hu- 
biese lugar, reponiéndose el papel. 

benjamín victorica.— c. s. 

DE LA TOnHE. — LUIS V. 
VABELA. — ABEL BAZAN. — 
LUIS SAENZ PEÑA. 



CAUSA CCXCIII 



Don Luis CaoillioUi contra don Aníero Barriga; por cobro 

ejecutivo de pesos 



Sumario.— mo alegándose, ni resultando motivo de nulidad, 
7 no habiéndose probado las excepciones opuestas, debe mandar- 
se llevar adelante la ejecución. 



Caso. — Don Luis Cavilliotti, con fecha 5 de Mayo de 1890, 
presentó ante el Juez de sección la escritua pública fechada en 
Mendoza en 22 de Abril de 1890, en la cual don Antero Barri- 
ga se declara deudor de 15,000 pesos moneda nacional á favor 
de don Luis Cavilliotti, como precio de un inmueble, que se 
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compromete á pagar en esta forma: 7500 pesos moneda nacio- 
nal en 6 meses, con más los intereses de 10 7o anual, y los 
otros 7500 pesos moneda nacional en 12 meses con el mismo 
interés; que en garantía hipoteca la finca de su propiedad, si- 
tuada en la misma, Mendoza, calle 9 de Julio entre Urugnayana 
7 Iínion,y que queda obligado á satisfacer los gastos, costos, 
daños y perjuicios que origine á su acreedor sí diere lugar á ser 
ejecutado por este crédito. 

Y manifestando que del crédito contra Barriga había recibido 
7500 pesos moneda nacional y parte de los intereses de la pri- 
mera cuota, pidió auto de solvendo contra Barriga por 7500 pe- 
sos moneda nacional y sus intereses al 10% anual hasta el 
vencimiento del término fijado en ia escritura y en adelante 
el 10 Vo mensual, que es el interés que cobran los Bancos, con 
costas, reservándose el derecho de cobrar los daños y perjui- 
cios. 

En la estación oportuna Barriga opuso las excepciones de 
quita y pago, que fueron negadas por el ejecutante. 

Abiertas á prueba no se produjo ninguna. 



Fallo del- Juez Federi»! 



Mendoza, Enero 30 de 1891. 

Vistos estos autos ejecutivos seguidos por el doctor don Li- 
sandro A. Labal, en representación de don Luis Cavilliotti, con- 
tra don Antero Barriga, por cobro de cantidad de pesos, resulta: 

Que citado de remate el deudor, su apoderado el doctor don 
José N. Lencinas opuso á la demanda las excepciones de pago y 
quita autorizadas por la ley de Frocedimieetos en su artí- 
culo 270. 
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Que objetados estos de falsos por el ejecutante y abierta la 
caiisa á prueba, el ejecutado ofreció para acreditarlas : 1° Copia 
en forma del pago por consignación del piimer dividendo de la 
deuda que se dice efectuado ante el señor Juez de Letras de 
la provincia; y 2^ el reconocimiento ante el señor Juez de San 
Juan por parte de Cavilliotti, de recibos de intereses de la 

denda, que se ofrecen presentar ante dicho señor Juez. 

« 

Y considerando : 1^ Que á los efectos de la prueba ofrecida el 
Juzgado libró en fecha 18 de Noviembre del año próximo pasado, 
exhorto al señor Juez de sección de San Juan y ofició al Jefe de 
la oficina conservadora de la Provincia en los términos solicita- 
dos, según consta de la diligencia del Secretario^ corriente á 
foja. .. 

2^ Que no obstante el largo tiempo transcurrido hasta el 
presente, las diligencias probatorias solicitadas no han sido 
practicadas, ni el demandado ha instado por su parte, en forma 
alguna^ por su producción, dejando vencer con exceso el térmi- 
no en que dicha prueba debió rendirse. 

3** Que es un principio inconcuso de derecho, que la prueba de 
las excepciones deducidas en el juicio ejecutivo corresponde al 
ejecutado ; y en el caso, según queda dicho, no se ha producido 
ninguna respecto á las opuestas por el demandado. 

Por tanto : llévese adelante la presente ejecución hasta ha- 
cerse efectivo pago al acredor, del capital, intereses y costas ; 
dejando á salvo al ejecutado sus derechos para hacer valer las 
excepciones deducidas en juicio ordinario. 

Hágase saber original y repóngase el papel. 

Juan del Campillo. 
Barriga interpuso los recursos de apelación y nulidad. 
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Fallo de I» Supreinii Corie 



Buenos Aires, Setiembre 3 de 1891. 

Yistos : No habiéndose alegado, ni resaltando motÍTo algano 
de nulidad contra la sentencia apelada de foja noventa y una 
vaelta, no ha logar al recurso interpuesto, y por sos funda- 
mentos se confirma con castas dicha sentencia. 

Bepónganse los sellos, y devoélvanse. 



benjamín VICTORIGA. — C. S. 
DE LA TORRE.— LUIS V. VÁ- 
RELA. —ABEL BAZAN. — LUIS 
SAENZ PER A. 
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CAUSA CCXVII 

Piginas 

Criminal, contra D. A. Rosentrang, por falsificación de un li- 
bro presentado en juicio; sobre competencia. 

Sumario. — La falsificación de un libro presentado como prueba 
en un juicio de abordaje ante los jueces arbitros, constituye un de- 
lito sujeto á la jurisdicción federal 5 



CAUSA CCXVIU 

El doctor Ramón Arigós Rodríguez, contra los cónyuges Da- 
chary, por cobro ejecutivo de crédito hipotecario; sobre nulidad 
de procedimientos. 

Sumario.— Notificado debidamente y consentido el decreto de 
cautos» para resolver la aprobación de la retasa, quedan subsana- 
dos los procedimientos anteriores relativos á esta operación 12 
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CAUSA CCXIX 

P&fiaa» 

D. Antonio Harechal, D. Antonio Dordoni y el Dr. D. Bernardo 
de Irigoyen contra la provincia de Santiago del Estero, por reivín- 
dicacion, sobre competencia. 

Sumario. — La Suprema Corte no es competente para conocer 
en pleito civil contra una provincia, si el título con que actúan 
los demandantes es una cesión de derechos, y los cedentes son en 
su mayor parte vecinos de la provincia demandada 17 

CAUSA CCXX 

Don Remigio Suarte contra don Pedro Callaba, por reivindica- 
ción; sobre recusación. 

Sumario. — Las causales de recusación enunciadas por el artí- 
culo 43, incisos 4, 5, y 6, déla ley de Procedimientos, se refiere 
á las relaciones del Juez con el litigante, no con el abogado y 
apoderado de éste 31 

CAUSA CCXXI 

La Compañía del FerrocanilNord-Esle Argentino contra don 
Hermenegildo Gómez; sobre expropiación. 

Sumario. - Siendo equitativo el precio asignado al terreno ex- 
propiado, debe confirmarse la sentencia que lo fija 36 

CAUSA CCXXII 

Don Juan Zerboni contra la Empresa del Ferrocarril del Oeste 
de la Provincia de Buenos Aires; sobre indemnización por expro- 
piación. 

Sumario. — No procede la acción de indemnización por expro- 
piación, cuando el ocupante niega la propiedad del autor, mientras 
estaño S3 acredite * 
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CAUSA CCXXIII 

Páginas 

ElDr. D. Pedro Rueda contra don Guillermo Murphy, so- 
bre rescisión de un contrato de arriendo y pago de daños y per- 
juicios . 

Sumario > —Jio tiene razón de ser ni es susceptible de pronun- 
ciamiento judicial, la demanda por rescisión de un contrato de 
arriendo y pago de daños y perjuicios, fundada en la falta de 
cumplimiento por el locatario, que se deduce después de haber 
éste rAsiiiuido la cosa, y hecho la restitución en el tiempo razo- 
nablemente necesario para ello 46 

CAUSA CCXXIV 

Contra Charles Hermanos y otros, por defraudación de rentas; 
sobre traducción de documentos. 

Sumario, — Es de derecho la versiun al idioma nacional, de 
todo documento que se agregue á la causa en idioma extranjero.. 59 

CAUSA CCXXV 

Don Miguel ReíTa contra don Máximo Paz, por cumplimiento de 
contrato; sobre defecto legal en la demanda. 

Sumario.-— LüL excepción de defecto legal en la demanda, se 
refiere únicamente á la omisión de los requisitos establecidos en 
el articulo 57 de la ley de Procedimientos 60 

CAUSA CCXXVI 

Don Juan de León contra don Luis Berges, por rescisión de un 
contrato de locación ; sobre derecho del locador para usaf del 
agua de la finca arrendada. 

Sumario, — El derecho que el locador se reserva para mantener 
en la finca arrendada un carruaje y sus caballos, implica el del 
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P&gints 

USO del agua para el lavado del primero y para la bebida y lim- 
pieza de los últimos 62 

CAUSA CCXXVII 

Criminal contra Nicolás Pulliero, por soborno y centrábanlo; 
sobre excarcelación provisoria. 

Sumario,— \^ El soborno de un empleado de aduana para 
extraer efectos de ella y la extracción intentada, constituyen un 
delito cuya penalidad no excede prima facie de la que admite la 
excarcelación provisoria bajo caución. 

2» El auto concediendo la excarcelación provisoria, que haya 
sido apelado, no debe llevarse á ejecución pendiente el recurso 
interpuesto 65 

CAUSA CCXXVIII 

Don Gregorio Torres y otros contra la Provincia de Buenos Ai- 
res, por escrituración ; sobre suspensión de venta. 

Sumario.— Jio debe ordenarse la suspensión del remate de la 
cosa litigiosa, anunciado con sujeción al pleito pendiente sobre 
ella 71 



CAUSA CCXXIX 

Don Joaquín A., don Mariano y doña Josefa Capmany contra 
los herederos de don Crisóstomo Rueda, por escrituración de 
campo ; sobre incompetencia, falta de personería y defecto legal 
en la demanda. 

Sumario,— ^^ No corresponde al juicio testamentario la do- 
manda sobre cumplimiento de una obligación que se dice con- 
traída personalmente por los herederos, y se dirige contra estos. 

2^ No procede la excepción de falta de personería contra quien 
gestiona invocando un derecho propio. 
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Piginat 

30 La faltado presentación de documentos no iniporla delecto 
legal en el modo de proponer la demanda 72 

CAUSA CGXXX 

El capitán del vapor cCamilo» contra el patrón de la lancha 
«Feliz del Plata»; sobre nulidad de un laudo. 

Sumario. — l^La denominación de peritos, empleada por el Có- 
digo de Comercio para indicar los arbitrad ores que deben cono- 
cer y resolver las cuestiones de abordaje, significa lo que las le- 
yes antiguas entendían por la de ornes buenos é sabidores. 

S"* La parte que ha convenido en nombrar una persona como 
arbitro tercero, no puede fundar la nulidad del laudo en la incom- 
petencia de la misma, sin hacerse responsable de todos los daños 
y perjuicios causados por esa nulidad. 

3» Los argumentos dirigidos á demostrar la injusticia del laudo 
no son procedentes en la cuestión de nulidad de dicho laudo. . . 78 

CAUSA CCXXXl 

Lambruschini, Lavarello y Compañía, contra Esteban Bianchi 
y compañía; sobre cobro de lanchajes. 

Sumario. — 1<> Los lancheros que han hecho la descarga tienen 
derecho de cobrar el precio de este servicio á los dueños de la 
carga, aunque se lo hayan encargado los agentes del buque que 
lo trajo. 

2^ No es admisible la reclamación por averías, cuya existencia 
é importe no hayan sido justificados por medio del oportuno reco- 
nocimiento pericial 95 

CAUSA CCXXXII 

Don Agustín Andriani contra la sociedad <La Colonizadora Popu- 
lar», por cobro de pesos; sobre incompetencia y falta de personería. 

T. XV 27 
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Sumario, — El cumplimievCo de obligaciones puede ser de- 
mandado ante el Juez del lugar donde han sido contraidas y de- 
bieron cumplirse, citando ajuicio al apoderado, para pleitos, del 
deudor residente en ese lugar 101 



CAUSA CCXXXIII 

La Municipalidad de la Capital, contra don Eduardo Rodríguez 
Gaete, por desistimiento de una demanda de expropiación; sobre 
costas . 

Sumario. — t"* El auto aceptando el desistimiento, sin decla- 
rar que las costas causadas son de cargo de quien lo hizo, es 

apelable. 

2o El actor que desiste de la demanda es responsable de las 
costas causadas en el juicio 107 



CAUSA CCXXXIV 

El Ferrocarril Central Argentino contra doña Luisa Ruiz de 
Anchorena, por expropiación; sobre regulación de honorarios. 

Sumario, — El auto nombrando regulador de honorarios es 
inapelable 110 

CAUSA CCXXXV 

Criminal contra don Daniel de la Vega (hijo), por el delito pre- 
visto por el articulo 86 de la ley nacional penal; sobre prisión. 

Sumario. — 1» El auto de prisión dictado contra el procesado 
no tiene carácter de cosa juzgada. 

2o No procede la prisión contra el procesado por el delito pre- 
visto y penado por el articulo 86 de la ley nacional penal 111 
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CAUSA CCXXXVI 

PágIDkft 

El Ferrocarril Central Norte contra D. Lino Laserna (su suce- 
sión), por expropiación ; sobre regulación de honorarios. 

Sumario, — El auto nombrando regulador de honorarios, no es 
apelable 1 29 



CAUSA CCXXXVII 

D, Santiago Yox, contra D. Anselmo Calvo; sobre interdicto de 
despojo . 

Sumario, — Procede el interdicto de despojo contra el autor 
de los actos de turbación, aunque los haya ejecutado en nombre 
de otro '. 130 

CAUSA CCXXXVIII 

Don Martin Gras, contra don Federico Rike, sobre interdicto de 
obra nueva. 

Stimarío.— La construcción de un cerco dentro del terreno que 
es materia de un juicio de deslinde pendiente entre las partes, y 
que impide el tránsito que estaba usando el actor, autoriza la ac- 
ción posesoria por interdicto de obra nueva 136 

CAUSA CCXXXIX 

Doña Josefa Bedoya de Pujol, contra los señores Clark y C**, 
por interdicto de retener y obra nueva; sobre costas. 

Sumario. — El expropiante que antes de promover el juicio de 
expropiación se apodera del terreno á expropiarse y hace trabajos 
en él, es responsable de las costas causadas en el interdicto de 
retener y obra nueva que por esos hechos haya entablado el ex- 
propiado 140 
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CAUSA CCXL 

P&gÍD«fl 

La Municipalidad de la Capital, contra D. Gregorio Soler, por 
expropiación; sobre suspensión de procedimiento. 

Sumario, — El expropiante no tiene derecho de pedirla sus- 
pensión temporaria del juicio de expropiación, |>ara continuarlo 
cuando lo crea conveniente ó lo permita su estado financiero. ... 14-3 



CAUSA CCXLI 

D. Rafael Cobo, D. Francisco y D. Alberto Halbach contra la 
Municipalidad de Zarate ; sobre cumplimiento de contrato. 

SuwaWo.T- i® La venta de un terreno, expresando que se 
vende una área de terreno bañado interpuesta entre el rio Paraná 
el terreno de propiedad del comprador, de tantas varas de frente 
con tantas de fondo hacia el río, con reserva á éste del derecho 
de adquirir en todo tiempo y por el precio estipulado, el exceso 
de terreno, si lo hubiere, basta lindar con la ribera del Paraná, 
no importa una venta ad corpfiSy sino ad mensuram. 

2^ La reserva mencionada no comprende las superficies ma- 
yores existentes á los costados del terreno aludido, y por rumbos 
distintos al previsto en la venta 146 

CAUSA CCXLII 

Don Ángel Caboasa y otros, contra don Esteban A. Badaracco 
y Lorenzo Canale é hijo, por cobro de pesos; sobre falta de perso- 
nería y defecto legal en la demanda. 

Sumario, — i^ La falta de derecho opuesta á la acción del de- 
mandante, no autoriza la excepción dilatoria de falla de perso- 
nería. 

2° El defecto legal en el modo de proponer la demanda, con- 
siste únicamente en la omisión de los requisitos establecidos en 
el artículo 53 de la ley de Procedimientos 158 
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CAUSA CGXLIII 

Páginas 

Don Carlos Avalos, contra doña María L. de González; sobre 
mensura. 

Sumario. — í^ Protestada una mensura, y ejecutoriado el auto 
por el cual se ordena que los interesados hagan valer sus dere- 
chos por la vía ordinaria^ corresponde que se mande formalizar 
la oposición. 

2^ Antes de esto no puede pedirse se deseche la oposición co- 
mo improcedente y se apruébela mensura, por razón de haberse 
admitido una demanda de jactancia del protestado, y de no haber 
el protestante interpuesto la acción exigida 163 

CAUSA CCXLIV 

Carril y Moreno contra el Ferrocarril Gran Oeste Argentino, 
por cobro de pesos; sobre competencia. 

Sumario. — En las causas sobre transportes por ferrocarriles na- 
cionales, que no sean de propiedad de la Nación, debe acreditar- 
se el fuero federal por razón de la distinta nacionalidad ó vecindad 
de las partes 171 

CAUSA CCXLV 

Don Santiago Allende contra don Pedro Chistophersen, agente 
del vapor «Rouen»; sobre cobro de averias. 

Sumario,— í"" El daño procedente de presión de estiva, debida 
á hechos no imputables al Capitán, no hace parle de la indemniza- 
ción de averias sufridas por la carga. 

i^ De la suma que se manda abonar por dicha indemnización, 
se deben los intereses á contar desde el día en que debió hacerse 
la entrega de la carga. 

3"" Son de cargo del responsable de las averías, las costas causa- 
das en el juicio pericial sobre la existencia é importe del daño. . ili 
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CAUSA CCXLVI 

Pagina* 

Don Mi'iniel Torcella, contra la Municipalidad de la Capital por 
interdicto de retener; sobre competencia. 

Sumario. — El desalojo ordenado por la Municipalidad de la Ca- 
pital, por razón de higiene, pertenece á lo contencioso-adminis- 
trativo, y los Tribunales Federales son incompetentes para cono- 
cer en él 184 



CAUSA CCXLVII 

Donjuán Bautista Romero, por defraudación al Fisco; sobre 
conpetencia. 

Sumario. — El Juzgado Federal de la Capital no es competente 
para conocer en la defraudación al Fisco que se denuncia haber 
sido cometida en el territorio nacional de Misiones 191 



CAUSA CCXLVIII 

La Municipalidad de la Capital, contra Cleofe Mas de Ayala y 
compañía, por cobro ejecutivo del importe de patentes ; sobre 
competencia. 

Sumario.— LdiS acciones por cobro ó defraudación de rentas fis- 
cales ó municipales que sean exclusivamente para la Capital, es- 
tán excluidas de lajurísdiecion de los Tribunales Federales, cual- 
quiera que sea la nacionalidad ó vecindad del demandado 194 

CAUSA CCXLIX 

Don Francisco A. Bellizia contra don Miguel Torcella, por res- 
cisión de un contrato ; sobre deserción de recurso y adhesión á 
la apelación. 

Sumario. --{^ El apelante que ha interpuesto el recurso pi- 



DE JUSTICIA NACIONAL 423 

Piginas 

diendo se eleven los autos en la forma de estilo, y lo ha obtenido 
en estos mismos términos, queda vírtualmente citado á eompare- 
corante el superior dentro del plazo de ley. 

2<^ Declarada la deserción del recurso de apelación, deja de sub- 
sistir la adhesión á éste deducida por el apelado 209 



CAUSA CCL 

Don Ceferino J. Ferreira, contra don Jorge Espinosa, por res- 
cisión de contrato ; sobre autenticación de un exhorto. 

Sumario.— Las disposiciones déla ley de 26 de Agosto de 1863 
no son aplicables á las comunicaciones directas de las autorida- 
des judiciales de una provincia con otra 211 

CAUSA CCLI 

Don Andrés Chirino, contra el Ferrocarril de Buenos Aires al 
Pacifico, por cobro de pesos ; sobre competencia. 

Sumario. — El Juez que se ha declarado incompetente, tiene 
jurisdicción para resolver sobre lo relativo á las costas causadas 
en el incidente de incompetencia 216 

CAUSA CCLII 

Don Casimiro Robles, contra don Luis Casagrande, por cobro 
de pesos ; sobre deserción de recurso. 

Sumario. — Concedida la apelación ordenándose, sin observa- 
ción por parte del recurrente, la elevación de los autos á la 
Suprema Corte en la forma de estilo, se entiende vírtualmente 
emplazado aquel á mejorar el recurso dentro del término que la 
ley señala como máximum 219 



-»v:'v 






é- 






424 



FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 


















'■■^r 









'V.- 






CAUSA CCLÍIl 



P&giuas 



Don Pedro J. Astorga contra don Jesús Tenreiro, por cobro 
ejecutivo de pesos ; sobre competencia . 

Sumario. — Debe darse por acreditada la naturaleza argentina 
del actor, que se reconoce por el demandado en el instrumento 
de obligación, se declara por los testigos de la información su- 
maría y resulta de la partida de bautismo no redargüida de falsa. 3^1 

CAUSA CCLIV 

Don Juan Jones contra Don Ignacio Aramburu; sobre interdic- 
to de despojo. 

Sumario. — Ejecutoriada y cumplida la demanda dictada en 
juicio de despojo^ el vencido no puede demandar por despojo al 
vencedor, alegando la nulidad de la sentencia, opuesta e.i dicho 
juicio, máxime si la nulidad invocada es de las susceptibles de 
renuncia y confirmación 225 

CAUSA CCLV 



Don Olimpio Rosado Silva, contra la sociedad «Vitivinícola», 
por cobro de pesos; sobre incompetencia. 

Sumario,— \^ El empleado contratado por año, destituido an- 
tes del año, por hechos cometidos en el ejercicio de su empleo, 
que han motivado unjuii*io criminal conira él por parte del prin- 
cipal, no puede pedir que éste le pague los gastos hechos en el 
desempeño de sus funciones y el sueldo anual, mientras no esté 
resuelto el juicio criminal intentado. 

2° La disposición del articulo UOl del Código Civiles aplica- 
ble al caso en que el actor en el juicio criminal obre como tal en 
el juicio civil, como al en que siendo en el primero demandante 
sea demandado en el segundo, con tal que los hechos que dan orí- 
gen á ambas acciones, sean los mismos 237 
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CAUSA CCLVI 

Página* 

El Banco Hipotecario Nacional^ contra Don Juan Benito Goñi, 
por cobro de pesos; sobre inhibición general. 

Sumario, — 1^ La inhibición general de bienes, no está autorizada 
por la ley de Procedimientos nacionales como medida preventiva. 

2*" Es distinta la inhibición ó embargo de un bien raiz deter- 
minado 243 



CAUSA CCLVII 

Contra Eduardo Ackerley y C^, por defraudación de rentas, 
sustracción de mercaderías, falsedad y tentativa de estafa; sobre 
competencia. 

Sumario.— i"" El delito conexo que con arreglo al articulo 1060 
de las Ordenanzas de Aduana, somete varias acciones al conoci- 
miento del Juez Federal, comprende el caso en que de un mis- 
mo delito ó de delitos diversos, pero ligados entre sí, como re- 
sultado de una resolución única, procednn acciones diferentes de 
las que una sea por delito común sujeto á la jurisdicción ordinaria 
y otra por su defraudación de la renta. 

2^ Si el delito de defraudación de la renta no tiene vinculación 
alguna con los otros delitos sometidos á la jurisdicción de los Tri- 
bunales, y resulta de hechos independientes de los que constitu- 
yen estos las piezas relativas deben remitirse á la administración 
de Aduana para el conocimiento y juicio que las ordenanzas di- 
fieren al respecto á la jurisdicción administrativa 248 

CAUSA CCLVIII 

El albacea de la testaroentería del doctor don Manuel Zavalla, 
contra don Zacarías Barbosa; sobre cumplimiento de mandato. 

Sumario.— E\ comprador de una casas, que reconoce haber re- 
cibido encargo de comprarlas para otro, y que no prueba el retiro 
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posterior del mandato, existiendo por contrario hechos que con- 
firman la subsistencia y la ejecución del niismo, está obligado á 
hacer el traspaso de las casas compradas á los causa- habientes del 
mandante, y á rendirles cuenta de la inversión dé la totalidad 

de los fondos recibidos de éste 264 

> 

CAUSA CCLIX 

Doña Mercedes S. de Levingston, contra don Simón Domin- 
guez; sobre interdicto de obra nueva. 

Sumario, — En el caso de haberse practicado actos posesorios 
por las dos partes, la posesión debe reputarse de aquella á cuyo 
favor aparece haber sido el último estado de la misma, máxime 
si esta parte tiene los títulos de propiedad, y la otra no 276 

CAUSA CCLX 

Don Ambrosio ChichisoU, contra Don Antonio Casaluzi, por co- 
bro de pesos; sobre competencia. 

Sumario, — El extranjero demandado por un argentino ante la 
justicia federal, no puede declinar la jurisdicción de ésta, ale- 
gando que renuncia al fuero nacional 285 

CAUSA CCLXI 

Don Bartolomé Saccone contra el 'Banco Constructor de La Pla- 
ta, por cobro de pesos; sobre embargo preventivo. 

Sumario,— E\ reconociminnto de los hechos en que se funde el 
crédito demandado, autoriza el embargo preventivo, bajo la res- 
ponsabilidad del solicitante 288 

CAUSA CCLXII 

Don Domingo Fernandez contra dun Julián Socas, por desalojo; 
sobre costas . 
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Sumario. — Las costas de la demanda traída ante el Juez inhibido 
de conocer por autos ejecutoriados enjuicies pendientes entre las 
mismas partes, son de cargo del demandante 291 

CAUSA CCLXllI 

Don Ramón \ornel, contra el Ferrocarril Gran Oeste Argentino, 
por cobro de pesos; sobre competencia. 

Sumario. — Los contratos de transportes por ferrocarriles son 
regidos por el derecho común 295 

CAUSA CCLXIV 

Don Carlos M. Querencio, contra don Gregorio Beaitez, por li- 
quidación de sociedad y cambio de administrador; sobre compe- 
tencia. 

Sumario. — Sometida por convenio de partes, todas las cuestiones 
entre socios á la decisión de jueces arbitros, la promovida du- 
rante su liquidación, sobre cambio de administrador, de la so- 
ciedad, corresponde al conocimiento de estos, y no al del Juez 
federal 296 

CAUSA CCLXV 

Don Carlos M. Querencio contra Don Juan Coloma y otros, por 
mejor derecho á un campo; sobre auto de prueba. 

Sumario.— 'E\ auto abriendo la causa á prueba y fijando los 
puntos sobre que debe versar, es inapelable 201 

CAUSA CCLXVI 

El Ferrocarril Central Argentino contra don Urbano Torres ; 
sobre expropiación. 

Sumario.— Siendo equitativa, debe aprobársela avaluación he- 
cha por el Juez en juicio de expropiación 304 
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tAÜSA CCLXVII 

Pkgin»» 

Don Isaac B. Lecuona contra Collet y Llarobi, por cobro de pe- 
sos; sobre defecto legal en la demanda. 

Sumario. — La omisión de partidas en la cuenta acompañada á 
la demanda^ no constituye defecto legal en el modo de propo- 
nerla 308 



CAUSA CCLXVIII 

La Municipalidad de la Capital contra Doña Luisa Carranza de 
Rodríguez, por desistimiento de juicio de expropiación; sobre 
costas . 

Sumario. ^El expropiante que desiste del juici'* de expropia- 
ción, debe pagar las costas causadas en él 312 

CAUSA CCLXIX 

Don Emilio Correa contra don Ramón Mantilla, por cumpli- 
miento de contrato; sobre pruebas. 

Sumario. — Es imputable á la parte que no presentó la lista de 
testigos, la no recepción de la prueba testimonial dentro del tér- 
mino 314 

CAUSA CCLXX 

Contra Sebastian Tomasoni, por quiebra fraudulenta; sobre 
extradición. 

Sumario. — I"" El delito de quiebra fraudulenta, es de los que 
autorizan el pedido de extradición. 

2° No es necesario para admitir el pedido de extradición, el 
despacho rogatorio de los Tribunales requirentes. Basta el testi- 
monio autorizado de la resolución ordenando la. extradición ema- 
nada del Tribunal competente 318 
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CAUSA CCLXXl 

PiginM 

Contra don Tomás M. Barry y otros, por sustracción de merca- 
derías de los depósitos de aduana; sobre desglose de actuaciones. 

éSumario. — No procede el desglose de actuaciones que forman 
parte integrante y elementos necesarios del proceso 322 

CAUSA CCLXXII 

El Fisco Nacional coulra Mantegazza y C* ; sobre clasificación 
de artículos y pago de dobles derechos. 

Sumario. — i ^ Las cuestiones sobre clasificación de artículos 
sujetos á derechos de aduana, son de la exclusiva competencia de 
la Dirección de Rentas. 

i^ El recurso que se interponga de la resolución administrativa, 
fundado en el error de la clasificación, es improcedente 327 

CAUSA CCLXXIII 

Uon Miguel González contra don Antonio Zwingen, por cumpli- 
miento dn contrato; sobre inhibición general. 

Sumario, — La ley nacional de procedimientos no autoriza la 
inhibición general de bienes 332 

CAUSA CCLXXIV 

El Ferrocarril Este Argentino, contra Clark y compañía, por 
cobro de pesos ; sobre competencia. 

Sumario, — Estipulado el lugar del pago, éste debe demandar- 
se ante las autoridades de dicho lugar 334 

CAUSA CCLXXV 

Don Lisandro Lloverás contra don León y Don Salvador OUolen- 
ghi ; sobre embargo de una finca hipotecada. 
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Sumario. — Los actos imporlantes disroinuGÍon de valor de la 
finca hipotecada, no autorizan el secuestro y desposesion de la 
misma 337 

CAUSA CCLXXVI 

Contra Carlos Rosenthal y C*, por recurso contra una resolu* 
cíon de la Administración de Aduana ; sobre pruebas. 

Sumario. —El procedimiento de los recursos contra las resolu- 
ciones de la Administración de Aduana, no excluye la recepción 
de la causa á prueba, cuando la naturaleza de los hechos alegados 
la haga necesaria 340 

CAUSA CCLXXVII 

Don Hilario Bruno, contra don Ramón Caire, por cobro de pe- 
sos ; sobre embargo . 

Sumario. —No puede' embargarse la cosa que está en poder 
de tercero, ni, sin previa citación y audiencia de éste, proceder- 
se á probar que la cosa pertenece al deudor 343 

CAUSA CCLXXVII! 

Gardella y Noussitou contra Rovelli y Giannoni, por cobro de 
pesos ; sobre deserción de recurso . 

Sumario, — No mejorándose en tiempo el recurso de apela- 
ción debe declararse desierto á la primera rebeldía que acuse el 
apelado 345 

CAUSA CCLXXIX 

Doña Petrona Diaz de Bedoya contra don Felipe Recalde ( su 
sucesión)^ por reivindicación de un campo; sobre prórroga de 
término para alegar. 
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Sumario, — El auto negando prórroga de térniinos para alegar 
sobre el mérito de la prueba, no es apelable 346 

CAUSA CCLXXX 

Don Pedro So umaslre contra el doctor don MaleoDurañona, por 
cobro de pesos; sobre fianza por gastos de prueba extraordinaria. 

¿{timarlo. — Consentido el auto que, para garantir los gastos de 
la contraparte en las diligencias probatorias extraordinarias, man- 
da hacer un depósito de dinero, no puede pedirse que éste sea 
sustituido por una fianza 34S 

CAUSA CCLXXXI 

El Fisco Nacional contra Mantegazza y compañía, por clasifica- 
ción de artículos y pago de dobles derechos ; sobre recurso de 
revisión . 

Sumario. — Las sentencias definitivas de la Suprema Corte en 
materia criminal, fuera de los casos enumerados en el artículo 551 , 
Código de Procedimientos en lo Criminal, no son susceptibles del 
recurso de revisión 351 

CAUSA CCLXXXII 

Clark y compañía, contra don Joaquín Bedoya; sobre expro- 
piación . 

Sumario. — Siendo equitativa la avaluación hecha por el Juez 
Federal en juicio de expropiación, debe ser confirmada 352 

CAUSA CCLXXXm 

El Ferrocarril del Sud, contra el doctor don Alfredo Lahítte, 
por expropiación é intervención en el juicio del acreedor hipote- 
cario; sobre nulidad de procedimientos. 
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PfcgÍDU 

Sumario, — Promovida cuestión de competencia y declarado 
por auto ejecutoriado, que ésta es de previa resolución, son nulas 
las providencias dictadas sobre puntos extraños á dicha cuestión. 364 

CAUSA CCLXXXIV 

Albino y Sosa, contra Jarras, Muñiz y Barreto, por daños y per- 
juicios ; sobre deserción de recurso. 

Sumario. — No mejorándose en tiempo el recurso de apelación, 
debe declararse desierto á la primera rebeldía que acuse el apelado. 367 

CAUSA CCLXXXV 

Don Sebastian Triaca contra Don Joaquin M . Cullen, por seña- 
lamiento de término para el cumplimiento de una obligación ; so- 
bre competencia. 

Sumario, — El cumplimiento de una prestación que puede 
ser ejecutada solamente en un lugar, debe ser pedido ante las au- 
toridades judiciales de ese lugar 368 

CAUSA CCLXXXVI 

El Doctor Don José Nicolás Matienzo, contra la sociedad de 
Ferrocarriles Pobladores ; sobre honorarios de perito, en juicio 
de expropiación. 

Sumario. — La regulación de los honorarios devengados por los 
peritos nombrados en el juicio de expropiación, hecha por el Juez 
de Sección, es susceptible de apelación y modificación 373 

CAUSA CCLXXXVII 

La provincia de Buenos Aires, contra la sucesión del doctor 
Don Diego deAlvear; sobre reivindicación de tierras. 

Sumario, — 1® Cuando una Provincia es parte demandante, aun- 
que la demandada sea una sucesión, el conocimiento de la causa 
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corresponde á la jurisdicción originaria de la Suprema Corte. 

2^ La provincia de Buenos Aires no tiene derecho para recla- 
mar campos que fueron materia del laudo arbitral de 18 de Marzo 
de 1882, dictado por la Suprema Corte en la cuestión entre ella 
y las provincias de Córdoba y de Santa-Fé, sobre límites interpro- 
vincíaleSj si resulta que dichos campos fueron vendidos con ante- 
rioridad por una de estas, y además que la enajenación de los 
mismos fué reconocida por ella como legitima . 

S^ Siendo la compra y posesión de la sucesión demandada un 
hecho indiscutible y no discutido, no es admisible en contra de 
ella el argumento de no haber sido escriturada la venta, y de ha- 
berse hecho ésta con la cláusula de no responsabilidad por la par- 
te de que el comprador no pudiera tomar posesión 377 



CAUSA CCLXXXVIII 

Don Julio Beruti contra don Luis Benatar, por entrega de alha- 
jas dadas en prenda ; sobre embargo del dinero prestado. 

Sumario. — Ordenada por sentencia ejecutoriada por una par- 
te la entrega de alhajas recibidas en prenda, y por otra la del di- 
nero prestado sobre ellas, no puede exigirse que éste quede em- 
bargado á las resultas del juicio promovido ó que va á promoverse 
por el dueño de las alhajas sobre daños y perjuicios 392 



CAUSA CCLXXXIX 

Doña Marta Guida de Ferlinese contra la compañía anónima «La 
Remolcadora», por daños y perjuicios ; sobre articulo de no con- 
testar. 

Sumario. — Acreditado el carácter de viuda de la demandan- 
te, é indicada la oficina donde se hallan los antecedentes de la 
demanda, no debe hacerse lugar á la excepción dilatoria fundada 
en la (alta de esos requisitos 397 

T. XV 28 
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CAUSA CCXC 

Piginis 

Don Mariano Pereyra en el juicio ejeculivo con don Ángel Sola 
contra don Francisco Pintos. 

Sumario. — Lo dispuesto por el articulo 300 de la ley de Pro- 
cedimientos no comprende á los terceros en el juicio ejeculivo. . 399 

CAUSA CCXCI 

DonSpiro Ungaro contra Hortola yCanevari, por cobro ejecuti- 
vo de pesos ; sobre embargo de la suma ejecutada y nulidad. 

Sumario. — 1^ La ejecución de la sentencia arbitral corres- 
ponde al Juez competente para conocer en lo principal, según la 
naturaleza de la causa. 

2^ El embargo pedido de la suma demandada, no exime al eje- 
cutado del deber de depositarla á la orden del Juez de la ejecución. 400 

CAUSA CCXCII 

Üon Esteban Riso, por el vapor oriental c Enrique Barroso» y 
Floryt Fynn y Compañía, por el pailebot nacional « Presidente 
Argentino», por abordaje; sobre recusación de un arbitro. 

Sumario, — I"" La recusación de un arbitro, una vez pronun- 
ciado el laudo, no tiene razón de ser al efecto de separarlo del 
conocimiento de lacau.sa. 

2^ En la justicia federal, las resoluciones de los arbitros no 
son recurribles para ante la Suprema Corte 404 

CAUSA CCXCIII 

Don Luis Cavilliotti contra don Antero Barriga ; por cobro 
ejecutivo de pesos. 

Sumario. — No alegándose, ni resultando motivo de nulidad, 
y no habiéndose probado las excepciones opuestas, debe man- 
darse llevar adelante la ejecución 409 
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sos; sobre defecto legal.en la demanda 308 

León, Donjuán de^ contra Don LuisBerges, por rescisión de un 
contrato de locación; sobre derecho del locador para usar del 

agua de la finca arrendada 62 

Levingston, D* Mercedes S. de, contra Don Simón Domínguez; 
sobre iuterdicto de obra nueva 216 



LL 

Lloverás, Don Lisandro, contra Don León y Salvador Ottolenghi; 
sobre embargo de una finca hipotecada 331 

M 

Mantegazza y C% con el Fisco Nacional ; sobre clasificación de 
artículos y pago de dobles derechos 327 

Mantegazza y C% con el Fisco Nacional^ por clasificación de artí- 
culos y pago de dobles derechos ; sobre recurso de revisión . . . 351 

Mantilla, Don Ramón, con Don Emilio Correa, por cumpli- 
miento de contrato ; sobre pruebas 314 

Harechal, Don Antonio, Don Antonio Dordoni, y el Dr. Bernardo 
delrigoyen, contra la Provincia de Santiago del Estero, por rei- 
vindicación ; sobre competencia 17 

Mas de Ayala y C«, DonCleofe, con la Municipalidad de la Capital, 
por cobro ejecutivo del importe de patentes ; sobre compe- 
tencia 194 

Matienzo, elDr. Don José Nicolás, contra la sociedad de Ferroca- 
rriles Pobladores; sobre honorario de perito en juicio de ex- 
propiación 373 

Mortola y Canevari, con Don Spiro Ungaro, por cobro ejecutivo 
de pesos ; sobre embargo de la suma ejecutada y nulidad 400 

Municipalidad de la Capital, contra Cleofe Mas de Ayala y C*, por 
cobro ejecutivo del importe de patentes ; sobre competencia. . 194 
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Municipalidad de la Capital, contra Don Miguel Torcella, por in- 
terdicto de retener ; sobre competencia 184 

Municipalidad de la Capital, contra Doña Luisa Carranza de Rodrí- 
guez, por desistimiento de juicio de expropiación; sobre costas. 312 

Municipalidad de la Capital, contra Don Eduardo Rodríguez Cáete, 
por desistimiento de una demanda de expropiación; sobre costas. 107 

Municipalidad de la Capital, contra Don Gregorio Soler, por ex- 
propiación ; sobre suspensión de procedimientos 143 

Municipalidad de Zarate, con Don Rafael Cobo, Don Francisco y 
Don Alberto Halbach ; sobre cumplimiento de contrato 146 

Muñiz y Barrete, Jarras, con Albino y Sosa, por daños y perjui- 
cios ; sobre deserción de recurso 367 

Murphy, Don Guillermo, con el Dr. Don Pedro Rueda, sobre res- 
.cisión de un contrato de arriendo y pago de daños y perjuicios. 46 

O 

Ottolenghi, Don León y Don Salvador, con Don Lisandro Lio- 
veras ; sobre embargo de una fmca hipotecada 337 

P 

Paz, Don Máximo, con Don Miguel BefTa, por cumplimiento de 
contrato ; sobre defecto legal en la demanda 60 

Pereyra, Don Mariano, en eí juicio ejecutivo de Don Ángel Sola 
contra Don Francisco Pintos 399 

Pulliero, Nicolás, criminal contra, por soborno y contrabando ; 
sobre excarcelación provisoria 65 
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Querencio, Don Carlos M., contra Don Gregorio Benitez, por li- 
quidación de sociedad y cambio de administrador; sobre com- 
petencia 296 
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Querencio, Don Carlos H., contra Donjuán Coloma y otros, por 
mejor derecho á un campo ; sobre auto de prueba 301 

R 

Recalde, Don Felipe (su sucesión), con Doña Pelrona Diaz de 
Bedoya, por reivindicación de un campo; sobre prórogade tér- 
mino para alegar 346 

Rike, Don Federico, con Don Martin Gras; sobre interdicto de 
obra nueva 136 

Risso, Don Esteban, por el vapor oriental c Enrique Barroso » y 
Floryt Fynn y C", por el pailebot nacional « Presidente Argen- 
tino p, por abordaje ; sobre recusación de un arbitro. 404 

Robles, Don Casimiro, contra Don Luis Casagrande, por cobro de « 
pesos; sobre deserción de recurso 219 

Rodríguez Gaete, Don Eduardo, con la Municipalidad de la Ca- 
pital, por desistimiento de una demanda de expropiación ; so- 
bre costas 107 

Romero, Don Juan Bautista, por defraudación al Fisco; sobre 
competencia 191 

Rosado Silva, Don ülimpio, contra la sociedad c Vitivinícola >, 
por cobro de pesos ; sobre incompetencia - 237 

Rosenthal y C^, Carlos, por recurso contra una resolución de la 
Administración de aduana ; sobre pruebas 340 

Rosentrang Don A., criminal contra, por. falsificación de un libro 
presentado en juicio ; sobre competencia 5 

Rovelliy Gianoni con Gardella y Noussitou, por cobro de pesos; 
sobre deserción de recurso 345 

Rueda, Don Crisóstomo, los herederos de, con Don Joaquín A., 
Don Mariano y Doña Josefa Capmany, por escrituración de cam- 
po ; sobre incompetencia^ falta de personería y defecto legal en 
la demanda 72 

Rueda, Dr. Don Pedro, contra Don Guillermo Murpby; sobre 
rescisión de un contrato de arriendo y pago de daños y per- 
juicios 46 
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Ruiz de Anchorena, Doña Luisa, con el Ferrocarril Ceñirá^ 
Argentino, por expropiación; sobre regulación de honorarios. 110 

S 

Saccone, Don Bartoromé, contrae! Banco Con^tructorde la Plata, 
por cobro de pesos; sobre embargo preventivo 288 

Santiago del Estero, la provincia de, con Don Antonio Marechal, 
Don Antonio Dordoni y el Dr. Don Bernardo de Irigoyen, por 
reivindicación ; sobre competencia 17 

Socas^ Don Julián, con Don Domingo Fernandez, por desalojo ; 
sobre costas 291 

Sociedad i Vitivinícola», con Don Olimpio Rosado Silva, por co- 
bro de pesos ; sobre incompetencia 237 

Soler, Don Gregorio, con la Municipalidad de la Capital, por 
expropiación ; sobre suspensión de procedimientos 143 

Soumaslre, Don Pedro, contra el Dr. Don Mateo Durañona, por 
cobro de pesos; sobre fianza por gastos de prueba extraordinaria. 348 

Suarte^ Don Remigio, contra Don Pedro Callaba, por reivindica- 
ción ; sobre recusación 31 

T 

Tenreiro, Don Jesús, con Don Pedro J. Astorga, por cobro eje- 
cutivo de pesos ; sobre competencia 221 

Testamentaria del Dr. Manuel Zaval la, el albacea de la, contra 
Don Zacarías Barbosa ; sobre cumplimiento de mandato 264 

Tomasoni, Sebastian, por quiebra fraudulenta; sobre extradición . 318 

Torcella, Don Miguel, contraía Municipalidad de la Capital, por 
interdicto de retener; sobre competencia 184 

Torcella, Don Miguel, con Francisco A. Beliizia^ por rescisión de 
un contrato; sobre deserción de recurso y adhesión á la apela- 
ción 209 

Torres, don Gregorio y otros, contra la provincia de Buenos Ai- 
res, por escrituración ; sobre suspensión de venta 71 
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Torres, Don Urbano, con Ferrocarril Central Argentino; sobre 
expropiación. 304 

Triaca, Don Sebastian, contra Don Joaquín M. Cufien, por señala- 
miento de término para el cumplimiento de una obligación ; so- 
bre competencia 368 



U 

Ungaro, Don Spiro, contra Mortola y Canevari, por cobro ejecuti- 
vo de pesos; sobre embargo de la suma ejecutada y nulidad. . . 400 

V 

Vega (hijo), Don Daniel de la, criminal contra, por el delito pre- 
visto por el articulo 86 de la ley nacional penal ; sobre pri- 
sión í . . ; 111 

«Vitivinícola», la sociedad, con Don Olimpio Rosado Silva, por 
cobro de pesos ; sobre incompetencia 337 

Y 

Yornet, Don Ramón, contra el Ferrocarril Gran Oeste Argentino, 
por cobro de pesos ; sobre competencia 295 

Yox, Don Santiago, contra Don Anselmo Calvo ; sobre interdicto 
dedespojo 130 



Zavalla^ Dr. Don Manuel, el albacea de la testamentaria del, con- 
tra Don Zacarías Barbosa; sobre cumplimiento de mandato . . . . 264 

Zerboni, Don Juan, contra el Ferrocarril del Oeste de la Provin- 
cia de Buenos Aires; sobre indemnización por expropiación ... 39 

Zwingen, Don Antonio, con don Miguel González, por cumpli- 
miento de contrato; sobre inhibición general 392 
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Acción posMoria.— Véase: Interdicto de obra nveva. 

Actos posesorios. — Véase: Posesión. 

Adhesión. — Declarada ladesercion del recurso de apelación, deja de 
subsistir la adhesión á éste, deducida por el apelado. Pá- 
gina 209. 

Alegato. — Véase: Auto inapelable. 

Apelación . — Véase : Honorarios de peritos. 

Apelante.-^E\ que ha interpuesto el recurso pidiendo se eleven los 
autos en la íorma de estilo, y lo ha obtenido en estos mis- 
mos términos, queda virtualmente citado á comparecer ante 
el superior dentro del plazo de ley. Página 209. 

Apelación concedida.— Véase: Emplazamiento. 

Aprobación de mctisura.— Véase: Mensura. 

Arbitradores.—Yésíse: Peritos. 

Arbitro. — La recusación de un arbitro, una vez pronunciado el laudo, 
no tiene razón de ser al efecto de separarlo del conocimien- 
to de la causa. Página 404. 

Arbitro tercero. — Véase: Nulidad de laudo. 

Autenticación de exharto» — Las disposiciones de la ley de 26 de Agos- 
to de 1863 no son aplicables á las comunicaciones directas 
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de las autoridades judiciales de una provincia á otra. Pá- 
gina 21 i . 

Auto apelable.— E\ auto aceptando el desistimiento, sin declarar que 
las costas causadas son de cargo de quien lo hizo, es apela- 
ble. Página i 07. 

Auto apelado.—yé^se: Excarcelación. 

Auto de prisión, — El auto de prisión dictado contra el procesado no 
tiene el carácter de cosa juzgada. Página 111. 

Auto de pru^^a.— El auto abriendo la causa á prueba y fijando los 
puntos sobre que debe versar, es inapelable. Página 301. 

Auto inapelable. — El auto negando prórroga de término para alegar 
sobre el mérito Je la prueba, no es apelable. Página 346. 

Auto inapelable. — Véase: Auto de prueba. 

Auto inapelable.— E\ auto nombrando regulador de honorarios, es ina- 
pelable. Páginas 4 10 y li9. 

Averias.— fio es admisible la reclamación por averías, cuya existen- 
cía é importe no hayan sido justificados por medio del opor« 
tuno recjnocimiento pericial. Página 95. 

Averias. — El daño procedente de presión de estiva, debido á hechos 
no imputables al Capitán, no hace parte de la indemnización 
de averías sufrida por la carga. Página 172. 

Averias, — Son de cargo del responsable de las averfas, las costas cau- 
sadas en el juicio pericial sobre la existencia é importe del 
daño. Página 173. 

B 

Buenos Aires.— Védise: Provincia de Buenos Aires. 



Causales de recusación.— Néase: Recusación. 
Cesión de derechos. — Véase: Suprema Corte. 
Ciudadanía argentina. — Debe darse pur acreditada la naturaleza ar- 
gentina del actor, que se reconoce por el demandado en el 
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instrumento de obligación, se declara por los testigos de la 
información sumaria y resulta de la partida de bautismo no 
redargüida de falso. Página 221 . 

Clasificación de arlícií/oí. —Véase: Dirección de Rentas; Recurso im- 
procedente. 

Cobro de rentas fiscales ó municipales de la Capital.— VéSise: Tribu- 
nales federales. 

Competencia.— \é¡kse: Fuero federal; Falsificación de libro; Supre- 
ma Corte; Juicio testamentario^ Cumplimiento de obliga- 
ciones. 

Competencia. — Véase: Tribunales federales. 

Competencia.— El Juzgado federal de la Capital no es competente para 
conocer en la defraudación al Fisco que se denuncia haber 
sido cometida en el territorio nacional de Misiones. Pági- 
na 191. 

Competencia. — Los contratos de transporte por ferrocarriles son re- 
gidos por el derecho común. Página 295. 

Competencia. — Las cuestiones sobre clasificación de artículos sujetos 
á derechos de Aduana, son de la exclusiva competencia de 
la Dirección de Rentas. Página 327. 

('Ontencioso-administrativo. — E\ desalojo ordenado por la Municipali- 
dad de la Capital, por razón de higiene, pertenece alo conten- 
cioso-administrativo, y ios Tribunales lederales son incom- 
petentes para conocer en él. Página 184. 

Contratos de transporte.— Los contratos de transporte por ferrocarri- 
les son regidos por el derecho común. Página 295. 

Cosa juzgada.— Elanio de prisión dictado contra el procesado no tiene 
carácter de cosa juzgada. Página li 1 . 

Cosa litigiosa. — Véase: Remate. 

Costas. — El actor que desiste de la demanda es responsable de las 
costas causadafs en el juicio. Página 107 . 

Costas. — El expropiante que antes de promover el juicio de expro- 
piación se apodera del terreno á expropiarse y hace trabajos 
en él, es responsable délas costas causadas en el interdicto 
de retener y obra nueva que por esos hechos haya entablado 
el expropiado. Página 140. 

T XV 29 
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Cortas, — Son de cargo del responsable de las averías^ táseoslas cau- 
sadas en el juicio pericial sobre la existencia é importe del 
daño. Pá¿;inai7d. 

Costas* ^ El Juez que se ha declarado incompetente, tiene jurisdic- 
ción para resolver sobre lo relativo á las costas causadas en 
el incidente de incompetencia. Página 216. 

Costas. — Las costas de la demanda traida ante Juez inhibido de co- 
nocer por autos ejecutoriados en juicios pendientes entre las 
mismas partes, son de cargo del demandante. Página 291. 

Costas. — El expropiante que desiste del juicio de expropiación, debe 
pagar las costas causadas en él. Página 312. 

Cuestión de competencia. — Promovida cuestión de competencia y de- 
clarado por auto ejecutoriado, que ésta es de previa resolu- 
ción, son nulas las providencias dictadas sobre puntos extra- 
ños á dicha cuestión. Página 364. 

Cuestiones entre socios. — Sometidas por convenio de partes, todas las 
cuestiones entre socios á la decisión de jueces arbitros, la 
promovida durante su liquidación, sobre cambio de adminis- 
trador de la sociedad, corresponde al conocimiento de éstos, 
y no al del Juez federal. Página 296. 

Cuestiones de abordaje. — Véase: Peritos. 

Cumplimiento de ínandato. — Véase: Mandato. 

Cumplimiento de obligaciones. — Puede ser demandado el cumpli- 
miento de obligaciones, ante el Juez del lugar donde han si- 
do cpntraidasy debieron cumplirse, citando ajuicio al apo- 
derado, para pleitos, del deudor residente en ese lugar. Pá- 
gina 101. 

Cumplimiento de obligacicnes. --El cixmpVimienio de una prestación 
que puede ser ejecutada solamente en un lugar, debe ser 
pedido ante las autoridades judiciales de ese lugar. Pági- 
na 368 . 

D 

De fecto legal en la demanda. — Esta excepción se refiere únicamente 
á la omisión de los requisitos establecidos en el artículo 57 
de la ley de procedimientos. Páginas 60 y 158. 
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Defeclo legal en la demanda, — La talla de presentación de documen- 
tos no iraporla defecto legal en el modo de proponer la de- 
manda. Página 73. 

Defeclo legal en la demanda. — La omisión de partidas en la cuenta 
9Compañada á la demanda, no constituye defecto legal en el 
modo de proponerla. Página 308. 

Defraudación de reñías fiscales ó municipales de la CapilaL — Véase : 
Tribunales federales. 

Delilo conexo , — El delito conexo que con arreglo al artículo 1060 
de las Ordenanzas de Aduana, somete varias acciones al co- 
nocimiento del Juez federal, comprende el caso en que de 
un mismo delito ó delitos diversos, pero ligados entre si, co- 
mo resultado de una resolución única, procedan acciones 
diferentes de las que una sea por delilo común sujeto á la 
jurisdicción originaria, y otra por su defraudación de la ren- 
ta. Página 248. 

Delito de defraudación. — Si el delito de defraudación de la renta no 
tiene vinculación alguna con los otros delitos sometidos á la 
jurisdicción de los Tribunales, y resulla de hechos indepen- 
dientes de los que constituyen éstos, las piezas relativas de- 
ben remitirse á la administración de Aduana para el conoci- 
miento y juicio que las Ordenanzas ditieren al respecto ala 
jurisdicción administrativa. Página 248. 

Demanda. — No tiet^e razón de ser ni es susceptible de pronuncia- 
miento judicial, la demanda por rescicion de un contrato de 
arriendo y pago de daños y perjuicios, fundada en la falta 
de cumplimiento por el locatario, que se deduce después de 
haber éste restituiíio la cosa y hecho la restitución en el 
tiempo razonablemente necesario para ello. Página 46. 

Per echo dd locador.— XédLse: Uso, 

Desalojo. — Véase : Conlencioso-adininislralivo; Tribunales federales. 

Deserción de recurso. — No mejorándose en tiempo el recurso de ape- 
lación, debe declararse desierto ala primera rebeldía que 
acusa el apelado. Páginas 345 y 367. 

Desistimienlo. — Véase: Aulo apelable; Costas. 

Desglose de actuaciones. — No procede el desglose de actuaciones que 
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iorman parte integrante y elementos necesarios del proceso. 
Página 322. 

Deipojo. — Véase: Interdicto dede$pojo. 

Despojo. — Ejecutoriada y cumplida la demanda dictada en juicio de 
despojo, el vencido no puede demandar por despojo al ven- 
cedor alegando la nulidad de la sentencia, opuesta en dicho 
juicio, máxime si la nulidad invocada es de las susceptibles 
de renuncia y confirmación. Página 225. 

Dirección de rentas, — Las cuestiones sobre clasiflcacion de artículos 
sujetos á derechos de Aduana, son de la exclusiva compe- 
tencia de la Dirección de Rentas. Página 327. 

Documentos, —-Véase: Traducción. 

Documentos. — Véase : Defecto legal en la demanda. 



E 



Ejecución. — La de la sentencia arbitral corresponde al Juez compe- 
tente para conocer en lo principal, según la naturaleza de la 
causa. Página 400. 

Ejecución. — No alegándose, ni resultando motivo de nulidad, y no 
habiéndose probado las excepciones opuestas, debe mandar- 
se llevar adelante la ejecución. Página 409. 

Ejecunon de obligación.^ y ézs^: Cumplimiento de obligación. 

Embargo preventivo. — El reconocimiento de los hechos en que se 
funde el crédito demandado, autoriza el embargo preventivo 
bajo la responsabilidad del solicitante. Página 288. 

Embargo de finca hipotecada. — Los actos importantes disminución 
de valor de la finca hipotecada, no autorizan el secuestro y 
desposesion de la misma. Página 337. 

Embargo. — No puede embargarse la cosa que está en poder de ter- 
cero, ni, sin previa citación y audiencia de éste^ procederse 
á probar que la cosa pertenece al deudor. Página 343. 

Embargo. — Ordenada por sentencia ejecutoriada, por una parte, la 
entrega de alhajas recibidas en prenda, y por otra, la del di- 
nero prestado sobre ellas, no puede exigirse que éste quede 
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embargado á las resultas del juicio promovido 6 que vá á pro- 
moverse por el dueño de las alhajas, sobre daños y perjui- 
cios. Página 392. 

Embargo. — El embargo pedido de la suma demandada, no exime al 
ejecutado del deber de depositarla á la orden del Juez de la 
ejecución*. Página 400. 

Emplazamiento. — Véase : Apelante. 

Emplazamiento, — Concedida la apelación ordenándose sin observa- 
ción por parte del recurrente la elevación de los autos á la 
Suprema Corte en la forma de estilo, se entiende, virtual- 
mente emplazado aquel á mejorar el recurso dentro del tér- 
mino que la ley señala como máximun. Página 219. 

Error de clasificación. — El recurso que se interponga de la resolu- 
ción administrativa, fundado en el error de clasificación^ es 
improcedente. Página 327. 

Excarcelación. — El soborno de un empleado de Aduana para extraer 
efectos de ella y la extracción intentada, constituyen un de- 
lito cuya penalidad no excede prima facie de la que admite 
la excarcelación provisoria bajo caución. Página 65. 

Excarcelación. — El auto concediendo la excarcelación provisoria, que 
haya sido apelado, no debe llevarse á ejecución, pendiente el 
recurso interpuesto. Página 65. 

Excepción. — La de delecto legal en la demanda, se refiere únicamen- 
te á la omisión de los requisitos establecidos en el articulo 
57 de la ley de Procedimientos. Páginas 60 y 158. 

Excepción. — No procede la de falta de personería contra quien ges- 
tiona invocando un derecho propio. Página 73. 

Excepción. — Véase: Defecto legil] Falta de personería . 

Excepción. — Acreditado el carácter de viuda de la demandante, é 
indicada la oficina donde se hallan los antecedentes de la 
demanda, no debe hacerse lugar á la excepción dilatoria fun- 
dada en la falta de esos requisitos. Página 397. 

Excepciones. — No habiéndose probado las excepciones opuestas, 
debe mandarse llevar adelante la ejecución. Página 409. 

Exhorto. —Véase : Autenticación de exhorto 

Expropiación. — Siendo equitativo el precio asignado al terreno «x- 
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propíado, debe confirmarse la sentencia que lo fija. Pági- 
na 36. 

Expropiación. — No procede la acción de indemnización por expro- 
piación, cuando el ocupante niega la propiedad del actor, 
mientras ésta no se acredite. Página 39. 

Expropiación. — Véase: Jtitcto de expropiación. 

Expropiación. — Siendo equitativa, debe aprobarse la avaluación he- 
cha por el juez eo juicio de expropiación. Página 304. 

Expropiación. — Siendo equitativa la avaluación hecha por el juez 
federal en juicio de expropiación, debe ser confirmada. Pá- 
gina 352. 

Extradición. — El delito de quiebra fraudulenta, es délos que auto- 
rizan el pedido de extradición. Página 318. 

Exircuiicion. — No es necesario para admitir el pedido de extradi- 
ción, el despacho rogatorio de los tribunales requirentes. 
Basta el testimonio autorizado de la resolución ordenando la 
extradición emanada del Tribunal respectivo. Página 318. 
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Falsificación de libro. — La falsificación de un libro presentado como 
prueba en un juicio de abordaje ante los jueces arbitros, cons- 
tituye un delito sujeto á la jurisdicción federal. Página 5. 

Falta de documentos. — Véase : Defecto legal en la demanda. 

Falta de personería. — No procede esta excepción contra quien ges- 
tiona invocando un derecho propio. Página 73. 

Falta de personería. — La falta de derecho opuesta á la acción del 
demandante, no autoriza la excepción dilatoria de falta de 
personería. Página 158. 

Ftani^a. —Consentido el auto que, para garantir los gastos de la 
contraparte en las diligencias probatorias extraordinarias^ 
manda hacer un depósito de dinero, no puede pedirse que 
éste sea sustituido por una fianza. Página 348. 

Finca arrendada. — Véase: Uso. 
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Finca hipotecada. — Véase : Embargo de finca hipotecada^ Secuestro 
de finca hipotecada. 

Fuero federal. — En las causas sobre transportes por ferrocarriles 
nacionales, que no sean de propiedad de la Nación, debe 
acreditarse el fuero federal por razón de la distinta naciona- 
lidad ó vecindad de las partes. I^na 171. 



G 

Gastos de prueba extraordinaria.— y édise : Fianza. 



H 

Honorarios de peritos. — La regulación de los honorarios devengadas 
por los peritos nombrados en el juicio de expropiación, hecha 
por el Juez de Sección^ es susceptible de apelación y modi- 
ficación. Página 373. 



Idioma extranjero. — Véase : Traducción. 

Incidente de incompetencia. — Véase : Cosías ; Juez incompetente. 

Incompetencia. — Véase: Juicio criminal. 

Indemnización por averias • — y ésíse: Averias; Costas. 

Indemnización par expropiación. — Véase : Expropiación. 

Inhibición. — Es distinta la inhibición ó embargo de un bien raíz 
determinado. Página 243. 

Inhibición. — La ley nacional de procedimientos no autoriza la inhi- 
bición general de bienes. Página 332. 

Inhibición general. —La inhibición general de bienes, no está auto- 
rizada por la ley de procedimientos nacionales como medida 
preventiva. Página 243. 

Injusticia de laudo. — Véase : Nulidad de laudo. 

Interdicto de despojo. — Procede contra el autor de los actos de turba- 
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cion, aunque los haya ejecutado en nombre de otro. Pági- 
na 130. 

Interdicto de obra nueva. — La construcción de un cerco dentro del 
terreno que es materia de un juicio de deslinde pendiente 
entre las partes, y que impide el tránsito que estaba usando 
el actor, autoriza la acción posesoria por interdicto de obra 
nueva. Página i 36. 

Interdicto de retener y obra nueva. — Véase : Costas. 

Interdicto de obra nueva. — En el caso de haberse practicado actos 
posesorios por las dos partes, la posesión debe reputarse de 
aquella á cuyo favor aparece haber sido el último estado de 
la misma, máxime sí esta parte tiene los títulos de propie- 
dad, y la otra no. Página 276. 

Interdicto de despojo. — Véase : Despojo. 

Intereses. — De la suma que se manda pagar por indemnización de 
averias sufridas por la carga, se deben los interese» á contar 
desde el d(a en que debió hacerle la entrega de dicha carga. 
Página 172. 



Jueces arbitros. — Véase : Cuestiones entre socios. 

Juez federal. — Véase : Cuestiones entre socios. 

Juez incompetente. — El Juez que se ha declarado incompetente, tie> 
ne jurisdicción para resolver sóbrelo relativo á las costas 
causadas en el incidente sobre incompetencia. Página 216. 

'hícíq criminal. — El empleado contratado por año, destituido antes 
del año, por hechos cometidos en el ejercicio de su empleo, 
que han motivado un juicio criminal 'ontra él por parte del 
principal, no puede pedir que éste le pague los gastos he- 
chos en el desempeño de sus funciones y el sueldo anual, 
mientras no esté resuelto el juicio criminal intentado. Pá- 
gina "237 . 

Juicio criminal. — La disposición del artículo 1101 del Código Ci- 
vil es aplicable al caso en que el actor en el juicio crimí- 
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nal obre como tal en el juicio civil, como al en que siendo 
en el primero demandante se» demandado en el segundo» 
con tal que los hechos que dan origen á ambas acciones, 
sean los mismos. Página ?37. 

Juicio ejecutivo, — Lo dispuesto por el artículo 300 de la ley de pro- 
cedimientos no comprende á los terceros en el juicio ejecu- 
tivo. Página 399. 

Juicio de expropiación. — El expropiante no tiene derecho de pedir 
ia suspensión temporaria del juicio de expropiación, para 
continuarlo cuando lo crea conveniente ó lo permita su estado 
financiero. Página 143. 

Juicio pericial, — Yéase: Averias ; Costas. 

Juicio testamentario. — No corresponde al juicio testamentario la de- 
manda sobre cumplimiento de una obligación que se dice 
contraída personalmente por los herederos, y se dirige con- 
tra estos. Página 72. 

Jurisdicción administrativa, — Véase: Delito de defraudación. 

Jurisdicción originaria. — Véase: Suprema Corte. 

Justicia federal. — Véase : Falsificación de libro. 

Justicia federal. — Véase : Tribunales federales. 

Justicia federal — Véase : Delito conexo. 

Justicia federal. — En ella, las resoluciones de los arbitros no son re- 
curribles para ante la Suprema Corte. Página 404. 

Juzgado federal de la Capital. — No es competente para conocer en 
la defraudación al Fisco que se denuncia haber sido come- 
tida en el territorio nacional de Misiones. Página 191. 



Lanchaje, —Véase: Lancheros. 

Láncheteos, — Los que han hecho la descarga, tienen derecho de co- 
brar el precio de este servicio á los dueños de la carga, aun- 
que se lo hayan encargado los agentes del buque que la tra- 
jo. Página 95. 

Laudo, — Véase : Peritos ; Nulidad del laudo. 
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Limites interprovinciales. — Véase : Provincia de Buenos- Aires. 
Lisia de testigos. — Véase : Prueba testimonial. 
Lugar del pago. *- Estipulado el lugar del pago, éste debe demandar' 
se ante las autoridades de dicho lugar. Página 334. 



M 

Mandatario. — Véase : Mandato. 

Mandato. — El comprador de unas casas, que reconoce haber recibido 
encargo de comprarlas para otro, y que no prueba el retiro 
posterior del mandato, existiendo por el contrario hechos que 
confirman la subsistencia y la ejecución del mismo, está obli- 
gado á hacer el traspaso de las casas compradas á los causa- 
habientes del mandante, y á rendirles cuenta de la inversión 
de la totalidad de los fondos recibidos de éste. Página 264. 

Mejora. — Véase : Apelante ; Emplazamiento ; Deserción de re- 
curso . 

Mensura. — Protestada una mensura, y ejecutoriado el auto por el 
cual se ordena que los interesados hagan valer sus derechos 
por la via ordinaria, corresponde que se mande formalizar la 
oposición. — Antes de esto no puede pedirse se deseche la 
oposición como improcedente y se apruebe la mensura, por 
razón de haberse admitido una demanda de jactancia del 
protestado, y de no haber el protestante interpuesto la 
acción exigida. Página 163. 

N 

Nulidad. — Notificado debidamente y consentido el decreto de cautos > 
para resolver la aprobación de la retasa, quedan subsanados 
los procedimientos anteriores relativos á esta operación. Pá- 
gina 12.. 

Nulidad. — Véase : Despojo. 

Nulidad. ^ Véase : Cuestión de competencia. 

Nulidad. — No alegándose^ ni resultando motivo de nulidad, y no 
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habiéndose probado las excepciones opuestas, debe mandar- 
se llevar adelante la ejecución . Página 409 . 

Nulidad de laudo, — La parte que ha convenido en nombrar á una 
persona como arbitro tercero, no puede fundar la nulidad 
del laudo en la incompetencia de la misma, sin hacerse res* 
ponsable de todos los daños y perjuicios causados por esa nu- 
lidad. Página 79. 

Nulidad de laudo. — Los argumentos dirijidosá demostrar la injus- 
ticia del laudo, no son procedentes en la cuestión de nulidad 
de dicho laudo. Página 79. 



O 



Obra nuem. — Véase : Interdicto de obra nueva. 
Oposición á mensura. — Véase: Mensura. 



Pago. — Estipulado el lugar del pago, éste debe demandarse ante las 
autoridades de dicho lugar. Página 334. 

Peritos. — La denominación de peritos empleada por el Código de Co- 
mercio para indicar los arbílradores que deben conocer y re- 
solver las cuestiones de abordaje, significa la que las leyes 
antiguas entendían por la de ornes buenos é sabidores . Pá- 
gina 79. 

Peritos en juicio de expropiación. — Véase: Honorarios de peritos. 

Posesión. — En el c>aso de haberse practicado actos posesorios por 
las dos partes, la posesión debe reputarse de aquella á cuyo 
favor aparece haber sido el último estado de la misma, má- 
xime sí esta parte tiene los titules de propiedad y la otra 
no. Página 276. 

Presión de estiva. — Véase: Averias. 

Prisión. — No procede la prisión contra el procesado por el delito 
previsto y penado por el articulo 86 déla ley nacional penal. 
Página i 1 i . 
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Pronunciamiento judicial, — Véase: Demanda, 

Próroga para alegar . — Véase: Auto inapelable. 

Provincia de Buenos Aires . — La Provincia de Buenos Aires no tiene 
derecho para reclamar campos que tueron materia del laudo 
arbitral de 18 de Marzo de i 882, dictado por la Suprema 
Corte en la cuestión entre ella y las provincias de Córdoba y 
Santa Fé, sobre limites interprovinciales, si resulta que di- 
chos campos Tueron vendidos con anterioridad por una de 
estas, y además que la enajenación de los mismos fué reco- 
nocida por ella como legitima. Página 377. 

Prueba. — El auto abriendo la causa á prueba y fijando los puntos so- 
bre que debe versar, es inapelable.. Página 301. 

Prueba. — El procedimiento de los recursos contra las resoluciones 
de la administraccion de aduana, no excluye la recepción do 
la causa á prueba, cuando la naturaleza de los hechos alega- 
dos la haga necesaria. Página 341. 

Prueba extraordinaria. — Véase ; Fianza. 

Prueba testimonial. — Es imputable ala parte que no presentóla lista 
de testigos, la no recepción de la prueba testimonial dentro 
del término. Página 314. 



Q 

Quiebra fraudulenta. — Véase: Extradición. 

R 

Reconocimiento pericial , — Véase: Averias. 

Recusación. — Las causales de recusación enunciadas por el artículo 
43, incisos 4, 5 y 6, de la ley de procedimientos, se refie- 
ren á las relaciones del Juez con el litigante, no con el abo- 
gado y apoderado de éste. Página 31. 

Recusación. — La de un arbitro, una vez pronunciado el laudo, no 
tiene razón de ser al efecto de separarlo del conocimiento 
de la causa. Página 404. 



r 
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Regulador. — Véase: Auto inapelable. 

Recurso. — Néase: Apelante . 

Recurso pendiente. — Véase : Excarcelación. 

Recurso improcedente. — Lo es el que se ÍDlerponga de la resolución 
administrativa, fundado en el error de clasificación. Pá- 
gina 327. 

Recurso contra las resoluciones de aduana. --El procedimiento de 
estos, no excluye la recepción de la causa á prueba^ cuando 
la naturaleza de los hechos alegados la haga necesaria. Pá- 
gina 340. 

Recurso de revisión. — Las sentencias definitivas de la Suprema Corte 
en materia criminal, fuera de los casos enumerados en el 
articulo 551 , Código de Procedimientos en lo criminal, no 
son susceptibles del recurso de revisión. Página 351 

Remate. — No debe ordenarse la suspensión del remate de la cosa li- 
tigiosa, anunciado con sujeción al pleito pendiente sobre ella. 
Página 71. 

Rescisión de contrato. — Véase: Demanda. 

Reserva al comprador. — Véase: Venta ad corpas. 

Restitución. —Véase: Demanda. 

Retasa. —Véase: Nulidad* 



Secuestro de finca hipotecada. — Los actos importantes disminución 
de valor de la finca hipotecada, no autorizan el secuestro y 
desposesion de la misma . Página 337. 

Sentencia arbitral. — La ejecución de la sentencia arbitral corres- 
ponde al Juez competente para conocer en lo principal, se- 
gún la naturaleza de la causa . Página 400. 

Sentencias definitivas. — Véase: Recurso de revisión. 

Suprema Corte. — La Suprema Corte no es competente para conocer 
en pleito civil contra una provincia, si el titulo con que ac- 
túan los demandantes es una cesión de derechos, y los ceden- 
tes son en su mayor parle vecinos de la provincia demanda- 
da. Paginan. 
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Suprema CéOrle. — Véase: Recurso tk revisión. 

Suprema Corte. — Cuando una Provincia es parte demandante, aun- 
que la demandada sea una sucesión, el conocimienlo de la 
causa corresponde á la jurisdicción originaria de la Suprema" 
Corte. Página 377. 

Suprema Corle. — En lajusticia federal, las resoluciones de los ar- 
bitros no son recurribles para ante la Suprema Corle. Pá- 
gina 404 . 

Suspensión ie procedimientos, — El expropiante no tiene derecho de 
pedir la suspensión temporaria del juicio de expropiación, 
para continuarlo cuando lo crea conveniente ó lo permita su 
estado financiero. Página 143. 

Suspensión deveiUa. — Véase : Remate, 



Terceros. — Véase: Juicio ejecutivo. 

Traducción. — Bsde derecho la versión al idioma nacional, de todo 
documento que se agregue á la causa en idioma extranjero. 
Página 59. 

Transportes por ferrocarriles. — Véase: Contrato de transporte ; 
Fuero Federal. 

Tribunales federales . — El desalojo ordenado por la Municipalidad 
de la Capital, por razón de higiene, pertenece á lo contencio- 
so-administrativo, y los Tribunales federales son incompe- 
tentes para conocer en él. Página 184. 

Tribunales federales. — Las acciones por cobro ó defraudación de 
rentas fiscales ó municipales que sean exclusivamente para 
la Capital, están excluidas de la jurisdicción de los Tribuna- 
les Federales, cualquiera que sea la nacionalidad ó vecindad 
del demandado. Página 494. 

U 

Uso. — El derecho que el locador se reserva para mantener en la fin-, 
ca arrendada un carruaje y sus caballos, implica el del uso 
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del agua para el lavado de] primero y para la bebida y lim- 
pieza de los últimos. Págioa 62. 



Venta ad corpm, — La venia de un terreno, expresando que se vende 
una área de terreno bañado interpuesto entre el rio Paran y 
el terreno de propiedad del comprador, de tantas varas de 
frente con tantas de fondo hacia el rio, con reservan éste 
del derecho de adquirir en todo tiempo y por el precio esti- 
pulado, el exceso de terreno, si lo hubiere^ hasta lindar con 
la ribera del Paraná, no importa una venia ad corpusy sino 
ad mensuram. La reserva mencionada no comprende las 
superficies mayores existentes á los costados del terreno 

i aludido, y por rumbos distintos al previsto en la venta. Pá- 

gina 146. 
Venia ad mensuram. — Véase: Venta ad corpus. 
Ventano escriturada. — Siendo la compra y posesión de la sucesión 
demandada un hecho indiscutible y no discutido, no es ad- 
misible en contra de ella el argumento de no haber sido es'- 

! enturada la venta, y de haberse hecho ésta con la cláusula 

I de sin responsabilidad por la parte de que el comprador no 

pudiera tomar posesión . Página 377. 

I Venta sin responsabilidad. — Véase: Venta no escriturada. 
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